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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allende Bussi, Isabel

--Alvear Valenzuela, Soledad

--Bianchi Chelech, Carlos

--Cantero Ojeda, Carlos

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo

--Espina Otero, Alberto

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo

--García Ruminot, José
--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro
--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Larraín Peña, Carlos

--Letelier Morel, Juan Pablo

--Navarro Brain, Alejandro

--Novoa Vásquez, Jovino

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime

--Rincón González, Ximena

--Sabag Castillo, Hosaín

--Tuma Zedan, Eugenio
--Uriarte Herrera, Gonzalo
--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrieron, además, los Ministros Secretario General de la Presidencia, señor Cristián Larroulet Vignau; Secretaria General de Gobierno, señora Cecilia Pérez Jara; de Economía, Fomento y Turismo, señor Félix de Vicente Mingo; de Justicia, señora Patricia Pérez Goldberg, y del Trabajo y Previsión Social, señora Evelyn Matthei Fornet. 

Actuó de Secretario el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:15, en presencia de 14 señores Senadores.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- El acta de la sesión 39ª, ordinaria, en 9 de julio del presente año, se encuentra en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación. 

IV. CUENTA

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes


Seis de Su Excelencia el Presidente de la República:



Con los dos primeros da inicio a la tramitación de las siguientes iniciativas: 



1.- Proyecto que modifica la ley N° 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios, con el objeto de sustituir el sistema electoral aplicable a la elección de parlamentarios (boletín N° 9.030-07) (con urgencia calificada de “simple”) (Véase en los Anexos, documento 1).


2.- Proyecto de reforma constitucional que modifica la Constitución Política de la República en materia de reelección y vacancia de parlamentarios (boletín N° 9.031-07) (con urgencia calificada de “simple”) (Véase en los Anexos, documento 2).


--Pasan a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento. 



Con los dos siguientes retira y hace presente la urgencia, calificándola de “suma”, para la tramitación de los siguientes asuntos:



1.- Proyecto que modifica la ley N° 18.450 con el fin de fomentar la inversión privada en obras de riego o drenaje comprendidas en proyectos integrales y de uso múltiple cuyo costo supere las 30.000 unidades de fomento  (boletín Nº 8.771-01).



2.- Proyecto de ley que otorga a los funcionarios del Instituto de Desarrollo Agropecuario (INDAP) condiciones especiales para la bonificación por retiro voluntario, por el período que indica, y otros incentivos al retiro (boletín Nº 8.815-01).



3.- Proyecto de ley sobre interés máximo convencional (boletines Nos. 7.786-03, 7.932-03 y 7.890-03, refundidos).



4.- Proyecto que modifica la Ley de Transparencia de la Función Pública y de Acceso a la Información de la Administración del Estado (boletín Nº 7.686-07).



5.- Proyecto que crea la Subsecretaría de Derechos Humanos y establece adecuaciones en la Ley Orgánica del Ministerio de Justicia (boletín Nº 8.207-07).



6.- Proyecto que modifica la ley N° 19.799, sobre documentos electrónicos, firma electrónica y servicios de certificación de dicha firma, y otros textos legales que indica (boletín N° 8.466-07).



7.- Proyecto de ley que modifica los estatutos de la prisión preventiva y de la suspensión de la ejecución de la pena en el caso de la conducción en estado de ebriedad o bajo la influencia de sustancias sicotrópicas con resultado de lesión o muerte (boletín N° 8.809-07).



8.- Proyecto de ley que modifica el Código Procesal Penal con el fin de reforzar la protección de las víctimas, mejorar la función que desempeña el Ministerio Público y fortalecer la acción policial y la operatividad del sistema de justicia penal (boletín N° 8.810-07).



9.- Proyecto de ley que crea el Fondo de Desarrollo del Norte y de las Comunas Mineras de Chile y le destina recursos (boletín N° 8.272-08).



10.- Proyecto de ley que implementa la Convención de La Haya, que suprime la exigencia de legalización de documentos públicos extranjeros (Convención de la Apostilla), adoptada el 5 de octubre de 1961 en La Haya, Países Bajos (boletín Nº 8.556-10).



11.- Proyecto de acuerdo aprobatorio del “Acuerdo para modificar el Tratado de Libre Comercio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de Canadá, hecho en Santiago el 5 de diciembre de 1996, tal como se ha modificado entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de Canadá”, firmado en Santiago, Chile, el 16 de abril de 2012 (boletín Nº 8.951-10).



12.- Proyecto de ley que elimina los aranceles para la importación de bienes provenientes de países menos adelantados (boletín Nº 8.969-10).



13.- Proyecto de ley en materia de sanciones a vehículos impedidos de efectuar transporte público y de escolares (boletín N° 7.815-15).



14.- Proyecto de ley que crea la Superintendencia de Telecomunicaciones (boletín N° 8.034-15) (con urgencia calificada de “suma”).



15.- Proyecto que modifica el decreto con fuerza de ley N° 1, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.290, de Tránsito, y sus modificaciones posteriores, en sus artículos 196 y 197, referidos al delito de manejo en estado de ebriedad con resultado de muerte o lesiones gravísimas (boletín Nº 8.813-15).



Con los dos últimos hace presente la urgencia, en el carácter de “simple”, respecto de la tramitación de las siguientes iniciativas:

 

1.- Proyecto que modifica la ley N° 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios, con el objeto de sustituir el sistema electoral aplicable a la elección de parlamentarios (boletín N° 9.030-07).



2.- Proyecto de reforma constitucional que modifica la Constitución Política de la República en materia de reelección y vacancia de parlamentarios (boletín N° 9.031-07).



--Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



De Su Excelencia el Presidente de la República, con el que requiere el acuerdo del Senado para nombrar como integrantes del Consejo de Alta Dirección Pública a la señora María Loreto Lira Domínguez y al señor Manuel Adrián Inostroza Palma (boletín N° S 1.587-05), respecto de lo cual hace presente la urgencia en los términos del inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental (Véase en los Anexos, documento 3).


--Pasa a la Comisión de Hacienda.



Siete de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero comunica la nómina de los señores Diputados que integrarán la Comisión Mixta que debe formarse, según lo dispone el artículo 70 de la Constitución Política de la República, respecto del proyecto de ley que crea los hospitales clínicos que indica en la Región Metropolitana (boletín Nº 8.618-11) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 4).


--Se toma conocimiento y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



Con el segundo informa su aprobación de las enmiendas propuestas por esta Corporación al proyecto de ley sobre procedimiento para otorgar concesiones eléctricas (boletín N° 8.270-08), con las excepciones que especifica, y comunica la nómina de los señores Diputados que integrarán la Comisión Mixta que ha de formarse, conforme lo dispone el artículo 71 de la Carta Fundamental (Véase en los Anexos, documento 5).


--Se toma conocimiento y se designa a los señores Senadores de la Comisión de Minería para integrar la referida Comisión Mixta. 



Con el tercero expresa que tomó conocimiento del rechazo parcial por el Senado de las enmiendas propuestas por esa Corporación al proyecto de ley sobre interés máximo convencional (boletines Nos. 7.786-03, 7.932-03 y 7.890-03, refundidos), e informa la nómina de los señores Diputados que integrarán la Comisión Mixta que ha de formarse, según lo dispone el artículo 71 de la Carta Constitucional (Véase en los Anexos, documento 6).


--Se toma conocimiento y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



Con el cuarto informa que dio su aprobación a la enmienda propuesta por esta Corporación al proyecto de ley que establece plazo para otorgamiento del finiquito del contrato de trabajo (boletines Nos. 7.467-13 y 7.746-13, refundidos)



--Se toma conocimiento y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



Con los tres restantes manifiesta que dio su aprobación a los siguientes asuntos:



1.- Proyecto que modifica ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo, con el fin de limitar la prohibición de ingreso a la Administración Pública (boletín N° 8.520-06) (Véase en los Anexos, documento 7).


--Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.



2.- Proyecto de ley que aumenta la penalidad al delito de homicidio simple en el catálogo de los delitos contra la vida (boletines Nos. 8.216-07 y 8.609-07, refundidos) (Véase en los Anexos, documento 8).


--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



3.- Proyecto de ley que establece el Día Nacional de la Trabajadora Temporera (boletín Nº 8.918-13) (Véase en los Anexos, documento 9).


--Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.



De la Excelentísima Corte Suprema:


Emite su parecer, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 77 de la Constitución Política de la República, respecto del proyecto que sustituye las leyes Nº 19.039, sobre propiedad industrial, y Nº 20.254, que crea el Instituto Nacional de Propiedad Industrial (boletín Nº 8.907-03).



--Se toma conocimiento y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



Del Excelentísimo Tribunal Constitucional:


Remite copia de las resoluciones recaídas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad respecto de las siguientes disposiciones:



1.- Artículo 70, inciso cuarto, y artículo 64, inciso segundo, ambos del Código de Comercio.



2.- Artículo 2331 del Código Civil.



--Se toma conocimiento y se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Del señor Ministro de Economía, Fomento y Turismo:


Contesta solicitud de información, enviada en nombre del Senador señor Navarro, relativa al informe de la Organización de las Naciones Unidas para la Alimentación y la Agricultura (FAO) sobre ferias libres en Chile.



Responde acuerdo adoptado por el Senado, a proposición de los Senadores señor Navarro, señora Allende y señores Gómez, Lagos, Muñoz Aburto y Rossi, tocante a reintegro de los trabajadores del Instituto de Fomento Pesquero y fortalecimiento de su institucionalidad (boletín Nº S 1.558-12).



De la señora Ministra de Obras Públicas:


Atiende petición, enviada en nombre de la Senadora señora Alvear, referente a una denuncia de la Junta de Vecinos N° 17 de Chada, comuna de Paine, en materia de cierre ilegal por un particular de un camino vecinal.



Da contestación a solicitud de antecedentes, formulada en nombre del Senador señor García, sobre el estado de avance del Proyecto Habilitación Playa Pucará en la comuna de Villarrica.



Remite, en atención a solicitud cursada en nombre del Senador señor Larraín Fernández, la lista de organizaciones de usuarios de derechos de aprovechamiento consuntivo de aguas que registra el Catastro Público de Aguas.



Del señor Ministro de Salud:


Da respuesta a petición, formulada en nombre del Senador señor Horvath, relativa a la inclusión de prestaciones asociadas a las fisuras labiopalatinas en el Plan Auge.



Contesta solicitud de información, remitida en nombre del Senador señor Muñoz Aburto, respecto del estado de avance de los proyectos de reposición de los hospitales de Puerto Natales y Porvenir.



Responde solicitud de antecedentes, cursada en nombre del Senador señor Navarro, acerca de medidas adoptadas por esa Cartera de Estado ante la captura de crustáceos en los procesos internos de las centrales termoeléctricas Bocamina II y Santa María.



Contesta acuerdo del Senado, adoptado a proposición del Senador señor Walker, don Patricio, en cuanto a destinación de recursos a los servicios de salud de regiones extremas con el fin de solventar el traslado de regreso de aquellos pacientes fallecidos que hubiera sido necesario llevar a centros hospitalarios de más alta resolución, y de sus familiares (boletín Nº S 1.568-12).



De la Señora Ministra del Medio Ambiente:


Atiende petición de información, cursada en nombre del Senador señor Navarro, relativa a estudios del potencial efecto de las plantas de celulosa en la calidad del agua de los ríos del país, particularmente en el caudal del Biobío.



Del señor Ministro Presidente del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes:


Da respuesta a una solicitud de información, cursada en nombre del Senador señor Navarro, tocante a la existencia de extintores en las dependencias de aquel servicio.



Del señor Superintendente de Electricidad y Combustibles:


Responde consulta, formulada en nombre de la Senadora señora Allende, sobre suspensión del suministro de energía eléctrica que afectó a las comunas de Copiapó y Tierra Amarilla los días 7 y 8 del mes de junio pasado, y de las acciones emprendidas para determinar sus causas y la eventual responsabilidad de empresas distribuidoras o transmisoras.



De la señora Superintendente de Servicios Sanitarios:


Contesta solicitud de antecedentes, enviada en nombre del Senador señor Navarro, relativa a estudios sobre los efectos que una erupción del volcán Copahue tendría en el abastecimiento de agua potable, y de las medidas de mitigación previstas en ese evento.



Del señor Director Nacional (s) de Gendarmería de Chile:


Responde solicitud de información, remitida en nombre de la Senadora señora Rincón, en materia de reconstrucción de la cárcel de Parral y de la posibilidad de mejorar los sistemas de traslado de funcionarios de Gendarmería desde Parral a Cauquenes y de relevos para el personal de Parral.



De la señora Directora del Trabajo:


Responde petición, formulada en nombre del Senador señor Navarro, sobre fiscalizaciones realizadas a las plantas del holding Celulosa Arauco en los dos últimos años, en materia de condiciones de trabajo de los empleados de planta y subcontratados y de higiene y seguridad.



Del señor Alcalde de la Ilustre Municipalidad de Concepción:


Da contestación a solicitud de información, enviada en nombre del Senador señor Navarro, respecto del conflicto sobre titularidad de derechos planteado en el Mercado Central de esa comuna.



--Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes



De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el oficio de la Ilustrísima Corte de Apelaciones de Santiago, con el que comunica la resolución del señor Ministro de Fuero recaída en la demanda civil en contra de la Ministra de Estado señora Carolina Schmidt Zaldívar, en cuya virtud solicita al Senado que, de conformidad con lo dispuesto en el N° 2) del artículo 53 de la Constitución Política de la República, determine si ha o no lugar a la admisión de dicha acción judicial (boletín Nº S 1.586-02) (Véase en los Anexos, documento 10).


--Queda para el Tiempo de Votaciones de la próxima sesión ordinaria.



De la Comisión de Trabajo y Previsión Social, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la jornada, descanso y composición de la remuneración de los trabajadores de casa particular, y prohíbe el uso de uniformes a trabajadoras de casa particular (boletines Nos. 8.292-13, 7.807-13 y 7.675-13, refundidos) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 11).


De la Comisión de Desafíos del Futuro, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que crea un Consejo Parlamentario de Futuro en Ciencia y Tecnología (boletín N° 7.906-07) (Véase en los Anexos, documento 12). 



--Quedan para tabla.

Mociones



De los Senadores señores Tuma, Girardi, Lagos y Quintana, con la que se inicia un proyecto que modifica el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2004, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fija el texto definitivo, refundido y sistematizado del decreto ley N° 211, para imponer penas privativas de libertad a conductas constitutivas del delito de colusión (boletín N° 9.028-03) (Véase en los Anexos, documento 13).


--Pasa a la Comisión de Economía.



De los Senadores señor Walker (don Patricio), señora Allende y señores Chahuán, Larraín Peña y Tuma, con la que inician un proyecto que modifica la ley N° 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios, en materia de elección de senadores y diputados (boletín N° 9.032-07) (Véase en los Anexos, documento 14).


--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, y a la de Hacienda, en su caso.



De los Senadores señores Tuma, Letelier, Muñoz Aburto y Sabag, con la que inician un proyecto que modifica la ley N° 20.671 con el objeto de suprimir el límite máximo para regularizar ampliaciones en viviendas sociales, siempre que la superficie edificada total no exceda de noventa metros cuadrados (boletín N° 9.029-14) (Véase en los Anexos, documento 15).


--Pasa a la Comisión de Vivienda y Urbanismo.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Terminada la Cuenta.



Tiene la palabra el Senador señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, como titular de la Comisión de Defensa, pido recabar el acuerdo de la Sala a los efectos de fijar un nuevo plazo para presentar indicaciones, hasta el 5 de agosto, al proyecto que incorpora un título nuevo, sobre navegación fluvial, en el decreto ley N° 2.222, de 1978, Ley de Navegación.



El referido órgano técnico irá la próxima semana a Valdivia para discutir en terreno con los interesados en esta iniciativa. Por ello nos gustaría ese plazo adicional para, de ser necesario, incorporar alguna indicación que surja de alguna inquietud en esta materia.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- ¿Habría acuerdo?



--Así se acuerda.
)-----------(
El señor LABBÉ (Secretario General).- Señores Senadores, en sesión de fecha de 10 de julio se aprobó en general el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que pone término a la existencia legal de la Empresa de Abastecimiento de Zonas Aisladas (EMAZA) (boletín N° 8786-27).



Lo que corresponde ahora es fijar un plazo para presentar indicaciones.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- ¿Le parece a la Sala hasta el lunes 5 de agosto?



--Así se acuerda.
)-------------------(
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor García-Huidobro.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señor Presidente, en sesión de hoy la Comisión de Obras Públicas por unanimidad acordó solicitar autorización a la Sala para discutir en general y en particular el proyecto de ley que introduce modificaciones al marco normativo que rige las aguas en materia de fiscalización y sanciones.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- ¿Cuál proyecto, señor Senador?

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- El consignado en el boletín N° 8.149-09. 

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tendríamos que alterar la tabla. 

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- No, porque solamente estoy pidiendo la autorización de la Sala para poder trabajar el proyecto en general y en particular en la Comisión. 

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- ¿Habría acuerdo para acceder a lo solicitado?



--Acordado.

)----------(

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, con respecto al proyecto que modifica la ley N° 18.450 con el fin de fomentar la inversión privada en obras de riego o drenaje, en la Comisión de Hacienda se ha planteado la necesidad de abrir un nuevo plazo para que el Ejecutivo pueda presentar una indicación.



Por lo tanto, solicito una ampliación, por unas pocas horas, para cumplir con dicha gestión y así poder continuar con la tramitación de la iniciativa.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- ¿Para hoy mismo?

El señor LARRAÍN.- Hoy día, a las 6 de la tarde, o mañana, si quiere, a las 12. Pero lo antes posible.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Muy bien.



¿Habría acuerdo de la Sala para fijar plazo para formular indicaciones al proyecto que fomenta la inversión privada en obras de riego o drenaje hasta mañana jueves 18, a las 12?



--Así se acuerda. 
El señor LARRAÍN.- Hubiera preferido hoy día, señor Presidente.

)----------(

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Se me ha solicitado recabar la autorización de la Sala para que ingresen al Hemiciclo el señor Subsecretario de Previsión Social y la señora Superintendenta de Previsión Social.

El señor PROKURICA.- Sí.

El señor NAVARRO.- ¡No, señor Presidente!

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- ¿Perdón?

El señor NAVARRO.- No hay acuerdo.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- No se accede a lo requerido, entonces. 

)----------(

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Antes de comenzar con el análisis de la tabla de la sesión de hoy, quiero pedir asentimiento para que la materia signada con el número 6 del Orden del Día, que se refiere al proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, que agrava penas y restringe beneficios penitenciarios en materia de delitos sexuales contra menores de edad (boletín N° 8.677-07), que está con urgencia calificada de “suma”, la podamos poner en primer lugar y tratarla como si fuera de Fácil Despacho.



Si existiera acuerdo, se procedería en dichos términos.

El señor CANTERO.- Muy bien.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Acordado. 

)----------(

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Lo último que se le ha pedido a la Mesa es saludar a los alumnos del 3° básico de la escuela Irene Morales de Carrizal, comuna de San Javier, que están en las tribunas. Ellos fueron puntaje nacional en el SIMCE de 2° básico y quisiera saludarlos y darles la bienvenida. 



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).


Es una solicitud de la Senadora señora Rincón. Y la Mesa desea felicitarlos por estar hoy día acompañándonos.


También se hallan en las tribunas los Alcaldes de Santa Juana y de Nacimiento, más algunos dirigentes de dichas localidades. Así que saludos también para ellos.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).
V. ORDEN DEL DÍA

AGRAVAMIENTO DE PENAS Y RESTRICCIÓN DE BENEFICIOS

PENITENCIARIOS EN MATERIA DE DELITOS SEXUALES

CONTRA MENORES DE EDAD
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- De conformidad con lo recién acordado, corresponde discutir el proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, que agrava penas y restringe beneficios penitenciarios en materia de delitos sexuales contra menores de edad, con urgencia calificada de “suma”.


--Los antecedentes sobre el proyecto (8677-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En primer trámite, sesión 61ª, en 19 de noviembre de 2012.



En tercer trámite, sesión 40ª, en 10 de julio de 2013.



Informes de Comisión:



Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento: sesión 10ª, en 9 de abril de 2013.



Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento (segundo): sesión 21ª, en 8 de mayo de 2013.



Discusión:



Sesiones 13ª, en 10 de abril de 2013 (se aprueba en general); 26ª, en 22 de mayo de 2013 (se aprueba en particular).
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La Cámara de Diputados efectuó tres enmiendas al proyecto que despachó el Senado, recaídas en la oración final que el artículo 3° propone agregar en el inciso primero del artículo 368 del Código Penal. 


Las modificaciones son para:



-Sustituir la expresión “pena se impondrá” por “regla se aplicará”.



-Suprimir la locución “en calidad de autor o cómplice,”.


-Eliminar la frase “en esas mismas calidades,”.



En el boletín comparado que Sus Señorías tienen en sus escritorios se transcribe el texto aprobado por el Senado y las modificaciones introducidas por la Cámara de Diputados.
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En discusión las enmiendas propuestas por la otra rama legislativa. 



Tiene la palabra el Senador señor Patricio Walker.

El señor WALKER (don Patricio).- Señor Presidente, este proyecto de ley fue aprobado por unanimidad por el Senado, en su primer trámite constitucional, y después lo fue por la Cámara de Diputados. 



En mi calidad de Presidente de la Comisión de Constitución, voy a informar brevemente cuáles son sus aspectos más relevantes.



En primer lugar, se modifica el decreto ley N° 321, sobre libertad condicional, incluyendo determinados delitos sexuales cometidos contra menores de 14 años, que no estaban considerados, a la restricción vigente para delitos sexuales graves (como violación, etcétera), consistente en el aumento del tiempo de cumplimiento efectivo de la condena, de la mitad a dos tercios del período. 



Hoy día, por regla general, un condenado por delitos sexuales contra menores puede optar a la libertad condicional una vez que haya enterado la mitad de la pena. Con el cambio, vamos a ampliar los delitos que requerirán dos tercios de la pena cumplida para poder optar a tal beneficio.



En segundo lugar, se modifica el decreto ley N° 409, sobre regeneración y reintegración del penado a la sociedad, lo que se conoce como “eliminación de antecedentes”. ¿Qué pasa en la actualidad? Que una persona condenada por delitos sexuales contra menores, si es su primera condena, a los dos años limpia antecedentes, y si es reincidente, lo hace a los cinco años. 



Ahora se aumenta el plazo de control para la eliminación de antecedentes por tales ilícitos a diez años, que equivale al lapso que hemos establecido como inhabilidad temporal para los condenados por delitos sexuales contra menores de edad, salvo que sean delitos graves contra menores de 14 años, porque -recordemos- ahí hay inhabilidad perpetua para trabajar con menores y rige otro tipo de normas.



Y, en tercer lugar, se modifica el Código Penal respecto de dos disposiciones. 



Por un lado, se propone aumentar la pena asignada al delito de comercialización de material pornográfico infantil, que incluye la importación, exportación, distribución, difusión o exhibición, eliminando el rango más bajo a la pena asignada (actualmente va de 541 días a 5 años), que sube a 3 años y un día a 5 años, es decir, la misma pena que se aplica a la producción de pornografía infantil: presidio menor en su grado máximo.



Por otra parte, se busca ampliar los sujetos activos, que se hallan contemplados en la agravante del artículo 368. Así, también estará agravada la pena del delito sexual cuando se cometa contra un menor de edad para quien lo hiciere con motivo u ocasión de las funciones que desarrollare en un recinto educacional o con ocasión del transporte escolar de menores realizado a cualquier título. Este último aspecto fue agregado durante la discusión particular del proyecto en la Comisión de Constitución del Senado, ya que pareció relevante no establecer una definición demasiado rígida del posible sujeto activo en el caso de quien transporta niños.



En este mismo contexto, durante la discusión particular del proyecto en la Comisión de Constitución de la Cámara de Diputados se aclaró -y esta es la modificación- el alcance de la norma en lo referente a la cooperación en calidad de cómplice de estos delitos por parte de personas con abuso de autoridad o encargo, los que, en virtud de lo estipulado en el artículo 371 del Código Penal, serán castigados como autores. Además, se cambió la expresión “pena se impondrá” por “regla se aplicará”, lo que resulta más adecuado con la redacción del resto del artículo.



Finalmente, debemos agradecer a todos los Senadores que apoyaron el proyecto en su primer trámite constitucional, y por supuesto a la Ministra de Justicia, señora Patricia Pérez, quien ha mostrado un decidido compromiso personal en el combate contra el abuso sexual infantil.



He dicho.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, desde luego, vamos a aprobar este proyecto de ley en la forma como viene recomendada por la Comisión de Constitución, con el fin de que se promulgue inmediatamente, porque todos estamos muy conscientes de que las penas para los abusadores de menores deben incrementarse y no dispensarse las facilidades que muchas veces los jueces se ven obligados a conceder, porque la normativa no ha sido lo suficientemente dura en ese aspecto.



Por eso, la modificación introducida mediante el artículo 2°, para intercalar un inciso segundo, nuevo, en el artículo 1° del decreto ley N° 409, me parece muy apropiada, porque señala: “Cuando la persona hubiere sido condenada a la pena temporal del artículo 39 bis, de conformidad con el artículo 372, ambos del Código Penal, el derecho a que se refiere el inciso anterior sólo se podrá ejercer transcurridos 10 años desde el cumplimiento de la pena, sin importar el número de condenas que dicha persona tuviere.”.



Hay una verdadera alarma en varios sectores del país. Se han creado comités organizados espontáneamente, en Los Ángeles y Chillán, en los que las madres no se sienten con protección adecuada para defender a sus hijos. Incluso, los trámites judiciales son enormes, y a veces a los  niños se les somete a cuatro, cinco interrogatorios distintos. Es decir, el daño que recibieron se multiplica varias veces. Y esto no ocurre en treinta días, sino en el transcurso de varios meses y a veces en uno o dos años. En consecuencia, de nuevo reviven esos momentos difíciles.



Por eso esas madres están agrupadas. Y han pedido ser recibidas en las diversas Comisiones del Senado, en especial en la de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, porque han vivido experiencias dolorosas que es necesario que todos nosotros conozcamos debidamente.



Por eso, este proyecto en algo va colocando más rígida la ley, para perseguir y no dar ningún tipo de facilidades a las personas que causan tanto daño no solo a los niños, sino en muchos hogares de nuestra patria.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra la señora Ministra de Justicia.

La señora PÉREZ (Ministra de Justicia).- Señor Presidente, como lo expresó el titular de la Comisión de Constitución, Senador Patricio Walker, el proyecto en análisis obedece a la necesidad de llenar ciertos vacíos normativos de nuestra legislación y que impiden la sanción eficaz de los delitos sexuales cometidos contra niños.



Me refiero particularmente a la ampliación de los sujetos activos para la aplicación de la agravante, que en la actualidad no se extiende a quienes tienen contacto con niños fuera del ámbito educacional, como el transporte de los menores. Y cabe destacar que se trata -esto fue muy analizado tanto en el primero como en el segundo trámite- de un transporte escolar a cualquier título, sin restringirlo al remunerado.


También es importante resaltar la elevación del tiempo efectivo de la condena durante el control, al modificar el decreto ley No 321, sobre libertad condicional. En dicha normativa la regla general es que debe haber transcurrido la mitad del tiempo de la condena. Esta iniciativa eleva el tiempo a dos tercios.



De igual forma, se introducen enmiendas en cuanto al período de vigilancia que establece el decreto ley No 409, sobre eliminación de antecedentes. En este caso también se dispone un período más amplio de control, lo cual permite, obviamente, tener a la persona sujeta a una supervisión mucho más estrecha.



Tampoco es menor la elevación del tramo inferior de la pena del delito de comercialización de pornografía infantil, que hoy día parte en los 541 días y llega hasta 5 años. La idea es elevar este tramo inferior, de manera que no estemos, por ejemplo, en la hipótesis de una eventual salida alternativa como hoy día ocurre.



Todas estas modificaciones se han llevado adelante considerando el análisis jurisprudencial de los distintos fallos y las diversas materias que se han podido conocer con relación a esta materia.



También, como lo explicó el Senador señor Patricio Walker, ha sido importante la precisión referida a que la regla del artículo 371 del Código Penal se aplica específicamente a los autores.



Por todas estas consideraciones, señores Senadores, resulta tremendamente relevante impulsar esta iniciativa.



Hago propicia esta oportunidad para extender un agradecimiento especial a los miembros de la Comisión de Constitución del Senado, que contribuyeron de manera fundamental a perfeccionar el proyecto, que viene a llenar un vacío legislativo en el sistema y que es necesario resolver.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Se ha pedido abrir la votación.



¿Habría acuerdo?



Acordado.



En votación las enmiendas introducidas por la Cámara de Diputados.



--(Durante la votación).

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier, para fundamentar su voto.

El señor LETELIER.- En fecha reciente se efectuó una denuncia en los medios de comunicación -lo planteo, por su intermedio, señor Presidente, a la señora Ministra de Justicia, y como hay varias Secretarias de Estado presentes, quizás puedan hacer esta reflexión-, donde se señaló que en instituciones colaboradoras del SENAME hay niñas violadas que se prostituyen y terminan siendo víctimas de una sociedad permisiva.



Digo “sociedad permisiva”, porque esto ha ido acompañado de un fenómeno en los últimos años: a las entidades colaboradoras del SENAME se les han quitado fondos. De esta forma, se ha restringido la protección a estos niños, que son los más vulnerables de los vulnerables de nuestro país: los niños abandonados.


Esta mañana la organización existente en Chile contra el abuso de menores ha estado protestando en el Ministerio de Justicia. Fueron a presentar una demanda al SENAME. Efectuaron un reclamo muy grande precisamente por este tipo de problemas sobre los cuales estamos legislando. Se trata por regla general de mamás y papás de niños violados o abusados sexualmente por gente cercana. Entiendo que todos conocemos la estadística. El 70 por ciento de los delitos sexuales en nuestro país se comete contra menores. Y el 70 por ciento de esos ilícitos los realizan personas conocidas, cercanas o parientes de las víctimas.



En esta coyuntura -donde se requiere reaccionar-, sin duda el proyecto de ley en análisis resulta oportuno.



Hace tiempo, varios Senadores presentamos la propuesta de agravar la pena cuando los autores de los delitos sean personas que tienen una relación de autoridad. Costó fijar este criterio. Esto tiene que ver también con las denuncias que ha habido en la Iglesia católica. Y la iniciativa se basa particularmente en eso y se extiende a otras situaciones de poder.



Creo que este proyecto constituye un avance.



Pero, para ser consistentes con la aprobación de la iniciativa -en particular lo digo para los parlamentarios que desde hace años venimos promoviendo legislar y defender a los niños y a las niñas-, necesitamos que tal esfuerzo legislativo sea coherente con las políticas públicas.



Para que quede claro y en actas, quiero decir que las políticas públicas para defender a los niños, las niñas y los adolescentes de nuestro país dejan mucho que desear en los últimos años.



El problema principal de los niños y las niñas que se encuentran al cuidado del Estado a través del SENAME radica en que se ha desatendido el financiamiento de las instituciones colaboradoras. Se trata de cientos de menores que se han visto abandonados, desprotegidos.



Si no fuera por las iglesias y las congregaciones, que poseen un compromiso especial, la situación sería desastrosa.



Conozco de cerca la realidad de mi Región, donde una congregación ha encabezado en la comuna de Quinta de Tilcoco el esfuerzo de cuidar y proteger a niños y niñas abandonados. Hace un año, nos correspondió casi ir a rogar e implorar al Ministerio de Justicia que no siguiera recortando los fondos.



Por ende, si normas legales como las que vamos a aprobar ahora no van acompañadas de políticas públicas para defender a los más vulnerables de los vulnerables, estaremos borrando con el codo lo que estamos aprobando hoy.



Necesitamos, no solo despachar este proyecto, sino hacernos cargo de aquellos niños y niñas que se encuentran en una de las condiciones más vulnerables hoy en día. Ellos no pertenecen a partidos políticos, están en una situación de tremendo abandono, de dramas familiares. Por lo tanto, pido que seamos consistentes y que el Estado les brinde la protección que les debe entregar, con el financiamiento que corresponde.



Voto que sí.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Girardi, para fundamentar su voto.

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, creo que nos encontramos ante un proyecto muy importante, relevante.



Falta fortalecer la política en general sobre los derechos de los niños.



Tenemos una sociedad profundamente maltratadora. Y el problema radica en que el maltrato infantil es silencioso e invisible. Cuando uno pregunta a los padres si ellos maltratan a sus hijos, lo más probable es que la mayoría responda negativamente. Pero después, al consultarles a los niños si han sufrido algún tipo de vejamen, de maltrato físico (castigos) o sicológico (insultos), seguramente vamos a descubrir que hay una cantidad muy importante de agresiones.



De hecho, la Organización de las Naciones Unidas realizó hace algunos años un estudio, en el cual se estableció que 70 por ciento de los niños señala que sufre maltrato físico y sicológico.



Uno ve a diario, en todos los sectores socioeconómicos, un tipo de vida -muchas veces, de los progenitores- que se desarrolla sobre la base del insulto y la agresión entre los propios padres. Y los niños aprenden de un modelo de convivencia basado en una forma de maltrato que se va internalizando y se transforma en un estilo de vida que ellos asumen.



Muchas veces los papás se preguntan por qué sus hijos son tan agresivos cuando salen a la calle; por lo general, es porque aprenden un modelo de maltrato, de descalificación, en sus propios hogares.



¿Cuál es el problema? Cuando los maltratados sean mayores, van a ser madres y padres maltratadores.



Lo anterior se suma a situaciones que a veces se vinculan al abuso. 



Resulta evidente que los niños maltratados física y sicológicamente y que han sufrido abusos sexuales durante su infancia van a ser potenciales abusadores o maltratadores cuando crezcan.



¿Por qué señalo lo anterior? Porque se trata de una pandemia que en Chile constituye una verdadera epidemia, porque sobre estos asuntos la sociedad no habla; se hallan en la absoluta invisibilidad.



Muchas redes de infancia y actores sociales han ido develando y poniendo en evidencia algo que no se veía: la agresión infantil en materia de abusos sexuales y de violaciones.



Me parece que este asunto hay que ponerlo en contexto con el maltrato, porque este último es el sustrato del problema. Muchas veces en familias con bajo capital cultural la convivencia se desarrolla en un ambiente de tremenda agresión. Los menores de ese grupo familiar padecen el síndrome del niño maltratado: problemas de autoestima, menor rendimiento escolar, daño sicosocial. Evidentemente, constituyen potenciales maltratadores a futuro.



¿Por qué manifiesto esto? Porque me parece que se debe prevenir primero; hay que ir al fondo de los problemas.



Ahora, con la misma fuerza con que señalo lo anterior, expreso mi postura de aumentar la sanción y las penas a quienes abusan de los niños, particularmente en el ámbito sexual mediante violaciones.



Han ocurrido situaciones dramáticas. Tal es el caso de una niña de 11 años que fue violada y que va a tener un hijo. 



Me parece que falta en el país establecer una regulación, una reglamentación, que permita el aborto terapéutico cuando se produce una violación. Lo considero un derecho humano de la mujer, y en particular de las menores. Una niña de 11 años carece de discernimiento en cuanto a la posibilidad de ser madre; y menos lo tiene el violador, que es un delincuente al cual se debe aplicar todo el rigor de la ley.



Estimo que es una medida muy importante.



Pero también estamos viviendo una situación dramática con los 15 mil niños que hoy día se hallan en custodia en el sistema de residenciales. 



Yo lo viví, porque me tocó hace años denunciar a la fundación Niño y Patria, donde los menores eran vejados y tratados de manera brutal y cruel. 



Se cerró esa institución y se adoptó un sistema de residenciales. Pero un estudio de las Naciones Unidas reveló que, producto de la falta de fiscalización, de medios, de recursos, muchos de esos niños sufren maltrato físico y sicológico; que son objeto de violaciones y abusos sexuales. Esos menores víctimas, que son los más frágiles en la sociedad, muchas veces no tienen padre, ni madre, ni familia, y se derivan a una familia guardadora. Pero ahí les infligen brutales daños a su integridad física y sicológica, a sus derechos humanos.



Esa situación me parece muy delicada. También lo es el hecho de que, a pesar de que un estudio de la UNICEF denunció esos hechos en marzo pasado, recién ahora se estén tomando acciones. Aquí ha habido no creo que ganas de tapar nada, sino cierta indolencia e invisibilidad del problema.



Tenemos una situación compleja, ya que en Chile  no hay una verdadera promoción, una verdadera educación y una verdadera fiscalización en lo relativo a los derechos de los niños. En el país no se están acatando los tratados internacionales que hemos suscrito sobre los derechos de los niños; no se está cumpliendo con las familias muchas veces -porque ser padre o madre requiere apoyo, educación, los cuales no se entregan- ni con nuestros centros de acogida. Carecemos de educación sexual, pues los menores son abandonados en su búsqueda de algo tan natural como su salud sexual e identidad sexual.



Pero hay promoción, mercadeo y un libre mercado del erotismo, en los cuales la sexualidad se usa como producto de marketing y donde la sociedad se encuentra abandonada.



Por eso, se necesitan políticas públicas para los niños, para sus derechos; se necesita educación para los padres y madres; se necesita educación sexual, y se necesitan también mayores sanciones para que podamos tener una ley integral.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueban las enmiendas introducidas por la Cámara de Diputados al proyecto (29 votos favorables), y queda despachado en este trámite.


Votaron las señoras Allende, Alvear, Pérez (doña Lily), Rincón y Von Baer y los señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Frei (don Eduardo), García, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Letelier, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).
MODIFICACIÓN A SEGURO DE ACCIDENTES DE TRABAJO PARA AFILIADOS INDEPENDIENTES Y VOLUNTARIOS
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Corresponde efectuar  la segunda discusión del proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica los artículos 88 y 89 de la ley N° 20.255, en relación con el régimen del Seguro Social contra Riesgos de Accidentes de Trabajo y Enfermedades Profesionales aplicable a los afiliados independientes y voluntarios del nuevo sistema de pensiones, con informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social y urgencia calificada de “suma”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (8936-13) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:


En primer trámite, sesión 23ª, en 14 de mayo de 2013.



Informe de Comisión:



Trabajo y Previsión Social: sesión 32ª, en 18 de junio de 2013.



Discusión:



Sesión 40ª, en 10 de julio de 2013 (queda para segunda discusión).
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Cabe tener presente que el artículo 1° permanente y los artículos primero y segundo transitorios de la iniciativa son de quórum calificado, por lo que requieren para su aprobación 19 votos favorables.



El texto que se propone aprobar se transcribe en el primer informe de la Comisión.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Rincón.

La señora RINCÓN.- Señor Presidente, el objetivo de este proyecto es modificar, de mensual a anual, el pago de las cotizaciones de los trabajadores independientes afiliados al Seguro Social contra Riesgos de Accidentes de Trabajo y Enfermedades Profesionales y postergar la cobertura a esos mismos cotizantes hasta julio del año siguiente al cual correspondan las remuneraciones y los meses trabajados, siempre y cuando en dicho lapso de tiempo esos trabajadores sigan realizando sus actividades en forma independiente.



No obstante, señor Presidente, resulta necesario conocer qué originó la urgencia de esta iniciativa.



En efecto, en 2013 el Servicio de Impuestos Internos aplicó descuentos a la devolución de tributos a un total de 149 mil trabajadores independientes, los cuales fueron utilizados para pagar cotizaciones previsionales para pensiones y para salud laboral. Según instrucciones de la Subsecretaría de Previsión Social, dichos descuentos se repartieron entre AFP, mutualidades de empleadores y el Instituto de Salud Laboral.



A la fecha, se desconoce en detalle esa distribución.



A junio de 2013 a 149 mil trabajadores independientes se les efectuaron descuentos, SIN QUE ELLOS CONOZCAN EL DESTINO DE LOS DINEROS, EL USO QUE SE LES DARÁ, NI MUCHO MENOS CÓMO PUEDEN ACCEDER A LOS BENEFICIOS DE SALUD LABORAL.



¿Por qué se produjo tal situación? Porque la Subsecretaría de Previsión Social definió un procedimiento de opción tomando el principio de “el que calla otorga”. Es así como en abril de este año, junto con la declaración de impuestos, se supuso que los trabajadores independientes que NO renunciaron a cotizar para pensiones y salud laboral estaban dispuestos a que se les descontaran desde la devolución de impuestos las cotizaciones para cubrir esos ítems. Es decir, el silencio se interpretó como aceptación. 



Como los descuentos recién se entregaron a los administradores de salud laboral en el  2013 y son para rentas de 2012, se produjo una inconsistencia entre financiamiento y acceso a los beneficios. O sea, los trabajadores independientes han pagado por prestaciones de salud y de otros ámbitos a los que no podrán acceder: el año 2012 ya pasó. 



Ahora que se generó este problema, el Ejecutivo nos presenta una iniciativa legal que no solo implica una solución parcial, dado que conlleva dificultades de aplicación práctica por las movilidades del mercado de trabajo, sino que además modifica en forma permanente la temporalidad en el pago de las cotizaciones para salud laboral y los períodos de cobertura asociados, sin preocuparse de la necesaria armonía que debe existir entre el sistema de salud laboral y el sistema de salud común.



Señor Presidente, la aplicación práctica del proyecto que analizamos en la Sala tiene preguntas sin respuesta hasta la fecha:


1.- ¿Qué va a pasar el año 2018, cuando la reforma previsional entre en régimen y la cotización mensual para el sistema de salud común sea obligatoria?



2.- ¿El Senado volverá a revisar la forma de financiamiento de los sistemas de seguridad social para los trabajadores independientes?



3.- ¿Qué ocurrirá con los diagnósticos de enfermedades profesionales? 



Es importante señalar que la cobertura de tales enfermedades debe otorgarla el administrador vigente en la época en que el trabajador adquirió la enfermedad, que no necesariamente es el mismo del momento en que se hizo el diagnóstico médico. Es decir, el tratamiento de las enfermedades profesionales es diferente del que la ley da a los accidentes del trabajo.



Y aquí no hay que confundirse. 



En esta Sala, señor Presidente, se señaló que lo importante es la época en que se hace el diagnóstico. Pero para la Ley de Accidentes del Trabajo y Enfermedades Profesionales no es así.



4.- Si se aplica la iniciativa presentada por el Ejecutivo, ¿cómo se resolverá el problema de la modificación en la relación laboral cuando el trabajador independiente pase a ser dependiente o deje de trabajar, por cualquier razón?



En efecto, señor Presidente, el proyecto en análisis no resuelve este tema y solo supondrá un enriquecimiento de los administradores de la Ley de Accidentes del Trabajo y Enfermedades Profesionales.



5.- La iniciativa implica que los trabajadores independientes que se incorporen al mercado del trabajo quedarán sin cobertura de salud laboral durante el primer año. Entonces, cabe preguntar: ¿Qué pasará con ellos si sufren un accidente laboral? ¿Les diremos que a pesar de que están trabajando no tienen derecho a cobertura?



Las preguntas anteriores no tienen respuesta, porque van contra la lógica de lo que es un seguro de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales. Y esto lo tienen claro los funcionarios de la Superintendencia de Seguridad Social. Por eso les complica el proyecto presentado, según lo refirió la Ministra señora Matthei en su intervención de la sesión pasada.



A nuestro entender, la solución al problema que afecta a 149 mil trabajadores independientes pasa por lo siguiente:



1.- Devolver los descuentos efectuados el año 2012, dado que no se asocian a ninguna cobertura y que el procedimiento aplicado (“El silencio es aceptación”) constituye un abuso por parte del Estado.



2.- Que la Subsecretaría de Previsión Social ejecute las obligaciones que le impone la ley N° 20.255, en orden a difundir y promover, en forma masiva, la inclusión de los trabajadores independientes al sistema de seguridad chileno. Esta actividad es estrictamente necesaria, dado que apunta a mejorar la cultura en materia de seguridad social.



3.- Para evitar problemas en la declaración de opción de 2014 la Subsecretaría de Previsión Social debiera, este año 2013, arbitrar las medidas necesarias para perfeccionar el procedimiento aplicado, superando el principio de “El que calla otorga”, a través de la incorporación de al menos dos declaraciones: una de rechazo y otra de aceptación. Esta última tendría que detallar expresamente las afiliaciones correspondientes y los derechos de los afiliados. Con ello se permitiría una aplicación coherente con la ley N° 20.255, que estableció la reforma previsional.



Señor Presidente, he analizado en conciencia este proyecto y no me convence. Fui Superintendenta de Seguridad Social, por lo que conozco en profundidad este tema. 



La Ley sobre Reforma Previsional, votada en este Parlamento, establece descuentos respecto de las cotizaciones previsionales, mediante la devolución de impuestos, en la medida que existan diferencias entre las rentas imponibles por las cuales el trabajador independiente efectuó mensualmente sus cotizaciones y las rentas por las cuales declaró impuestos.



La ley N° 20.255 dispone, entonces, que las cotizaciones para salud laboral son mensuales, y solo se aplican descuentos, por medio de la declaración de impuestos, si se producen diferencias al término de cada año. Asimismo, en caso de haber existido beneficios pecuniarios -por ejemplo, subsidios por incapacidad laboral-, la referida normativa obliga a las mutualidades y al Instituto de Salud Laboral a calcular las diferencias de cobertura y a pagarlas al trabajador independiente.



Creo que la ley N° 20.255 fue bien pensada: contiene la necesaria armonía entre salud laboral y salud común. Y el proyecto que ahora nos presenta el Ejecutivo conlleva un problema mayor: Los seguros de salud común y laboral no pueden ser asimilados al sistema de pensiones. Los dos primeros son de contingencia y el de pensiones fue diseñado para entregar beneficios en el largo plazo. No nos confundamos en ello.



Señor Presidente -con esto termino-, no estuve en la Comisión cuando se votó este proyecto, pues a esa hora debí asistir a una sesión de la Comisión de Minería y Energía. Pero de haber estado presente, habría votado en contra.



He dicho.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, está claro que el sistema de mutuales en Chile, y en particular todo lo que tiene que ver con seguridad social y el rol de la SUSESO, enfrentan un problema muy complejo.



Y la Ministra lo sabe muy bien. Porque hace rato que los trabajadores reclaman justicia y que sus accidentes del trabajo sean reconocidos.



Contamos con una institucionalidad extraordinariamente débil, precaria y que, las más de las veces, juega a favor de las empresas. Esa es la experiencia que han vivido miles de trabajadores. Recordemos que el 70 por ciento de los accidentes laborales son rechazados por las mutuales y luego consentidos por la Superintendencia.



Yo tengo una opinión crítica respecto de la Superintendencia. He conocido el proceso desde dentro: he conversado con decenas y decenas de sindicatos. Y cuando he planteado esta problemática a aquellos que hoy día son cotizantes del seguro contra riesgos de accidentes del trabajo, me han señalado que queremos obligar a cientos de miles de trabajadores a imponer en un sistema cuyas condiciones actuales son absolutamente insostenibles.



Es cierto, hay en tabla un proyecto de ley que crea la Intendencia de Seguridad y Salud en el Trabajo, que fortalece el rol de la Superintendencia de Seguridad Social y actualiza sus atribuciones y funciones. Vamos a tener un largo debate sobre las modernizaciones que esto requiere.



Sin embargo, yo consulto: ¿Para quién es negocio incorporar a miles y miles de cotizantes cautivos, porque en verdad sus opciones son muy pocas? ¿Cuál es el tipo de beneficio que contempla esta innovación?



Algunos dirán, por cierto: “Van a estar protegidos”. Pero los actuales trabajadores no lo están. Al contrario, se encuentran en grave riesgo. Son parte de un sistema deficiente, que las más de las veces opera en contra de ellos.



Por tanto, claramente esta incorporación, sin una reforma profunda, significará más bien llevarlos al matadero, a un sistema que no ha brindado cobertura ni ha respondido a los supuestos por los cuales fue creado.



Después de estudiar la ley N° 16.744 y de pensar en esos trabajadores independientes, habría que preguntarse: “¿Sabrán ellos que de 70 a 75 por ciento de sus accidentes van a ser negados, aun cuando sean laborales?” Cabe recordar que la ACHS -una de las peores mutuales del mercado- tuvo que devolver más de 2 mil millones de pesos a la isapre Más Vida, pues correspondían a pagos por concepto de accidentes del trabajo y no de licencias médicas.



Entonces, traspasar este número importante de trabajadores a un sistema absolutamente vencido, viciado nos plantea dudas.



Y anuncio mi voto en contra de esta iniciativa, porque no se puede trasladar a cientos de miles de trabajadores al sistema y luego ver cómo lo modificamos, cómo lo mejoramos. Debería ser al revés: primero discutir cuál es el sistema de protección laboral contra accidentes del trabajo que Chile requiere para su fuerza de trabajo, y después analizar si le inyectamos cientos y cientos de millones de dólares a fin de que sea capaz de responder.



Tal como lo ha dicho la Senadora Rincón, quien además cuenta con la experticia de haber sido Superintendenta de Seguridad Social, este es un mal proyecto. Y siento que ha tenido una escasa difusión entre los trabajadores de sindicatos. He pedido el informe -no lo tenemos a la vista; lo solicito una vez más, señor Presidente- para ver a cuántos sindicatos se escuchó, para saber qué opinan incluso los trabajadores de las propias mutuales, que han denunciado a la ACHS, entre otras, por incumplimientos legales gravísimos. Y estamos hablando de trabajadores de las mismas mutuales, no de otras empresas. 



Además, cuando he preguntado cuáles son las empresas que la SUSESO debe fiscalizar, la Superintendenta me ha respondido que no tiene esa información. Es decir, no sabe cuántas de ellas están afiliadas a la ACHS y al resto de las mutuales.



Entonces, surge la pregunta de cómo es posible que la Superintendencia fiscalice si desconoce cuáles son las empresas afiliadas. 



Por cierto, los trabajadores del Congreso Nacional se encuentran afiliados a la Asociación Chilena de Seguridad. Yo les pido a los señores Senadores que se pregunte a los funcionarios de nuestra Corporación qué imagen tienen de la ACHS, o que se consulte sobre el particular a los trabajadores del petróleo, quienes se retiraron masivamente del sistema, desde Arica hasta Magallanes, incluyendo la comuna de Concón y la Región del Biobío.



Los trabajadores que conocen el sistema se retiran cuando pueden o tienen libertad para hacerlo, como los del petróleo, y el resto evalúa lo que se les ofrece.



Yo me quedo con la opinión de la Senadora Rincón, ex Superintendenta de Seguridad Social; me quedo con la opinión que me han transmitido los trabajadores; me quedo con la opinión que me he formado respecto del gran negocio de las mutuales, del robo en descampado que son capaces de hacer a miles de trabajadores. 



Señor Presidente, la ACHS tiene 108 sociedades anónimas cerradas -¡108!-, que no son fiscalizables ni por la Superintendencia de Seguridad Social ni por la Superintendencia de Valores y Seguros. Además, posee ocho inmobiliarias. Es exactamente igual al negocio de las universidades privadas, que partieron siendo sin fines de lucro y se transformaron por la vía de las empresas relacionadas. 



¿Cuántos exsuperintendentes de la SUSESO hoy día son gerentes de la ACHS? Les dejo abierta la pregunta a los colegas que deseen averiguar el número de ellos que trabajan o trabajaron en las principales empresas de la ACHS y fueron números uno en la Superintendencia. 



Aquí hay conflictos de intereses muy claros y hubo colusión, pues quienes formaron parte de la Superintendencia hoy día ejercen cargos importantes y muy bien remunerados al interior de las mutuales. 



Por tanto, este proyecto debe ser objeto de un profundo debate, incluidas las observaciones planteadas no por el Senador Navarro, porque algunos podrían decir: “Navarro tiene una opinión sesgada producto de su accidente”. ¡No! Poseo un juicio concreto y claro al respecto, pues he estudiado el tema, el cual ha sido ratificado por la ex Superintendenta Ximena Rincón. 



Yo esperaría que no aplicáramos la teoría del jamón, es decir, que no discutiéramos esta materia a pedacitos, sino que definiéramos la institucionalidad respectiva y luego viéramos si los independientes del país -por cierto, son cientos de miles, o millones- están disponibles para cambiarse obligatoriamente a este sistema, porque eso hacemos mediante la ley en proyecto.



Al respecto, muchos trabajadores independientes me preguntan qué haría yo si tuviera la posibilidad de elegir y me señalan que los quieren llevar a la fuerza a un sistema altamente cuestionado. Eso se pretende con esta iniciativa: transferir un gran negocio a un sistema que tiene vicios, que debe ser revisado, fortalecido y modernizado.



Entonces, antes de discutir esta iniciativa que traslada a los independientes, yo preferiría tener claro qué debemos modificar de la ley N° 16.744 y qué tipo de Superintendencia y de institucionalidad vamos a tener.



De lo contrario, estaremos cometiendo una grave irresponsabilidad: se someterá a los independientes a un sistema que no les garantiza protección laboral, al igual que no lo hace con los actuales afiliados, como los trabajadores del cobre, los subcontratistas, en fin, todos los trabajadores de Chile, que, pese a pagar a las mutuales por los seguros correspondientes a través de sus empleadores, no tienen garantizada la cobertura acordada.



En definitiva, se trata de una situación que debe ser transparentada. 



Por eso voy a votar en contra de la normativa, no porque considere innecesaria la incorporación de los independientes, sino porque tenemos que contar con un sistema que asegure la integración y la protección de todos los trabajadores chilenos: de los que tienen contrato, de los que pertenecen al Estado y también de los independientes. 



Esta iniciativa coloca a los independientes en una situación de mayor riesgo, de incertidumbre y, por cierto, los somete a una institucionalidad precaria, que no logra proteger a los actuales afiliados. Por tanto, su incorporación hoy solo representa mayores ingresos para quienes ejercen la tarea lucrativa de administrar las mutuales. 



Señor Presidente, me pronunciaré negativamente, pero espero que podamos lograr un acuerdo -aunque, en verdad, el Gobierno dialoga poco, ahogado por sus permanentes conflictos de intereses- para discutir sobre la institucionalidad vigente y luego acerca de la incorporación de los trabajadores independientes. 



Voto en contra, señor Presidente. 



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



¡No más AFP!



--(Aplausos en tribunas).

)---------(
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Hoy día hemos tenido numerosas visitas en las tribunas. Y quiero saludar a los integrantes de la Escuela de Fútbol Chillán Viejo de Colo Colo antes de que se retiren.



¡Bienvenidos!



Les deseo un buen viaje de retorno. 



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

)-----------(

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra la señora Ministra.

La señora MATTHEI (Ministra del Trabajo y Previsión Social).- Señor Presidente, quiero leer textualmente el inciso segundo del artículo vigésimo noveno transitorio de la ley N° 20.255:



“Durante los tres primeros años de la entrada en vigencia del Título señalado en el inciso anterior, los trabajadores a que se refiere el inciso primero del artículo 89 del decreto ley N° 3.500, de 1980, deberán efectuar las cotizaciones del Título III del mencionado decreto ley, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 92 F de dicho decreto ley, salvo que en forma expresa manifiesten lo contrario.”.



Entonces, lo que señaló recién la Senadora Rincón es totalmente incorrecto. Nosotros no hemos efectuado ninguna interpretación. La ley N° 20.255, que se refiere, como ustedes saben, a la reforma previsional aprobada durante el anterior Gobierno, dispone que los trabajadores independientes tienen que pagar sus respectivas cotizaciones, “salvo que en forma expresa manifiesten lo contrario”.



Por lo tanto, lo único que nosotros hicimos fue aplicar la normativa en vigor. Puede que a algunos no les guste, pero es lo que aprobó este Congreso.



Y ya no se trata de 145 o 190 mil trabajadores que efectivamente pagaron, como se dijo, sino de más de 300 mil, a los cuales se les debía retener sus cotizaciones, porque era obligatorio cancelarlas. Estos se encuentran hoy día en el peor de los sistemas, pues así salió la referida legislación: pagaron su seguro contra accidentes del trabajo, pero no tienen cobertura, porque esta era para el año anterior. Es decir, se paga ahora con respecto al año ya transcurrido. 



Esa es la situación con que nosotros nos encontramos, señor Presidente. 



Por consiguiente, lo único que pretendemos -no se trata de una materia fácil- es que aquellos que paguen ahora por lo menos se encuentren cubiertos el próximo año. De otra forma, sería una burla. ¡Cómo se va a pagar un seguro de accidentes del trabajo correspondiente al año anterior! Si durante ese período un independiente sufre un accidente, no tiene cobertura. Y si no tiene ninguno, da lo mismo pagarlo después. 



En consecuencia, nosotros creemos que es lógico que si se cancela un seguro contra accidentes del trabajo, este cubra el período que viene y no el que pasó, porque en el último caso sí que se harán ricas las mutuales: se quedarán con todo el dinero sin dar ningún tipo de cobertura.



Ahora, lo ideal es que se cotice en forma mensual. 



De otro lado, debo señalar que es una pena que no haya estado presente la Senadora Rincón cuando se analizó este sistema, porque mostramos todas las campañas que lanzamos al respecto. 



El drama es que se pueden hacer todas las campañas que se quiera, pero por algo el pago de las cotizaciones previsionales es obligatorio en Chile y en todos los países. Porque aunque estas -que fueron buenas y numerosas- muestren lo importante que es cotizar, a la gente no le importa, pues siempre tiene cosas más urgentes que el pago de la previsión. De ella las personas se preocupan recién a partir de los 50 años, aproximadamente, no antes. No cotizan aun cuando dispongan de dinero. 



Por eso se hizo obligatorio para los independientes el pago de las cotizaciones previsionales. 



Hoy día, como dije, el inciso segundo del artículo vigésimo noveno transitorio de la ley N° 20.255 establece que los independientes “deberán efectuar las cotizaciones del Título III del mencionado decreto ley, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 92 F de dicho decreto ley, salvo que en forma expresa manifiesten lo contrario.”. 



Por lo tanto, el silencio se tiene que interpretar, de acuerdo con la ley vigente, en el sentido de que los trabajadores están obligados a pagar dichas cotizaciones, salvo que manifiesten expresamente su deseo de no hacerlo.



Creo que nadie, señor Presidente, podría formular una interpretación distinta.



En definitiva, los trabajadores se encontraban obligados a efectuar el correspondiente pago. Y, no obstante que se les retuvieron los fondos, solo estaban cubiertos por el seguro respecto del año anterior.



Así salió la ley, con ese problema.



En consecuencia, lo único que pretendemos es que quienes pagaron sus cotizaciones tengan, por lo menos, un servicio en función de lo pagado. Porque si dejamos la normativa vigente tal cual está, las mutuales van a quedarse con la plata y los trabajadores a los que se les retuvo el dinero no tendrán cobertura alguna. Y el próximo año pasará lo mismo, porque volverán a pagar en abril, lo cual significará cubrir la anualidad anterior.



Entonces, señor Presidente, este es un tema de justicia esencial.



Nos parece inaceptable obligar a los trabajadores a pagar por un servicio que no se les brindará. Porque -reitero- ¿cómo podremos cubrirlos por el año que pasó, si ello es imposible?



Ahora bien, los señores Senadores podrán votar en contra este proyecto de ley; sin embargo, lo único que lograrán con ello será enriquecer a las mutuales y dejar descubiertos a los trabajadores que obligatoriamente deben efectuar las correspondientes cotizaciones, porque así lo establece la ley. 



En el artículo vigésimo noveno transitorio de dicha normativa -que no fue elaborada por el actual Gobierno- se halla consignada la materia en cuestión, y ustedes lo pueden leer.



Por consiguiente, solo les pido que, por favor, no permitamos que los trabajadores paguen por nada, que es lo que está ocurriendo en este minuto: pagaron y no tendrán ningún servicio a cambio.



Gracias.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, la intervención de la Ministra Matthei me ahorra argumentos. 



Nosotros debemos reconocer -por lo menos, quienes éramos parlamentarios el año 2008 y aprobamos la reforma previsional- que, en virtud de los artículos 88 y 89 de la ley N° 20.255, los trabajadores independientes que obtienen devolución de impuesto a través de la Tesorería General de la República en la operación renta de cada año pueden efectuar cotizaciones por la Ley sobre Accidentes del Trabajo y Enfermedades Profesionales, además de hacerlo en su respectiva AFP.



En cuanto a las Administradoras de Fondos de Pensiones no hay problema, porque los recursos se incorporan inmediatamente al fondo del trabajador, y este los utilizará en el momento en que se pensione, cuando jubile. Así opera el sistema de pensiones, no así el sistema de protección contra accidentes del trabajo y enfermedades profesionales. En este último caso lo que hay es un seguro. 



Y lo que establecimos en los artículos 88 y 89 de la reforma previsional resultó un absurdo, y reconozcámoslo así. ¿Cuál fue ese absurdo? Decir: “Mire, en abril de cada año, en la declaración de renta anual, usted va a pagar un seguro hacia atrás; es decir, se cubrirá de riesgos que ya no son, que no están”. Porque el año por el que la persona cotiza simplemente se fue, pasó.



Lo natural, lo lógico, lo razonable es que el período que se va a cubrir mediante el Seguro Social contra Riesgos de Accidentes del Trabajo y Enfermedades Profesionales sea hacia delante. 



Eso es lo que busca corregir el proyecto de ley. Y por ello tenemos que votarlo a favor. De lo contrario, acontecerá lo que señaló la Ministra Matthei, con toda razón: se obligará a cotizar a cada trabajador independiente, que permitió que se le hiciera un descuento de su devolución de impuestos, para cubrir un riesgo por accidentes del trabajo y enfermedades profesionales que ya no existe, porque ese seguro correspondió a un período anterior.



Señor Presidente, siempre es más popular disponer que los trabajadores independientes -y este uno de los dramas que experimenta nuestro país- no coticen en las AFP, ni que efectúen cotizaciones para protegerse de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales, y simplemente exigir que el Estado se haga cargo de tales situaciones: de las pensiones o de ese tipo de cobertura.



Pero no es así como funcionan los países. En la medida en que cada uno de nosotros vaya haciéndose responsable de su propia protección social, impulsada obviamente por buenos sistemas de control y de administración, con las garantías y los resguardos que el Estado debe brindar a través de las instituciones, será posible mejorar la cobertura, las pensiones, y proteger más a nuestros trabajadores, incluyendo a los independientes, a fin de que estos últimos puedan acceder también a las coberturas por enfermedades profesionales y accidentes del trabajo. 



Lo contrario se acerca mucho a lo que es el populismo, la demagogia, porque, en definitiva, se busca que el Estado se haga cargo de todo, y sabemos que responsablemente no puede hacerse cargo de todas y cada una de las situaciones de nuestros compatriotas. Él tiene que focalizar apuntando, indudablemente, a los sectores más vulnerables, a los más pobres de la población.



Señor Presidente, este es un proyecto altamente técnico, muy complejo, que, en esencia, trata de solucionar lo que dijo la Ministra Evelyn Matthei: los trabajadores están cotizando por un riesgo que ya pasó. Lo razonable es que lo hagan por el que media entre junio de 2013 y junio de 2014; o sea, que los recursos que ellos permiten que se les descuenten de su devolución de impuestos sean utilizados para cubrir el riesgo que viene y no la contingencia pasada.



Por eso, hago un llamado a este Senado para que votemos favorablemente la iniciativa propuesta por el Ejecutivo, pues no hace otra cosa que corregir un error en el que incurrimos el año 2008.



Gracias.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Pido a las señoras y señores Senadores que, si quieren tener reuniones particulares, por favor, las realicen afuera de la Sala porque hay que respetar la palabra de quien está hablando.



--(Aplausos en tribunas).



Se me ha solicitado abrir la votación manteniendo los tiempos.



¿Habría acuerdo?

El señor ESCALONA.- No, señor Presidente.

El señor LETELIER.- Me opongo.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Bien.



Entonces, tiene la palabra el Honorable señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, este es un proyecto originado en un mensaje y contiene normas de quórum calificado.



Su objetivo es establecer la obligación anual de cotizar a los trabajadores independientes que perciben honorarios para el Seguro Social…

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Excúseme que lo interrumpa, Su Señoría.



Insisto: si las señoras y los señores Senadores desean tener alguna reunión, les ruego que la lleven a cabo afuera del Hemiciclo para poder escuchar al orador que está haciendo uso de la palabra.



Puede continuar el Honorable señor Sabag.

El señor SABAG.- Gracias, señor Presidente.



Decía que la iniciativa apunta a establecer que los trabajadores independientes a honorarios tienen la obligación anual de cotizar para el Seguro Social contra Riesgos de Accidentes del Trabajo y Enfermedades Profesionales, tal como se paga la cotización relativa a las pensiones y sobre la misma renta imponible de esta.



La normativa mantiene la autorización para que este grupo de trabajadores realice pagos provisionales mensuales o cotizaciones voluntarias en el mismo período a objeto de cubrir los meses sin cobertura, aunque precisa que en este último caso no estarán obligados a cotizar en salud hasta el año 2018. 



Finalmente, propone ajustar el régimen de cotización voluntaria para el mencionado seguro de los trabajadores independientes que no perciben honorarios.



Este proyecto se justifica plenamente dado que no ha terminado de ser efectiva la ley N° 20.255, de 2008, que estableció la incorporación obligatoria, aunque en forma gradual, de los trabajadores independientes al sistema, cuando sus rentas imponibles anuales sean superiores a un ingreso mínimo mensual, ya que existen diferencias con la norma que regula el pago de las cotizaciones de los trabajadores independientes al Seguro contra Riesgos de Accidentes del Trabajo y Enfermedades Profesionales de la ley N° 16.744, la que, además, exige que los pagos sean mensuales para que los trabajadores puedan acceder a los beneficios de este seguro.



Existen, sin embargo, algunos aspectos en dicho sistema que deberían ser resueltos en esta iniciativa, como es el destino de los dineros que son recaudados para cotizaciones previsionales a través de la declaración de impuestos y la devolución de los dineros pagados cuando el trabajador pasa a ser dependiente. 



No obstante lo anterior, estamos recién en la discusión en general y se debe reconocer que el proyecto es necesario para poder generar un espacio de discusión en estos temas específicos tan importantes y que afectan a miles y miles de trabajadores que se desempeñan a honorarios en nuestro país.



He dicho.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Se ha solicitado nuevamente a la Mesa que se proceda a abrir la votación, conservando los tiempos para intervenir. 



¿Habría acuerdo?

El señor BIANCHI.- Sí.



El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En votación la idea de legislar.



Tiene la palabra el Senador señor Pérez Varela.


--(Durante la votación).
El señor PÉREZ VARELA.- Señor Presidente, yo creo que necesariamente tenemos que votar a favor este proyecto, porque lo único que hace es mejorar el procedimiento que estableció la ley de reforma previsional del Gobierno de la ex Presidenta Bachelet. Fue entonces cuando se fijó un mecanismo para que los trabajadores independientes pudieran  expresar su voluntad en orden a cotizar o no. Y, tal como sostuvo la Ministra del Trabajo, más de 300 mil trabajadores han manifestado su voluntad de cotizar. Por ende, al momento de aplicar la Ley de Rentas se les descuenta tanto para sus pensiones cuanto para el seguro de accidentes laborales. 



El Senador señor García lo dijo con absoluta claridad y nitidez: esto no representa ninguna dificultad para el tema de las pensiones. El problema surge con el Seguro contra Riesgos de Accidentes del Trabajo y Enfermedades Profesionales, cuyo pago es mensual y no anual. Porque, en la práctica, la normativa que aprobamos en 2008 o 2009 establece que al momento de aplicarse la Ley de Rentas en el mes de mayo al trabajador se le debe descontar el pago completo del seguro contra accidentes del trabajo que corresponde al año anterior. Entonces, se produce la siguiente situación: si la persona experimentó un riesgo para su salud en el año anterior, no pudo ser atendida porque no tenía pagadas sus cotizaciones. 



¿A qué nos vemos enfrentados? A que la legislación obliga al trabajador a asumir el pago de una deuda por concepto de un seguro que jamás va a ser usado, pero que igual debe pagar por ley. Pero -reitero-, a causa de la legislación vigente, aquel seguro nunca podrá ser empleado.



¿Y qué hace el proyecto de ley en discusión? Establece una cobertura futura. Es decir, resuelve el problema que arrastramos desde la legislación que instauró la reforma previsional. Y lo soluciona porque ahora le decimos al trabajador: “Sabe, en el mes de mayo se le debe aplicar lo que dispone la Ley de Rentas, y le vamos a descontar lo que tiene que ver con su pensión (y eso se va a destinar a su fondo), pero también lo que corresponde a su seguro contra accidentes laborales, cuya cobertura va a ser a futuro”. No le vamos a exigir que se haga cargo de una deuda que no tiene razón alguna, sino que vamos a otorgarle una posibilidad futura para que verdaderamente el trabajador quede cubierto por la Ley de Accidentes del Trabajo y Enfermedades Profesionales.



Por lo tanto, este proyecto viene a proteger adecuadamente a los trabajadores y a darle un sentido a los recursos que se les descuentan en el mes de mayo producto de la aplicación de la Ley de Rentas. 



En caso de que esta iniciativa fuera rechazada, seguiremos empleando la normativa actual, que hace que esos dineros pasen a formar parte de un fondo que no tiene ningún sentido, que no beneficia en modo alguno al trabajador, pues no le asegura absolutamente nada. Pero si aprobamos lo que ahora se nos propone y transformamos este proyecto en una ley de la República, vamos a asegurar a los trabajadores de mayo a mayo, al objeto de dejarlos cubiertos por la Ley de Accidentes del Trabajo.



Por consiguiente, creo que la discusión habida aquí carece de toda base, pues lo que se está tratando de superar y mejorar corresponde a normas que quedaron imperfectas durante la discusión de la reforma previsional de los años 2008, 2009. ¡Tan simple como eso! Y me parece que la solución que ha entregado el Ministerio del Trabajo es la correcta: cobertura futura y no pagar deudas hacia atrás, cuestión que carece de todo sentido, pues significa un costo adicional para el trabajador y no se le asegura nada. Ahora, los recursos están disponibles para cubrir un seguro que, de acuerdo con la Ley de Accidentes del Trabajo, tiene una serie de operatorias y, por ende, le otorga derechos al trabajador mediante la aplicación adecuada de dicha normativa.



Reitero: rechazar el proyecto de ley va por un camino inconducente, no resuelve nada y agrava la situación de los trabajadores. Asimismo, hace que sus recursos pasen a un fondo determinado -¡todos sabemos a dónde van!-, sin reportar ningún beneficio, ni siquiera eventual, a los trabajadores del país.



En consecuencia, señor Presidente, en virtud de los argumentos que entregó la Ministra del Trabajo y de lo que expuso el Senador señor García, insistimos en la necesidad de aprobar el proyecto.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Rincón.

La señora RINCÓN.- Señor Presidente, sin duda, el único error que se pudo haber cometido al establecer la ley en cuestión fue no precisar qué podría ocurrir si alguien no expresaba la voluntad de no querer este seguro, ni de a qué organismo pertenecer. Pero como el Estado tenía una obligación, que no se cumplía a través de campañas informativas, sino mediante el requerimiento de los trabajadores respecto de qué iban a hacer en particular en cuanto a este seguro, había que preguntarles si iban a adscribir o no a esta Ley de Accidentes del Trabajo y Enfermedades Profesionales, y, en caso de hacerlo, a qué organismo iban a pertenecer.



Sin embargo, aquello no se hizo, no se dio cumplimiento a la ley. Esa era una obligación del Estado. Y por aquella omisión, que no fue del trabajador, sino de quien tenía que cumplir el mandato legal, hoy día nos encontramos con estos 149 mil trabajadores a los que se les ha descontado de sus ingresos, de sus rentas, una cotización que no les da o no les ha dado derecho a nada. 



Por eso, señor Presidente, la reflexión necesaria es en torno a las soluciones. Es cierto: es fácil negarse sin proponer. Pero las soluciones pasan, primero, por señalar que no hay un error en la ley N° 20.255, que aquí se llevó a cabo una retención de dineros aduciendo silencio de parte del trabajador. Por tanto, lo que cabe es devolverle el monto de esos descuentos a cada uno de ellos. Segundo, hay que establecer que estas cotizaciones laborales son mensuales. 



Aquí no estamos frente a un hecho que se va a producir, como ocurre con la vejez que da derecho a obtener una pensión, sino ante una contingencia que puede o no acontecer: puede suceder o no un accidente, una enfermedad. ¿Y quién paga por ese accidente? ¿Quién paga por esa enfermedad? 



Vuelvo a insistir: no la va a pagar un organismo determinado según la fecha del diagnóstico de la enfermedad, sino desde el momento en que esta se originó. Y ese hecho no es menor.



Quienes hemos desarrollado actividades en el ámbito de la Ley de Accidentes del Trabajo y Enfermedades Profesionales sabemos que esto tendrá incidencias directas en el manejo económico del seguro, que no es menor a quién se le va a imponer la carga de su cobertura. Por eso, la mensualidad versus la anualidad no es algo que revista poca importancia, señor Presidente. Se lo señalamos muchas veces a los equipos técnicos de la Superintendencia y del Ministerio. En mi opinión, hay que rectificar aquello en el sentido original de la ley N° 20.255.



Finalmente, insisto en que la reforma previsional de la Presidenta Bachelet, aprobada por el Senado y la Cámara de Diputados, está bien pensada.

 

Los seguros de salud común y laboral no pueden asimilarse al sistema de pensiones: los dos primeros son de contingencia y el referido sistema se encuentra diseñado para entregar beneficios de largo plazo.



No hay que confundirse ni equivocarse a ese respecto.



Por ello, voy a votar en contra.



A mi juicio, esta iniciativa, como en la Comisión de Trabajo no hubo espacio para introducir modificaciones, debe ir a Comisión Mixta, instancia donde será factible discutir los cambios necesarios para que despachemos una buena ley.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, de lo que he escuchado, hay una parte que todavía no logro comprender.



La Ministra Matthei nos planteó que el Gobierno quiere que no se cobre por un servicio que no se ha prestado.



Entonces, como primer paso, ¡que devuelvan la plata!



Entiendo que aquí hay una discrepancia en la interpretación de una norma en el sentido de si se debió hacer el referido descuento o no. Sin embargo, no existe discusión en cuanto a que no procede pagar por un servicio no prestado.



Por ende, lo primero que uno no comparte es que a muchas personas -más de 100 mil: 115 mil, 149 mil- se les efectuó un descuento por algo que no correspondía.



Si se tratara de la Ley del Consumidor, ¡tendríamos una demanda colectiva de oro! Y seguro que se ganaría.



Entonces, lo primero que uno no entiende es por qué no se devuelven los recursos involucrados. 



En segundo lugar, pienso que el pago por la prestación en comento debe ser mensual.



No entiendo ni comparto la celeridad con que se quiere tramitar este proyecto.



Con relación a la ley que establece normas sobre accidentes del trabajo y enfermedades profesionales, los servicios que se les prestan a los trabajadores, en particular por las Compin, dejan mucho que desear.



Pienso que en algún momento se revisarán los protocolos para evitar que tantos trabajadores justos paguen por unos pocos pecadores, situación que, al parecer, se ha agudizado en el último tiempo.



Señor Presidente, no veo la necesidad de aprobar esta iniciativa tal como está. Y la Ministra me dio la pauta en cuanto a por qué no se debe votar a favor: porque no se resuelve el problema consistente en devolverle a la gente la plata que se le cobró por un servicio no prestado.



Yo partiría por ahí. Y, como cuestión separada, vería cómo, si fuese necesario, perfeccionar la norma pertinente a futuro.



Voy a votar que no.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, seré breve, porque los argumentos ya se han dado. 



Creo que este es un proyecto inconstitucional. Y si no lo fuera a la letra de la Constitución del 80, lo sería claramente en su espíritu.



Estoy hablando de la Constitución del 80, no de otra.



Mediante la ya referida ley se cometió un acto de expropiación a las personas.



Yo quiero solicitarle al Ejecutivo, a través de la señora Ministra del Trabajo, que los dineros respectivos regresen a sus legítimos dueños y que envíe una nueva iniciativa de ley para resolver el problema que dicha Secretaria de Estado señaló acá.



Es paradójica la situación que se ha registrado. Porque durante veinte o más años le he escuchado a la Derecha decir que quienes expropian a la gente son los socialistas. Bueno: yo creo que no es así.



Estamos ante un acto de expropiación a las personas involucradas, y eso, en mi concepto, es totalmente inconstitucional. 



Así que le ruego al Gobierno que envíe una iniciativa que solucione el problema expuesto y que, mientras tanto, se les devuelva a quienes corresponda lo que legítimamente les pertenece.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Ministra señora Matthei para precisar algunos dichos.

La señora MATTHEI (Ministra del Trabajo y Previsión Social).- Señor Presidente, por su intermedio, quiero manifestarles a los Senadores que me antecedieron en el uso de la palabra que no se ha entendido bien el proyecto.



La ley Nº 20.255 obliga a cobrar la prima del seguro contra riesgos de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales. O sea, es la reforma previsional la que impone tal obligación.



La misma legislación establece que, si el trabajador no manifiesta expresamente su voluntad en contrario, debe pagar.



Desgraciadamente, cuando analizamos el proyecto de reforma previsional no nos dimos cuenta de que los trabajadores respectivos iban a pagar en abril pero quedarían cubiertos por el año anterior.



Tal fue un pequeño error de la señalada reforma. Pero, a decir verdad, ese no era el aspecto principal que nos preocupaba cuando discutíamos la iniciativa mediante la cual se planteó aquella.



Es una pena, señor Presidente, que, cuando una se está refiriendo a afirmaciones que no se atienen a la realidad ni a la ley, los Senadores que las hacen salgan de la Sala.



Nosotros estamos tratando de corregir un pequeño error que, desgraciadamente, se cometió en la ley N° 20.255.



El mencionado cuerpo legal (artículo vigésimo noveno transitorio) obliga a cotizar, y también, a pagar el seguro contemplado en la ley Nº 16.744, cuya cobertura, además, era por el año anterior.



En consecuencia, no ha habido expropiación ni nada parecido: solo existió un error legislativo, del cual todos somos responsables.



Yo formé parte de la Comisión que estudió el proyecto de reforma previsional -por tanto, no le echo la culpa a nadie-, donde no nos dimos cuenta del problema en comento.



La gente pagó el valor de la prima -estaba obligada a hacerlo, pues no manifestó oposición-, pero no quedó protegida.



¡Cómo no va a ser razonable otorgarle cobertura a futuro!



Ello, a menos que ahora quieran cambiar la reforma previsional. Si desean modificarla para establecer que los trabajadores independientes no estarán obligados a pagar el seguro contemplado en la ley Nº 16.744, bueno, esa es otra cuestión. Pero, cuando se discutió la reforma previsional, todos estuvimos de acuerdo en que sí debían cotizar para la pensión y para el seguro social contra riesgos de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales.



Señor Presidente, ¡no hay nada peor para una persona que vivir de un sueldo o de un honorario y de repente sufrir un accidente que la inhabilita para seguir laborando! Y los independientes, cuando no trabajan, no ganan y, por ende, no comen, pues no están cubiertos por un contrato laboral.



Repito: mientras analizábamos la reforma previsional, todos concordamos en que los independientes sí debían pagar el seguro consagrado en la Ley sobre Accidentes del Trabajo; y el problema emanó de que en ese minuto no nos dimos cuenta de que ¡se pagaba en abril para estar cubierto durante el año anterior...!



Entonces, no se trata de un capricho ni de la Superintendencia ni de la Subsecretaría del ramo: la ley nos obligó a hacer el descuento pertinente.



Nosotros no queremos que se pague sin recibir a cambio una prestación.



Señor Presidente, el único problema que podríamos tener a futuro, de aprobarse esta iniciativa, sería que, por ejemplo, un trabajador independiente cubierto por los próximos doce meses celebrara un contrato laboral, pues a partir del momento en que lo hiciera debería empezar a pagar mensualmente.



Otra cosa que debo decir es que los trabajadores independientes nunca pagarán mensualmente. Y todos lo sabíamos cuando discutimos el proyecto de reforma previsional.



Sin duda, lo ideal sería pagar cada mes. Pero la gente no es así: no lo hace. Por ello, hay que obligarla a pagar. 



Todo eso lo conversamos en su oportunidad con Alberto Arenas y otros personeros. Y decidimos que se iba a cobrar en algún minuto: en abril, al registrarse la devolución de impuestos. Sabíamos que, de otra manera, no se haría el pago mensualmente, que es lo ideal.



Señor Presidente, se trata de una obligación. Así se aprobó la ley, y la hemos aplicado tal cual salió.



Ahora, si los señores Senadores desean que los independientes no paguen el seguro contra riesgos de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales, están en su derecho. Pero ese ya es otro tema, que implica revertir la reforma previsional, materia que discutimos en su momento con mucha profundidad.

El señor LETELIER.- ¿Dónde está la norma que exige que el Estado cobre?

La señora MATTHEI (Ministra del Trabajo y Previsión Social).- Aquí tengo el documento. Si Su Señoría quiere, se lo hago llegar.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Girardi.

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, creo que, como en muchas oportunidades, hemos puesto delante la carreta y detrás los bueyes.



Porque tenemos un problema grave: hay una política insuficiente para proteger a los trabajadores en el ámbito de los accidentes del trabajo y las enfermedades profesionales.


En esta materia existe un aspecto en torno al cual se requiere definir ciertos criterios, en primer lugar.



Por una parte, pienso que las mutuales han ido bastante más allá del espíritu de la ley. Se han transformado en un verdadero negocio y han generado un conjunto de instrumentos para, de cierta manera, eludir su compromiso fundamental. Muchas veces no cumplen el rol preventivo que debieran jugar con relación a las empresas, y en reiteradas oportunidades terminan protegiendo situaciones que podrían poner a los trabajadores en riesgo en cuanto a los accidentes laborales y las enfermedades profesionales. Yo por lo menos he sido testigo de eso.



De otro lado, aquellos que no participan en el sistema mutual tienen un mecanismo de resguardo exiguo en materia de la prioridad que debe existir tratándose de accidentes del trabajo o de enfermedades profesionales.



Hoy día no se ejerce una fiscalización efectiva sobre los riesgos laborales. Es más: las seremías correspondientes carecen de personal para fiscalizar los accidentes graves que se registran.



Yo les aseguro que, si fiscalizáramos en el mismo día accidentes graves sufridos por trabajadores que son hospitalizados o fallecen, comprobaríamos que en casi 90 por ciento ocurren por negligencia en los centros laborales.



En el área de las enfermedades profesionales existe un problema gravísimo: la legislación aplicable es arcaica. Hoy, para determinar una enfermedad profesional todavía hemos de identificar un agente causal específico. Pero, por ejemplo, la hipertensión arterial es multicausal, no tiene un agente causal único; por lo tanto, no se considera enfermedad profesional, pese a que en numerosas ocasiones reviste este carácter. Y lo mismo sucede con las patologías de columna, que, siendo multicausales, tampoco se hallan asociadas a enfermedades profesionales.



Este tema, en torno al cual hay distintas opiniones, podría discutirse. En todo caso, me parece que de una vez por todas debemos contar con una política que de verdad resguarde a los trabajadores, particularmente en lo concerniente a los accidentes laborales. Porque no se está fiscalizando; no existen recursos suficientes, ni siquiera tratándose de accidentes graves. No hay una acción preventiva real para los adscritos al sistema público.



Las mutuales, en mi concepto, requieren una cirugía mayor, pues con ellas está sucediendo algo parecido a lo que acontece con las universidades que no persiguen fines de lucro pero obtienen este a través de mecanismos completamente reñidos con el espíritu de la ley.



Por eso, señor Presidente, opino que en la materia que nos ocupa lo relevante es fijar la prioridad correspondiente.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, creo que la señora Ministra hace una fuerte omisión en el debate, ya que la ley dispuso un procedimiento conforme al cual la persona a la que se le iba a efectuar la retención tenía que ser consultada finalmente.



El ya mencionado artículo vigésimo noveno transitorio es sumamente claro. En el segundo inciso, después del punto seguido, dice: “La Superintendencia de Pensiones mediante una norma de carácter general establecerá el procedimiento para el ejercicio de este derecho.”. Y esa norma no se encuentra establecida.



Entonces, cuando el Estado ha hecho una retención arbitraria, corresponde en consecuencia que repare la situación que provocó. O sea, derechamente, debe reparar el daño que les causó a las personas. Y, por cierto, nosotros tenemos absoluta disposición para colaborar en la búsqueda de una redacción que permita resolver la aplicación de la ley respectiva a futuro.



Ante el incumplimiento de la obligación impuesta a la Superintendencia de Pensiones, no se puede simplemente por ley tomar la decisión de expropiarles a tales personas -yo creo que es una expropiación- los recursos pertinentes por vía administrativa. No se trata de que se les cobró -porque, en el lenguaje común, “cobrar” significa que alguien fue a la ventanilla de una oficina y (valga la redundancia) se le cobró-: aquí, administrativamente, a esas personas les retuvieron recursos que les pertenecían.



Por consiguiente, no me parece válido lo que señala la señora Ministra, a quien le reitero que no es nuestro ánimo impedir que se legisle. Empero, hay un problema previo, primero: determinados recursos deben entregarse a sus legítimos dueños.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, estamos ante una legislación con errores e imperfecta. No obstante, las cosas se deshacen tal como se hacen.



Cuando los supuestos beneficiarios de la ley en comento tenían la oportunidad de renunciar al sistema diseñado, no pudieron hacerlo porque nadie les preguntó si querían manifestar su negativa al cobro pertinente.



La ley estableció que el beneficiario debía rechazar en forma expresa el pago. Pero nadie le dijo cómo, dónde, en qué momento, mediante cuál formulario.



Eso no está. Y es una omisión de la Superintendencia de Pensiones, que se hallaba facultada legalmente para diseñar en forma detallada el mecanismo de consulta a la gente.



Por eso, creo que la solución no es otra que restituir los dineros cobrados indebidamente. Porque el espíritu de la ley era dar una cobertura. Ello no fue factible. En consecuencia, los dineros no pueden ser recibidos por las mutuales, sino que deben devolverse a quienes fueron objeto del cobro.



Como aquí se ha dicho, estamos disponibles para establecer un mecanismo que permita, primero, restituir los dineros; luego, corregir los vicios de que adolece la ley, y finalmente, obligar a la Superintendencia a que, en cumplimiento de su deber, establezca de manera expresa cómo los trabajadores independientes pueden objetar el descuento.



Por eso, creo que lo conveniente es, con el mejor de los ánimos, llevar el proyecto a una Comisión Mixta para que busque la forma de restituir los dineros y corregir la ley, a fin de que en el futuro no se siga registrando la expropiación sin sentido que hemos hecho. Se habla de 300 mil trabajadores independientes, y nadie sabe dónde está la plata que en algún momento Impuestos Internos les descontó indebidamente, sin que mediara cobertura alguna en el ámbito de los accidentes laborales.

La señora MATTHEI (Ministra del Trabajo y Previsión Social).- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Señora Ministra, estamos en votación. Solo puedo darle la palabra para rectificar.

La señora MATTHEI (Ministra del Trabajo y Previsión Social). No, señor Presidente.



Gracias.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tengo que explicarles a Sus Señorías que en esta instancia no corresponde el trámite de Comisión Mixta.



De aprobarse en general, el proyecto, que se halla en primer trámite constitucional, volverá a la Comisión de Trabajo.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Debo reiterar que, tal como se expresó en la relación, para la aprobación de algunos artículos, de quórum calificado, se requieren 19 votos afirmativos. No sucede así con otros; específicamente, con los relativos al financiamiento.



¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (17 votos a favor, 10 en contra y 2 abstenciones).



Votaron por la afirmativa las señoras Pérez (doña Lily) y Von Baer y los señores Cantero, Chahuán, Coloma, Espina, García, García-Huidobro, Horvath, Kuschel, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica y Uriarte.



Votaron por la negativa las señoras Allende y Rincón y los señores Escalona, Frei (don Eduardo), Girardi, Lagos, Letelier, Navarro, Tuma y Zaldívar (don Andrés).



Se abstuvieron los señores Bianchi y Gómez.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Corresponde fijar plazo para formular indicaciones.

El señor PROKURICA.- Que sea una semana.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- ¿Estaría bien el lunes 29 del mes en curso?

El señor NAVARRO.- ¿En qué fecha se reanudan las sesiones después de la semana regional, señor Presidente?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Si le parece a la Sala, se determinará el 5 de agosto para la presentación de indicaciones.



Acordado.

CREACIÓN DE SISTEMA DE APORTES A ESPACIO PÚBLICO
APLICABLE A PROYECTOS DE CONSTRUCCIÓN

El señor GÓMEZ (Presidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la Ley General de Urbanismo y Construcciones y leyes complementarias para establecer un sistema de aportes al espacio público aplicable a los proyectos de construcción, con informe de la Comisión de Vivienda y Urbanismo. El asunto se encuentra en segunda discusión.



--Los antecedentes sobre el proyecto (8493-14) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En segundo trámite, sesión 100ª, en 5 de marzo de 2013.



Informe de Comisión:



Vivienda y Urbanismo: sesión 29ª, en 11 de junio de 2013.



Discusión:



Sesión 30ª, en 12 de junio de 2013 (queda para segunda discusión).

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El Ejecutivo hizo presente la urgencia para el despacho del proyecto calificándola de “suma”, la cual ha retirado en este momento.



Cabe hacer presente que los artículos 1°, números 1), 3), 4), 5) y 10); 2°, números 1), 2), 3) y 4); 4°, número 3), y 5°, permanentes, así como también el artículo primero transitorio, son de rango orgánico constitucional, por lo que requieren 21 votos para ser acogidos.

El señor FREI (don Eduardo).- Señor Presidente, ¿cuál es el quórum para sesionar?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- De doce señores Senadores, como el que se registra en este momento.

El señor BIANCHI.- Pero se necesitan 21 votos para la aprobación.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Eso ya se relaciona con el pronunciamiento.



Me dice el señor Secretario que mientras no haya votación no hay problema.



En segunda discusión, ofrezco la palabra.



Puede hacer uso de ella el Honorable señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, habiéndose ya solicitado segunda discusión, pido, en nombre del Comité Movimiento Amplio Social, aplazamiento de la votación.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- No hay más inscritos.



--Queda aplazada la votación del proyecto.
MAYOR PLAZO A CONCESIONARIAS DE RADIODIFUSIÓN

DE MÍNIMA COBERTURA PARA ACOGERSE A LEY N° 20.433
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que permite ampliar el plazo para que las concesionarias de radiodifusión de mínima cobertura puedan acogerse a la ley N° 20.433, que crea los servicios de radiodifusión comunitaria ciudadana, con informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.



--Los antecedentes sobre el proyecto (8817-15) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En segundo trámite, sesión 8ª, en 3 de abril de 2013.



Informe de Comisión:



Transportes y Telecomunicaciones: sesión 29ª, en 11 de junio de 2013.



Discusión:



Sesión 30ª, en 12 de junio de 2013 (queda para segunda discusión).
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El Ejecutivo hizo presente la urgencia para el despacho de la iniciativa y la calificó de “suma”, la cual ha retirado en este momento.



La Comisión discutió el proyecto en general y en particular, en virtud del acuerdo adoptado por la Sala el 14 de mayo recién pasado, e introdujo diversas enmiendas al texto despachado por la otra rama del Congreso, todas ellas aprobadas por unanimidad.



Hay un boletín comparado a disposición de Sus Señorías, en el que se consigna, en la tercera columna, la proposición del órgano técnico.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En discusión general.



Ofrezco la palabra.

El señor BIANCHI.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Sí, Su Señoría.

El señor BIANCHI.- Se trata de algo muy simple: deseo dejar constancia de que me abstendré de votar en el asunto que nos ocupa, porque familiares míos poseen medios de comunicación.



--(Aplausos en tribunas).

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Puede intervenir el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, habría querido que estuviera presente el señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones o al menos el señor Subsecretario de Telecomunicaciones, porque claramente la iniciativa busca reparar un error respecto de centenares de radios comunitarias.



Estas últimas cumplen una abnegada labor de información -son gratuitas- en un diámetro de 10 o 20 cuadras, trabajan con voluntariado, y de la noche a la mañana quedaron fuera. Pareciera que muchos no deseasen su existencia, pero fueron fundamentales en Nonguén, por ejemplo, durante las inundaciones del año 2006, así como también con motivo del tsunami y del terremoto de 2010. Debiera existir una política de Estado para fomentar, normalizar y sustentar este tipo de emisora, que no es comercial, que no es competitiva.



Entonces, el proyecto solo fija un término para que estas radios puedan recuperar lo que tuvieron. O sea, eran legales, pasaron a ser ilegales y ahora les decimos: “Se les otorga un nuevo plazo, de 90 días -tres meses-, para su regularización”.



Del titular de la Cartera y del Subsecretario -a este último acabo de verlo en la Cámara de Diputados- tengo la mejor de las opiniones; mas deseo recordarles a nuestros colegas de enfrente, de las bancadas de la Derecha, que los Ministros sectoriales del Gobierno concurren cuando les da la gana, salvo el señor Larroulet, quien viene solo a dividir a la Nueva Mayoría. Y lo consigue. En eso es exitoso.



Repito que me habría gustado que el señor Ministro de Transportes y el Subsecretario hubieran asistido, porque creo que no es suficiente dar solo 90 días más para la inscripción.



Esto es como el viejo cuento del niño que se pone a llorar cuando le quitan un dulce y que sonríe cuando le devuelven lo que le pertenecía y le dicen: “Quédate contento”. En efecto, las radios comunitarias eran legales y les quitamos la legalidad. Ahora les devolvemos esta última y esperamos aplausos.



¡No! Me parece que efectivamente se requieren aportes públicos. Y espero que en la Ley de Presupuestos -afortunadamente hay en la Sala varios miembros de la Comisión de Hacienda- podamos establecer cómo aumentamos los recursos para que esas emisoras sigan ejerciendo su labor, que es muy importante y también alternativa a los medios tradicionales, los cuales sin duda en muchas partes, salvo excepciones, presentan un sesgo claramente determinado.



Se otorga, entonces, “un plazo suplementario de 90 días contado desde la publicación de la presente ley”, dice el inciso primero del artículo 1° del proyecto, para que los “titulares de concesiones de radiodifusión sonora de mínima cobertura soliciten acogerse a la ley N° 20.433, que crea los Servicios de Radiodifusión Comunitaria Ciudadana, conforme a lo dispuesto en el artículo 2° transitorio” de este último cuerpo legal.



El inciso segundo, por su parte, expresa que “Todas las solicitudes que se presenten para acogerse al plazo suplementario establecido en el presente artículo, serán resueltas, en forma simultánea, por la Subsecretaría de Telecomunicaciones, previa declaración de admisibilidad en el plazo de 30 días contado desde el vencimiento de dicho plazo, siendo aplicable a estas solicitudes lo dispuesto en el artículo 5° transitorio de la ley N° 20.433”.



A mi juicio, el texto va a ser motivo de alegría, pero no de gozo profundo, ya que lo que echan de menos los trabajadores de este tipo de radio -no me refiero a las municipales, que también perdieron la concesión y se quedaron sin la posibilidad de ser legales, aunque, seamos francos, muchas siguieron transmitiendo, estimo que con toda legitimidad- es una política de fortalecimiento, pues las instalaciones se encuentran en zonas donde cumplen su tarea al no existir medios alternativos.



Entonces, reclamo -el Ministro señor Larroulet nos acompaña- una política de Estado. ¿Cuál es el apoyo que este les dará a los medios de comunicación libre, comunitarios, de que se trata? Porque no pueden depender solo del bolsillo de quienes los administren. Y como no queremos convertirlos en comerciales, pues podrían desvirtuarse -entonces pasarían a ser radios competitivas-, tienen que seguir recibiendo subsidios.



Mi pregunta -que no podrá tener respuesta- es cuánto hemos subsidiado a las radios comunitarias en los últimos veinte años y en los cuatro años del Gobierno actual; cuánto contemplará por ese concepto la próxima Ley de Presupuestos, para adquisición de equipo y mejoramiento tecnológico. Porque aquí no se pide plata para remuneraciones ni para proyectos que beneficien a sus administradores: siempre se están solicitando recursos para prestar un mejor servicio a la comunidad.



Por lo tanto, voy a votar a favor del proyecto de ley, que solo amplía un plazo. Se subsana un grave error, un agravio que se les infligió a radios comunitarias y municipales, pero no se avanza un milímetro en fortalecerlas.



Necesitamos discutir una propuesta de esta naturaleza.



En un país con una alta concentración de medios, particularmente de radios, el grupo español PRISA reúne más del 60 por ciento del espacio radioeléctrico. O sea, ¡tiene más de 200 estaciones en todo Chile!



La concentración atenta contra la pluralidad; la concentración amenaza siempre la democracia; la concentración elimina -esto va para los defensores del libre mercado- la competencia. La concentración de medios de comunicación, especialmente de radios, salvo honrosas excepciones, como la Bío-Bío o la Cooperativa, emisoras independientes y que no forman parte de consorcios -extranjeros, por lo demás-...

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Concluyó su tiempo, Su Señoría.



Dispone de un minuto más.

El señor NAVARRO.- Gracias, señor Presidente.



Tiene que existir un cierto contrapeso. Y estimo que las radios comunitarias generan un eslabón en la base del núcleo de la estructura organizativa de la ciudadanía: la junta de vecinos.



En consecuencia, dirijo mi reclamación al Estado, al Gobierno actual y al próximo. Si este no quiere hacerlo, impulsaremos durante la Administración de Michelle Bachelet un programa especial de apoyo a las radios comunitarias y que permita su desarrollo, de modo que no solo les “devolvamos el dulce” y les devolvamos la legalidad que nunca debimos haberles quitado.



Repito que me pronunciaré a favor, señor Presidente, con las observaciones que he expuesto.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



¡No más AFP!



--(Aplausos en tribunas).
La señora ALLENDE.- Podemos empezar a pronunciarnos.

El señor NAVARRO.- ¿Es posible abrir la votación, señor Presidente?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- No, Su Señoría. Se terminará de discutir el proyecto.

La señora ALLENDE.- Se puede fundamentar el voto.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Corresponde el uso de la palabra al Honorable señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, seré breve.



Si nos hallamos impedidos de continuar con el Orden del Día, lo veremos en un momento.



Lo práctico es que la iniciativa en debate tiene por objeto hacer viable el que un grupo muy grande de radios comunitarias regularicen su situación.



Durante los últimos veinte años, hemos ido cambiando la nomenclatura. Algunos las llamaban “ilegales”, a principios de los noventa. Habiéndose registrado una regulación, se formalizaron las existentes de hecho. En otro momento se entró a calificar radios de baja o mínima cobertura. En un proyecto aprobado hace un par de años se quiso contemplar el caso de algunas emisoras cuyos traspasos no habían sido regularizados.



¿Cuál es uno de los criterios aplicables? El de que las emisoras no se encuentren en manos de los municipios y no se presten, con relación a los intereses del administrador municipal, para una sobrepolitización de asuntos netamente comunitarios. Queremos radios comunitarias propiamente tales.



En la legislación despachada hace un tiempo se hizo viable la posibilidad de que algunas de estas últimas no pertenecientes a municipios o a organismos vinculados a ellos contaran con aportes económicos que el ordenamiento anterior no permitía.



En la presente propuesta, junto con otorgarse un plazo especial para regularizar la existencia de las emisoras, se han establecido algunas cortapisas, entre ellas la de que ningún titular de concesión cuente con más de una. ¿Por qué? Porque, tratándose de las 144 estaciones que no normalizaron su situación, muchas radios comerciales creaban otras de mínima cobertura para burlar la ley -ello era más fácil que mantener una concesión comercial- y las usaban de simples repetidoras, para establecer, en otras palabras, un tipo de minicadena más amplia en ciertas zonas. El proyecto en examen, junto con ampliar un proceso para regularizar las emisoras comunitarias propiamente tales y sobre la base de que no queden en manos de los municipios, dispone que quienes tengan más de una concesión no pueden acceder al sistema.



Algunas personas no han hecho referencia a grupos de radios comerciales -se entiende que ello no corresponde-, sino que han entrado a discutir si las iglesias evangélicas deben tener derecho a poseer más de una emisora comunitaria.



Pero digamos las cosas como son -y lo manifiesto con todo el respeto que me merecen esas confesiones, ya que quienes han seguido mi trayectoria pueden haber observado que siempre he defendido la diversidad religiosa y la igualdad de culto-: el objetivo de las radios comunitarias no es presentar una cierta inclinación o compromiso religiosos. Ese no fue su origen. Mucho menos cabe entender que una iglesia debe contar con varias radios para establecer cadenas de difusión religiosa. Lo señalo, no porque tenga algo en contra de la difusión de un credo o una opción de fe, sino porque se desnaturaliza absolutamente el propósito de este tipo de emisoras.



Por último, la iniciativa en estudio termina con una exigencia que quizás fue una de las causas de la dificultad experimentada por muchas personas para llevar a cabo la regularización. Sobre la base de una ley general, a quienes querían normalizar el traspaso se les obligaba a consultar a la Fiscalía Nacional Económica, con el fin de evitar una colusión o ciertos monopolios radiales. Como se podrá acceder a solo una concesión, se eliminó dicho trámite, el cual determinó la viabilidad de muchos de los procesos de regularización que se quisieron hacer en el pasado.



Votaré a favor del proyecto, con la esperanza de que las 144 radios comunitarias o por lo menos la mayoría de ellas puedan subsistir.



He dicho.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Se ha solicitado abrir la votación.



¿Habría acuerdo para ello?



Acordado.



--(Durante la votación).

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Allende.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, seré muy breve, ya que deseo anunciar nuestro pronunciamiento a favor de la iniciativa.



Consideramos importante dar la oportunidad de regularizar. Somos plenamente conscientes del cometido de una radio comunitaria y cada uno de nosotros lo conoce de sobra, del rol que juega en la comuna y de la importancia que reviste para la ciudadanía el poder contar con un instrumento de esta naturaleza, sin desvirtuarlo, por supuesto, y sin tratar de burlar la ley ni de generar situaciones que no son propias de estas emisoras.



Solo cabe manifestar que enhorabuena si vamos a darles un mayor plazo y flexibilidad para que puedan regularizar su situación como corresponde, momento a partir del cual sea posible registrar un funcionamiento normal y normado, que es lo que esperamos.



He dicho.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Puede intervenir el Honorable señor Lagos.

El señor LAGOS.- Señor Presidente, he seguido el debate sobre el proyecto de ley y comprendo cuál es el objetivo que se persigue. Por lo menos el enunciado es positivo: dar un plazo adicional para que quienes se acojan a las exigencias de una ley que se dictó hace muchos años puedan beneficiarse de la nueva legislación, que tiende a regular las llamadas “radios de mínima cobertura” o “radios comunitarias”.



La ley que se quiere modificar hoy estableciendo un plazo nuevo fue publicada en el Diario Oficial hace más de tres años: el 4 de mayo del 2010. O sea, tres años y fracción.



En consecuencia, muchos creemos, incluida la ANARCICH (Asociación Nacional de Radios Comunitarias y Ciudadanas de Chile, que reúne a las verdaderas radios comunitarias de nuestro país), que había un plazo más que suficiente para beneficiarse de lo establecido por la nueva ley.



Ahora bien, en los hechos y de acuerdo a lo que uno ha conversado con los dirigentes de dicha asociación,  con la prórroga que hoy se plantea las que están siendo favorecidas no son necesariamente pequeñas radios comunitarias, como todos las conocemos.



El Senador Letelier dijo que aquí hay gente con muchas radios comunitarias que las inscriben porque de ese modo resulta más fácil acceder a las emisoras y al dial.



La extensión propuesta beneficiará a empresas y personas jurídicas que persiguen fines de lucro, y de paso, a los municipios, que la nueva ley no contempla como concesionarios de radios comunitarias. Luego, habrá un plazo que al final del día favorecerá de manera encubierta a quienes, pretendiendo tener una radio comunitaria, van a perseguir fines de lucro.



Como señalé, esas empresas tuvieron tres años para traspasar sus concesiones a organizaciones no lucrativas y no lo hicieron. Había un plazo para ello.



Señor Presidente, hay empresas que cumplieron con la normativa legal, que son las verdaderas radios comunitarias, las que pelearon la modificación a la ley durante muchos años, que incluso todavía están insatisfechas con respecto a la norma actual. Y lo que incomoda es que hoy día se esté legislando para permitir una transición adicional a aquellas radios que en su esencia no son comunitarias.



Si tuviera la convicción de que los casos para los que vamos a legislar son de radios que, en su mayoría, cumplen su función de fomentar la libertad de expresión, la diversidad local, fortalecer a las comunidades, no tendría problema en permitir este plazo. Pero si hay alguien que en estos tres años y medio aprovechó la ley y cumplió con ella fueron las verdaderas radios comunitarias.



Por eso, señor Presidente, voy a votar en contra de la ampliación del plazo que se nos propone.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, Honorable Sala, este proyecto de ley tiene por objeto salvar una situación que afecta a muchas radioemisoras comunitarias que no alcanzaron a regularizar su estado dentro del plazo adicional de 180 días que se les otorgó en virtud de la ley N° 20.566, de enero de 2012, para acogerse, a su vez, a las disposiciones de la ley N° 20.433, que creó los servicios de radiodifusión comunitaria bajo un régimen concesional.



Al no haber ejercitado ese derecho dentro del plazo extendido, un total de 114 radioemisoras de este tipo quedarán en riesgo de extinguirse, lo que representa casi un tercio del universo existente. Ello implica, indudablemente, un grave perjuicio tanto para las mismas estaciones radiales como para las zonas aisladas en donde esta clase de radios cumple un rol social insustituible. Un ejemplo palpable de esta seria situación lo constituye la radio comunitaria Picaflor Rojo, de la comuna de Juan Fernández, a la que represento en este Hemiciclo.



Por ello, el proyecto en análisis establece el otorgamiento de un nuevo plazo de 180 días para llevar a cabo la inserción en el nuevo régimen, así como para que los titulares de las concesiones las puedan transferir.



En cumplimiento del acuerdo otorgado por la Sala en sesión de 14 de mayo último, discutimos este proyecto en general y en particular en el primer informe.



Durante el debate recibimos a los directivos de organizaciones que agrupan a estas emisoras, tales como la Asociación Mundial de Radios Comunitarias (AMARC); la Asociación Nacional de Radios Comunitarias y Ciudadanas de Chile (ANARCICH); la Asociación de Radiodifusores de Chile (ARCHI), que agrupa a las radios comerciales. Ellos expusieron sus respectivos puntos de vista, al igual que sus dudas e inquietudes, todo lo cual permitió enriquecer la discusión, gracias a esos valiosos aportes.



De acuerdo a lo analizado y aprobado en la Comisión, establecimos que el plazo suplementario sea de 90 días en lugar de los 180 que se había otorgado primitivamente.



Asimismo, la Subsecretaría de Telecomunicaciones, previa declaración de admisibilidad de las solicitudes pertinentes, deberá resolverlas en forma simultánea dentro de 30 días contados desde el vencimiento del referido plazo.



De igual modo, y con la finalidad de acelerar el proceso, se eliminó la exigencia del informe que debe emitir la Fiscalía Nacional Económica cuando exista un hecho o acto relevante que modifique la propiedad de los medios de comunicación social sujetos al sistema de concesión, como los regulados en esta ley.



Por otra parte, se amplía de dos a tres años el plazo para que la Subsecretaría tramite de oficio la modificación de elementos de la esencia de una concesión de radiodifusión sonora, con el fin de dar cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 3° transitorio, que establece que “Las concesiones de mínima cobertura que no queden acogidas por esta ley, conforme con el artículo precedente, no podrán renovarse una vez expirado el término de su vigencia”.



Y, finalmente, se agregaron los artículos 7° y 8° transitorios, para los efectos de que los concesionarios de radiodifusión de mínima cobertura puedan transferir sus concesiones, siempre que estas no hayan caducado, y para establecer como vigentes aquellas concesiones otorgadas con anterioridad a la publicación de esta ley, aun cuando el decreto respectivo se dicte con posterioridad a ella.



Creemos que con estas modificaciones se logra regularizar en forma definitiva la situación que afecta a los concesionarios de radioemisoras de mínima cobertura que por diversos motivos no pudieron hacerlo dentro de los plazos anteriormente concedidos. Y, por lo tanto, solicitamos la aprobación del proyecto votándolo favorablemente.



Esta normativa es particularmente relevante en aquellos lugares donde la radio comunitaria ejerce una función especial. Estamos hablando de zonas limítrofes, fronterizas o territorios insulares, como el caso de la radio Picaflor Rojo, del archipiélago de Juan Fernández.



Por lo mismo, porque hay que hacerse cargo de esta situación, a fin de no permitir que esas zonas queden sin una radioemisora, que finalmente conecta a los ciudadanos, genera redes de comunicación, de solidaridad y de contacto permanente con sus habitantes, este proyecto debe ser aprobado.



De otro lado, algunos Senadores -entre ellos, el colega Lagos- señalaron que las radios comerciales o de iglesias evangélicas tenían gran cantidad de concesiones.



Para resolver tal situación, la Comisión determinó que solo podrán regularizar una de esas concesiones a través de este instrumento, aun cuando el concesionario original de concesiones de mínima cobertura haya tenido varias.



Así que, solucionados todos los inconvenientes planteados por el señor Lagos y otros Senadores, pido que esta iniciativa se vote favorablemente.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Pérez Varela.

El señor PÉREZ VARELA.- Señor Presidente, este es, como bien señaló el Senador que me antecedió en el uso de la palabra, un proyecto absolutamente necesario para rectificar normas que nosotros mismos aprobamos por unanimidad hace menos de tres años y que les generan ciertas dificultades a las radios pertenecientes a las municipalidades.



Todos fuimos testigos en muchas ocasiones del uso político que se les dio a estas radios, lo que claramente constituyó una de las razones por las cuales se determinó que debían traspasarse a otra categoría jurídica y desprenderse del control municipal.



Por lo tanto, creo que los plazos sugeridos van en la línea correcta. 



Me parece que, además, esto nos permitirá analizar otra situación, que se da en mi Región y a lo mejor también en la zona que usted representa, señor Presidente: la de aquellas localidades aisladas, absolutamente alejadas de los centros urbanos del país.



Por ejemplo, en Antuco hay una radio municipal que es el único medio de comunicación que allí existe y que, de acuerdo a esta legislación, debería caducar en determinado momento y, en consecuencia, dejar de transmitir. Se trata de una localidad aislada donde la radio comunitaria brinda un gran servicio.



El nuevo plazo que establece este proyecto permitirá -y por eso lo voy a votar favorablemente- analizar dicha situación con más calma y mayor detenimiento y poder superar las dificultades que se le generarían, por ejemplo, a la localidad de Antuco cuando se cumplieran los plazos para la aplicación definitiva de la ley. Y posibilitará, a lo mejor, que igualmente en otros sectores del país se mire esta materia con mayor atención.



Me parece bien que no sean las municipalidades las propietarias de radios comunitarias. Pero la situación de las localidades aisladas merece una nueva mirada por parte de este Senado.



He dicho.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (17 votos a favor y uno en contra).


Votaron por la afirmativa las señoras Pérez (doña Lily) y Rincón y los señores Chahuán, Coloma, Espina, García, Girardi, Horvath, Kuschel, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Letelier, Navarro, Pérez Varela, Prokurica, Quintana y Uriarte.



Votó por la negativa el señor Lagos.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Hay que fijar plazo para presentar indicaciones, pero en este momento no se reúne el quórum suficiente para adoptar acuerdos. 



Por consiguiente, terminado el Orden del Día.

VI. INCIDENTES

PETICIONES DE OFICIOS
El señor LABBÉ (Secretario General).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Se les dará curso en la forma reglamentaria.
)----------(


--Los oficios cuyo envío se anunció son los siguientes:


Del señor CANTERO:



Al señor Ministro de Relaciones Exteriores, pidiéndole que remita ANTECEDENTES, PROTOCOLOS DE SOLUCIÓN, ACUERDOS Y DECRETOS EXISTENTES SOBRE SITUACIÓN DE “PARQUE ASTRONÓMICO ATACAMA”, EN CHAJNANTOR (Región de Antofagasta); al señor Ministro de Bienes Nacionales, a fin de que resuelva las contingencias que han impedido el CUMPLIMIENTO DE PROTOCOLO QUE HACE RESIDIR PROYECTO “PARQUE ASTRONÓMICO ATACAMA” EN CONICYT, y al señor Ministro Secretario General de la Presidencia, para que informe si corresponde la APLICACIÓN DE CONSULTA INDÍGENA CONTENIDA EN CONVENIO 169 DE OIT A PROYECTOS “CCAT” Y “TAO”.


Del señor NAVARRO:



Al señor Ministro de Agricultura, para solicitarle remitir antecedentes referidos a INVERSIÓN REGIONAL EN CAMPAÑAS DE DIFUSIÓN DE BENEFICIOS FORESTALES, ESPECIFICANDO DURACIÓN, EMPRESAS CONTRATADAS Y MEDIOS CONSIDERADOS; a la señora Ministra del Medio Ambiente, a fin de requerirle información sobre FISCALIZACIONES POR SEREMI DEL RAMO ACERCA DE RELLENO SANITARIO ECOBÍO DE CHILLÁN; a la señora Superintendenta de Servicios Sanitarios, solicitándole datos concernientes a RECEPCIÓN DE RILES Y LODOS INDUSTRIALES EN PLANTA DE TRATAMIENTO DE ESSBIO EN COMUNA DE HUALPÉN (Octava Región), y al señor Director del Servicio Electoral, para que proporcione información en cuanto a NÚMERO DE RECLAMOS Y DE DESAFILIACIONES DE PARTIDOS POLÍTICOS TRAS ELECCIONES PRIMARIAS PRESIDENCIALES. 


Del señor PROKURICA:


Al señor Vicepresidente de ENAMI, para que informe sobre MEDIDAS ANTE DENUNCIA DE SEÑORA ANA PUGA CONTRERAS.



De la señora RINCÓN:



Al señor Ministro de Salud, solicitándole CONDONACIÓN DE DEUDA O FACILIDADES DE PAGO POR PRESTACIONES MÉDICAS OTORGADAS A DON VÍCTOR CAMPOS SALAS, DE LA COMUNA DE LINARES, y al señor Ministro de Vivienda y Urbanismo, pidiéndole otorgar POSIBILIDAD DE POSTULACIÓN A SUBSIDIO “FONDO SOLIDARIO VIVIENDA DE RECONSTRUCCIÓN PATRIMONIAL” A DON EDUARDO HENRÍQUEZ HERNÁNDEZ, DE LA COMUNA DE CAUQUENES (ambas localidades de la Región del Maule Sur).

Del señor SABAG:



Al señor Subsecretario de Deportes, consultando sobre POSIBILIDAD DE TRASPASO DE TERRENOS ALEDAÑOS A ESTACIÓN DE FERROCARRILES DE CHILLÁN PARA PRÁCTICA DE FÚTBOL.


Del señor WALKER (don Ignacio):



A los señores Ministros del Interior y Seguridad Pública, de Defensa Nacional y de Hacienda, pidiéndoles informar sobre ESTADO DE SOLICITUD DE RECONOCIMIENTO COMO VÍCTIMAS DE ACTOS ILEGALES Y VIOLACIONES A DERECHOS HUMANOS DE CONSCRIPTOS QUE CUMPLIERON SU SERVICIO MILITAR ENTRE 1973 Y 1990.


)----------(

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En incidentes, el primer turno le corresponde al Comité Partido Radical Social Demócrata, que no hará uso de su tiempo.



Tampoco intervendrán los Comités Partido Unión Demócrata Independiente, Partido Renovación Nacional e Independientes.



El Comité Partido MAS hará uso de la palabra después.

El señor NAVARRO.- ¿Ya asignó los tiempos, señor Presidente?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- No, no he dado ninguno todavía.



En el turno del Comité Partido Socialista, tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, el tiempo que me sobre se lo voy a ceder al Senador señor Navarro.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Muy bien.

SITUACIÓN Y FINANCIAMIENTO DE INSTITUCIONES

COLABORADORAS DEL SENAME. OFICIO

El señor LETELIER.- Señor Presidente, puntualmente quiero plantear una inquietud y después solicitar una información.



El Servicio Nacional de Menores ha sido objeto de grandes críticas durante esta última semana, sobre todo por lo que ha ocurrido en instituciones colaboradoras cuya misión es tener a su cargo a niños, niñas y adolescentes que los tribunales de justicia han derivado para su cuidado.



No olvidemos que las instituciones colaboradoras del SENAME, por regla general, se encargan de dos tipos de situaciones.



La primera de ellas se refiere a niños en condiciones de abandono, que han sido objeto de maltrato o cuyos derechos han sido vulnerados.



Un segundo grupo se halla relacionado con aquellos niños y niñas en situación de vulnerabilidad que, siendo menores de edad, han tenido problemas con la justicia. Cuando se trata de menores de 12 o 14 años, evidentemente que no corresponde que vayan a instituciones como los COD y CERECO, que más bien se encuentran orientados a otro propósito.



Señor Presidente, durante los últimos años se ha reducido gravemente el financiamiento para las instituciones colaboradoras. Los medios de comunicación han dicho que en ellas se producen situaciones de abusos contra niños, violaciones, y algunos hasta han insinuado que niños y niñas acogidos por tales instancias llegan a formar parte de redes de prostitución.



Para que el Senado de la República pueda debatir con mayor propiedad sobre estos temas, me gustaría solicitar que la señora Ministra de Justicia pueda entregar a esta Corporación la siguiente información:



1) Cuántas instituciones colaboradoras del SENAME existían al año 2000, al 2005 y al 2010, y su número para cada uno de los últimos tres años.



2) Que nos informe cuál es el monto de la subvención que se ha pagado por niño, niña o adolescente internado en estas instituciones, por cada uno de los años antes mencionados, debidamente reajustado a la moneda que el Ministerio de Justicia desee utilizar para realizar los cálculos, aunque pudiese ser la del año 2013.



3) Que nos indique si las instituciones colaboradoras se han reducido y, en tal caso, que explique cuáles son, a su juicio, las causas.



4) Que el Ministerio de Justicia nos pueda entregar la información de cuánto es el costo efectivo por mantener a un menor (niño, niña o adolescente) en dichas instituciones y qué porcentaje de él cubre el financiamiento del Estado.



5) Por último, señor Presidente, me gustaría que en la contestación a esta petición, la señora Ministra de Justicia señalara qué porcentaje de niños y niñas que arrastran problemas con la justicia o están en situaciones de abandono no se hallan acogidos por alguna institución colaboradora del SENAME.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.
ACTUACIÓN DE SERVIU COMO ENTIDAD GESTIONADORA EN ASIGNACIÓN DE SUBSIDIOS. OFICIO
El señor LETELIER.- En otro orden de cosas, señor Presidente, en materia de vivienda hemos escuchado en el último tiempo una serie de denuncias y por eso brevemente voy a solicitar información al señor Ministro de Vivienda para dejar el debate para otra instancia.



Me gustaría saber, en términos prácticos -porque no sé si lo que pasa en la Región de O’Higgins es algo que ocurre también a nivel nacional-, cuál es el monto de los subsidios asignados por programa en cada región. Aclaro que pregunto por la cantidad de subsidios -no por el monto en unidades de fomento- otorgados al programa de patrimonio familiar; al de subsidios sin deuda; al de subsidios con deuda. Además, quisiera conocer cuántos de estos subsidios han sido entregados por asignación directa en cada uno de los últimos cuatro años y qué comités de vivienda han sido los beneficiados. Y, por último, en cuántos de estos casos el Ministerio de Vivienda, a través del SERVIU, ha actuado como Entidad de Gestión Inmobiliaria y Social (EGIS). 



Para formular en forma exacta la pregunta, me gustaría saber cuántos comités de vivienda han postulado a subsidio en los últimos cuatro años, en términos de grupo; cuántos han contado con la asistencia de una EGIS, y en cuántos de esos casos el SERVIU ha actuado como entidad gestionadora. Y, para precisar, solicito que se me informe, para el caso de la Sexta Región, frente a cuántos comités de vivienda los señores directores del SERVIU han asumido la responsabilidad de actuar ellos como EGIS.



Creo, señor Presidente, que el conflicto de interés es evidente.



¡Cómo una institución que postula y que a la vez asigna los subsidios puede ser imparcial al momento de la asignación de los beneficios!



Por tales motivos, señor Presidente, pido que nos hagan llegar la información para poder asegurar claridad acerca de lo que pasa con los recursos públicos. 



En mi Región, en la comuna de Quinta de Tilcoco, el comité Villa O’Higgins ha esperado por años. Habiendo obtenido terrenos comprados por una institución colaboradora, no le asignan subsidios. Instituciones que han seguido las reglas del Ministerio de Vivienda, que han postulado tres veces sin que deban presentar proyectos, no han salido en ninguno de los llamados. Hay comités de vivienda que están aguardando por años la posibilidad del subsidio, cumpliendo los requisitos del Ministerio, pero se les han adelantado otros comités.



A mi juicio, es necesario que tengamos transparencia en la administración de los recursos en cada una de las zonas del país. Y por eso que esta información la pido para las 15 regiones del territorio nacional.



He dicho.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Corresponde el turno al Comité Partido Demócrata Cristiano.



No hará uso de la palabra.



Comité Partido Por la Democracia. 

El señor QUINTANA.- Le hemos cedido el tiempo al MAS.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Entonces, el Senador señor Navarro dispone de 12 minutos.

TRASPASO DE FUNCIONARIOS DE ASMAR DESDE SISTEMA DE AFP A CAPREDENA. OFICIOS

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, quisiera que se oficiara al Ministerio de Defensa Nacional y también a CAPREDENA a ver si es posible que nos informen los motivos por los cuales 22 funcionarias y funcionarios de ASMAR Talcahuano, que en reiteradas oportunidades han demandado ya a varios Ministros de Defensa Nacional, en distintos Gobiernos, a través de sus dirigentes (antes con Mikel Capetillo y hoy día con Cristián Lagos, quien encabeza la directiva del sindicato de ASMAR), teniendo 28 y más años de pertenencia en sus cargos, no han podido jubilar. Hoy día la oferta o la probabilidad es que lo hagan a través de las AFP, con las condiciones que conocemos. O sea, al final, es caer en la inopia, en el desamparo absoluto.



Hay un vacío legal, entre febrero de 1984 y noviembre de 1985, que permitió que por dictámenes de Contraloría funcionarios pudieran volver a CAPREDENA, a la que estaban adscritos y desde la cual fueron cambiados.



Por eso, queremos pedir formalmente al señor Ministro de Defensa y a la Armada de Chile, que administra y de la cual depende directamente ASMAR, que la solicitud de dichos funcionarios sea acogida.



Estamos en pos de ir generando justicia en torno a la verdadera desgracia que han significado las AFP para los trabajadores de este país. Y cada vez que podemos hacer correcciones al modelo mediante leyes o indicaciones, esto se hace posible.



Estamos discutiendo un proyecto para reformar el sistema previsional de las Fuerzas Armadas. Es la ocasión para llegar a un acuerdo e incluir a estos funcionarios de ASMAR. Perder esta oportunidad sería pisotear sus derechos. Y si el Gobierno es consciente de lo que se hizo al traspasarlos a la fuerza desde CAPREDENA a las AFP, tiene hoy la oportunidad de corregir eso.



Esos servidores han sido respetuosos  y conscientes. Han venido insistiendo por los mecanismos formales. Espero que el Ejecutivo, y particularmente el Ministerio de Defensa y quien lleva adelante el proyecto de ley de reforma previsional de las Fuerzas Armadas, puedan, mediante una indicación, incorporarlos, ya que una ley especial sin duda resulta más dificultosa.



Este es el momento y no otro, para que no nos vendan tipos de soluciones que no son factibles. Es posible hacerlo; se trata de un número reducido de recursos. En el fondo, se trata de hacer justicia. Hay que lograr que los funcionarios puedan volver a CAPREDENA, intentando salvarlos de las garras de las AFP. Ojalá que así suceda. Es la aspiración que tenemos en un próximo Gobierno, en orden a terminar con este sistema y generar uno que cumpla con las promesas, ya que el pago actual es de completa responsabilidad del Estado. 


El 60 por ciento de las pensiones reciben la garantía estatal. Por lo tanto, el Fisco sigue pagando, sin darse cumplimiento a las promesas de las AFP.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

REPAROS A ESTRUCTURA DE FUTURO MINISTERIO DEL DEPORTE. OFICIOS

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, hoy estuvimos a punto de discutir el proyecto que crea el Ministerio del Deporte.



Quienes integramos la Comisión de Educación hemos sido claros. Se trata de una iniciativa que va a poner una chapa de Ministerio, pero que, en definitiva, no lo convierte en tal. La totalidad de las asociaciones de funcionarios han manifestado su opinión contraria al proyecto que lo crea, el cual no cautela sus derechos laborales. Se produce un conjunto de circunstancias en las cuales los trabajadores pueden salir afectados.


--(Aplausos en tribunas).



Estimo que no es admisible que la creación de un Ministerio signifique generar cuatro seremías y poner un plazo de cinco a seis años para contar con ellas en todo el país. No se da un solo recurso adicional que permita a ciencia cierta establecer que el IND se transformará en un Ministerio de verdad. Va a ser un fraude si se traspasa en esas condiciones. 



--(Aplausos en tribunas).



Y se lo hemos dicho de manera responsable a los Ministros, al Gobierno.



Todos coincidimos en que Chile merece y debe tener un Ministerio del Deporte, financiado, y que se preocupe del deporte de elite, de alta competencia, pero también del popular. Y para eso se requieren más recursos, infraestructura, institucionalidad y funcionarios debidamente resguardados en sus derechos.



Eso significa, entonces, que aquí se requiere un acuerdo. Entregar la facultad al Ejecutivo, como lo ha hecho este Gobierno, para que mediante un reglamento o un decreto se disponga cómo se establecen y organizan los Ministerios es una irresponsabilidad no solo con los trabajadores, sino también con los supuestos beneficiarios.



Si Chile va a tener un Ministerio del Deporte, este debe recoger lo mejor de la experiencia internacional. Y debe considerar una infraestructura que pasa por el recurso humano, por sus trabajadores. No atender sus derechos va a menoscabar este mal llamado “Ministerio del Deporte”. Y si no se aprueba ahora, ello se hará en el próximo Gobierno. Pero lo que el país necesita es una verdadera Secretaría de Estado y no un Instituto Nacional de Deportes con una placa de Ministerio, el cual en este proyecto no reúne las condiciones para serlo.



Pido que esta intervención se haga llegar a la señora Ministra de Educación, al señor Director del Instituto Nacional de Deportes. Y solicito que el Gobierno, nos pueda responder por qué se guarda esa facultad; por qué no se fijan por ley los cargos y la planta; por qué no se pone fin de una vez a los contratos a honorarios y a contrata, y por qué no se establece una norma que determine exactamente el personal, su especialización y las condiciones laborales para que tal Ministerio se cree.



Señor Presidente, no estoy disponible para seguir aprobando Ministerios y proyectos de ley que consideren funcionarios a contrata y a honorarios. El Estado es un pésimo empleador. Si continuamos con la actual política, no vamos a enderezar un árbol que ya está chueco. El Estado debe dar el ejemplo en materia de respeto laboral a sus trabajadores. Y crear Ministerios sin tomar en cuenta la opinión y la voluntad de los funcionarios es un pésimo precedente.



Pido que esta intervención sea enviada al Presidente de la República, a la Ministra de Educación, al Director Nacional del Instituto Nacional de Deportes y a los sindicatos de trabajadores del IND.



--(Aplausos en tribunas).



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

PROBLEMAS CON RECURSOS BENTÓNICOS Y PELÁGICOS. OFICIOS

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, quiero que se oficie a la Subsecretaría de Pesca a fin de que nos informe acerca del estado actual de los recursos bentónicos a lo largo de la costa de Chile.



Los pescadores y  buzos mariscadores de recursos bentónicos (de orilla, de profundidad) se encuentran en una situación absolutamente grave. También lo están los de recursos pelágicos, como la sardina, la anchoveta y el jurel.



Las cifras revelan que se trata de recursos sobreexplotados.



Al Estado le asiste una responsabilidad. Autorizó una sobreexplotación el 2012. Lo advertimos. En Perú había veda de la sardina y de la anchoveta, pero aquí extraíamos esas especies de doce centímetros. Eran peces de una edad en que se encontraban con huevos. Lo denunciaron los tripulantes industriales, los artesanales. Sin embargo, se siguió pescando. Hoy día vemos los resultados.



Esto le va a costar millones y millones de dólares al Estado de Chile. Pero los que no pueden pagar el costo de estos errores son los pescadores artesanales.



Apelo por los trabajadores de recursos bentónicos y por los buzos mariscadores, los que no tienen subsidios en este esfuerzo que ha llevado adelante el Gobierno para enfrentar la crisis. Hablo en particular de la federación que agrupa a quienes extraen la jibia.



La jibia -no sé si el señor Presidente la ha probado- es un manjar exquisito. El que no está prevenido la va a confundir con el pulpo. La extraen los artesanales con una arte de pesca que es el espinel. Las sacan una a una para el consumo humano. Pero también está la pesca de arrastre de los industriales, que significa miles de toneladas.



Lo más increíble es que ni un solo estudio establece cuál es el ciclo biológico de reproducción de la jibia.



De hecho, ni siquiera hay cuota. Porque no es una pesquería que esté clasificada.



Señor Presidente, si no ponemos ojo y no contamos con un estudio inmediato del ciclo reproductivo de la jibia y de las condiciones en que puede ser extraída, vamos a liquidar un producto que fue acusado de ser el depredador del jurel, pero que luego se convirtió en el salvador de la harina de pescado. Porque la industria sigue elaborando ese producto con la jibia, aun cuando de ella hay una demanda extraordinaria del mercado japonés y de Oriente en general cuando es extraída con técnicas que solo pueden emplear los pescadores artesanales.



David Castro, presidente de los jibieros de la Región del Biobío, ha hecho un esfuerzo extraordinario por ser escuchado, a fin de que la jibia esté a nombre de los artesanales. En estos momentos de crisis son los pescadores artesanales los únicos que pueden preservar una extracción moderada que permita ingresos para miles de familias, sin poner en riesgo el recurso.



Hemos reclamado ante el entonces Ministro Longueira y el actual Ministro De Vicente que la jibia se pesque de manera temporal, hasta que contemos con una Ley de Pesca justa y sea asignado única y exclusivamente a los artesanales. De no ser así, corremos el riesgo de sobreexplotación y con ello ocurrirá lo mismo que con el resto de los recursos pesqueros que hoy se encuentran en crisis.



Pido que el oficio sea remitido al Ministro de Economía, al Subsecretario de Pesca, al SERNAPESCA y al Presidente de la República; y que la respuesta sea enviada a las organizaciones de pescadores artesanales de la Región del Biobío y de la Décima Región, particularmente a las de los pescadores de jibia.



En el caso de quienes extraen recursos bentónicos -que han conversado hoy con el Ministro De Vicente-, necesitamos pulir lo que va a ser la acuicultura. Se han depredado los mares. Queda la acuicultura. Los pescadores deben ser educados y capacitados, para que puedan explotar el recurso a orilla de mar o en tierra. Una ley sobre el particular resulta urgente y necesaria para cultivar los peces y los crustáceos, en definitiva, para pasar a una etapa diferente.



Los pescadores y buzos de recursos bentónicos tienen áreas de manejo, pero están contaminadas; en el caso de Talcahuano, debido al derrame de petróleo de ENAP. Han pasado casi seis años sin que se haya pagado un peso de indemnización a los trabajadores, y particularmente a los buzos y mariscadores de la zona, después de un error garrafal de esa empresa. Hay un juicio pendiente. ENAP sigue defendiéndose, malamente, echándole la culpa a la compañía aseguradora. Los recursos están disponibles. Pero no ha sido posible que los trabajadores sean compensados o indemnizados. Espero que la empresa resuelva esto a la brevedad.



Por lo tanto, pido que se oficie a la Empresa Nacional del Petróleo, a fin de que nos pueda informar acerca de este juicio, que representa un problema para esa institución, ya que debe resguardar activos para asegurar esa demanda.



Se ha comprobado el daño y se ha establecido la responsabilidad de la ENAP. Quienes no son responsables están pagando hasta ahora las consecuencias. Son miles de pescadores y sus familias de la Región del Biobío, particularmente de Talcahuano.



--Se anuncia el envío de los oficios requeridos, en nombre del Senador señor Navarro, conforme al Reglamento.
CARTA A PRIMER MANDATARIO SOBRE VIOLENCIA Y VULNERACIÓN DE SENAME A DERECHOS DEL NIÑO. REITERACIÓN DE OFICIOS
El señor NAVARRO.- Señor Presidente, solicito oficiar, entre otras autoridades, una vez más al SENAME y al propio Primer Mandatario sobre la materia del epígrafe.



La hora de Incidentes del Senado no se transmite por televisión debido a una decisión absurda del comité editorial de TV de esta Corporación. Se trata de una determinación arbitraria que lesiona el derecho de las minorías a expresarse en tal espacio. Espero que tal situación sea corregida. De lo contrario, me veré en la obligación de hacer uso de mi derecho reglamentario de pedir la hora cuando sea necesario. Porque el que un comité editorial se empeñe en que las minorías no se den a conocer en esta instancia no es lo adecuado.



Deseo plantear de la mejor de las formas la necesidad de llevar a cabo una reunión, a fin de reponer la transmisión televisiva de la hora de Incidentes. Al parecer, alguien teme a las ideas que se exponen en esta parte de la sesión.



En democracia no hay que amedrentarse por que haya más democracia, que es el derecho de los Senadores a exponer sus puntos de vista.



Señor Presidente, el 13 de junio de 2012 realizamos una larga intervención sobre la violación de los derechos de los menores en hogares del Servicio Nacional de Menores. En esa oportunidad, solicitamos dar a conocer al Presidente de la República -era una exposición larguísima, de varias páginas- una carta que consignaba los graves atropellos, particularmente en materia sexual, que estaban sufriendo los niños en los centros del SENAME.



Pese a que denunciamos esos hechos hace un año, no se ha tomado medida alguna.



Por lo tanto, pido enviar copia de mi intervención al Jefe del Estado, a la Ministra de Justicia, al Director del SENAME y a todos los organismos sociales privados que están hoy día preocupados del tema.



No obstante que en Incidentes formulamos una denuncia y solicitamos correcciones, no hemos sido escuchados.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del Senador señor Navarro, en conformidad con el Reglamento.
ENTREGA DE DEPARTAMENTOS EN POBLACIONES CAMILO OLAVARRÍA Y CENTINELA 2. OFICIO
El señor NAVARRO.- Señor Presidente, solicito oficiar al Ministerio de Vivienda para que informe sobre la situación de los departamentos en las poblaciones Camilo Olavarría y Centinela 2, a fin de saber su fecha de entrega, y particularmente la solución que se está dando a los graves problemas técnicos que han presentado.



--(Aplausos en tribunas). 


--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, de acuerdo con el Reglamento.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Los Comités Demócrata Cristiano y Partido Por la Democracia no harán uso de sus tiempos.



Por haberse cumplido su objetivo, se levanta la sesión.



--Se levantó a las 18:47.








Manuel Ocaña Vergara,








Jefe de la Redacción
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MENSAJE DE SU EXCELENCIA EL PRESIDENTE DE LA REPUBLICA CON EL QUE INICIA UN PROYECTO DE LEY QUE CREA UN NUEVO SISTEMA ELECTORAL
(9030-07)

SANTIAGO, 15 de julio de 2013.-

MENSAJE Nº 140-361/

Honorable Senado:
En uso de mis facultades constitucionales, he resuelto someter a vuestra consideración el presente proyecto de ley que crea un nuevo sistema electoral.
I. ANTECEDENTES DE LA INICIATIVA

Este Gobierno ha impulsado una profunda y significativa reforma para modernizar y perfeccionar nuestro sistema político y nuestra Democracia, con el propósito de hacerla más vital y transparente, y de incrementar la participación y el protagonismo de los ciudadanos.

Con este objetivo hemos impulsado e implementado la inscripción automática y el voto voluntario de los ciudadanos, las elecciones primarias para elegir a los candidatos y, también, la elección democrática y directa de los consejeros regionales.

Ahora se da un paso más en esta Agenda de Modernización y Perfeccionamiento de nuestra democracia, presentando al parlamento un proyecto ley para establecer un nuevo sistema electoral.
El sistema electoral actual, mediante el cual hemos elegido a nuestros diputados y senadores desde que recuperamos  nuestra democracia, ya cumplió su ciclo y hoy día requiere modernizaciones y perfeccionamientos que otorguen una mayor participación y protagonismo a nuestros ciudadanos y, al mismo tiempo, fortalezcan el necesario diálogo, los acuerdos y la gobernabilidad de nuestro país.

El sistema electoral ha sido cuestionado por diferentes partidos políticos, sin embargo, desde el retorno a la democracia, mis antecesores han presentado escasas iniciativas al respecto. Los ex presidentes Ricardo Lagos Escobar y Michelle Bachelet Jeria se abocaron únicamente a intentar reformar la Constitución Política, en orden de eliminar el límite de 120 diputados establecido en ella, a objeto de poder incrementar el número de diputados. Ninguna de los dos proyectos de reforma fue aprobado en definitiva. Sólo una reforma presentada por el Ex Presidente Eduardo Frei Ruiz-Tagle del 17 de noviembre de 1997 (boletín 2119-06), contenía una modificación efectiva de los territorios electorales y del número de parlamentarios que se elegían, sin embargo, ella nunca llegó a votarse ya que fue retirada por el ejecutivo pocos meses después, el 17 de marzo de 1998.

Las distintas cámaras han rechazado también mociones parlamentarias que pretendían eliminar el límite de 120 diputados con el propósito de aumentarlos.

La iniciativa que presento, por lo tanto, tiene un verdadero y real propósito de modificar el sistema binominal vigente, modificando los territorios electorales y el número de parlamentarios que eligen, sin pretender su incremento total.

II. FUNDAMENTOS DE LA INICIATIVA

Los principios básicos que orientan esta reforma son simples y directos:

1. Dar mayores opciones a los ciudadanos en la elección de sus parlamentarios, de tal forma que la mayoría de ellos pueda elegir entre más alternativas de candidatos. Con el sistema binominal el elector se encontraba con una cédula de votación donde las listas presentaban sólo dos candidatos. Con esta propuesta gran parte del electorado podrá elegir su candidato entre listas que presenten cuatro o seis candidatos cada una.

Con este proyecto un 95% de los electores en el caso de la elección de diputados, y un 74% en el caso de senadores, no tendrá una elección de carácter binominal con dos candidatos por lista y verá aumentada la oferta de candidatos donde pueda elegir.
2. Generar una mayor igualdad de acceso y competencia entre los candidatos, de forma de motivar una mayor cercanía y una mejor representación de los ciudadanos.


Debemos reconocer que una de las dificultades del sistema binominal, lo constituía el límite de hasta dos candidatos que podían presentar las diferentes listas o conglomerados políticos al parlamento. Ello afectaba especialmente a los conglomerados compuestos por más de dos partidos políticos, que tenían que repartirse los cupos omitiéndose en algunos casos de participar en determinados territorios electorales.



El proyecto corrige sustancialmente esta situación, ya que el 93% de los diputados y el 53% de los senadores ya no serán electos en distritos o circunscripciones binominales, si no que lo harán en territorios electorales que elegirán 4 o 6 parlamentarios.

3. Mantener el número de diputados y de senadores. No consideramos necesario su incremento y, en consecuencia, este proyecto no implica mayores gastos públicos.
4. Mantener la representación que las regiones hoy tienen en el parlamento sin afectar su importancia relativa. Es también por esta razón que se no altera el número de diputados y senadores que actualmente tienen las diferentes regiones del país.

5. Mantener las actuales categorías de parlamentarios de diputados y senadores sin establecer nuevos tipos de cargos. No hemos considerado por tanto la existencia de senadores nacionales.

6. Mejorar la proporcionalidad entre escaños y votos de las diferentes fuerza políticas. 



Al respecto, mucho se ha criticado al sistema binominal, llegando incluso a señalar que con él la minoría igualaba siempre a la  mayoría en el parlamento. A pesar de estas críticas, la evidencia empírica de seis elecciones parlamentarias ha demostrado que ello nunca ha sido efectivo. La mayoría en los votos siempre ha tenido una mayoría en el parlamento electo, y el mayor porcentaje de escaños que votos que obtienen las listas de los conglomerados políticos más grandes, es similar a otros sistemas proporcionales como el de concejales y a muchas de la propuestas de cambio que han presentado diferentes parlamentarios. Además, ese mayor porcentaje de escaños que votos se ha repartido en forma muy pareja entre los dos conglomerados mayores.



7.
La mayor proporcionalidad entre votación y representación que contiene el proyecto es moderada, con el objeto de facilitar la formación de coaliciones políticas amplias y estables, el diálogo y los acuerdos entre las distintas fuerzas políticas y la gobernabilidad de nuestro país, a través de un sistema electoral que promueve estos objetivos.


Esto último ha sido una preocupación de todos los gobiernos, como queda de manifiesto en el mensaje  al Senado que envió la ex Presidenta Michelle Bachelet el  9 de junio de 2006 (boletín 4245-07) señalando: “Un buen sistema electoral debe favorecer la conformación de mayorías estables que permitan, en un régimen presidencial como el chileno, el ejercicio de un buen gobierno. En este sentido, un sistema electoral que incentive, de hecho, la proliferación de las fuerzas políticas representados en el Parlamento por no disponer un umbral de entrada y que no posee estímulos para la formación y mantención de coaliciones fuertes –incluidos los mecanismos vigentes en Chile de pactos y sub pactos nacionales-, puede generar una fragmentación no deseada del sistema político y, en consecuencia, coaliciones débiles e inestables. Para contribuir al desarrollo de este principio, el número de partidos debe ser relativamente reducidos; es decir se debe propender a un sistema electoral que desincentive la proliferación de los partidos.”. Añadiendo posteriormente: “No ayuda a la gobernabilidad y a la formulación de políticas públicas la existencia de partidos pequeños, de escasa adhesión popular, que puedan ejercer una especie de veto a través de una representación marginal o que se convierten en árbitros de la relación Gobierno-Oposición”.

III. CONTENIDO DE LA INICIATIVA
La presente iniciativa propone modificar la Ley N° 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios:
1. Cámara de Diputados


Se mantiene la elección de 120 diputados pero en 30 distritos que eligen un número variable de  2, 4 o 6 diputados.


Los nuevos distritos se conforman mediante la unión, dentro de cada región, de los actuales distritos sin modificarles su territorio, y manteniendo el número de diputados que eligen actualmente en forma separada. Se mantiene también el número de diputados que elige cada Región.


En aquellas regiones que comprenden un sólo distrito y que corresponden a las regiones de Arica y Parinacota, de Tarapacá, de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo y de Magallanes y de la Antártica Chilena se mantendrán como un distrito eligiendo dos diputados cada una.



En el resto de las regiones se privilegia la unión de dos distritos que eligen cuatro diputados, salvo aquellas regiones que tienen actualmente un número impar de distritos, donde aparece necesariamente al menos un nuevo distrito que corresponde a la fusión de tres de los antiguos y que pasa a elegir seis diputados.

2.
Senado



Se propone la elección de 38 senadores en 14 circunscripciones senatoriales que eligen un número variable de  2 o 4 senadores.



Se unirán las circunscripciones senatoriales que actualmente forman parte de una misma región, como es el caso de las circunscripciones que corresponden a las regiones de Valparaíso, Metropolitana de Santiago, del Maule, del Biobío, y de la Araucanía, las que pasarán a elegir sus cuatro senadores como un solo territorio electoral.



El resto de las circunscripciones senatoriales seguirán eligiendo dos senadores como la hacen actualmente.


Los senadores se elegirán alternadamente por regiones en la forma establecida actualmente y durarán 8 años.
3.
Procedimientos comunes para ambas elecciones



Se contempla la posibilidad de presentar listas y pactos electorales y adicionalmente subpactos de partidos políticos, ya sea entre dichos partidos o con candidatos independientes, con el objeto de sumar los votos de un mismo pacto y subpacto para la determinación de los elegidos, de una forma similar al sistema vigente de Concejales.



Los electos en cada distrito o circunscripción senatorial se determinarán según el método proporcional de D'Hondt o de cifra repartidora. 
IV
Otras consideraciones.



En relación a la división de la actual 1ª Circunscripción senatorial constituida por las regiones de Arica y Parinacota y de Tarapacá, en dos circunscripciones separadas, se estará a lo que en definitiva resuelva el parlamento, en el último trámite en que se encuentra el proyecto de ley (boletín 7260-06) que crea la Circunscripción Senatorial de Arica y Parinacota. 

En mérito de expuesto, someto a vuestra consideración, el siguiente

PROYECTO DE LEY:
“Artículo único.-
Introdúcense las siguientes modificaciones a la Ley N° 18.700, Orgánica Constitucional de Votaciones Populares y Escrutinios:


1)
Sustitúyese en el inciso primero del artículo 4 la expresión “dos candidatos por” por la expresión “el número de candidatos que le corresponda elegir a la”.

2)
Incorpórase el siguiente artículo 4 bis: 


“Artículo 4 bis.-  Los partidos políticos que participen en un pacto electoral podrán subpactar entre ellos o con independientes, de acuerdo a las normas que sobre acumulación de votos de los candidatos se establecen en el artículo 109 E de la presente ley, pudiendo excepcionalmente excluir en forma expresa, al momento de formalizarlo, el o los distritos o circunscripciones senatoriales en que no regirá dicho subpacto. Los subpactos estarán siempre integrados por los mismos partidos.


Los candidatos independientes que participen en un pacto electoral podrán subpactar entre ellos, con un subpacto de partidos integrantes del mismo o con un partido del pacto que no sea miembro de un subpacto de partidos. Asimismo, podrán subpactar con un partido integrante de un subpacto en el o los distritos o circunscripciones senatoriales expresamente excluidas de dicho subpacto. Para los efectos señalados, como para la declaración de candidaturas, los candidatos independientes actuarán por sí o por medio de mandatario designado especialmente para ello por escritura pública.



A la formalización de un subpacto electoral le serán aplicables, en lo pertinente, las normas de los incisos cuarto y quinto del artículo 3° bis.”.


3)
Reemplázase el artículo 24 por el siguiente:


“Artículo 24.- Cuando se trate de elecciones de Senadores y Diputados a continuación de la palabra con que se encabece la cédula, se colocará la letra o número que haya correspondido a cada lista en el sorteo a que se refiere el artículo anterior, y frente a esa letra el nombre del partido político o del pacto de partidos que la patrocine o las palabras "Candidatura Independiente", según corresponda. Sobre el nombre de la lista se colocará el símbolo del partido, pacto o candidatura independiente, impreso en tinta negra y en el tamaño que determine el Servicio Electoral. Para estos efectos, cada pacto electoral y cada candidatura independiente señalarán, en su declaración, la figura o símbolo que los distingan. Si el partido político no tuviere símbolo; o si el pacto o la candidatura independiente no lo señalaren; o si el símbolo propuesto se prestare a confusión con el de otra lista o nómina; o si los partidos integrantes de un pacto no hubieren señalado nombre a éste, el Director del Servicio Electoral le asignará la figura geométrica y el nombre que él determine, en su caso.

Las listas se colocarán en el orden alfabético que corresponda a las letras que les hayan sido asignadas, y luego se pondrán los nombres de los candidatos en el orden indicado en la declaración, asignándoles un número correlativo desde el uno hasta la cantidad total de candidatos declarados para la misma circunscripción senatorial o distrito, comenzando la numeración con los candidatos a Senadores y siguiendo con los candidatos a Diputados.



Al lado izquierdo del número de cada candidato, habrá una raya horizontal a fin de que el elector pueda marcar su preferencia completando una cruz con una raya vertical.



A continuación del nombre de cada candidato incluido en una lista correspondiente a un pacto electoral, deberá indicarse el nombre del partido político a que pertenezca o su condición de independiente. En el caso de subpactos, se les individualizará sólo con su nombre y a cada uno de los partidos políticos suscriptores con su nombre y símbolo, indicándose a continuación los nombres completos de los candidatos afiliados al respectivo partido. En el caso de los independientes que formen parte de un pacto se les individualizará al final del respectivo pacto, bajo la denominación "independientes". Los independientes que, a su vez, formen parte de un subpacto, se les individualizará de la misma forma al final del respectivo subpacto. Los subpactos entre independientes y entre éstos y partidos se individualizarán como tales.”.
4)
Reemplázase la numeración del artículo 109 por “Artículo 109 A”.

5)
Reemplázase el artículo 109 bis por el siguiente:


“Artículo 109 B.-
En el caso de elecciones de Parlamentarios, el Tribunal para determinar los diputados y senadores elegidos, deberá seguir el procedimiento que se indica en los artículos siguientes.”.

6)
Incorpórase los siguientes artículos 109 C al 109 H, nuevos:

“Artículo 109 C.-
Se considerará que constituyen una lista, los pactos electorales, los partidos que participen en la elección sin formar parte de un pacto electoral y cada una de las candidaturas independientes que no formen parte de un pacto electoral.


Para establecer los votos de lista, el tribunal sumará las preferencias emitidas a favor de cada uno de los candidatos de una misma lista.


Artículo 109 D.-
Se determinará el cuociente electoral, para lo cual los votos de lista se dividirán sucesivamente por uno, dos, tres, cuatro, y así sucesivamente, hasta formar tantos cuocientes por cada lista como cargos de diputados o senadores corresponda elegir. Todos esos cuocientes se ordenarán en forma decreciente de mayor a menor y el que ocupe la posición ordinal correspondiente al número de cargos a elegir, será el cuociente electoral.


Para determinar cuántos son los elegidos en cada lista se dividirá el total de votos de la lista por el cuociente electoral. Se considerará la parte entera del resultado de la división, sin aproximar y despreciando cualquiera fracción o decimal.


Artículo 109 E.-
Para determinar los candidatos a diputados o senadores elegidos dentro de cada lista se observarán las siguientes reglas:


1)
Si a una lista corresponde igual número de cargos que el de candidatos presentados, se proclamará elegidos a todos éstos.


2)
Si el número de candidatos presentados es mayor que el de los cargos que a la lista corresponda, se proclamará elegidos a los que hubieren obtenido las más altas mayorías individuales, a menos que la lista corresponda a un pacto electoral, caso en el cual se aplicará la norma del artículo siguiente.


3)
Si el número de candidatos presentados es inferior al de los cargos que a la lista le corresponda elegir, se proclamará elegidos a todos los candidatos de la lista, debiendo reasignar el cargo sobrante recalculando el número de cargos elegidos por las demás listas. Para ello se repetirá el cálculo de inciso segundo del artículo anterior, utilizando como cuociente electoral al cuociente que ocupe la posición ordinal que siga en el orden decreciente de los cuocientes determinados según el inciso primero del artículo anterior. Si fuesen más de uno los cargos sobrantes, para determinar el cuociente electoral, se avanzará en el orden decreciente de los cuocientes del inciso primero del artículo anterior, tantas posiciones ordinales como cargos sobrantes existan.


4)
Si, dentro de una misma lista, un cargo correspondiere con igual derecho a dos o más candidatos, resultará elegido aquel que haya obtenido el mayor número de preferencias individuales y, en caso de que persista la igualdad, se procederá por el Tribunal al sorteo del cargo en audiencia pública.


5)
Si el último cargo por llenar correspondiere con igual derecho a dos o más listas o candidaturas independientes, resultará elegido el candidato de la lista o independiente que haya obtenido mayor número de preferencias individuales y, en caso de que persista la igualdad, se procederá por el Tribunal al sorteo del cargo en audiencia pública.


Artículo 109 F.-
Para determinar los candidatos elegidos en una lista que corresponda a un pacto electoral se procederá a sumar las preferencias de los candidatos incluidos en cada uno de los partidos o de los subpactos, según sea el caso.


Posteriormente, se repetirá el procedimiento descrito en el artículo 109 D, considerando para este efecto como si fueran una lista a cada uno de los integrantes del pacto electoral, ya sea que se trate de partidos, subpactos o candidatos independientes que no hubieran subpactado, según sea el caso, todo ello con el objeto de determinar el número de candidatos que elige cada integrante del pacto.


Determinado el número que elige cada integrante del pacto electoral, se repetirá el procedimiento descrito en el artículo 109 E, para determinar quiénes son los candidatos electos de cada integrante del pacto, considerando también para este efecto como si fueran una lista a cada uno de los integrantes del pacto electoral, ya sea que se trate de partidos, subpactos o candidatos independientes que no hubieran subpactado, según sea el caso. En el caso de un subpacto que incluya candidatos de uno o más partidos e independientes, los candidatos tendrán igual derecho de preferencia dentro del subpacto, proclamándose electos a las más altas mayorías considerando únicamente su votación individual.


Artículo 109 G.-
Cuando un pacto electoral incluya la postulación de uno o más independientes, para los efectos de determinar los cargos a elegir en la lista los votos de cada candidato independiente, que no forme parte de un subpacto, se considerarán separada o individualmente, como si lo fueran de un partido político integrante del pacto.


Artículo 109 H.- 
Para los efectos de lo dispuesto en los artículos precedentes, cada postulación o candidatura independiente, que no forme parte de un pacto, se considerará como si fuera una lista y tendrá el tratamiento propio de ésta.”.

7)
Reemplázase el Título XI por el siguiente:
“TÍTULO XI
DE LOS DISTRITOS ELECTORALES Y CIRCUNSCRIPCIONES SENATORIALES PARA LAS ELECCIONES DE DIPUTADOS Y SENADORES


Artículo 178.- La elección de los miembros de la Cámara de Diputados se hará por distritos electorales, cuyo territorio y número de diputados a elegir se detallan en el artículo siguiente.



Artículo 179.- Los distritos electorales serán los siguientes:



1er. distrito, constituido por las comunas de Arica, Camarones, Putre y General Lagos que elegirá 2 diputados.



2° distrito, constituido por las comunas de Iquique, Alto Hospicio, Huara, Camiña, Colchane, Pica y Pozo Almonte que elegirá 2 diputados.



3er. distrito, constituido por las comunas de Tocopilla, María Elena, Calama, Ollagüe, San Pedro de Atacama, Antofagasta, Mejillones, Sierra Gorda y Taltal que elegirá 4 diputados.



4° distrito, constituido por las comunas de Chañaral, Diego de Almagro, Copiapó, Tierra Amarilla, Vallenar, Caldera, Freirina, Huasco y Alto del Carmen que elegirá 4 diputados.



5° distrito, constituido por las comunas de La Serena, La Higuera, Vicuña, Paihuano, Andacollo, Coquimbo, Ovalle, Río Hurtado, Combarbalá, Punitaqui, Monte Patria, Illapel, Salamanca, Los Vilos y Canela que elegirá 6 diputados.



6° distrito, constituido por las comunas de La Ligua, Petorca, Cabildo, Hijuelas, Papudo, Zapallar, Puchuncaví, Quintero, Nogales, Calera, La Cruz, Quillota, Los Andes, San Esteban, Calle Larga, Rinconada, San Felipe, Putaendo, Santa María, Panquehue, Llaillay y Catemu que elegirá 4 diputados.



7° distrito, constituido por las comunas de Olmué, Limache, Villa Alemana, Quilpué, Viña del Mar y Concón que elegirá 4 diputados.



8° distrito, constituido por las comunas de Valparaíso, Juan Fernández, Isla de Pascua, San Antonio, Santo Domingo, Cartagena, El Tabo, El Quisco, Algarrobo y Casablanca que elegirá 4 diputados.



9° distrito, constituido por las comunas de Colina, Lampa, Tiltil, Quilicura, Pudahuel, Talagante, Peñaflor, El Monte, Isla de Maipo, Melipilla, María Pinto, Curacaví, Alhué, San Pedro y Padre Hurtado que elegirá 4 diputados.



10° distrito, constituido por las comunas de Puente Alto, Pirque, San José de Maipo, La Pintana, San Bernardo, Buin, Paine y Calera de Tango que elegirá 4 diputados.



11er. distrito, constituido por las comunas de Cerro Navia, Quinta Normal, Lo Prado y Santiago que elegirá 4 diputados.



12° distrito, constituido por las comunas de Estación Central, Cerrillos, Maipú, Pedro Aguirre Cerda, San Miguel y Lo Espejo que elegirá 4 diputados.



13er. distrito, constituido por las comunas de Conchalí, Renca, Huechuraba, Recoleta e Independencia que elegirá 4 diputados.



14° distrito, constituido por las comunas de Providencia, Ñuñoa, Las Condes, Vitacura y Lo Barnechea que elegirá 4 diputados.



15° distrito, constituido por las comunas de La Reina, Peñalolén y La Florida que elegirá 4 diputados.



16° distrito, constituido por las comunas de Macul, San Joaquín, La Granja, El Bosque, La Cisterna y San Ramón que elegirá 4 diputados.



17° distrito, constituido por la comuna de Rancagua, Mostazal, Graneros, Codegua, Machalí, Requínoa, Rengo, Olivar, Doñihue, Coinco, Coltauco, Quinta de Tilcoco y Malloa que elegirá 4 diputados.



18° distrito, constituido por las comunas de San Fernando, Chimbarongo, San Vicente, Peumo, Pichidegua, Las Cabras, Placilla, Nancagua, Chépica, Santa Cruz, Lolol, Pumanque, Palmilla, Peralillo, Navidad, Litueche, La Estrella, Pichilemu, Marchigüe y Paredones que elegirá 4 diputados.



19° distrito, constituido por las comunas de Curicó, Teno, Romeral, Molina, Sagrada Familia, Hualañé, Licantén, Vichuquén, Rauco, Talca, Curepto, Constitución, Empedrado, Pencahue, Maule, San Clemente, Pelarco, Río Claro y San Rafael que elegirá 6 diputados.



20° distrito, constituido por las comunas de Linares, Colbún, San Javier, Villa Alegre, Yerbas Buenas, Longaví, Retiro, Parral, Cauquenes, Pelluhue y Chanco que elegirá 4 diputados.



21er. distrito, constituido por las comunas de Chillán, Coihueco, Pinto, San Ignacio, El Carmen, Pemuco, Yungay, Chillán Viejo, San Fabián, Ñiquén, San Carlos, San Nicolás, Ninhue, Quirihue, Cobquecura, Treguaco, Portezuelo, Coelemu, Ránquil, Quillón, Bulnes, Cabrero, Yumbel, Tomé, Penco, Florida, Hualqui, Coronel y Santa Juana que elegirá 6 diputados.



22° distrito, constituido por la comuna de Talcahuano, Hualpén, Concepción, San Pedro de la Paz y Chiguayante que elegirá 4 diputados.



23er. distrito, constituido por las comunas de Lota, Lebu, Arauco, Curanilahue, Los Alamos, Cañete, Contulmo, Tirúa, Los Angeles, Tucapel, Antuco, Quilleco, Santa Bárbara, Quilaco, Mulchén, Negrete, Nacimiento, San Rosendo, Ato Bio Bio y Laja que elegirá 4 diputados.



24° distrito, constituido por las comunas de Angol, Renaico, Collipulli, Ercilla, Los Sauces, Purén, Lumaco, Traiguén, Victoria, Curacautín, Lonquimay, Melipeuco, Vilcún, Lautaro, Perquenco y Galvarino que elegirá 4 diputados.



25° distrito, constituido por las comunas de Temuco, Padre Las Casas, Carahue, Nueva Imperial, Saavedra, Cholchol, Teodoro Schmidt, Freire, Pitrufquén, Cunco, Pucón, Curarrehue, Villarrica, Loncoche, Gorbea y Toltén que elegirá 6 diputados.



26° distrito, constituido por las comunas de Valdivia, Lanco, Mariquina, Máfil, Corral, Panguipulli, Los Lagos, Futrono, Lago Ranco, Río Bueno, La Unión y Paillaco que elegirá 4 diputados.



27° distrito, constituido por las comunas de Osorno, San Juan de la Costa, San Pablo, Puyehue, Río Negro, Purranque, Puerto Octay, Fresia, Frutillar, Llanquihue, Puerto Varas y Los Muermos que elegirá 4 diputados.



28° distrito, constituido por las comunas de Puerto Montt, Cochamó, Maullín, Calbuco, Castro, Ancud, Quemchi, Dalcahue, Curaco de Vélez, Quinchao, Puqueldón, Chonchi, Queilén, Quellón, Chaitén, Hualaihué, Futaleufú y Palena que elegirá 4 diputados.



29° distrito, constituido por las comunas de Coihaique, Lago Verde, Aisén, Cisnes, Guaitecas, Chile Chico, Río Ibáñez, Cochrane, O'Higgins y Tortel que elegirá 2 diputados.



30° distrito, constituido por las comunas de Natales, Torres del Paine, Punta Arenas, Río Verde, Laguna Blanca, San Gregorio, Porvenir, Primavera, Timaukel, Cabo de Hornos y La Antártica que elegirá 2 diputados.



Artículo 180.- La elección de los miembros del Senado se hará por circunscripciones senatoriales, cuyo territorio y número de senadores  a elegir se detallan en el artículo siguiente.



Las elecciones de senadores se realizarán en dos grupos en forma alternada cada cuatro años. El primer grupo estará integrado por la 1ª, 3ª, 5ª, 8ª, 10ª y 13ª circunscripciones. El segundo grupo estará integrado por la  2ª, 4ª, 6ª, 7ª, 9ª, 11ª, 12ª y 14ª circunscripciones.  



Artículo 181.- Las circunscripciones senatoriales serán las siguientes:



1a. Circunscripción, constituida por la I Región de Tarapacá y por XV Región de Arica y Parinacota que elegirá 2 senadores;



2a. Circunscripción, constituida por la II Región de Antofagasta que elegirá 2 senadores;



3a. Circunscripción, constituida por la III Región de Atacama que elegirá 2 senadores;



4a. Circunscripción, constituida por la IV Región de Coquimbo que elegirá 2 senadores;



5a. Circunscripción, constituida por la V Región de Valparaíso que elegirá 4 senadores;



6a. Circunscripción, constituida la Región Metropolitana de Santiago  que elegirá 4 senadores;



7a. Circunscripción, constituida la VI Región del Libertador General Bernardo O'Higgins que elegirá 2 senadores;



8a. Circunscripción, constituida por la VII Región del Maule que elegirá 4 senadores;



9a. Circunscripción, constituida por la VIII Región del Biobío que elegirá 4 senadores;



10a. Circunscripción, constituida la IX Región de La Araucanía que elegirá 4 senadores;



11a. Circunscripción, constituida por la XIV Región de Los Ríos que elegirá 2 senadores;



12a. Circunscripción, constituida por la X Región de Los Lagos que elegirá 2 senadores;



13a. Circunscripción, constituida por la XI Región Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo que elegirá 2 senadores, y



14a. Circunscripción, constituida por la XII Región de Magallanes y de la Antártica Chilena que elegirá 2 senadores.”.

Artículo transitorio.- 
Las disposiciones que establece esta ley empezaran a regir el 11 de marzo del 2014.”.

Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): Sebastián Piñera Echenique, Presidente de la República.- Andrés Chadwick Piñera.- Ministro del Interior y Seguridad Pública.- Cristián Larroulet Vignau, Ministro Secretario General de la Presidencia 
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MENSAJE DE SU EXCELENCIA EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA, CON EL QUE DA INICIO A UN PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL QUE MODIFICA LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LA REPÚBLICA EN MATERIA DE REELECCIÓN Y VACANCIA DE PARLAMENTARIOS 
(9031-07)
SANTIAGO,  15 de julio de 2013.-

MENSAJE Nº 141-361/  
En uso de mis facultades constitucionales tengo el honor de someter a vuestra consideración un proyecto de reforma constitucional que tiene por objeto modificar diversas normas constitucionales vinculadas a la elección y reemplazo de parlamentarios.

I.  
ANTECEDENTES 

Durante los últimos años la confianza de la ciudadanía en los partidos políticos y las instituciones públicas ha ido disminuyendo de manera sistemática. Por esto, desde el inicio impulsamos una profunda reforma para modernizar y perfeccionar nuestro sistema político y nuestra democracia, basándonos en principios básicos como son la participación y la transparencia.

De este modo, enviamos al Congreso Nacional un proyecto de ley que hacía realidad la inscripción automática y el voto voluntario, el que fue aprobado a inicios del año 2012. En igual sentido, a fines del año 2012 aprobamos la ley que establece el Sistema de Elecciones Primarias para la nominación de candidatos a Presidente de la República, Parlamentarios y Alcaldes que con tanto éxito debutó hace algunas semanas. Igualmente, este año 2013 fue aprobada la ley que regula la elección directa de los consejeros regionales, que se llevará a cabo por primera vez en noviembre próximo. Como puede verse estas tres iniciativas marcarán un profundo cambio en nuestra democracia, incentivando la participación de los ciudadanos en la elección de sus autoridades. 

Pero nuestro esfuerzo por modernizar el sistema político no termina ahí. En el Congreso Nacional se encuentra en sus últimos trámites el proyecto de ley que regula los plebiscitos comunales a fin de facilitar la organización de estos mecanismos de participación a nivel local de forma de acercar la decisión del municipio a los ciudadanos. Igualmente, hemos presentado un proyecto de ley con el objeto de modificar la ley orgánica de partidos políticos y, en conjunto con esta reforma, otro proyecto de ley que crea un nuevo sistema electoral. 

Del mismo modo, en las próximas semanas ingresaremos un proyecto que moderniza el Congreso Nacional, a fin de perfeccionar la tramitación de las iniciativas legislativas y fortalecer los mecanismos de control y sanción interna. 

Todas estas iniciativas, que se complementan con otras vinculadas a la probidad y la transparencia, buscan avanzar en esta agenda a través de reformas necesarias para la profundización de nuestra democracia y la creación de reglas que fortalezcan la confianza en las autoridades y el sistema político.

El proyecto de reforma constitucional que hoy presentamos, viene a sumarse a las iniciativas enunciadas. Como veremos, se proponen tres modificaciones relevantes vinculadas con la forma en que se regula la elección de los diputados, con el sistema de reemplazo de los parlamentarios cuando se produce una vacante y con la limitación a la reelección de parlamentarios.

Respecto a la primera, ésta dice estrecha relación con la reforma al sistema electoral que este Gobierno ha propuesto recientemente al Congreso Nacional. Para ello se establece que será la ley la que dispondrá el modo de elegir a los diputados.

La segunda modificación reforma sustancialmente el sistema actual de reemplazo de parlamentarios, por uno más acorde con el nuevo sistema electoral que se propone. 

Finalmente el tercer cambio, fija un límite a la posibilidad de los parlamentarios de ser reelectos.

II. 
OBJETO DE LA MODIFICACIÓN
El proyecto de reforma constitucional que hoy se presenta regula las siguientes materias. 

1. Sistema Electoral en la Cámara de Diputados

El año 2005, la Ley N° 20.050, que reformó la Constitución, modificó el actual artículo 49, eliminando la mención que en la Carta Fundamental se hacía a la división de las circunscripciones electorales y al número de regiones, remitiendo de modo expreso su regulación a la ley orgánica constitucional respectiva. 

Si bien respecto de la Cámara de Diputados la Constitución no contempla una norma similar, se considera necesario crear reglas uniformes para ambas cámaras de forma tal que en ambos casos la Constitución señale de modo expreso que el sistema electoral para elegir parlamentarios será definido por la ley orgánica constitucional que rija en la materia.

Este reenvío a la ley hace más patente el mandato del constituyente a que sea el legislador el que regule el sistema de elección tanto de los diputados como de los senadores. Asimismo, la propuesta se vincula íntimamente con la recientemente presentada iniciativa legislativa que crea un nuevo sistema electoral, contenido en la Ley N° 18.700, Orgánica Constitucional de Votaciones Populares y Escrutinios.

2. Sistema de Reemplazo de los parlamentarios
En lo que se refiere al sistema de reemplazo de los parlamentarios, cabe señalar que nuestras Constituciones han contemplado diversas fórmulas. A continuación relataremos algunas de ellas.

a. Norma vigente para el reemplazo de parlamentarios


La Constitución vigente modificó el sistema de elecciones complementarias establecido en la de 1925, estimando que cada Cámara debía elegir a sus reemplazantes, para así fortalecer el criterio de “Cámaras de mayoría”.


Luego, en la reforma constitucional de 1989, se sustituyó dicho sistema por el siguiente:
a)
La primera norma consistía en que las vacantes producidas en cualquier tiempo se proveerán con el ciudadano que, habiendo integrado la lista electoral del parlamentario que cesó en el cargo, habría resultado elegido si a esa lista hubiere correspondido otro cargo.
b)
La segunda norma operaba cuando no era aplicable la recién transcrita. Si faltaban más de dos años para el término del período del que hubiere cesado en el cargo, la vacante sería provista por la Cámara que corresponda, por mayoría absoluta de sus miembros en ejercicio, de entre las personas incluidas en una terna propuesta por el partido a que perteneciere quien hubiere motivado la vacante.
c)
En caso que la vacante corresponda a un parlamentario independiente elegido como tal, no sería provista, a menos que éste hubiere postulado en lista con un partido político, en cuyo caso operarán las fórmulas explicadas.

Dicho sistema rigió hasta la promulgación de la Ley N° 20.050, de 2005, que introduce una serie de reformas en la Carta Fundamental. Los antecedentes de esta modificación, pueden encontrarse en el seno de la Comisión de Constitución del Senado donde se señaló que el sistema que regía la provisión de vacantes en los cargos parlamentarios permitía que ellos fueran ocupados por personas que no necesariamente compartían una misma línea ideológica con quien lo desempeñó. Además, y en relación a la existencia de elecciones complementarias, la Comisión consideró que, no obstante las ventajas que presentaría, se trataba de una alternativa compleja pues incrementaba el número de elecciones que se realizan en condiciones normales y podía permitir, en alguna medida, la manipulación de las mismas. Además, el hecho que la elección complementaria se ciña a un régimen uninominal rompía con la lógica del sistema electoral vigente entonces. 

La misma Comisión, consideró en sus informes la conveniencia de promover que la persona que reemplace a quien deja vacante un cargo parlamentario, represente la misma línea político-ideológica de éste, de manera que la ciudadanía que apoyó al primero se sienta igualmente interpretada por el reemplazante. Lo anterior, se sostuvo, justifica un papel más activo de los partidos políticos en este proceso, los que serían los principales encargados de nominar a los reemplazantes.

Lo anterior dio pie a la modificación contenida en el actual artículo 51 de la Carta Fundamental que contempla la siguiente regla:

a)
Las vacantes tanto de diputados como de senadores se proveerán con el ciudadano que señale el partido político al que pertenecía el parlamentario que produjo la vacante al momento de ser elegido.
b)
Los parlamentarios elegidos como independientes no serán reemplazados, salvo que hubieren postulado integrando lista en conjunto con uno o más partidos políticos, en cuyo caso serán reemplazados por el ciudadano que señale el partido indicado por el respectivo parlamentario al momento de presentar su declaración de candidatura.
c)
Un diputado podrá ser nominado para ocupar el puesto de un senador, debiendo aplicarse, en ese caso, las normas de los incisos anteriores para llenar la vacante que deja el diputado.
b. Críticas al sistema actual y ventajas de la propuesta

Cabe señalar que las opciones de reemplazo mencionadas consideraban como principal causa de vacancia de un parlamentario la muerte de éste, evento siempre excepcional. No obstante en la actualidad, se han producido vacantes por diversas razones a las ya contempladas, tal como por asumir los parlamentarios como Ministros de Estados u otras causas sobrevinientes de cesación o inhabilidad, razón por la cual se ha hecho evidente la necesidad de contemplar un sistema de reemplazo de parlamentarios que se ajuste mejor a la voluntad de los ciudadanos que votaron en el distrito electoral o circunscripción senatorial respectiva.

El sistema que hoy en día prevé nuestra Constitución para reemplazar a dichos parlamentarios -donde son los partidos políticos los que designan a quien ocupará el cargo vacante en el Congreso- se condice más con los sistemas de gobierno parlamentario y no con nuestro sistema presidencial. Por eso, se han presentado una serie de proyectos de reforma constitucional, iniciados por mociones de parlamentarios, con el objeto de modificar el sistema vigente. 

La fórmula que se propone a continuación, como se verá en detalle más adelante, tiene una serie de ventajas. Ante todo, resguarda la definición del electorado pues el primer llamado es quien presumiblemente comparte una línea político ideológica con quien fue originalmente elegido. Esto pues se privilegia al así denominado “compañero de lista”. Además, al llamar a reemplazar en primer término a un candidato que participó en la elección, también reconoce que éste contribuyó con sus votos a la elección de quien resultó finalmente elegido en esa lista, valorando así la decisión original del votante. 

También constituye una ventaja el hecho que, en caso de no ser aplicable la regla anterior, el partido político llamado a hacer la designación deba elegir entre aquellos propuestos por quienes conocen la realidad de la región que debe ser representada. En efecto, la norma propone que los senadores, diputados, alcaldes, concejales y consejeros regionales de la región pertenecientes al partido que generó la vacante propongan a la Directiva una nómina de tres nombres de entre los que ésta designará al reemplazante. De esta manera, se pondera de mejor forma la decisión central de la Directiva del respectivo partido con la mirada regional de las autoridades que están llamadas a elaborar la nómina. 

Por último, es también un mecanismo aplicable tanto para los candidatos que forman parte de un partido político, como para aquéllos que son independientes y postulan en una lista con un partido político o en pacto, ampliando así su aplicabilidad.
3. 
Límites a la reelección de parlamentarios
a. 
Situación actual

La discusión sobre una potencial limitación a los períodos en que una autoridad puede ser reelecta ha sido también recurrente en Chile. 

Desde el retorno a la democracia, cabe recordar, en la Cámara se han verificado 6 elecciones consecutivas en todos los distritos del país, que han mantenido su configuración territorial inalterable, y mediante un mismo sistema electoral.  En el Senado por su parte, al escogerse por parcialidades, se han efectuado cuatro elecciones en las regiones impares (1989, 1993, 2001 y 2009), mientras en las pares y la Región Metropolitana se han realizado sólo tres (1989, 1997 y 2005), manteniéndose también inalterados tanto los territorios electorales como el sistema electoral aplicable.

En primer término, se puede observar que en la Cámara de Diputados la tasa promedio de recambio para el período observado corresponde al 38,5%, es decir, aproximadamente 2 de cada 5 diputados han cambiado después de cada elección. Fue la elección de 2005 la que presentó la mayor tasa de incumbentes reelectos en todo el período analizado, pero en todas las elecciones la tasa de reelección es inferior a los dos tercios del total de los diputados electos para cada período.
En el Senado, por su parte, la tasa de reelección de incumbentes ha sido siempre menor a la de la Cámara de Diputados.  Así, en las regiones impares, que eligen en total 18 senadores, ha habido una tasa de reelección promedio cercana al 50%, mientras que en las regiones pares -incluida la Región Metropolitana-, que escogen en total 20 senadores, la tasa de reelección ha sido de un 35%, para todas las elecciones verificadas.
b. 
Críticas al sistema actual y ventajas de la propuesta

En general se define como “incumbente”, siguiendo una expresión proveniente del mundo anglosajón, a aquella autoridad política elegida que se encuentra en el ejercicio de su cargo y que, por lo mismo, cuenta con ventaja respecto de los postulantes que lo desafían. Ello está presente, en especial, en los casos en que se utilizan sistemas electorales mayoritarios o proporcionales con distritos de magnitud pequeña y en que se vota por personas y no por listas, pues en tales circunstancias se genera un vínculo muy fuerte entre el incumbente y sus electores.

La reelección de los incumbentes es considerada en algunos aspectos positiva, debido a que contribuye a una cierta profesionalización de quienes ocupan cargos de elección popular, otorgando a las instituciones donde desarrollan sus funciones mayores niveles de eficacia y productividad, debido al “expertise” que han alcanzado y que aplican en su gestión. Por ello, una norma muy rigurosa que limite la reelección puede ser contraproducente debiendo entonces buscar un equilibrio entre movilidad y recambio, por una parte, y reconocimiento a la experiencia y profesionalismo de los congresistas. 
Los principales argumentos que se esgrimen para fijar límites a las reelecciones se enfocan en que, como se señaló, las autoridades que buscan una reelección tienen ventajas sobre sus competidores, al contar con un mayor conocimiento de los ciudadanos en las unidades electorales donde postulan, dada la exposición pública que tienen. Esta realidad obstruiría un recambio generacional muchas veces necesario, suscitando una imagen de “oligarquización” de las dirigencias políticas e impidiendo una mayor oxigenación de la política. También, según ha desarrollado cierta línea investigativa, la permanencia excesiva en los cargos públicos puede contribuir al potencial establecimiento de prácticas de clientelismo político entre una autoridad y sus electores.

 Todos estos factores son considerados globalmente como elementos negativos para la democracia y su fortalecimiento, y motivo suficiente para establecer límites razonables a la reelección de estas autoridades.

Por esto, el proyecto propone establecer una limitación temporal a las reelecciones de los parlamentarios en su mismo distrito o circunscripción. De este modo, se fomenta la renovación sin impedir que un mismo congresista pueda buscar su reelección en otros territorios para así seguir aportando desde el Parlamento. 

c. 
Mociones parlamentarias

Desde 1990 a la fecha se han presentado alrededor de 14 mociones que han buscado limitar la reelección de los Senadores y Diputados en ejercicio. Todas ellas han sido consideradas en la elaboración de este proyecto de reforma constitucional. 
Especial atención merecen los proyectos de reforma constitucional, correspondiente a los boletines N°4115-07, 4499-07, 4701-07, 4891-07, 7888-07 y 8221-07, todos ellos refundidos, que se encuentran en segundo trámite constitucional en la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento. Éstos proponen que la reelección se limite por dos veces en el caso de los diputados y por una vez en el de los senadores. Asimismo, limita la reelección de consejeros regionales y concejales a dos veces consecutivas.

	

	

	

	

	

	


III. CONTENIDO DEL PROYECTO

El presente proyecto consta de un artículo único que modifica tres disposiciones constitucionales e incorpora una transitoria:

1. 
Cámara de Diputados 
La primera reforma se realiza al artículo 47 que establece la composición y generación de la Cámara de Diputados. Con este objeto, se introduce en su inciso primero una frase que establece de modo expreso que los 120 miembros que componen dicha Corporación son elegidos en votación directa por los distritos electorales establecidos en la ley orgánica respectiva y en la forma que dicha ley determine. 

Asimismo, se modifica la misma norma introduciendo un nuevo inciso tercero que establece que los diputados podrán ser reelegidos por el mismo distrito por sólo dos períodos consecutivos.

2. 
Senado
La segunda reforma realiza modificaciones al artículo 49, en similar sentido que la precedente, esto es, se establece que los senadores podrán ser reelectos en la misma circunscripción por sólo un período sucesivo.

3. Norma de Reemplazo 
La tercera reforma, modifica el artículo 51, eliminando aquélla frase que permite la reelección indefinida de los parlamentarios en sus cargos y modificando al actual sistema de reemplazo de parlamentarios. 

Esta última tiene por finalidad reemplazar los incisos tercero, cuarto, quinto y sexto del artículo 51 de la Constitución Política de la República, que contemplan el reemplazo de un parlamentario fallecido o que ha cesado en el cargo.

Dicho sistema llama a reemplazar, en primer lugar, al llamado “compañero de lista”, esto es, en otras palabras, que la vacante se provea por aquél ciudadano que, habiendo integrado la lista electoral del parlamentario que provoque la vacancia, habría resultado elegido si a esa lista hubiere correspondido otro cargo. Por su parte, si el parlamentario que cesare hubiere sido elegido dentro de un subpacto, la prioridad para reemplazarlo corresponderá al candidato que hubiere resultado elegido si a ese subpacto le hubiere correspondido otro cargo.
En caso de no ser aplicable la regla anterior, la vacante será provista por la Directiva Central del partido político al que hubiere pertenecido, al momento de ser elegido, quien hubiere motivado la vacante, de entre los ciudadanos incluidos en una nómina de tres personas designados por los senadores, diputados, alcaldes, concejales y consejeros regionales pertenecientes a dicho partido en la región. Para tal efecto, el Tribunal Calificador de Elecciones informará al Servicio Electoral a objeto que este convoque a las autoridades mencionadas en la fecha en que este determine. La Directiva Central del partido político tendrá un plazo de diez días de recibida la nómina para resolver e informar a la Cámara respectiva.

Los parlamentarios elegidos como independientes no serán reemplazados, a menos que éstos hubieren postulado integrando listas o pactos electorales. En este último caso, se aplicará lo dispuesto precedentemente. Para tal efecto, la nómina de tres personas será propuesta por los senadores, diputados, alcaldes, concejales y consejeros regionales de la región, pertenecientes al partido político que el independiente hubiere señalado en su declaración de candidatura. 
Finalmente se señala, al igual que en la actualidad, que el reemplazante deberá reunir los requisitos para ser elegido diputado o senador, según el caso y que un diputado podrá ser nominado, en los casos que corresponda, para reemplazar a un senador, debiendo entonces proceder al reemplazo del diputado de acuerdo a las normas precedentes.
4. 
Disposición transitoria
Por último se introduce una nueva disposición vigesimoséptima transitoria que establece que la reforma relativa al límite a la reelección de parlamentarios comenzará a regir desde el momento de su publicación siendo el período en ejercicio a la fecha de entrada en vigencia, el primero para efectos de la reelección.
Finalmente, cabe señalar que esta Reforma Constitucional va necesariamente unida al proyecto de ley que crea un nuevo sistema electoral que nuestro Gobierno ha ingresado al Congreso Nacional. 

Sobre la base de los fundamentos señalados, tengo el honor de someter a vuestra consideración el siguiente 

PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL
“ARTÍCULO ÚNICO.-
Sustitúyanse los siguientes artículos de la Constitución Política de la República:

1. En el artículo 47: 

i. 
Intercalase, en su inciso primero, entre las frases “por los distritos electorales” y “que establezca la ley”, otra del siguiente tenor: “y en la forma”. 

ii. 
Agregase, el siguiente nuevo inciso tercero: “Los diputados solo podrán ser reelegidos en el mismo distrito por dos períodos consecutivos.”. 

2. Agregase, en el artículo 49, un nuevo inciso tercero que diga: “Los senadores solo podrán ser reelegidos en la misma circunscripción por un período consecutivo.”. 

3. En el artículo 51: 

i. En su inciso segundo, elimínese la frase final que dice “Los parlamentarios podrán ser reelegidos en sus cargos.”. 

ii. Reemplazase el inciso tercero, cuarto, quinto y sexto por los siguientes: 

“Las vacantes de diputados y las de senadores, se proveerán por el Tribunal Calificador de Elecciones con el ciudadano que, habiendo integrado la lista electoral del parlamentario que provoque la vacancia, habría resultado elegido si a esa lista hubiere correspondido otro cargo. Si el parlamentario que cesare hubiere sido elegido dentro de un subpacto, la prioridad para reemplazarlo corresponderá al candidato que hubiere resultado elegido si a ese subpacto le hubiere correspondido otro cargo.

En caso de no ser aplicable la regla anterior, la vacante será proveída por la Directiva Central del partido político al que hubiere pertenecido al momento de ser elegido quien hubiere motivado la vacante, de entre los ciudadanos incluidos en una nómina de tres personas propuesta por los senadores, diputados, alcaldes, concejales y consejeros regionales de la región en que ésta se produjo pertenecientes a dicho partido. Para tal efecto, el Tribunal Calificador de Elecciones informará al Servicio Electoral a objeto que éste convoque a las autoridades mencionadas en la fecha en que determine, las que votarán en un solo acto por una persona quedando conformada la nómina por quienes obtengan las tres primeras mayorías. La Directiva Central del partido político tendrá un plazo de diez días de recibida la nómina para resolver e informar a la Cámara respectiva. 

Los parlamentarios elegidos como independientes no serán reemplazados, a menos que éstos hubieren postulado integrando pacto electoral. En tal caso, se aplicará lo dispuesto en los dos incisos precedentes. Si procede, la nómina de tres nombres será propuesta en la forma y por las autoridades señaladas en el inciso anterior, pertenecientes al partido político indicado por el respectivo parlamentario al momento de presentar su declaración de candidatura, resolviendo la Directiva Central de dicho partido.

El reemplazante, deberá reunir los requisitos para ser elegido diputado o senador, según el caso. Con todo un diputado podrá ser nominado para ocupar el puesto de un senador, de acuerdo a lo dispuesto en los incisos cuarto y quinto, debiendo aplicarse, en ese caso, las normas de este artículo para llenar la vacante que deja el diputado, quien al asumir su nuevo cargo cesará en el que ejercía.”.
4. Agréguese la siguiente vigesimoséptima disposición transitoria, nueva: “VIGÉSIMO SÉPTIMA.- Las reformas introducidas en los artículos 47, 49 y 51 en  materia de reelección entrarán a regir al momento de su publicación, siendo el período en ejercicio a la fecha de ésta, el primero para efectos de la reelección.”.”  
Dios guarde a V.E.,

(Fdo.): Sebastián Piñera Echenique, 
Presidente de la República.- Andrés Chadwick Piñera.- Ministro del Interior y Seguridad Pública.- Cristián Larroulet Vignau, Ministro Secretario General de la Presidencia 
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OFICIO DE SU EXCELENCIA EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA, CON EL QUE REQUIERE EL ACUERDO DEL SENADO PARA NOMBRAR COMO INTEGRANTES DEL CONSEJO DE ALTA DIRECCIÓN PÚBLICA A LA SEÑORA MARÍA LORETO LIRA DOMÍNGUEZ Y AL SEÑOR MANUEL ADRIÁN INOSTROZA PALMA 
(S 1587-05)
GAB. PRES. N° ___947______/

ANT.: 
Artículos cuadragésimo tercero, cuadragésimo cuarto y cuadrágesimo quinto de la Ley N° 19.882.

MAT.:
Proposición de reemplazo de Consejeros del Consejo de la Alta Dirección Pública.

SANTIAGO, 
DE:
SEBASTIAN PIÑERA ECHENIQUE


 PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA

A: 
SEÑOR JORGE PIZARRO SOTO

PRESIDENTE DEL H. SENADO

1. De acuerdo a la Ley N° 19.882, la Dirección Nacional del Servicio Civil tiene en su estructura el Consejo de la Alta Dirección Pública. Este Consejo está compuesto de cinco miembros. Uno es el Director de la Dirección Nacional del Servicio Civil; los otros cuatro son designados por el Presidente de la República, con acuerdo del Senado, quien debe pronunciarse respecto de la propuesta como una unidad, por los 4/7 de sus miembros en ejercicio.

2. Los Consejeros de la Alta Dirección Pública deben ser personas de reconocido prestigio por su experiencia y conocimiento en administración de personal y/o políticas públicas, sea en el sector privado o público. Duran seis años en sus cargos y se eligen por partes, alternadamente, cada tres años.

3. Por decreto  N° 996 del Ministerio de Hacienda, promulgado con fecha  19 de julio de 2007, se nombró a doña María Luisa Brahm Barril, RUT N° 7.052.396-5, y a don Rafael Blanco Suárez, RUT N° 7.776.049-0, como Consejeros del Consejo de la Alta Dirección Pública, por un período de seis años, contados desde el 19 de julio de 2007.Con fecha 24 de abril de 2010  la señora María Luisa Brahm Barril presentó su renuncia a dicho cargo.

4. Conforme a lo establecido en el artículo cuadragésimo quinto de la ley Nº 19.882, en caso que cesare por cualquier causa alguno de los consejeros designados con ratificación del Senado, procederá la designación de un nuevo consejero, mediante una proposición unipersonal del Presidente de la República, sometida al mismo procedimiento dispuesto en el artículo cuadragésimo cuarto de la misma ley, por el período que restare.

5. En virtud de lo anterior, por decreto  N° 666 del Ministerio de Hacienda, promulgado con fecha 22 de junio de 2010, se nombró a la señora María Loreto Lira, RUT N°9.095.096-7, como Consejera del Consejo de la Alta Dirección Pública, en reemplazo de doña María Luisa Brahm Barril, hasta el 19 de julio de 2013.

6. Conforme a lo expuesto, me corresponde proponer a dos Consejeros para un nuevo período de 6 años.

7. En merito de lo anterior, vengo en proponer para ocupar el cargo de Consejero del Consejo de la Alta Dirección Pública, hasta el 19 de julio de 2019 a: 

· MARIA LORETO LIRA DOMÍNGUEZ, 

RUT  N° 9.095.096-7

· MANUEL ADRIÁN INOSTROZA PALMA, 

RUT  N° 9.231.042-6

8. Atendida la conveniencia de contar a la brevedad posible con el acuerdo de esa H. Corporación para proceder al nombramiento antes referido, hago presente la urgencia en el despacho de esta materia, según los términos a que alude el inciso segundo del N° 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental.

Saluda a V.E.,



(Fdo.): Sebastián Piñera Echenique,


Presidente de la República

DISTRIBUCIÓN:

1.- Sr. Presidente del H. Senado

2.- GABINETE PRESIDENCIAL (Archivo).

3.- MINSEGPRES (División Jurídico-Legislativa).

4.- MINSEGPRES (Oficina de Partes).
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PROYECTO DE LEY, EN TRÁMITE DE COMISIÓN MIXTA, QUE CREA LOS HOSPITALES CLÍNICOS QUE INDICA EN LA REGIÓN METROPOLITANA
(8618-11)
Oficio Nº 10.834
VALPARAÍSO, 11 de julio de 2013.

La Cámara de Diputados, en sesión del día de ayer, tomó conocimiento del acuerdo del H. Senado que designó a los señores senadores que integrarán la Comisión Mixta que deberá formarse, en virtud de lo dispuesto en el artículo 70 de la Constitución Política de la República, a consecuencias de haber rechazado esta Cámara, en la votación en particular, cada uno de los artículos del proyecto de ley que crea los hospitales clínicos que indica en la Región Metropolitana, correspondiente al boletín N° 8618-11.

En razón de lo anterior, esta Corporación acordó designar a la señora y señores diputados que se señalan para que la representen en la Comisión  Mixta que debe formarse:

-doña Marisol Turres Figueroa
-don  Javier Macaya Danús
-don  Víctor Torres Jeldes
-don  Enrique Accorsi Opazo
-don  Leopoldo Pérez Lahsen
Lo que tengo a honra decir a V.E., en respuesta a vuestro oficio Nº 529/SEC/13, de 9 de julio de 2013.
Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Joaquín Godoy Ibáñez, Primer Vicepresidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkič, Secretario General de la Cámara de Diputados
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PROYECTO DE LEY, EN TRÁMITE DE COMISIÓN MIXTA, SOBRE PROCEDIMIENTO PARA OTORGAR CONCESIONES ELÉCTRICAS
(8270-08)
Oficio Nº 10.835
VALPARAÍSO, 11 de julio de 2013.

La Cámara de Diputados, en sesión del día de ayer, ha tenido a bien prestar su aprobación a las enmiendas propuestas por ese H. Senado al proyecto de ley sobre procedimiento para otorgar concesiones eléctricas, correspondiente al boletín Nº 8270-08, con excepción de las siguientes, formuladas al artículo único, que ha rechazado: las recaídas en la letra b) del número 5); en el número 12; las propuestas por esa Corporación mediante los números 12 bis) y 12 ter), nuevos; y la efectuada al número 21).

De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 71 de la Constitución Política de la República, esta Corporación acordó designar a los señores Diputados que se señalan para que la representen en la Comisión  Mixta que debe formarse:

-don Manuel Rojas Molina

-don Carlos Vilches Guzmán

-don Patricio Vallespín López

-don Felipe Harboe Bascuñán

-don Mario Bertolino Rendic

Lo que tengo a honra decir a V.E., en respuesta a vuestro oficio Nº 525/SEC/13, de 3 de julio de 2013.
Devuelvo los antecedentes respectivos.

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Joaquín Godoy Ibáñez, Primer Vicepresidente de la Cámara de Diputados.- Mıguel Landeros Perkıč, Secretario General de la Cámara de Diputados
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PROYECTO DE LEY, EN TRÁMITE DE COMISIÓN MIXTA, SOBRE INTERÉS MÁXIMO CONVENCIONAL
(7786-03, 7932-03 Y 7890-03)
Oficio Nº 10.833
VALPARAÍSO, 11 de julio de 2013.
La Cámara de Diputados, en sesión celebrada el día de hoy, ha tomado conocimiento del rechazo parcial de las enmiendas propuestas por esta Cámara al proyecto de ley sobre interés máximo convencional, correspondiente a los boletines Nos7786-03, 7890-03 y 7932-03, refundidos.
De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 71 de la Constitución Política de la República, esta Corporación acordó designar a los señores Diputados que se señalan para que la representen en la Comisión  Mixta que debe formarse:

-don Ernesto Silva Méndez
-don Javier Macaya Danús
-don Fuad Chahín Valenzuela
-don Joaquín Tuma Zedán
-don José Manuel Edwards Silva
Lo que tengo a honra decir a V.E., en respuesta a vuestro oficio Nº 539/SEC/13, de 10 de julio de 2013. 

Acompaño la totalidad de los antecedentes.
Dios guarde a V.E.

Fdo.): Joaquín Godoy Ibáñez, Primer Vicepresidente de la Cámara de Diputados.- Mıguel Landeros Perkıč, Secretario General de la Cámara de Diputados
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PROYECTO, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE MODIFICA LEY N° 18.834, SOBRE ESTATUTO ADMINISTRATIVO, LIMITANDO LA PROHIBICIÓN DE INGRESO A LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA 
(8520-06)

Oficio Nº 10.830
VALPARAÍSO, 11 de julio de 2013
Con motivo de la moción, informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente proyecto de ley, que modifica la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo, limitando la prohibición de ingreso a la administración pública, correspondiente al boletín N°8520-06.

PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1°.- Sustitúyese la letra f) del artículo 12 de la ley N°18.834, sobre Estatuto Administrativo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, por la siguiente:
“f) No estar inhabilitado para el ejercicio de funciones o cargos públicos, ni hallarse condenado por delito que tenga asignada pena de crimen o simple delito. Sin perjuicio de lo anterior, tratándose del acceso a cargos de auxiliares y administrativos, no será impedimento para el ingreso encontrarse condenado por ilícito que tenga asignada pena de simple delito, siempre que no sea de aquellos contemplados en el Título V, Libro II, del Código Penal.”.
Artículo 2°.- Reemplázase la letra f) del artículo 10 de la ley N°18.883, que aprueba el Estatuto Administrativo para funcionarios municipales, por la siguiente:
“f) No estar inhabilitado para el ejercicio de funciones o cargos públicos, ni hallarse condenado por delito que tenga asignada pena de crimen o simple delito. Sin perjuicio de lo anterior, tratándose del acceso a cargos de auxiliares y administrativos, no será impedimento para el ingreso encontrarse condenado por ilícito que tenga asignada pena de simple delito, siempre que no sea de aquellos contemplados en el Título V, Libro II, del Código Penal.”.”.

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Joaquín Godoy Ibáñez, Primer Vicepresidente de la Cámara de Diputados.- Mıguel Landeros Perkıč, Secretario General de la Cámara de Diputados
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PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE AUMENTA LA PENALIDAD AL DELITO DE HOMICIDIO SIMPLE EN EL CATÁLOGO DE LOS DELITOS CONTRA LA VIDA
(8216-07 Y 8609-07, REFUNDIDOS)
Oficio Nº 10.832
ALPARAÍSO, 11 de julio de 2013.
Con motivo de las mociones, informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al proyecto de ley que modifica el artículo 391 del Código Penal, con el objeto de aumentar la penalidad al delito de homicidio, boletines refundidos Nos 8216-07 y 8609-07, del siguiente tenor:
PROYECTO DE LEY
“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 391 del Código Penal:
1.- Sustitúyense en el N° 1° las expresiones “presidio mayor en su grado medio” por “presidio mayor en su grado máximo”.
2.- Reemplázase el N° 2° por el siguiente:

“2° Con presidio mayor en su grado medio en cualquier otro caso.”.”
***
Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Joaquín Godoy Ibáñez, Primer Vicepresidente de la Cámara de Diputados.- Mıguel Landeros Perkıč, Secretario General de la Cámara de Diputados
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PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE ESTABLECE EL DÍA NACIONAL DE LA TRABAJADORA TEMPORERA 
(8918-13)
Oficio Nº 10.829
VALPARAÍSO, 11 de julio de 2013
Con motivo de la moción, informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente proyecto de ley que establece el Día Nacional de la Trabajadora y Trabajador Temporero, correspondiente al boletín N°8918-13.

PROYECTO DE LEY:

“Artículo único.- Establécese el segundo sábado de febrero de cada año como el Día Nacional de la Trabajadora y Trabajador Temporero.”.
Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Edmundo Eluchans Urenda, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkič, Secretario General de la Cámara de Diputados
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INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO, RECAÍDO EN EL OFICIO DE LA ILUSTRÍSIMA CORTE DE APELACIONES DE SANTIAGO, CON EL QUE COMUNICA LA RESOLUCIÓN DEL SEÑOR MINISTRO DE FUERO, RECAÍDA EN LA DEMANDA CIVIL EN CONTRA DE LA MINISTRA DE ESTADO SEÑORA CAROLINA SCHMIDT ZALDÍVAR 
(S 1586-02)
HONORABLE SENADO:





La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de informar el Oficio de la Ilustrísima Corte de Apelaciones de Santiago, con el que comunica la resolución del señor Ministro de Fuero, recaída en la demanda civil en contra de la Ministra de Estado señora Carolina Schmidt Zaldívar, en cuya virtud solicita al Senado que, de conformidad con lo dispuesto en el número 2) del artículo 53 de la Constitución Política de la República, determine si ha o no lugar a la admisión de dicha acción judicial.


A las sesiones en que la Comisión analizó esta materia concurrieron, además de sus miembros, los Honorables Senadores señores Prokurica y Chahuán.





Asistieron, especialmente invitados, el solicitante, señor Gonzalo Febrer y su abogado, señor Christian Espejo. Por la Ministra señora Carolina Schmidt, concurrió su abogado, señor Alfredo Waugh.





Participaron, asimismo, los Profesores señores Gabriel Zaliasnik, Arturo Fermandois y Zarko Luksic.


Estuvieron presentes, del Ministerio de Educación, el Jefe de Gabinete de la Ministra de Educación, señor Alejandro Fernández, y las asesoras, señora Carolina Araya y señora Francisca Vial.




Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, participaron los asesores, señora Constanza Castillo y señor Tomás Celis.





Por la Biblioteca del Congreso Nacional, asistió el asesor, señor Juan Pablo Cavada.





Estuvieron presentes la asesora del Honorable Senador Walker (don Patricio), señora Paz Anastasiadis; el asesor de la Honorable Senadora Alvear, señor Jorge Cash; el asesor del Honorable Senador Espina, señor Cristóbal Mena; el asesor del Comité de Senadores RN, señor Hernán Castillo, y la asesora del Instituto Libertad y Desarrollo, señora Constanza Hube.

- - -

ANTECEDENTES

1.- DE DERECHO

1.1. Constitución Política de la República:


La Comisión tuvo en consideración que la solicitud en estudio dice relación con la responsabilidad del Estado y sus agentes, según la cual todo acto de autoridad que pueda causar daño a un particular puede dar origen a acciones indemnizatorias. Este principio encuentra reconocimiento constitucional en los artículos 6°, 7°, 36 y 38 de la Carta Fundamental de 1980.



Los artículos 6° y 7°, que consagran los principios de supremacía constitucional y de legalidad, contienen disposiciones que imponen, por la infracción o contravención de sus normas, las responsabilidades y sanciones que la ley señale.





A su vez, el inciso segundo del artículo 38 prescribe que cualquier persona que sea lesionada en sus derechos por la Administración del Estado, de sus organismos o de las municipalidades, podrá reclamar ante los tribunales que determine la ley, sin perjuicio de la responsabilidad que pudiere afectar al funcionario que hubiere causado el daño.

En cuanto a los Ministros de Estado, el artículo 36 establece que ellos serán responsables individualmente de los actos que firmaren y solidariamente de los que suscribieren o acordaren con los otros Ministros.





Relacionado en forma directa con la materia en estudio, el artículo 53 de la Ley Fundamental, establece las atribuciones exclusivas del Senado, contemplando, en su número 2), la de “Decidir si ha o no lugar la admisión de las acciones judiciales que cualquier persona pretenda iniciar en contra del algún Ministro de Estado, con motivo de los perjuicios que pueda haber sufrido injustamente por acto de éste en el desempeño de su cargo;”.

1.2. Ley N° 18.575.

El artículo 42 de la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado está contenido en el decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, de 2001, complementa las disposiciones constitucionales anteriormente mencionadas. Este precepto dispone que los órganos de la Administración serán responsables del daño que causen por falta de servicio. Agrega que, no obstante, el Estado tendrá derecho a repetir en contra del funcionario que hubiere incurrido en falta personal.
1.3. Reglamento del Senado.


Su Título XII regula las Atribuciones Exclusivas de la Corporación. El Párrafo 2°, integrado por los artículos 198 a 204, regula el Desafuero de los Ministros de Estado.

2.- DE HECHO

1) Oficio N° 87-2013, de la Ilustrísima Corte de Apelaciones de Santiago al Senado, de fecha 14 de junio de 2013

Mediante el señalado Oficio, la Ilustrísima Corte de Apelaciones de Santiago remite al Senado el Ingreso Corte N° 2898-2013, causa de Fuero, caratulado “Febrer Pacho Gonzalo con Schmidt Zaldívar María Carolina”, Rol N° 4756-2013 del 29° Juzgado Civil de Santiago.

Al recibir la demanda por indemnización de perjuicios interpuesta por el señor Gonzalo Febrer en contra de la señora Carolina Schmidt, la Jueza del 29° Juzgado Civil de Santiago, a fojas 62, dispone, con fecha 2 de mayo de 2013, que “Vistos y teniendo presente que el sujeto pasivo de la acción interpuesta corresponde a una señora Ministro de Estado, por lo que de conformidad a lo dispuesto en el artículo 50 N° 2 del Código Orgánico de Tribunales, se decide:


Remítanse estos antecedentes a la señora Preasidenta de la Iltma. Corte de apelaciones de Santiago para los efectos que corresponda.”.


A fojas 66, consta la designación como Ministro de Fuero, del Ministro señor Enrique Durán Branchi.

A fojas 73, el Ministro de Fuero, don Enrique Durán, dispone lo siguiente:


“Santiago, seis de junio de dos mil trece.


A fojas, 72, por cumplido lo ordenado.


Vistos:


1.- Que, a fojas 50, se interpuso demanda civil de indemnización de perjuicios en contra de la Ministra de Estado doña Carolina Schmidt Zaldívar.


2.- Que el artículo 53 N° 2 de la Constitución Política de la República dispone que corresponde al Senado “decidir si ha o no lugar a la admisión de las acciones judiciales que cualquier persona pretenda iniciar en contra de algún Ministro de Estado, con motivo de los perjuicios que pueda haber sufrido injustamente por acto de éste en el desempeño de su cargo”.


3.- Que, a fojas 72, la demandante aclaró que la acción ejercida lo es por perjuicios sufridos por su representado a consecuencia de un acto de la Ministra de Estado, en el desempeño de su cargo.


Y vistos lo dispuesto en el artículo 53 N° 2 de la Constitución Política de la República, remítanse estos antecedentes al Senado a fin que determine si ha o no lugar a la admisión de la presente acción judicial.


Ofíciese.


N° Civil-2898-2013.”.


Copia de este expediente se anexa al presente informe.

2) Informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado, de 19 de marzo de 1991


En relación a la naturaleza, sentido y alcance de la atribución que confiere al Senado el artículo 53, número 2), de la Constitución Política, así como a los efectos que produce la decisión del Senado ante estas situaciones, cabe hacer presente el informe evacuado por esta Comisión con fecha 19 de marzo del año 1991.


En éste, la Comisión expresa que “Luego de un análisis preliminar de esta materia, fue posible apreciar la existencia de diversas interpretaciones, por lo que la Comisión, unánimemente, fue de parecer que era conveniente, en forma previa, someter a la consideración de la Sala las posiciones existentes a este respecto, con el objeto de que el Senado adopte una decisión sobre el particular y sólo una vez adoptada ésta, resolver acerca de la solicitud presentada por la señora Martelli.

Por el motivo indicado, en el presente informe vuestra Comisión se circunscribe a efectuar un examen en abstracto de la mencionada facultad que la Carta Fundamental entrega a esta Corporación.”.


Posteriormente, señala que “Luego de un detenido y amplio análisis sobre la materia, la mayoría de vuestra Comisión, integrada por los HH. Senadores señores Guzmán, Letelier, Pérez y Vodanovic, estimó que la referida norma constitucional tiene por única finalidad evitar que los Secretarios de Estado puedan ser continuamente perturbados en el ejercicio de sus funciones por demandas infundadas, que no se sustenten en antecedentes razonables.


Para ello, la Ley Fundamental establece un procedimiento que contempla el pase o permiso previo del Senado, destinado a allanar el fuero de los Ministros de Estado, con el exclusivo objeto de permitir a los particulares perseguir ante los tribunales ordinarios de justicia la responsabilidad civil que pudiere caber a los Secretarios de Estado por algún acto de éstos en el desempeño de sus cargos.”.





Más adelante, analizados diferentes precedentes, la Comisión da cuenta del parecer de la mayoría de sus miembros, del cual discrepó únicamente el entonces Senador señor Máximo Pacheco.





Señala el referido informe:


“Establecido que la atribución en análisis debe entenderse en el sentido precedentemente señalado, la mayoría de la Comisión fue de parecer que, en los casos que se sometan a la consideración del Senado, no corresponde a éste entrar a conocer del fondo del asunto, sino tan solo verificar si se trata de un acto personal del Ministro en el desempeño de su cargo y ponderar si, de los antecedentes que se acompañen, hay fundamentos racionales de controversia jurídica acerca de la eventualidad de que se pudieren haber ocasionado perjuicios injustos al solicitante.

Para llegar a la conclusión precedente tuvo especialmente en cuenta -además de lo expuesto- que un estudio detenido del artículo 49 de la Carta Fundamental permite apreciar la forma enteramente diferente en que están concebidas las atribuciones de los números 1) y 2) del citado precepto constitucional, pues mientras en el caso del juicio político corresponde al Senado "declarar si el acusado es o no culpable" del delito, infracción o abuso de poder que se le imputa, en el caso de la atribución en análisis sólo le cabe "decidir si ha o no lugar la admisión de las acciones judiciales" que indica.  De la simple lectura de ambas disposiciones queda en evidencia que se trata de dos atribuciones sustancialmente distintas, ya que en el primer caso la Corporación debe resolver sobre el fondo del asunto, mientras que en el segundo sólo se trata de admitir o no a tramitación una acción judicial.

Por lo demás, del tenor del artículo 49, N° 2), de la Constitución Política, aparece de manifiesto que no es necesario que el Senado emita un pronunciamiento acerca de si un determinado acto ministerial ha ocasionado o no perjuicios injustos a un particular, toda vez que, de acuerdo a la redacción dada al texto constitucional, esta Corporación tiene la facultad de resolver sobre la admisibilidad de la acción que una persona pretenda iniciar en contra de un Secretario de Estado con motivo de los perjuicios que "puede" haber sufrido -y no de los que "haya" sufrido- injustamente por un acto de éstos.

Cabe destacar, asimismo, que las otras atribuciones exclusivas del Senado establecidas en la Carta Fundamental dicen relación con materias que, en mayor o menor medida, tienen consecuencias políticas, mientras que la analizada en este informe se refiere a asuntos que solamente afectan a particulares en su patrimonio, por lo que no parece lógico ni compatible con un elemental sentido de justicia que un órgano político, como es el Senado, deba resolver en única instancia sobre el fondo del derecho reclamado.

En atención a la consideración anterior, es especialmente importante asegurar que no queden en la indefensión los particulares que puedan ser afectados por un acto ministerial, atendida la creciente tendencia de los cuerpos constitucionales contemporáneos a robustecer tanto los derechos de las personas frente a la autoridad como los recursos necesarios para hacerlos valer.

En lo que dice relación con la legislación comparada, es dable mencionar que la orientación general es no consultar en los textos constitucionales normas que otorguen a una de las cámaras legislativas atribuciones similares a la conferida al Senado por el precepto en análisis, quedando, en la generalidad de los casos, la materia relativa a la responsabilidad civil de las autoridades referida a la ley común, de lo que cabría concluir que la atribución del artículo 49, N° 2, de la Carta Fundamental tiene un carácter excepcional, lo que constituye un argumento adicional para no hacer una interpretación extensiva de ella.


Cabe señalar, por último, que se ponderó debidamente el criterio permanentemente sustentado por esta Comision en el pasado en el sentido de que, no obstante considerar que la atribución debía ser entendida en la forma ya señalada, para declarar atendible la acción era necesaria la concurrencia de los siguientes requisitos copulativos: a) que se trate de un acto personal del Ministro acusado; b) que tal acto sea injusto, es decir contrario a la Constitución o la ley, y c) que de ese acto deriven perjuicios para el particular afectado.

Sin embargo, no compartió tal posición por estimar que, al apreciar si se cumplen o no los mencionados requisitos en un caso particular, el Senado debe necesariamente entrar a conocer del fondo del asunto, lo que no guarda concordancia con el carácter de mera autorización previa para poder recurrir a la justicia ordinaria que tiene la decisión de la Corporación.

Tuvo presente, asimismo, que cuando una norma es aplicada durante un período prolongado la jurisprudencia y la doctrina se influyen mutuamente, facilitando la mantención del criterio inicialmente sustentado, por lo que estimó que después de transcurrido un largo lapso sin que la norma haya sido aplicada, como es el caso, es especialmente oportuno abocarse a precisar su verdadero sentido y alcance.


Finalmente, la mayoría de la Comisión dejó expresa constancia de su opinión en el sentido de que, en armonía con el criterio expresado acerca de la correcta inteligencia de esta atribución exclusiva del Senado, la declaración de admisibilidad por parte de esta Corporación de la acción judicial correspondiente, en los casos particulares de que conozca, no implica un pronunciamiento de fondo sobre la existencia de los eventuales perjuicios, así como tampoco acerca de si ellos son justos o injustos.”.




En la parte final de su informe, la Comisión consigna las siguientes conclusiones:


“En mérito de las consideraciones precedentemente expuestas, vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, con el voto favorable de los HH. Senadores señores Guzmán, Letelier, Pérez y Vodanovic y la oposición del H. Senador señor Pacheco, llegó a la conclusión de que la correcta inteligencia de la atribución que confiere al Senado el artículo 49, N° 2), de la Constitución Política puede ser resumida en los siguientes puntos:

a) Que la decisión que corresponde adoptar a la Corporación en ejercicio de esta atribución tiene el carácter de un simple permiso o pase previo que habilita al particular para ocurrir ante los Tribunales de Justicia con el objeto de perseguir la responsabilidad civil de los Ministros de Estado;

b) Que al conocer de los casos particulares que se sometan a su consideración, al Senado solamente le corresponde determinar si se trata de un acto personal del Ministro en ejercicio de su cargo y si, de los antecedentes que se acompañen, aparecen fundamentos racionales de controversia jurídica acerca de la eventualidad de que tal acto pudiere haber ocasionado perjuicios injustos al solicitante, y

c) Que, en armonía con lo anterior, la declaración de admisibilidad por parte de la Corporación de la acción judicial pertinente, en los casos de que conozca, no implica un pronunciamiento de fondo sobre la existencia de los eventuales perjuicios, ni acerca de si ellos son justos o injustos, materias que por su naturaleza corresponderá conocer a los tribunales de justicia.”.





Como se señalara precedentemente, este voto de mayoría fue aprobado unánimemente por la Sala del Senado en sesión del día 17 de abril de 1991 y los criterios en él contenidos han sido observados a partir de entonces al conocerse peticiones de desafuero civil de Ministros de Estado.

RESUMEN DE LOS HECHOS

Con fecha 30 de abril de 2013, el señor Gonzalo Febrer Pacho, abogado, ex Vicepresidente de la Asociación Nacional de Fútbol Profesional, ANFP, ex Rector y ex Vicepresidente de la Universidad Internacional SEK y ex Director de la empresa MAPFRE Seguros de Vida, interpuso ante el 29° Juzgado Civil de Santiago, una demanda por indemnización de los perjuicios sufridos a consecuencia de que la Ministra señora Carolina Schmidt Zaldívar, mientras se desempeñaba como Directora del Servicio Nacional de la Mujer, le habría imputado la calidad de autor del delito de violencia intrafamiliar en contra de su cónyuge, doña Carolina Cooper Izikson. Lo anterior se habría realizado a través de declaraciones de la señora Ministra difundidas por diversos medios de comunicación social el día 21 de enero de 2011.


El señor Febrer explica que por ser la señora Schmidt una figura política de primer nivel en el país, sus declaraciones fueron reproducidas por los más importantes medios escritos, radios y canales de televisión del país, lo que dañó su imagen, su reputación y su honor, provocando que debiera renunciar a su cargo de Vicepresidente de la Asociación Nacional de Fútbol Profesional y que, además, perdiera sus fuentes laborales como Vicepresidente de la Universidad Internacional SEK y como miembro de directorios de la empresa MAPFRE Seguros de Vida.


Hace presente que si bien su cónyuge ha interpuesto en el último tiempo denuncias en su contra por violencia intrafamiliar y una querella por lesiones menos graves, en definitiva nunca se ha acreditado la comisión de delito alguno y, por ende, ninguna de estas acciones ha prosperado.

Informa que, siendo así, por carta de fecha 6 de enero de 2013, solicitó a la Ministra señora Schmidt que declarara ante los mismos medios de comunicación que habían publicado sus anteriores dichos, que se había equivocado, lo que no ocurrió. Explica que no entabló querella por calumnias e injurias en contra de la señora Ministra porque dicha acción prescribió.


A raíz de lo anterior, el señor Febrer entabló demanda de indemnización de perjuicios en contra de la Ministra señora Schmidt, de manera de resarcirse del daño material sufrido a consecuencia de aquellas declaraciones –que avalúa en $ 65.950.000.- y también del respectivo daño moral, por un monto de $ 1.000 millones.


Por estar la señora Schmidt desempeñando el cargo de Ministra de Estado, en mérito de lo dispuesto por el número 2 del artículo 53 de la Constitución Política, la Ilustrísima Corte de Apelaciones de Santiago ha solicitado al Senado que declare si ha o no lugar a la admisión de la ya referida acción judicial.

CONSIDERACIÓN DEL ASUNTO EN LA COMISIÓN


Al iniciarse el estudio de esta solicitud, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, estimó oportuno fijar una fórmula de trabajo destinada a conocer a cabalidad los antecedentes relativos al asunto que le fuera encomendado, de manera de poder formular a la Sala del Senado una recomendación debidamente fundamentada.


Para estos efectos, planteó la procedencia de escuchar a las partes, invitándolas a concurrir en forma personal o representadas por sus abogados, y recabar, además, la opinión de algunos abogados expertos en la materia, particularmente desde el punto de vista constitucional y penal.


Esta propuesta fue acogida por los restantes miembros de la Comisión. Se resolvió, en consecuencia, invitar al señor Febrer y a la señora Schmidt y a sus representantes, y también a los abogados señores Miguel Ángel Fernández González, Gabriel Zaliasnik Schilkrut, Zarko Luksic Sandoval y Arturo Fermandois Vöhringer.
EXPOSICIONES DE LAS PARTES




La Comisión recibió, en primer término, al demandante, señor Gonzalo Febrer Pacho, quien concurrió acompañado por su abogado, señor Christian Espejo Muñoz.


En primer lugar, hizo uso de la palabra el señor Febrer, quien expresó que la demanda interpuesta en contra de la Ministra señora Schmidt tiene por objetivo único y exclusivo proteger a su familia, a sus hijos y a sus hermanos.


Señaló que fue objeto de una acusación de parte de la mencionada señora Ministra que no es verdadera, agregando que, a raíz de ello, le remitió una carta haciéndole presente que tal acusación era falsa y solicitándole que reparara su honra. Agregó que solamente le pedía decir ante los medios de comunicación que se había equivocado, lo que enaltece a una persona noble y que no ocurrió.

Explicó que aspiraba a mirar a sus hijos a los ojos el día de mañana, porque ellos saben que esto era falso, así como lo son también muchas otras querellas y acciones que se han producido en la familia. Informó que en el Primer Tribunal de Familia, hay unas 29 demandas de la familia Cooper que se entrecruzan. Agregó que tiene la custodia compartida de sus hijos y que, sin embargo, lleva un año sin poder verlos, aun cuando no hay ninguna sentencia que le impida tener un régimen de corresponsabilidad y de coparentabilidad en relación a ellos.


Reiteró que hasta el día de hoy tiene dificultades para poder estar con sus hijos y que eso, fundamentalmente, es lo que ha querido poner de manifiesto en esta oportunidad.


Cedió la palabra, enseguida, a su abogado, señor Christian Espejo.


El abogado señor Espejo manifestó que cuando se presenta la demanda ya señalada en contra de la señora Schmidt, efectivamente -a petición de su representado- ello se hace básicamente por entender que hubo un acto de una autoridad que lo dañó, puesto que él, al momento en que ocurren los hechos era miembro de la directiva de la Asociación Nacional de Futbol Profesional y, además, miembro de tres directorios de la empresa Mapfre Seguros. Hizo notar que el señor Febrer es Doctor en Derecho y que, a esa fecha, había concursado en la Universidad de Chile para ser parte del cuerpo docente, lo cual había logrado ganando un concurso público. Además, era Rector de la Universidad SEK.


Señaló que, en ese marco, el señor Febrer se propone hacer efectivo el régimen de visita de sus hijos, que concurre a buscarlos al hogar materno y es allí donde se produce una situación con su cónyuge, doña Carolina Cooper, en que no hay violencia, no hay golpes ni una discusión, tal como después de una larga disputa ante los tribunales logra acreditarse en forma clara. Prosiguió indicando que ello provocó que, inmediatamente, la Ministra Schmidt declarara ante la prensa -contrariando incluso la política del Gobierno en cuanto al respeto del principio de inocencia- que efectivamente él no solamente había agredido, sino que era un delincuente, que su actuación era irresponsable, que, además, frente a la elección en la ANFP, no podía este señor participar y que, lamentablemente, el Ministerio de Justicia no tenía atribuciones para evitar que él participara en dicha elección.

Afirmó que como consecuencia de lo anterior, el señor Febrer, que era un Rector universitario –cargo que es, destacó, la imagen de una casa de estudios-, tuvo que abandonar su empleo. Hizo presente que, respecto a lo anterior, hay un fallo de un Tribunal de Familia que establece que la forma en que el señor Febrer es desvinculado de tales cargos es la que opera normalmente con personas que han llegado a una elite profesional, ya que a ellas no se las desvincula con finiquitos que reconocen la verdadera razón, sino que se les convoca, se les invita a ir retirándose y se llega a acuerdos voluntarios y de común acuerdo, como en este caso. Lo mismo ocurre en Mapfre Seguros, en que el señor Febrer queda reducido a un directorio.


Sostuvo que, por lo tanto, su representado tuvo un daño real y efectivo en todo lo que era su actuar profesional, de modo que la demanda interpuesta obedece a que, efectivamente, el empujón final lo causa un acto de autoridad, en este caso, ministerial, a través de una declaración que no veló por el principio de inocencia, que era fundamental. Posteriormente, añadió, tampoco hubo respuesta cuando se le envía a la señora Ministra una carta señalándole que el señor Febrer no tenía ninguna conducta reprobable desde el punto de vista penal. Adujo que se le dio a la señora Ministra la oportunidad de disculparse, ya que bastaba con una disculpa que de alguna manera le permitiera a él restablecerse en el marco de su convivencia con el entorno, la cual estaba gravemente lesionada desde el punto de vista profesional y familiar, pero ello no ocurrió.


Ahora bien, prosiguió, se presenta la demanda en el juzgado civil, el que declara que debe ser conocida por un Ministro de Fuero por ser la señora Schmidt una Ministra de Estado. El Ministro de Fuero les da traslado, ellos confirman lo señalado en el libelo principal y, de este modo, el Ministro de Fuero resuelve enviar el asunto al Senado a fin de que éste determine sobre la habilitación para que los tribunales continúen conociendo del caso.


Explicó que aun cuando los antecedentes son numerosos y diversos, lo esencial es se está frente a un actuar de un Ministro de Estado que vulnera el principio de inocencia y que, con posterioridad, en declaraciones recientes a El Mercurio, manifiesta que lo volvería a hacer para defender a las mujeres chilenas. Es decir, prácticamente deja al señor Febrer como el ícono del agresor de todas las mujeres de Chile, lo que es brutal y dramático porque demuestra que no hay ningún sesgo de arrepentimiento, siendo sabido que el señor Febrer no tiene sentencia condenatoria de ninguna especie en su contra.


Más aún, prosiguió, además de no tener una sentencia condenatoria, el actuar del señor Febrer ha sido permanentemente favorable; de hecho, cuando fue miembro de la Comisión Europea, entregó a través de ese cargo fondos para guardadores infantiles. Enfatizó que si éste no hubiera sido rector universitario, si no hubiera tenido los cargos que ha tenido, incluidos sus logros académicos como Doctor en Derecho, posiblemente nunca hubiera llegado hasta esta instancia.


Finalizó su intervención aseverando que el señor Febrer requiere defenderse de esta acusación, porque es grave y porque ha lesionado profundamente su convivencia con el entorno en que desarrolla su vida.


Enseguida, hizo uso de la palabra el abogado señor Alfredo Waugh Correa, en representación de la Ministra señora Carolina Schmidt Zaldívar.


El señor Waugh destacó, en primer término, que por resolución de fecha 6 de junio de 2013, el Ministro de Fuero de la Ilustrísima Corte de Apelaciones de Santiago don Enrique Durán Branchi, resolvió oficiar a este Honorable Senado a fin de pronunciarse respecto de “si ha o no lugar a la admisión de la acción judicial” deducida por el señor Gonzalo José Febrer Pacho en contra de la Ministra doña María Carolina Schmidt Zaldívar, por una supuesta responsabilidad civil derivada de actuaciones personales en el ejercicio de su cargo ministerial; todo ello de conformidad con lo establecido en el artículo 53, número 2, de la Constitución Política.

Señaló que una primera reflexión tiene relación con la función que le corresponde al Senado según lo dispuesto por la norma recién citada. Se trata de decidir si ha o no lugar la admisión de las acciones judiciales que cualquier persona pretenda iniciar en contra de algún Ministro de Estado, con motivo de los perjuicios que pueda haber sufrido injustamente por un acto de éste en el desempeño de su cargo.


Este mecanismo del desafuero civil de un Ministro de Estado constituye una protección especial, que se justifica en la necesidad de evitar que éste quede expuesto a demandas infundadas o temerarias y en el propósito práctico de impedir que la marcha del Gobierno se vea perturbada con la amenaza de permanentes de litigios.



De acuerdo a la ley ley N° 19.023, que crea el Servicio Nacional de la Mujer, éste es un organismo encargado de colaborar con el Ejecutivo en el estudio y en la proposición de planes generales y medidas conducentes a que la mujer goce de igualdad de derechos y oportunidades respecto del hombre, en el proceso de desarrollo político, social, económico y cultural del país, y luego describe las funciones que tiene la Directora Ministra.


Lo que interesa destacar es que, atendida la importancia de las funciones que esta ley le atribuye a dicho organismo, que viene a procurar un cambio cultural en nuestro país donde la igualdad de los derechos entre hombres y mujeres y la igualdad de trato es una parte clave, irrenunciable e imprescindible de promover, por eso mismo este cuerpo legal le otorga al Director del Servicio el rango de Ministro de Estado.


Por esa misma razón, el Ministro Director del SERNAM se encuentra revestido de fuero ministerial, con el objeto de otorgarle una debida protección para el adecuado cumplimiento de las funciones encomendadas por la ley.


Son estas delicadas funciones que le corresponde llevar a cabo a este Ministro Director del SERNAM y su relevancia en el plano del desarrollo del país, las que justifican esta protección frente a eventuales y temerarias acciones judiciales.


Esta necesidad de protección no se relaciona solamente con el objetivo de establecer una cierta igualdad entre los Ministros o de cumplir efectos meramente protocolares; es la importancia de la función que desarrolla el Ministro del SERNAM la que exige que esté dotado de esta proyección de fuero.


Es importante destacar también que la función de Ministro de SERNAM se realiza a través de todos los Ministerios; la mujer está involucrada en todas las áreas del desarrollo nacional, la concreción de las medidas que puedan adoptar el Gabinete de un Presidente tiene que ver con todas las áreas de desarrollo y, por lo tanto, la Ministra del SERNAM está relacionada a través de todos los Ministerios en sus quehaceres, más importante aún entonces resulta mantener esta protección respecto de ella.


Las atribuciones del Director del SERNAM, su rango de Ministro de Estado, su participación en el Gabinete y su rol fundamental en el impulso de las iniciativas legislativas y políticas públicas que tiendan al efectivo goce de la igualdad de derechos y oportunidades de la mujer, imprescindibles en el desarrollo de una sociedad democrática y moderna, merece contar con la protección del fuero constitucional cuyo levantamiento o mantención es función privativa del Senado.


Esta igualdad de trato e igualdad de protección la entendió así también la Ilustrísima Corte de Apelaciones al remitir estos antecedentes al Senado, para provocar el pronunciamiento que hoy se estudia.


Dicho lo anterior, destacó también que, como lo ha hecho en ocasiones anteriores esta misma Comisión, es su deber verificar el cumplimiento de los requisitos constitucionales para aprobar el desafuero, esto es, que efectivamente exista un acto personal del Ministro acusado, en ejercicio de su cargo; que tal acto sea injusto, es decir, contrario a la Constitución o a la ley, y que existan fundamentos racionales para estimar que de dicho acto se puedan derivar perjuicios injustos para el particular afectado.


Manifestó que, según lo expondría a continuación, en la especie no concurre ninguno de los requisitos constitucionales para aprobar el desafuero de la Ministra Schmidt y, por tal razón, solicitó que sea rechazado en definitiva.


En cuanto a los hechos que, a su juicio, más interesan, hizo notar que en el mes de febrero de este año, el señor Febrer hace llegar una carta a la Ministra Schmidt, argumentado que las declaraciones realizadas por ella dos años antes y dadas a conocer en medios de comunicación implicaban una acusación injusta e infundada en su contra, que le habían causado un daño irreversible en su reputación y patrimonio, razón por la cual le exigía excusas públicas.



Acto seguido, en el mes de abril del año en curso, el señor Febrer presenta una demanda civil de indemnización de perjuicios por responsabilidad extracontractual, alegando que las declaraciones de la señora Ministra habían dañado su imagen, reputación y honor, obligándolo a renunciar a sus cargos como Vicepresidente de la Asociación Nacional de Fútbol Profesional, Vicepresidente de la Institución Internacional Sek y Director de Mapfre Seguros de Vida.


El señor Febrer exige como compensación por un supuesto lucro cesante la suma de $ 65.950.000.- (sesenta y cinco millones novecientos cincuenta mil pesos), y por un supuesto daño moral, la cifra no menor de $ 1.000.000.000.- (mil millones de pesos), sin especificar los elementos que sirven de base para el cálculo de ninguno de estos dos montos.


En virtud del fuero que le asiste a los Ministros de Estado, la Corte decidió enviar los antecedentes a este Honorable Senado.


Informó, enseguida, que el contexto en que se dan los hechos que motivan a esta demanda es muy importante de destacar.


Explicó que, dos años atrás y con motivo de la impugnación de la lista del señor Harold Mayne-Nicholls contra el triunfo del señor Jorge Segovia con ocasión de las elecciones de la Asociación Nacional de Fútbol Profesional, el día viernes 7 de enero del 2011, La Segunda publica en su sección Deportes, una nota que estaba titulada “Jadue y Febrer tienen denuncias por violencia intrafamiliar”.  En esta nota se informa que la causa por haber violentado a su mujer M.C.I. está vigente, aunque en un primer momento también se suspendió condicionalmente.  Se reabrió, ya que volvió a cometer hechos de violencia, esta vez, contra su suegro y un juez de policía local.


El detalle de las causas penales que involucran al señor Febrer está en la página web del Poder Judicial y puede ser consultado por cualquier persona.


Ese mismo 7 de enero, se realizan las elecciones de la ANFP, período 2011-2015, resultando ganadora la lista liderada por don Sergio Jadue, donde don Gonzalo Febrer es Vicepresidente.


El jueves 20 de enero de 2011, el noticiero central de Chilevisión emitió una nota donde Gonzalo Febrer habla en exclusiva de su caso, referido a la denuncia de violencia intrafamiliar.  La nota dura cerca de cinco minutos y en el video se explica en detalle la historia del señor Febrer, incluyendo declaraciones en exclusiva de él mismo y una entrevista, fuera de cámara, a su ex mujer.  En los últimos veinte segundos de esta nota aparece lo que un periodista denomina una cuña, donde le pregunta su opinión a la Ministra del SERNAM, señora Carolina Schmidt, quien dice lo siguiente:



“Yo me pregunto si aquellos que eligen a sus representantes y a sus líderes considerarían votar y elegir a una persona que está procesada por algún delito.  La violencia intrafamiliar es un delito, no es un problema familiar ni doméstico.”.

Esta es la declaración que el demandante califica como un acto irresponsable de la Ministra señora Schmidt, una imputación de un delito en el ejercicio de su cargo y que le ha causado los enormes perjuicios que pretende que le sean indemnizados en esta acción judicial.


Corresponde analizar entonces si concurren los requisitos constitucionales para poder dar lugar a la habilitación que se pide.


A su juicio, no existe un acto personal de la Ministra en el ejercicio de su cargo que pueda calificarse de ilícito o injusto.


Para que pueda configurarse la responsabilidad del Ministro, debe mostrarse a lo menos un comportamiento susceptible de estimarse como culpa funcionaria y esto exige una o dos hipótesis: o que el Ministro haya actuado, incurrido en culpa grave, infringiendo alguna relación jurídica que limite las facultades prudenciales de administración que pertenecen a quien ejerce un cargo importante, o bien, que haya abusado de sus facultades desviándolas hacia fines de beneficio personal o de terceros.


Este juicio previo de admisibilidad de las acciones patrimoniales dirigidas en contra de un Ministro exige un examen sobre la plausibilidad de las pretensiones del solicitante.


Del fundamento razonable que tienen, según da cuenta la historia republicana de nuestro país, este examen ha sido siempre visto con criterios estrictos; de hecho, son muy pocas o quizás sólo una la ocasión en que se ha dado lugar a esta habilitación, no obstante haberse pedido decenas de veces.

En consecuencia, solamente en el caso de que la responsabilidad civil personal del Ministro tenga una significativa probabilidad de ser acogida, debe darse lugar a la habilitación requerida.


Pues bien, del atento examen de los hechos que rodean la acción que se intenta dirigir en contra de la Ministra y, en especial, del tenor de sus declaraciones, que es lo que motiva básicamente esta demanda, porque no es otra cosa que sus declaraciones, citadas textualmente, resulta indiscutible que la Ministra Schmidt jamás hizo una referencia alguna al señor Febrer, ni a su situación familiar o judicial, limitándose, única y exclusivamente, a condenar en forma genérica la violencia intrafamiliar.  Las declaraciones de la Ministra no hacen sino destacar la importancia que tiene para la sociedad el tomar conciencia sobre el hecho de que la violencia intrafamiliar es un delito y no un tema doméstico o meramente privado que quede solamente en la esfera interior de las personas, y esto es una función propia de su Ministerio; no hay una imputación de un delito al demandante; es más, las declaraciones de la Ministra no denotan ningún ánimo ni de injuriar, ni de calumniar, ni de perjudicar al señor Febrer, ni a ninguna persona.


Las declaraciones de la Ministra no pueden considerarse como una actuación impropia, ilegal o contraria a los deberes propios de su cargo.  Muy por el contrario, se encuentran conformes a los objetivos estratégicos del SERNAM que la Ministra tiene el deber de promover, entre los cuales se cuenta el disminuir la violencia intrafamiliar, fortaleciendo la atención de las víctimas, la prevención en niños y niñas, el tratamiento de los agresores, el perfeccionamiento de los tribunales de justicia y la legislación en torno a medidas cautelares y precautorias.



En conclusión, las declaraciones de la Ministra Schmidt, sobre las cuales se pretende construir la acción indemnizatoria, no constituyen en sí mismas ningún ilícito constitucional o legal; más bien y por el contrario, se enmarcan dentro de las funciones y objetivos propios de la Cartera Ministerial desempeñada. Por esta razón, si llegase a ser procedente una responsabilidad patrimonial en este caso, cosa del todo lejana e improbable, sobre todo considerando los hechos en que se basa la demanda, no sería la señora Ministra, sino el organismo del Estado el que habría incurrido en responsabilidad.



Para que hubiese lugar a responsabilidad patrimonial de la Ministra debe concluirse que ha habido de su parte una falta personal y la culpa personal cometida en servicio sólo puede definirse según criterios que reflejen que el funcionario ha incurrido en un comportamiento ajeno a sus funciones, sea por un actuar motivado por el ánimo de causar daño o de perseguir un beneficio personal o en el caso de incumplimiento de obligaciones inexcusables cuyas consecuencias no corresponde sean soportadas en definitiva por el Estado.



Estos criterios están recogidos en nuestro Derecho nacional y como lo destacan diversos autores y legislaciones, el funcionario es responsable cuando ha mediado culpa grave o dolo de su parte.



De esta forma, el Senado podría estimar viable la acción intentada en contra de la Ministra Schmidt en el caso que se hubiesen aportado antecedentes que dieran cuenta de una actuación dolosa o gravemente culpable.  Sin embargo, ninguno de los antecedentes de hecho en que se sostiene la demanda del señor Febrer muestra un comportamiento de la Ministra ajeno a sus labores, a sus funciones y objetivos propios del SERNAM o que dé cuenta de un ánimo de causar daño o buscar beneficios personales o que importe incumplimiento a obligaciones inexcusables.


A continuación, se refirió a un segundo punto que también es requisito para que pueda prosperar esta habilitación. Consiste en que exista una relación de causalidad entre la actuación de la Ministra y el supuesto resultado dañoso que propone el demandante.

Sostuvo que, a su juicio, falta dicha relación de causalidad en este caso. En la demanda del señor Febrer aparece de manifiesto que las acusaciones de violencia intrafamiliar en su contra fueron interpuestas por su ex cónyuge y consignadas por diversos medios de prensa, mucho antes de las declaraciones de la Ministra Schmidt.  Lo cierto es que las declaraciones de la entonces Ministra del SERNAM, hoy Ministra de Educación, se dan en el contexto de una investigación periodística previa y desvinculada de ella acerca de la situación judicial que afectaba al demandante con su cónyuge, principalmente motivada –cree él-, por el cargo a que postulaba en la Asociación Nacional Fútbol Profesional, un organismo que requiere la atención del público, como se puede entender.


Por lo tanto, no ha sido la Ministra quien ha centrado la atención en la figura del demandante.


Del mismo modo, las noticias sobre la situación judicial del señor Febrer continuaron en los medios de comunicación varias semanas después de las declaraciones de la Ministra, sin que las notas de prensa que siguieron apareciendo hicieran mención alguna a ella o a sus declaraciones.


En consecuencia, si el revuelo periodístico por la situación judicial del señor Febrer se había iniciado antes de las declaraciones de la Ministra y continuó después de las declaraciones de ella, no existe una necesaria relación de causalidad entre esas declaraciones genéricas que emitió la Ministra Schmidt condenando la violencia intrafamiliar sin mención alguna al señor Febrer, y las renuncias que él, voluntariamente, hizo a diversos cargos.


Por lo tanto, el eventual desprestigio en su nombre y reputación que sostiene haber sufrido el demandante y las consecuencias patrimoniales dañosas que alega, de existir, no encuentran ni podrían encontrar su causa u origen en las declaraciones efectuadas por la Ministra. Es un hecho que los problemas judiciales enfrentados por el señor Febrer encuentran su origen y causa en las múltiples acciones legales iniciadas en su contra por su cónyuge y otras personas, motivadas en hechos de relevancia jurídica que dieron lugar y han dado lugar a la intervención de los tribunales competentes.  El conocimiento público de tales circunstancias se debió a la labor periodística desarrollada por diversos medios de comunicación que, atendida la importancia que tiene su participación en las elecciones de la ANFP, estimaron que era necesario dar a conocer.  No fue ningún acto personal de la Ministra en ejercicio de su cargo lo que ha dado a conocer al público la situación judicial que enfrentaba el señor Febrer.  Las declaraciones de la Ministra han venido solamente a destacar la importancia que reviste para nuestra sociedad el tomar conciencia de los hechos de violencia intrafamiliar que deben ser tenidos y tratados con la gravedad e importancia que corresponde, todo lo cual es parte destacada y primordial de su función ministerial.


Extraer de lo anterior que la Ministra haya incurrido en culpa grave en el ejercicio de sus funciones ministeriales o que haya abusado de sus facultades con miras a obtener un beneficio personal o para terceros, causando los daños cuantiosos cuya indemnización pretende el demandante, constituye un despropósito que el Senado debe impedir.  La institución del fuero ha sido concebida con el objeto de proteger a altos funcionarios públicos de manera de permitir el debido cumplimiento de sus funciones y constituye la herramienta que nuestro ordenamiento jurídico ha diseñado para que las acciones legales carentes de viabilidad jurídica y que sólo tienen el efecto de causar injustificadamente molestias a un Ministro de Estado, distrayéndolo de sus funciones, sean detenidas en el examen de admisibilidad que la Constitución ha entregado al Senado.


Por último, un tercer elemento que tampoco concurre es la razonabilidad de los perjuicios demandados.


Sostuvo que no solamente en este caso no existe un acto personal ilícito de la Ministra en el ejercicio de su cargo, ni siquiera una relación causal entre las declaraciones efectuadas y los perjuicios que se pretenden derivan de ellas, sino que, además, no existe un fundamento razonable para considerar la existencia de los perjuicios reclamados.


El demandante no entrega ninguna base para el cálculo de los perjuicios que reclama.  En cuanto al daño patrimonial propiamente tal, se limita a sostener que ha sufrido un daño de lucro cesante de $ 65.950.000.-, motivado por la pérdida de ciertas labores profesionales que ejercía, cuestión que, supuestamente, se habría producido por el desprestigio que atribuye haber sufrido con ocasión de las declaraciones de la Ministra Schmidt, no obstante dar cuenta en su propio libelo de que la renuncia a tales cargos se debió a un mutuo acuerdo con la institución a la que pertenecía, y en cuanto al daño moral, exige la cantidad de $ 1.000.000.000.- que no pasaría de ser una estimación a lo menos exagerada de las molestias o aflicciones sufridas con ocasión del revuelo mediático a que dieron lugar las acciones judiciales por violencia intrafamiliar que mantenía con su cónyuge o que dedujo su cónyuge ante los tribunales competentes, sin que medie ningún motivo racional para siquiera suponer que las declaraciones de la Ministra Schmidt hayan podido producir tal desprestigio y, mucho menos, constituir la causa de tan cuantiosos perjuicios.


Como conclusiones, planteó las siguientes:


-- La intervención del Senado en estas materias se exige para evitar que los Ministros de Estado sean objeto de acciones judiciales carentes de fundamentos fácticos y jurídicos.  Acciones que, en definitiva, pueden desalentar, distraer o entorpecer el cumplimiento de la función ministerial.


-- En segundo lugar, el rango de Ministro de Estado de que la ley dota al Director Ministro del SERNAM no puede interpretarse como carente de contenido y reducirse a aspectos meramente protocolares o reglamentarios.  La importancia y naturaleza de su función, en tanto colaborador directo del Ejecutivo, requiere concederle la protección que otorga el fuero constitucional y, de ese modo, evitar que acciones infundadas y temerarias como la que nos ocupa, puedan interferir o entorpecer la alta función que le ha sido encomendada.


-- En la especie, no concurren los elementos imprescindibles para configurar la responsabilidad civil de la señora Ministra.  En los hechos sobre los que se construye la demanda no se aprecia culpa ni daño razonable ni causalidad.


-- Las declaraciones de la Ministra de ninguna forma podrían constituir una conducta reprochable.  Por el contrario, se han enmarcado estrictamente dentro de la protección de los objetivos que el SERNAM debe perseguir y promover.



-- La Ministra no ha obrado con dolo o culpa grave y, en consecuencia, no existe falta personal de ella, único caso en que un funcionario responde por los hechos cometidos en el ejercicio de su cargo. No ha mediado de su parte infracción a alguna regla de conducta que la obligue a actuar en un sentido preciso más allá de su juicio prudencial.


-- La acción indemnizatoria pretendida en contra de la Ministra carece también de fundamento por la ausencia manifiesta de una relación de causalidad entre la conducta que se le imputa y el resultado dañoso que se alega.  Es un hecho que el origen del supuesto desprestigio y descrédito que alega haber sufrido el señor Febrer, de existir, obedece a la circunstancia de haberse ventilado en los medios de comunicación social la situación judicial que lo enfrentaba a su cónyuge, lo cual tuvo lugar antes y después de las declaraciones de la Ministra Schmidt, cuya intervención fue requerida por los medios en el marco de una labor periodística previa.


-- En definitiva, la solicitud de desafuero es inadmisible, por cuanto la acción civil indemnizatoria de que se trata no reúne los requisitos necesarios que permitan asumir su viabilidad en el proceso jurisdiccional respectivo.


Finalizando su exposición, el abogado señor Waugh entregó a la Comisión el texto de su intervención por escrito y acompañó un pendrive que da cuenta de un resumen de las noticias aparecidas en los medios de comunicación tanto escritos como televisivos, relacionados con la situación del señor Febrer.
OPINIONES DE ESPECIALISTAS RECABADAS POR LA COMISIÓN




Como se señalara precedentemente, para asesorarse adecuadamente, la Comisión recabó la opinión de los abogados señores Miguel Ángel Fernández González, Gabriel Zaliasnik Schilkrut, Zarko Luksic Sandoval y Arturo Fermandois Vöhringer, cuyos informes y exposiciones conoció en ese orden.





En primer término, se tomó conocimiento del informe remitido por el Profesor señor Miguel Ángel Fernández González.




Su texto es el siguiente:

“Opinión en derecho constitucional acerca de la petición de declarar

 si ha o no lugar a la admisión de una demanda deducida

 en contra de la Ministra de Educación


1. Materia: agradezco la invitación de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado para dar mi opinión en Derecho Constitucional acerca del Oficio de la Ilustrísima Corte de Apelaciones de Santiago, por el que comunica la resolución del Ministro de Fuero, recaída en la demanda deducida en contra de la Ministra de Estado señora Carolina Schmidt Zaldívar, en virtud del cual se solicita al Senado que, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 53, N° 2), de la Constitución, determine si ha lugar o no a la admisión de dicha acción judicial.


Se trata de una demanda de indemnización de perjuicios presentada por responsabilidad extracontractual, en contra de la Ministra de Estado, a raíz de declaraciones que habría formulado a través de los medios de comunicación social –cuando ocupaba el cargo de Directora del Servicio Nacional de la Mujer-, refiriéndose a hechos de violencia intrafamiliar presuntamente vinculados al actor, en circunstancias que, en la investigación respectiva, el Ministerio Público decidió no perseverar, atendido que habrían afectado su imagen, reputación y honor.


La duda que cabe plantear es si frente a la demanda civil someramente descrita, es procedente requerir el pronunciamiento del Senado previsto en el artículo 53, número 2), al tenor del cual le corresponde, exclusivamente, “decidir si ha o no lugar la admisión de las acciones judiciales que cualquier persona pretenda iniciar en contra de algún Ministro de Estado, con motivo de los perjuicios que pueda haber sufrido injustamente por acto de éste en el desempeño de su cargo”.

2. Sentido y alcance del artículo 53, número 2): naturalmente, para referirse al pronunciamiento que ha sido solicitado al Senado, es necesario examinar la disposición constitucional que confiere la atribución de antejuicio a dicha Corporación, la cual exige:

Primero, que una persona pretenda iniciar una acción judicial;

Segundo, que el destinatario o sujeto pasivo de dicha acción sea quien se encuentra, actualmente, desempeñando un cargo de Ministro de Estado;

Tercero, que la acción persiga indemnizar perjuicios que el demandante pueda haber sufrido injustamente, y

Cuarto, que la causa del perjuicio sea un acto adoptado por el Ministro en el desempeño de ese cargo.

De tal manera que sólo concurriendo estos cuatro requisitos copulativos resultará procedente requerir -excepcionalmente- el desafuero del Senado, conforme al artículo 53, número 2), de la Constitución. Y digo que este antejuicio constituye una excepción porque, por regla general, las acciones judiciales intentadas en contra de una persona que se encuentra desempeñando el cargo de Ministro de Estado no requieren de él, sino sólo cuando concurren aquellos requisitos, pues el objetivo de haber incorporado este proceso previo es que los Ministros no sean constantemente distraídos de su alta función, en cuanto colaboradores directos e inmediatos del Presidente de la República, mediante la interposición de acciones judiciales, por lo que constituye un beneficio que los ampara, el cual debe ser, entonces, interpretado y aplicado restrictivamente, es decir, siempre que se trate de procedimientos en que concurran aquellas cuatro exigencias.

Por eso, se ha llegado a la conclusión de que: “(…) lo que corresponde al Senado es verificar el cumplimiento de los requisitos constitucionales para aprobar el desafuero, esto es, que efectivamente exista un acto personal del ministro acusado, en ejercicio de su cargo; que tal acto sea injusto, es decir contrario a la Constitución o a la ley, y que existan fundamentos racionales para estimar que de dicho acto se pueden derivar perjuicios injustos para el particular afectado. Se precisó que la decisión del Senado no implica un pronunciamiento de fondo sobre la existencia de eventuales perjuicios ni acerca de si ellos serían justos o injustos”
.


Ahora bien, el sentido y alcance de cada uno de esos cuatro requisitos es hoy claro e indiscutido, a la luz del texto, contexto, historia, jurisprudencia y doctrina constitucional, confirmando el carácter estricto que exige su interpretación
.

En esta línea de pensamiento, no hay duda, en primer lugar, que la acción judicial debe consistir en una demanda de indemnización de perjuicios, por cuanto “(…) el precepto se hace aplicable cuando se persigue sólo la responsabilidad civil del Ministro, carácter que revista cabalmente la que se vincula con perjuicios o daños patrimoniales (…)”
.


En segundo lugar, el sujeto pasivo debe ser un Ministro de Estado, quien tiene que poseer dicha calidad en dos momentos: al ejecutarse el acto que motiva la demanda, pues se lo persigue por actos realizados en el desempeño de su cargo –lo cual, como expondré más adelante, en este caso, resultará decisivo, a mi juicio, para estimar que no procede el antejuicio- y también tiene que tener esa condición cuando se va a interponer el libelo, pues el procedimiento de desafuero no es procedente si el demandado ya se ha alejado de la función ministerial
.


Por último, el acto que motiva la acción judicial tiene que ser del Ministro y no del Ministerio, como requería la Constitución de 1833
, y, más todavía, ejecutado en el desempeño de ese cargo, pues “(…) la eventual acción civil no ha de incidir en el campo de la responsabilidad personal o particular del Ministro, o sea, no ha de comprenderse en la esfera de su vida privada (…)”
, tal y como lo resolvió la Corte de Apelaciones de Santiago cuando rechazó requerir el pronunciamiento previo del Senado en una demanda por injurias en contra del Ministro de Hacienda don Guillermo del Pedregal Herrera
.

3. Aplicación al Caso concreto: a mi juicio, no procede requerir el pronunciamiento del Senado conforme al artículo 53 Nº 2) de la Constitución, porque el acto que motiva la demanda indemnizatoria no fue ejecutado por un Ministro de Estado, no fue realizado en el desempeño de su cargo.

3.1. La Directora del Servicio Nacional de la Mujer no es Ministro de Estado: conforme a lo dispuesto en el artículo 1º de la ley Nº 19.023
, el Servicio Nacional de la Mujer es un servicio público, funcionalmente descentralizado, dotado de personalidad jurídica y de patrimonio propio, que se relaciona con el Presidente de la República por intermedio del Ministerio de Planificación y Cooperación, cuya dirección superior, técnica y administrativa –conforme al artículo 4º- está a cargo del Director del Servicio Nacional de la Mujer, quien tendrá rango de Ministro de Estado.

De tal manera que la Directora de este servicio público no es un Ministro de Estado, aun cuando, por excepción, la ley le confiere dicho rango.

Como ha explicado el Tribunal Constitucional para caracterizar los Ministerios:

“Que ninguna de las constituciones previas a la de 1980 daba una definición del rol de los Ministros de Estado, como lo hace nuestro actual artículo 33 (…). 

Que, como consecuencia de todo lo que acabamos de señalar, la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado establece, por una parte, que los Ministerios son “los órganos superiores de colaboración del Presidente de la República en las funciones de gobierno y administración de sus respectivos sectores”. Dichos sectores “corresponden a los campos específicos de actividades en que deben ejercer dichas funciones”. Por la otra, señala que “los Ministros de Estado, en su calidad de colaboradores directos e inmediatos del Presidente de la República, tendrán la responsabilidad de la conducción de sus respectivos Ministerios, en conformidad con las políticas e instrucciones que aquél imparta.”
.

De tal manera que los Ministros son los colaboradores directos e inmediatos del Presidente de la República en el Gobierno y la Administración del Estado, por lo que la Contraloría General de la República, en un caso análogo al que aquí se trata, ha resuelto:

“Atendido lo expuesto, es necesario precisar que el Presidente del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, en su carácter de jefe superior de dicho servicio público, quien es designado por el Presidente de la República, preside el Directorio Superior de la Entidad y responde directamente ante el Jefe de Estado de la gestión de la misma, posee la calidad de funcionario público, y desempeña el cargo que al efecto se prevé en la planta de personal del referido Consejo Nacional, fijada por el artículo 1° del decreto con fuerza de ley N° 3, de 2003, del Ministerio de Educación, y que en nada obsta a dicha conclusión el hecho que la ya citada ley N° 19.891 le confiera el rango de Ministro de Estado, comoquiera que tal calidad, según se colige de la historia fidedigna del establecimiento de la ley, le ha sido otorgada, principalmente, para reforzar su representatividad e interlocución igualitaria, en el orden interno, con los Ministros de Estado, y externamente, con quienes, en las materias propias del Consejo, ocupan cargos de ese carácter en otros países.

A mayor abundamiento, es dable observar que al Presidente del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes no le asisten atribuciones propias de los Ministros de Estado, como se colige del artículo 1° de la ley N° 19.891, que ordena que los actos administrativos del Consejo en los que se requiera de la intervención de un Ministerio, deberán expedirse a través del Ministerio de Educación, circunstancia que se encuentra corroborada en la precitada sentencia del Tribunal Constitucional
, en tanto declara inconstitucional aquel precepto del proyecto de ley respectivo que pretendía hacer concurrir al Presidente del Consejo, conjuntamente con los Ministros de Educación y de Hacienda, a la suscripción del decreto supremo aprobatorio del reglamento del Fondo Nacional de Desarrollo Cultural y las Artes, en especial, y entre otros argumentos que allí se detallan, por tratarse de una potestad de la que carecen los jefes de servicio”
.

En consecuencia, los Ministros difieren, por variadas razones, relativas, por ejemplo, a la definición constitucional de su vinculación con el Presidente de la República, su ámbito de acción y la forma como la desempeñan, su rol en la suscripción de actos administrativos, su actividad ante el Congreso Nacional y otras autoridades, de los Jefes de Servicio, aunque a éstos se les confiera el rango de aquellos para dotarlos de mayor representatividad y situarlos en posición más igualitaria tanto para la relación con los Ministros de Estado y como con quienes ocupan cargos equivalentes en otros países.

Ratificando cuanto vengo señalando, la Contraloría General de la República cursó con alcance el nombramiento, precisamente, de la Ministra Schmidt como Directora del Servicio Nacional de la Mujer, advirtiendo que:

“No obstante, es necesario precisar que las designaciones de doña María Carolina Schmidt Zaldívar en el Servicio Nacional de la Mujer y de don Luciano Cruz-Coke Carvallo en el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, como Directora del mencionado Servicio y Presidente del señalado Consejo, respectivamente, han sido efectuadas con rango de Ministro de Estado, conforme a lo prescrito en los artículos 4° de la ley N° 19.023 y 5° de la ley N° 19.891.”
.


Por ello, por ejemplo, en el artículo 87 del Reglamento de Ceremonial Público y Protocolo
, al señalar la precedencia de las autoridades en los actos y ceremonias oficiales, se distinguen los Ministros de Estado de las “Autoridades Nacionales con Rango de Ministro”, entre las cuales se incluye al Presidente de la Comisión Nacional de Energía, al Presidente del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, al Presidente de la Comisión Nacional del Medio Ambiente y, por cierto, al Director del Servicio Nacional de la Mujer.

En consecuencia y atendido que el acto que motiva la demanda civil fue ejecutado por la señora Carolina Schmidt cuando se desempeñaba como Directora Nacional del Servicio de la Mujer, no procede requerir el desafuero del Senado, ya que no se trata de una conducta ejecutada por un Ministro de Estado.

3.1. Acto que motiva la demanda no fue realizado en ejercicio del cargo: en segundo lugar, el artículo, 53 Nº 2), requiere que el acto que motiva la demanda civil haya sido ejecutado por el Ministro “en el desempeño de su cargo”, es decir, en ejercicio de las atribuciones que la Constitución y la ley confieren a la autoridad correspondiente.

Al respecto, el acto que motiva la demanda, en el caso concreto examinado, consiste en las declaraciones que habría efectuado la Directora del Servicio Nacional de la Mujer y que el actor sostiene le causaron perjuicio porque afectaron su imagen, reputación y honor.

Es indudable que la Directora fue requerida por los medios de comunicación social, para que manifestara su opinión acerca de los hechos, porque se vinculan, directamente, con el ámbito de competencia del Servicio, pues decían relación con presuntos actos de violencia intrafamiliar, pero al manifestar su parecer acerca de ellos no ejecutó un acto en el desempeño de su cargo, en cuanto Directora del Servicio Nacional de la Mujer.

Para conocer cuáles son esos actos, hay que revisar, necesariamente, la ley Nº 19.023 que regula el Servicio, la cual dispone –en su artículo 2º- que se trata del “organismo encargado de colaborar con el Ejecutivo en el estudio y proposición de planes generales y medidas conducentes a que la mujer goce de igualdad de derechos y oportunidades respecto del hombre, en el proceso de desarrollo político, social, económico y cultural del país, respetando la naturaleza y especificidad de la mujer que emana de la diversidad natural de los sexos, incluida su adecuada proyección a las relaciones de la familia.”.

En especial, agrega la misma disposición, le corresponde al Servicio estudiar y solicitar a los Ministerios que corresponda las políticas públicas y promover las reformas legales, reglamentarias y administrativas a fin de obtener los objetivos señalados precedentemente; realizar y promover estudios destinados a formular diagnósticos y análisis de la realidad de la mujer y de su grupo familiar; fomentar y proponer medidas tendientes a fortalecer la familia, entregando las condiciones sociales para su desarrollo como grupo humano y el crecimiento de cada uno de sus miembros; impulsar medidas tendientes a dignificar y valorar el trabajo doméstico como un aporte indispensable para el funcionamiento de la familia y la sociedad; fomentar medidas concretas que destaquen el valor fundamental de la maternidad para la sociedad, velando por su efectiva protección; mantener vínculos de cooperación con organismos nacionales, internacionales y extranjeros, y en general, con toda entidad o persona natural o jurídica, cuyos objetivos y acciones se relacionen con las mismas materias, y celebrar con ellos contratos o convenios para ejecutar proyectos o acciones de interés común, sin perjuicio de las funciones que correspondan al Ministerio de Relaciones Exteriores; y evaluar el cumplimiento de las políticas, planes y programas aprobados, a fin de garantizar el cumplimiento de la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer, ratificada por Chile; proponer y fomentar políticas que promuevan el acceso igualitario de la mujer a los diversos ámbitos de la sociedad; y coordinar con servicios y organismos públicos y privados los programas, acciones y otras medidas conducentes a los objetivos de este servicio.

Tan claro es lo anterior que la solicitud de desafuero debe requerirse antes de entablar la acción judicial, pues, como señala el artículo 198 del Reglamento del Senado, “cuando una persona pretenda iniciar una acción judicial en contra de un Ministro de Estado en conformidad al número 2) del artículo 49 de la Constitución Política, se remitirán los antecedentes a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, para que informe dentro de quince días”.

Sin embargo, en el caso examinado, la acción fue directamente iniciada ante los tribunales, los cuales han requerido –a posteriori- el pronunciamiento del Senado antes de continuar la tramitación de la demanda indemnizatoria deducida en contra de la Ministra Schmidt, que confirma que no se trató de un acto en el desempeño del cargo ministerial que acarreara responsabilidad estatal, conforme a lo preceptuado en los artículos 36 y 38 inciso 2º de la Constitución, al punto que, en la demanda intentada, no se ha accionado, adicionalmente, contra el Fisco.

En consecuencia, formular declaraciones a la prensa, en un asunto que se relaciona con el ámbito de actividad vinculada a su Servicio Público, no constituye un acto en el desempeño de ese cargo estatal, por lo que no resulta procedente que se requiera el procedimiento de antejuicio que contempla el artículo 53, número 2), de la Constitución.

4. Conclusión: atendido el carácter excepcional que tiene el procedimiento previo de desafuero, conforme lo exige el artículo 53, número 2), de la Constitución, no procede que se realice, tratándose de actos que motivan una demanda que no fueron adoptados por un Ministro de Estado, sino por el Jefe Superior de un servicio público que sólo tiene rango de Ministro y que tampoco corresponden a actuaciones en el desempeño de ese cargo, por lo que la acción que ya se ha intentado no corresponde a alguna de las que hacen necesaria dicha autorización del Senado, de manera por esta Corporación debe declarar la improcedencia de la solicitud planteada por el Ministro de Fuero.”.





A continuación, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, ofreció la palabra al abogado señor Gabriel Zaliasnik Schilkrut.


El abogado señor Zaliasnik agradeció la invitación cursada por la Comisión e inició su exposición señalando que, además de las apreciaciones que formularía sobre la situación en estudio, se haría cargo de algunas observaciones contenidas en el informe del Profesor señor Miguel Ángel Fernández, de las cuales disiente.


En cuanto al motivo de esta invitación, señaló que es probable que obedezca a que él cuenta con algún grado de experiencia en materia de procesos por desafuero de Parlamentarios, la que podría extrapolarse a esta situación. Informó que ha revisado los antecedentes pertinentes y que hará su aporte desde el punto de vista de un abogado litigante. Agregó que aun cuando en este caso está involucrado un ilícito de orden civil y su campo habitual de trabajo es el ámbito penal, sigue tratándose de la imputación de un ilícito y, en su calidad de tal, da lugar a la construcción de la pretensión de la demanda.


Discrepó del comentario del Profesor señor Fernández en orden a que el Senado y esta Comisión solo pueden conocer de peticiones de desafuero en forma previa a que se deduzca una demanda ante los tribunales. Al respecto, manifestó que el artículo 198 del Reglamento del Senado, por el hecho de ser de carácter reglamentario, no puede estar por encima de normas de rango constitucional o legal, por lo que no debería haber obstáculo para concurrir ante la Justicia y que sea ella la que recabe un pronunciamiento al Senado, como lo ha hecho en este caso el Ministro de Fuero.


Se refirió, enseguida, al sentido del fuero, tanto de los Parlamentarios como de los Ministros de Estado.


Afirmó que lo que esta institución busca es precaver la presentación de acciones judiciales temerarias, infundadas o frívolas, que tengan por objetivo perturbar el adecuado desarrollo de las actividades públicas y de las responsabilidades que tiene un Parlamentario, un Ministro de Estado o quien tiene rango de Ministro de Estado.


Explicó que la idea que subyace bajo el número 2 del artículo 53 de la Constitución Política de radicar esta decisión en el Senado -que algunos autores califican de cuasijudicial, en contraste con la jurisprudencia judicial-, es muy antigua y que la Corte Suprema entendía en otros tiempos que la resolución del Senado constituía prácticamente una sentencia judicial, de manera que cuando dicha Corporación se pronunciaba, los tribunales -por el principio de separación de poderes- no podían hacerlo y cuando se declaraba el desafuero de un Ministro por una demanda civil, lo único que cabía a los tribunales era pronunciarse sobre el monto a pagar por indemnización y no respecto del mérito de los antecedentes.


Informó que, en su momento, incluso don Arturo Alessandri participó de lo anterior, según consta en el voto de minoría que aparece en el informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado del año 1991, recaído en la petición de desafuero civil de todos los Ministros del Gobierno del Presidente Aylwin, a raíz de un decreto de insistencia firmado por ellos para remover del cargo a la entonces Rectora de la Universidad de Playa Ancha, señora Mariana Martelli.


Manifestó que con ocasión de ese hecho, se planteó un procedimiento de desafuero y, al margen del debate referido a los alcances del mencionado decreto de insistencia, se consignaron algunos antecedentes históricos sobre lo que el Gobierno de la época planteaba en cuanto al riesgo del desafuero, en el sentido de que si no se le daba curso, los tribunales no tendrían espacio para sancionar a un Ministro. Agregó que, por otra parte, en dicho informe se recogieron algunas opiniones del entonces Senador señor Máximo Pacheco, sobre el alcance que tendría este pronunciamiento. En este sentido, se formuló la prevención de que cuando el Senado acoge el desafuero, ello no implica un mérito distinto al cuasijudicial, por lo que determinaría la resolución que el Poder Judicial adopte en definitiva respecto al fondo del asunto sometido a su conocimiento.


Teniendo en vista lo anterior y aquilatando la importancia del fuero de un Ministro de Estado en la dinámica actual, consideró necesario tener presente que los Secretarios de Estado están llamados a actuar constantemente y a reaccionar sobre aquellos hechos vinculados con el ámbito de sus Ministerios que tienen lugar en forma cotidiana. En este punto, discrepó de la opinión del Profesor señor Fernández en cuanto a restringir el ámbito del fuero sólo a los actos propios del cargo, entendiendo por tales aquellos que constan en una resolución o en un decreto u oficio ordinario. Opinó que la realidad hace aconsejable considerar también dentro de este ámbito todo aquello relacionado con pronunciamientos que se formulen en el contexto del debate público motivado por determinados hechos, que eventualmente puedan acarrear responsabilidades extracontractuales.


Informó que, además, la jurisprudencia constitucional avala este punto, pues, antaño, el artículo 2331 del Código Civil, referente a la indemnización del daño moral proveniente de situaciones de lesiones al honor, prohibía o proscribía indemnizar el daño moral. Hoy día, puntualizó, se entiende que esa norma es inconstitucional y, por lo tanto, surgen situaciones como la que se analiza, en la cual hay una demanda contra una Ministra de Estado, requiriéndole el pago de 65 millones de pesos por concepto de lucro cesante y de otros 1.000 millones de pesos por daño moral. Agregó que, por lo tanto, quien quiera entorpecer o amedrentar a un Ministro de Estado en su quehacer cotidiano, puede perfectamente estar interponiendo en forma continua demandas de estas características, las que bajo la premisa del Profesor señor Fernández, irán a la justicia ordinaria, con lo que dicho Ministro pasará constantemente acosado por este tipo de situaciones.


Sostuvo que, en el caso en análisis, para entender el alcance que puede tener un procedimiento de estas características, cabe detenerse en lo que se dijo en el ya citado caso Martelli. En esa oportunidad, el entonces Senador señor Pacheco puntualizó las tres cosas medulares sobre las cuales el Senado está llamado a pronunciarse o resolver, que serían:


a) Si existe algún hecho o acto ejecutado por un Ministro en el desempeño de su cargo, que sea de su responsabilidad. En este punto, anunció que exhibiría un video donde consta la entrevista aparecida en Chilevisión que da lugar a esta demanda. Señaló que, en su opinión personal y aunque no resulte muy dogmático, allí están los hechos que traban la litis;


b) Si dicho acto ha irrogado perjuicios a otras personas. En este aspecto, señaló que es necesario verificar si hay un vínculo de causalidad entre ese hecho y el supuesto perjuicio producido, y


c) Si los perjuicios han sido infligidos injustamente.


Explicó que la voz “injustamente” que usa el artículo 53, número 2, de la Constitución, implica un pronunciamiento de mérito, en tanto que los otros dos pronunciamientos son de orden fáctico, por lo que pueden ser de fácil dilucidación.


Insistió en que el pronunciamiento sobre si algo fue injustamente realizado es de mérito y no de cualquier mérito, pues se trata de un estándar preliminar de antijuridicidad. Debe ser, destacó, un actuar del Ministro que no sea sólo inconstitucional, ilegal o carente de razón, sino que, además, de alguna manera contrario a derecho y en perjuicio de alguna parte. Por tanto, no se puede evitar concatenarlo con las causales de justificación del Código Penal, entre las cuales está el legítimo ejercicio de un derecho, cargo, oficio o labor, como sería el de un Ministro de Estado. Entonces, coligió, para pronunciarse sobre si un determinado actuar de un Ministro es injusto o no, es preciso ver si aquel se realizó dentro del ejercicio legítimo de su cargo, lo que debe explorarse como asunto preliminar.


En ese contexto, señaló que cuando se lee la demanda que da origen al caso en estudio, se observa que lo que se sostiene es que la Ministra Schmidt habría imputado al señor Febrer la comisión de un delito y que éste no habría podido ejercer las acciones penales correspondientes porque en el tiempo que medió hasta que la justicia lo liberó de responsabilidades, prescribió la acción penal. Por ello, se vio en la obligación de recurrir por la vía civil.


En cuanto a las presuntas declaraciones que, según la demanda, la Ministra habría formulado a los medios de prensa, ella habría dicho que el señor Febrer habría cometido un delito por hechos de violencia intrafamiliar. Eso es lo que asevera la demanda: que la Ministra imputó al demandante un delito de violencia intrafamiliar, lo que habría sucedido el día 21 de febrero de 2011, en circunstancias de que realmente ocurrió el 21 de enero de 2011. Luego, cita lo que aparece en el diario La Cuarta, el cual extracta una cuña previa de video y añade una opinión que aparentemente vertió la Ministra. Sostuvo que esto es relevante, porque el demandante lo circunscribe a La Cuarta, diario que, a su vez, lo extrae de un video en que figura la cuña de la Ministra Schmidt. Por alguna razón, ese video no es parte de la demanda, la que, a continuación, manifiesta que dicha declaración fue reproducida en otros medios, que identifica.


Añadió que la forma en que la demanda relata los hechos es un poco rebuscada, porque se van citando las cuñas de modo de construir un argumento. La demanda agrega: “En este orden de cosas y como se ha apreciado de las declaraciones transcritas, la señora Carolina Schmidt Zaldívar me ha acusado a través de los medios de prensa de cometer una acción antijurídica, reprobable y culposa, y sometida a una sanción”. Anteriormente ha dicho que se trata de un delito.


Más adelante, la demanda señala que la Fiscalía constató que se trataba de una acusación falsa, comunicando al juez del Cuarto Juzgado de Garantía de Santiago su decisión de no perseverar. Afirma que ello, “en la práctica, significa el sobreseimiento de estos autos al no acreditarse delito alguno”.


Expresó que esto último no es exacto porque la decisión de no perseverar por parte del Ministerio Público no supone un pronunciamiento equiparable al sobreseimiento definitivo ni tampoco un pronunciamiento de fondo respecto de los hechos, sino que constituye simplemente la comunicación que en un momento determinado hace el Ministerio Público respecto de una causa donde formalizó y acuso o requirió para un procedimiento simplificado, llegándose a una audiencia de preparación de juicio simplificado y, finalmente, a la decisión de desistirse o de no perseverar. Este punto le pareció relevante, porque el abogado del demandante –que, en definitiva, defiende su causa- construye su tesis sobre la lógica de que como el Ministerio Público no perseveró, los hechos eran falsos y por ello se sobreseyó, lo cual no es efectivo.


A continuación, se exhibió a la Comisión el video del programa Media Noche, de Chilevisión, transmitido el día 20 de enero de 2013.


Su transcripción es la siguiente:


Señor Matías del Río:…y no solo el máximo nuevo dirigente del fútbol ha enfrentado acusaciones por violencia intrafamiliar. Ahora el vicepresidente de la nueva ANFP deberá enfrentarse a tribunales. Este 16 de febrero Gonzalo Febrer está citado a un juicio por violencia intrafamiliar también. La fiscalía está pidiendo 440 días de prisión.


Gonzalo Febrer: …de temas personales no voy a hablar…


Reportero: pero le parece malo que se tome este tema como parte de una elección…


Señor Febrer:…creo que es bochornoso y da pena…


Voz en off: esto respondía Gonzalo Febrer a sus denuncias de violencia intrafamiliar recién ganada la elección de la ANFP. Hoy ha decidido romper su silencio para contar en exclusiva a Chilevisión Noticias su versión de los hechos.


Señor Febrer: jamás he golpeado a Carolina, jamás he tenido problemas con la Justicia, jamás he tenido problemas con nadie…


Voz en off: lo cierto es que Febrer está formalizado por los delitos de lesiones en el contexto de violencia intrafamiliar y amenazas contra un juez de Policía Local, su suegro, quien también lo demandó por injurias. Su mujer, Carolina Cooper, de quien está separado, asegura haber sufrido violencia psicológica sostenida durante el matrimonio, y física cuando decidió terminarlo. El hecho habría ocurrido el 15 de noviembre del año 2009, cuando Febrer, que ya no vivía en la casa familiar, habría ingresado a la fuerza.


Señora María Verónica Cooper (abogada de la esposa de Febrer): justo en el momento en que mi clienta estaba llamando a Carabineros, él le pega un combo en la cara y le arrebata el teléfono.


Voz en off: la mujer terminó con lesiones leves, como da cuenta este documento (se muestra un documento). El ataque habría ocurrido frente a los hijos de la pareja. Febrer fue formalizado el 18 de diciembre de 2009 por lesiones, amenazas y violación de morada. Por su irreprochable conducta anterior, el tribunal le otorgó el beneficio de suspensión condicional del procedimiento, o sea, congeló el proceso de juicio a menos que en el plazo de un año cometiera otro delito. Se lo revocaron el 24 de noviembre de 2010 por supuestas amenazas en contra de su suegro, Alejandro Cooper, quien habría hecho inmediatamente la denuncia a Carabineros.


Abogada María Verónica Cooper (abogada de la esposa de Febrer): y cuando estaba haciendo la denuncia, este señor empieza nuevamente con los llamados y Alejandro contesta el teléfono y se lo pasa a la Carabinero y la Carabinero es testigo de todas y cada una de las amenazas proferidas por este señor.


Señor Febrer: no es verdad, yo jamás he tratado… es decir, yo no entiendo esto, yo jamás he tratado a mi suegro o he mandado un mail diciendo que es un juez corrupto.


Entrevistadora: ¿lo amenazó de muerte?


Señor Febrer: no es verdad.


Voz en off: además, la familia Cooper denuncia que Febrer habría dejado de pagar el colegio de sus hijos, argumentando no tener dinero, tal como consta en este mail enviado a la dirección (se muestra un documento).


Entrevistadora: usted me decía antes que tenía una casa de un millón de dólares ¿no tiene para pagar el colegio de sus hijos?


Señor Febrer: a ver señorita… en el pasado me fue bien, trabajé en un grupo internacional. Y la realidad económica me ha cambiado como la de cualquier persona cuando, además, ha tenido estos hostigamientos.


Voz en off: para Febrer esto se trata sólo de un ardid de su ex mujer para conseguir una mayor pensión, además de negar las acusaciones que pesan en su contra. Además, asegura que ha sido su familia quien ha sufrido de violencia por parte de Cooper.


Señor Febrer: ella está formalizada por una causa de violencia intrafamiliar en contra de mi sobrino de 12 años y de la nana, unas patadas en las piernas y le pegó también un puñetazo en el hombro.


Señor Rodrigo Irrazábal (abogado de Carolina Cooper): las acusaciones son totalmente falsas, tal es así que los propios hijos declaran así en contrario de lo que dice el señor Febrer.


Voz en off: Carolina también obtuvo una suspensión condicional pero ésta se revocó este jueves y también deberá ir a juicio. Febrer también interpuso una denuncia de violencia intrafamiliar en contra de su suegro, ya que asegura que le habría escupido la cara.


Señor Demetrio Protopsaltis (abogado penalista de Gonzalo Febrer): la Corte de Apelaciones abrió efectivamente una investigación y le mandó los antecedentes al juez del Primer Juzgado de Policía Local a objeto de que se haga el sumario respectivo.


Voz en off: pero otro antecedente complica a Febrer. Su primera esposa también asegura sido víctima de violencia psicológica, tal como consta en este fallo del Tribunal Eclesiástico (se muestra un documento), que le otorga la nulidad de su matrimonio religioso.


Entrevistadora: “hay hacia Ximena violencia psicológica sostenida”. Estoy citando el documento.


Señor Febrer: eso no es… sistemática, sostenida, creo que, no lo sé…yo creo que no es así, simplemente digo que yo obtuve una resolución eclesiástica de que me podía volver a casar.


Voz en off: Ximena fuera de cámara nos confirmó haber sido víctima de violencia psicológica constante e incluso en una ocasión de violencia física. Para el SERNAM, el que haya sido electo con estos antecedentes resulta inconcebible.


Ministra señora Schmidt: yo me pregunto si aquellos que eligen a sus representantes y a sus líderes considerarían votar y elegir a una persona que está procesada por algún delito. La violencia intrafamiliar es un delito, no es un problema familiar ni doméstico.


Voz en off: el juicio por violencia intrafamiliar será un procedimiento simplificado y se realizará en menos de un mes. Incluso en caso de ser condenado podría seguir en la ANFP, según sus estatutos, ya que la pena sería menor a tres años y un día.


Señor Matías del Río: es curioso. Estos hombres están a cargo del fútbol, pero el tener denuncias -todavía no hay condena, ojo-, en el supuesto de un escenario de condena por violencia intrafamiliar por maltrato a mujeres ¿acaso es un tema que no entra en la esfera de un hombre que está a cargo del fútbol? ¿acaso no nos interesa a qué personas se elige? ¿acaso a los que votaron no les interesó? El día de la votación se sabía este antecedente y se le preguntó a personas que votaban si no les importaba o hacían la vista gorda. Es un tema cultural, de una persona que agrede a otro y que agrede a una mujer, que es peor aún, el que agrede a un cónyuge… son personas que culturalmente ... hay que entender qué hay que hacer… no me refiero a esto puntualmente… en el evento de una persona que tenga una condena… estos no tienen condena todavía… hay que hacer una sanción social más allá de lo que estima la ley. No podemos seguir haciendo la vista gorda con la violencia intrafamiliar porque ese es un rasgo social que hay que superar.


El abogado señor Zaliasnik continuó su intervención señalando que no ha encontrado otras declaraciones fuera de aquella de La Cuarta, cuyo título es: “Ministra del SERNAM ahora se indignó con Gonzalo Febrer”. Esta publicación expresa lo que sigue: “Como una torre construida con cartas de dominó, después de que La Cuarta destapara los problemas de violencia intrafamiliar que afectan a Sergio Jadue, en La Segunda se dio a conocer el problema similar que afectaba a Gonzalo Febrer, más tarde elegido como primer vicepresidente de la nueva Directiva de la ANFP. La acusación, también por violencia intrafamiliar, no pasó a mayores hasta que ayer la Ministra del SERNAM, Carolina Schmidt, volvió a alzar la voz por las denuncias tramitadas en el 4° Juzgado de Garantía de Santiago (rit 9891-2010), que involucraron a Febrer con lo que la Ministra definió como “un delito” y no “un problema doméstico”. “Ahora mayor razón encuentro en que esto es una situación indignante, a pesar que legalmente todas las instituciones privadas tienen el derecho de elegir a los líderes que estimen convenientes, me parece que personas que están siendo procesadas por delitos se presenten a ser líderes, y es más indignante que los elijan sin considerar que están siendo procesadas”, agregó la autoridad. Más allá del juicio moral, Schmidt llamó a que la sociedad tome conciencia de la violencia intrafamiliar, ya que el Ministerio de Justicia, que vigila a instituciones privadas como la ANFP, no puede efectuar ninguna investigación en la medida que no existen condenas por las denuncias que se tramitan en los tribunales.”.


Estos son, dijo, los hechos, los cuales motivan distintas reflexiones.

En este punto, el Honorable Senador señor Espina consultó si las únicas declaraciones que involucran a la Ministra Schmidt son las de Chilevisión y las que aparecen en el Diario La Cuarta; si éstas son las únicas que se invocan en la demanda y si solamente se exhibieron en Chilevisión.


El abogado señor Zaliasnik expresó que son las únicas declaraciones y que no hay otras, a lo menos de lo que él ha revisado. Añadió que en la demanda sólo se invoca el diario La Cuarta, de fecha 21 de enero, siendo que la grabación es del día 20 de enero. Indicó que sólo se exhibió en Chilevisión y que no se trató de una declaración para otros medios. Destacó que lo anterior es relevante porque cuando le preguntan por el millón de dólares de la casa y por las razones por las cuales no ha pagado las pensiones alimenticias, el señor Febrer dice que la realidad le ha cambiado por el hostigamiento sufrido. En realidad, aseveró, hay que entender que este señor venía viviendo una situación mediática desde el día en que fue electa la nueva directiva de la ANFP.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, expresó que, entonces, dicha situación se inició antes de las declaraciones de la señora Ministra, lo que fue corroborado por el señor Zaliasnik.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, señaló que, en consecuencia, no habría una relación de causalidad entre las declaraciones de la señora Ministra y los perjuicios alegados por el señor Febrer.


El abogado señor Zaliasnik indicó que cuando comienza el noticiario, el señor Febrer aparece siendo entrevistado en su automóvil al momento de abandonar la ANFP, el día 7 de enero.


El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, coincidió en que, de este modo, los cuestionamientos al señor Febrer no nacen a raíz de lo dicho por la señora Ministra a los medios, pues su nombre ya estaba en la prensa desde antes.


El abogado señor Zaliasnik señaló que si se revisa en Google el nombre de don Gonzalo Febrer, aparece de inmediato la ya señalada nota del diario La Cuarta, así como otra de fecha 7 de enero, de La Segunda, según la cual los señores Jadue y Febrer tienen denuncias por violencia intrafamiliar. Señaló que hay también una mención en el periódico The Clinic de ese mismo día, aludiendo a la pesada mochila judicial de la nueva directiva de la ANFP, con un subtítulo que reza “Tu pasado te condena”. Explicó que, igualmente, aparece el nombre del señor Febrer asociado al sitio de Mapfre Seguros, en calidad de director.


Respondiendo a una pregunta del Honorable Senador señor Espina sobre la secuencia que tienen los hechos en análisis, expresó que cuando la señora Ministra formuló su declaración, el señor Febrer ya tenía denuncias anteriores y estaba formalizado.


Explicó que el conflicto por violencia intrafamiliar en el cual aparece involucrado parte el año 2009, pues él se separa de su cónyuge en octubre de ese año. Luego, tiene aparentemente un incidente con ella en el mes de noviembre y de ahí en adelante prosigue la tramitación. La audiencia de formalización se fija para el 20 de noviembre de 2009 y no se lleva a cabo porque él está ausente. La formalización se produce el 16 de diciembre de 2009. Luego, se revoca la suspensión condicional que se le ha dado en algún momento, porque vuelve a ser formalizado por otro hecho.


Atendiendo a algunas consultas del Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, en cuanto a si quedó acreditado que hubo violencia intrafamiliar, el abogado señor Zaliasnik indicó que por lo menos él estuvo en el estándar de haber sido formalizado. En cuanto a si la suspensión condicional supone aceptar haber hecho algo, respondió que dicha suspensión condicional consiste precisamente en no aceptar aquello. En este punto, aclaró que la señora Ministra incurrió en un error que es aplicable a todo el mundo, que consiste en comparar la lógica del formalizado con el procesado, lo cual representa realmente un tema cultural.


En relación a la consulta del Honorable Senador señor Espina acerca de cuándo se produjeron las declaraciones de la señora Ministra, el abogado señor Zaliasnik señaló que ellas se realizaron el día 20 de enero de 2011, bastante después que el señor Febrer fuera formalizado por el mencionado hecho y bastante después que fuera electo en la ANFP y se hiciera público su historial de violencia intrafamiliar.


Precisó que el 17 de enero de ese año se fijó el día 16 de febrero para llevar adelante la preparación del juicio simplificado o suspensión condicional del procedimiento, de manera que hubo una situación que activó todo esto. Connotó que es evidente que el señor Febrer tiene una relación familiar tormentosa, pues, a todo lo anterior se une el hecho de que ayer hubo nuevas agresiones entre él y su suegro, por lo cual hoy día iba a ser formalizado nuevamente.


Volviendo al desafuero, opinó que las instituciones no deben desnaturalizarse. En su lógica, si bien no se concibe que deba haber un pronunciamiento del Senado ante cada demanda de violencia intrafamiliar que se produzca, el caso en análisis deriva de expresiones que la Ministra vertió en el contexto del ejercicio de su cargo como titular del SERNAM, porque se esperaba de ella una suerte de reacción frente a un hecho que la propia prensa elevaba a la calidad de importante. En efecto, en ese momento el fútbol nacional causaba expectación pública pues se debatía si el señor Bielsa seguiría o no a cargo de la Selección Nacional; por lo tanto, en ese contexto, el que la Ministra se abstrajera y no opinara sobre lo que le planteaba, habría sido bastante más grave.


Puntualizó, enseguida, la forma en que la Ministra expresó su opinión. Destacó que ella dice: “yo me preguntaría si personas…”, haciendo un cuestionamiento a la ANFP más que al señor Febrer, a quien, por lo demás, no menciona. Ella, reiteró, hace un cuestionamiento a quienes eligen al señor Febrer, por no considerar los ya citados antecedentes y, luego, añade “tengamos claro: la violencia intrafamiliar es un delito” -lo que es efectivo, según lo establecen los artículos 13 y siguientes de la ley N° 20.066- agregando que “no es un problema doméstico”. Aseguró que, conceptualmente, la señora Ministra no falta a la verdad y, además, no dice que el señor Febrer cometió un delito, sino que fue procesado por violencia intrafamiliar.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, manifestó que el término “procesado” es el equivalente de la condición de “formalizado”.


El abogado señor Zaliansnik indicó que, a su juicio, no existe en este caso el hecho basal, porque no se advierte la imputación de un delito; no la hay en ninguna de las dos citas, ni en la de La Cuarta ni en la de Chilevisión y no se dice que el señor Febrer haya cometido el delito de violencia intrafamiliar. Lo que la Ministra hace, en cambio, es cuestionar a las autoridades que lo eligen por no considerar el antecedente de haber sido procesado por violencia intrafamiliar. Es decir, concluyó, el hecho en sí mismo es inidóneo.


Volviendo al concepto de “causar perjuicios injustamente”, señaló que haciendo un paralelo penal con los delitos de injurias cuando se profieren ciertas expresiones y se dice que ello se hizo en un animus criticandi, acá podría opinarse que la Ministra se pronunció en una suerte de animus informandi, proporcionando una opinión que, además, promueve los derechos de la mujer. En realidad, afirmó, el hecho intrínsecamente considerado no resulta apto causalmente para ocasionarle daño al señor Febrer.


Agregó que aquí se está construyendo la historia al revés. Es decir, el señor Febrer tenía un antecedente de violencia intrafamiliar; fue electo para un cargo en la ANFP; los medios de comunicación hicieron público aquel hecho y crearon una gran conmoción por cuanto dos de los dirigentes de la ANFP tenían este tipo de antecedentes. Producto de esto, incluso el Ministerio Público decidió llevarlos a juicio simplificado; se generó una nueva reacción de la prensa frente a este hecho y ante ello, la Ministra, muy ex post o a posteriori, sale expresando una opinión, informando y promoviendo de alguna manera los derechos de la mujer, lo que, por lo demás, era su deber hacer. Por lo tanto, la Ministra, en una forma también bastante inespecífica, incluso hipotética -porque los tonos son interrogativos y porque parece bastante cuidadosa al hablar-, cumpliendo este rol público, formula esta expresión. Producto de eso, ahora se ve enfrentada a la demanda que convoca a la Comisión.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, señaló que entiende que el eventual delito de injurias había prescrito, por lo que el señor Febrer no pudo presentar demanda por injurias. Consultó si la acción civil de indemnización de perjuicios que acompaña o es consecuencia de un delito cuya acción ha prescrito, tiene sustento propio.


El abogado señor Zaliasnik expresó que esa acción tiene sustento propio por el ilícito civil y que distinta sería la situación si se produjera la absolución en un juicio penal por injurias, pues allí habría un efecto consecuencial en la acción civil que deriva de ese hecho delictivo.


Agregó que la prescripción penal en los delitos contra el honor siempre ha sido de muy corto tiempo porque el legislador ha rehuido de darle un exceso de protección. Informó que antiguamente eran sólo seis meses. Expresó que lo que aquí parece haber ocurrido no es que al señor Febrer se le pasó un plazo para ejercer una acción penal, sino que, en su momento, a dicha acción penal no se le vio ningún mérito pues los problemas eran otros.


Explicó que, en un momento determinado, el señor Febrer cambió de abogado, lo que hizo varias veces más durante toda la tramitación de este asunto. En el fondo, dijo, en algún momento decidió dirigir los tiros hacia un foco distinto y resuelve enfocar a la Ministra Schmidt, enviándole una carta que parece bastante agresiva, exigiéndole que se disculpe. Igualmente, las referencias que profiere después en relación al señor Cooper, padre de su cónyuge, que es juez de Policía Local de Las Condes, también son injuriosas. Es decir, a partir de los mencionados elementos, el señor Febrer construye esta causa con una distorsión basal de los hechos, porque parte del supuesto de que la Ministra le imputó un delito y que lo trató de delincuente. Juega un poco con las palabras y, como consecuencia, se va distorsionado el hecho.


Señaló que le había parecido necesario contextualizar primeramente el hecho, para después determinar cuándo ocurrió y establecer si éste tuvo la aptitud para determinar los perjuicios que el señor Febrer invoca, de 1.000 millones de pesos por daño moral y de 65 millones de pesos por lucro cesante. Ello, pese a que él mismo dice que ya vivía en una situación de continuo hostigamiento, que le estaba causando serios problemas con antelación al 20 o 21 de enero de 2011.


Luego, señaló pasó a otro aspecto de fondo del asunto, preguntándose si la Ministra actuó injustamente. Aquí, dijo, tercia la ponderación, porque según el Diccionario de la Real Academia Española actuar injustamente es actuar con injusticia, sin razón. Si se quiere acudir a lo más lego y normal del uso de las expresiones, añadió, se trata de saber si ella actuó con infracción a la ley o al Derecho al decir que el señor Febrer estaba procesado. Sostuvo que realmente cuesta llegar a la conclusión expuesta por el demandante. Indicó que si ésta no es una demanda frívola, si no es temeraria, si no es una demanda que busca amedrentar a un Ministro o causarle una perturbación, cuesta pensar en un caso que sea más paradigmático. Y que en el Senado de la República se esté discutiendo un caso de violencia intrafamiliar de estas características, le pareció impactante.


Añadió un dato adicional: cuando el señor Febrer habla en Chilevisión, dice que decidió romper voluntariamente su silencio. O sea, esa nota de prensa está hecha de alguna manera a petición de él y la da en exclusiva a Chilevisión para proporcionar su versión de los hechos. Es decir, él genera todo este hito dos semanas después de realizada la elección de la ANFP.


A continuación, se detuvo en lo señalado por el Profesor señor Fernández a propósito del carácter de Ministro de Estado de la señora Schmidt, aun cuando aclaró que había leído el correspondiente informe solamente en forma preliminar y que no era constitucionalista.


Indicó que la Ministra Schmidt no sólo habla como Ministra, sino que actúa regularmente como tal; de hecho, la reciente ley sobre postnatal la firmó como Ministra. Expresó que si bien hay servicios o unidades de la Administración que no tienen el rango de Ministerios, ello no obsta a que sus titulares sean tratados como Ministros, no sólo por razones protocolares. La razón por la cual dicho titular entra a la Sala del Senado o a las Comisiones de acuerdo a lo que dispone el Reglamento de la Corporación, refleja un uso que se ha establecido consuetudinariamente, de manera que, en su opinión, no puede o no debe una persona en estas condiciones estar desprovista de fuero. Nadie, agregó, pensaría que la Ministra del Servicio Nacional de la Mujer no es una Ministra o que, a diferencia de otros Ministros, no está amparada por el fuero ante situaciones como ésta, pues ello produciría una situación extraordinariamente inequitativa a su respecto.


Finalizando su intervención, ante una consulta que el Honorable Senador señor Larraín, don Carlos, planteó en este sentido, expresó que el hilo de los acontecimientos ha sido completamente alterado en el caso en análisis, agregando que nunca se había encontrado con una situación parecida.


Informó que hay, a lo menos, dos veces revocación condicional del procedimiento, y que hay, además, causas acumuladas por amenazas, por lesiones y por violencia intrafamiliar. El hecho basal, puntualizó, es la separación de hecho del señor Febrer y la señora Cooper en octubre de 2009. Luego, el primer episodio de violencia física ocurre en noviembre del mismo año 2009, que es el que da el RUC a la primera causa que se investiga sobre violencia intrafamiliar y a éste se empiezan a agregar todas las causas que se abren recíprocamente con posterioridad, en relación al suegro del señor Febrer o a otros parientes.


Señaló que, luego, ocurrió una cosa extraña desde el punto de vista procesal, que consiste en que el Ministerio Público toma la decisión de sustituir procedimientos y cambiarlo a procedimiento simplificado y, por lo tanto, de presentar un requerimiento conforme al Código Procesal Penal, porque parece que excluyó algunos hechos del caso. Indicó que el procedimiento simplificado implica hacer una especie de juicio oral ante el mismo juez de garantía. Connotó que lo extraño, en este caso, es que el Ministerio Público, en abril de 2012, decide no perseverar. Lo anormal, precisó, es que se trata de un asunto que provocó mucho ruido, en el que la Fiscalía llegó hasta el requerimiento y, aun así, muy tardíamente resolvió no perseverar.


Finalizada la intervención del abogado señor Zaliasnik, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, la agradeció y procedió a despedirlo.


Se escuchó, a continuación, la exposición del abogado constitucionalista, señor Zarko Luksic Sandoval.

El señor Luksic agradeció la invitación de la Comisión y manifestó que comparece ante ella en su calidad de experto en Derecho Constitucional. Como primer punto, señaló que la perspectiva de la señalada rama del Derecho es relevante para resolver este caso, aun cuando no es completamente suficiente, pues el caso también implica una ponderación desde el punto de vista civil.


Relató que el desafuero de los Ministros de Estado es una institución que se encuentra en nuestra Carta Fundamental desde el año 1828, por lo que hay un amplio precedente histórico a considerar. Expresó que el propósito de esta institución es impedir o dificultar la interposición exagerada de acciones o demandas infundadas por el ejercicio del cargo de Ministro, que distraigan continuamente del ejercicio normal de sus funciones a los Secretarios de Estado.


Indicó que la modificación introducida al respecto en la Constitución Política de 1980 muestra que el texto de la Carta Fundamental ya no se refiere a “acusaciones contra ministros de Estado”, sino a “acciones judiciales”, de forma tal de dejar en claro que no considera las presentaciones de carácter penal.


A continuación, señaló que análisis debe centrarse en la responsabilidad que le cabe a un Ministro de Estado. Indicó que la Carta Fundamental distingue entre la responsabilidad de Estado como Fisco y la responsabilidad de los agentes del Estado. En este último aspecto, manifestó que en relación a los Ministros, cabe distinguir entre su carácter de de ciudadanos comunes y como Secretarios de Estado.


En este segundo ámbito, expresó que cabe diferenciar varios ámbitos o estatutos de responsabilidad. En primer término, se identifica una responsabilidad política, que en los regímenes presidenciales como el nuestro se hace efectiva a través de las elecciones periódicas y por medio de las acusaciones constitucionales. A continuación, enumeró la responsabilidad política que le cabe al Ministro de Estado en cuanto funcionario público y que se configura por medio de los delitos especiales propios tipificados con ocasión de la calidad de funcionario público del sujeto activo. En seguida, se refirió a la responsabilidad administrativa que les corresponde también en su calidad de funcionarios públicos, que es supervigilada por la Contraloría General de la República.


Finalmente, se refirió a la responsabilidad civil de los Ministros de Estado. Señaló que ésta se encuentra regulada por diversas disposiciones del ordenamiento jurídico nacional, como los artículos 36 y 38 de la Constitución Política de la República y 42 de la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, que establece la responsabilidad civil del Estado por falta de servicio.


Prosiguiendo con su exposición, indicó que los requisitos que plantea el número 2) del artículo 52 de la Carta Fundamental para hacer procedente la admisión de acciones contra Ministros de Estado son los siguientes: a) que se trate de un acto civil; b) que se trate de un acto personal del Ministro; c) que se ejecute en el ejercicio de sus funciones como Ministro; d) que provoque un perjuicio a un tercero; e) que el perjuicio se catalogue como injusto, y f) que el acto se dé en el contexto de la responsabilidad extracontractual.


Indicó que el profesor señor Pablo Rodríguez señala que la responsabilidad no emana del contrato, sino del incumplimiento del deber general de comportarse prudentemente sin dañar a nadie. El profesor citado expresa, además, que este tipo de responsabilidad supone los siguientes requisitos: a) existir un hecho o acto imputable a una persona; b) que se pueda imputar dolo o culpa a ese acto; c) debe existir un daño o perjuicio injusto, y d) debe haber un nexo causal directo entre el acto doloso o culposo y el daño injusto.


Manifestó que la labor que le corresponde al Senado en esta materia es decidir sobre la admisión a causa. Explicó que el término “admisión” se refiere a un trámite procesal previo, en el que se aprecian aspectos de forma o de evidencia. Indicó que este pronunciamiento debe aquilatar la existencia de un perjuicio catalogado como “injusto”. Hizo presente que esa calificación implica no sólo constatar que se trata de un daño contrario a la Constitución o a la ley, sino también contrario a la razón o la justicia.


Señaló que dicha constatación requiere ponderar las circunstancias en un proceso que no es de carácter jurisdiccional, pero que precisa un examen de racionalidad. Indicó que en esta instancia no debe apreciarse si el acto que generó el perjuicio fue ejecutado con culpa o dolo, sino sólo constatarse que hubo tal acto, que se produjo un daño injusto a un tercero y que hay un nexo causal entre aquél acto y ese daño.


Indicó que en el pasado se planteó el carácter jurisdiccional de estas atribuciones. Relató que con ocasión del caso del Director del Servicio de Registro Civil e Identificación, señor Alejandro Jaramillo Valderrama, se planteó en primera instancia que la precisión que hace el Senado con ocasión del ejercicio de esta atribución es de carácter externo y no se pronuncia sobre el derecho. Añadió que este fallo fue revocado por la Excelentísima Corte Suprema en el año 1943, instancia que manifestó que el acuerdo del Senado sobre esta materia tiene el valor de sentencia firme, por lo que frente a un veredicto de esta Corporación que concede la acción al solicitante, a los tribunales sólo les corresponde regular la especie y monto de los perjuicios. Señaló que esta posición posterior fue sostenida a nivel doctrinario por los profesores señores Mario Bernaschina y Arturo Alessandri Rodríguez.


Recordó presente que, posteriormente, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado contradijo la postura de los tribunales en el año 1969 y que, en 1991, cuando nuevamente la Cámara Alta tuvo que pronunciarse sobre esta acción, el voto de minoría del ex Senador señor Pacheco trajo nuevamente a colación la posición original sostenida por la Excelentísima Corte Suprema a este aspecto.


Al finalizar su intervención, a modo de resumen, indicó que la atribución de pronunciarse sobre la admisión de acciones contra Ministros de Estado supone un examen de racionalidad en la ponderación de los hechos que basan la demanda examinada, puntualizando que en ese contexto no corresponde apreciar si hubo dolo o culpa, sino sólo constatar si se cumplen, copulativamente, los siguientes requisitos: a) existencia de un acto civil; b) existencia de perjuicios injustos; c) presencia de un nexo causal entre el acto y los perjuicios; d) suficiencia de la acción, y e) calidad de Ministro de Estado del requerido.


El Honorable Senador señor Larraín, don Carlos, consultó si la decisión que tome el Senado debe pronunciarse sobre todos los elementos antes enumerados o si, por el contrario, basta que uno de ellos se descarte para que decaiga la necesidad de emitir una decisión sobre los demás.


El señor Luksic informó que, en todo caso, debe verificarse que se trata de una acción judicial de carácter civil, constatar la calidad de Ministro de Estado del requerido y, luego, como condición sine quanon, identificar cuáles son los perjuicios injustos. Enseguida, cabe constatar el nexo causal entre el acto personal y los perjuicios alegados. Señaló que, posteriormente, queda en manos de la justicia ordinaria apreciar la naturaleza y la cuantía de los perjuicios alegados.


Finalizada la intervención del señor Luksic, ésta fue agradecida por la Comisión.


A continuación, su Presidente, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, ofreció la palabra al Profesor señor Arturo Fermandois Vöhringer.


El señor Fermandois agradeció la invitación cursada e inició su presentación indicando que la admisibilidad de acciones civiles contra Ministros de Estado por actos personales realizados en el ejercicio de su cargo es un tema eminentemente técnico, respecto del cual existe poca jurisprudencia.


Expresó que esta acción tuvo cierto uso entre las décadas del 30 y del 50 del siglo pasado y que obedece a la misma fundamentación del fuero parlamentario, es decir, evitar que una figura pública –como un Ministro de Estado- sea acosado por un sinnúmero de acciones judiciales interpuestas en razón del ejercicio de su cargo, evitando que por esta vía sea distraído de sus altas funciones. Indicó que, según nuestro ordenamiento jurídico, esta es una de las pocas atribuciones de índole jurisdiccional que tiene la Cámara Alta.


Indicó que el informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado del año 1991 a que ya se ha aludido, expresa que el estudio de admisión de este tipo de acciones implica un juicio de racionalidad ponderada respecto de determinados elementos, que son los siguientes: a) que debe tratarse de acciones jurisdiccionales civiles; b) que sean intentadas por cualquier persona; c) tienen que fundarse en un acto personal de un Ministro de Estado; d) debe acreditarse, a lo menos, que existe una potencialidad de provocar perjuicios; e) debe identificarse una relación de causalidad entre los perjuicios alegados y el acto del Ministro, y f) también corresponde constatar la injusticia de los perjuicios.


Refiriéndose al caso concreto en estudio, manifestó que los hechos que dieron lugar a la acción ocurrieron cuando la recurrida era Directora del Servicio Nacional de la Mujer, cargo que corresponde a la jefatura de un Servicio Público y no de un Ministerio, aun cuando la ley dispone que a esa jefatura le corresponde el rango de Ministro de Estado. Ante ello, observó que corresponde dilucidar qué sentido tiene esta equiparación que hace la ley.


Señaló que un primer antecedente obra en la sentencia rol N° 379 del Tribunal Constitucional, que hizo el control preventivo de la ley que creó el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes y el Fondo Nacional de Desarrollo Cultural y las Artes. Este fallo declaró inconstitucional el inciso primero del artículo 31 del proyecto de ley despachado por el Congreso Nacional, que establecía que un reglamento, aprobado por decreto supremo del Ministerio de Educación, que debería ser suscrito además por el Ministro de Hacienda y el Presidente del Consejo, regularía el Fondo Nacional de Desarrollo Cultural y las Artes.


Explicó que para proceder de esa forma, aquella instancia razonó que el actual artículo 35 de la Carta Fundamental expresa que los reglamentos y decretos del Presidente de la República deberán firmarse por el Ministro respectivo y no serán obedecidos sin ese esencial requisito y que un Jefe de Servicio -como el Presidente del señalado Consejo- no tenía la calidad de Ministro de Estado. Por tanto, no procedía que suscribiera conjuntamente con el Presidente de la República un reglamento contenido en un decreto supremo (Considerando sexagésimo séptimo).


Añadió que otro antecedente en esta línea está en el acto de toma de razón del primer nombramiento del Gabinete del actual Mandatario, que cursó con alcance dicho acto porque, a juicio de esa instancia, los Ministros señora Schmidt y señor Cruz-Coke no tenían calidad de Ministros de Estado, sino de Jefes de Servicio.


Expresó un punto adicional a considerar a este respecto es que a la fecha de la presentación interpuesta por el señor Febrer, la requerida sí tenía el carácter de Ministra de Estado, porque encabeza la Cartera de Educación. En este contexto, sostuvo, la procedencia del trámite de desafuero cobra su real sentido, porque evidentemente la acción intentada distrae la atención de sus funciones de quien tiene efectivamente la calidad de Secretaria de Estado.


En otro orden de materias, señaló que la noción de examen de admisión encomendada al Senado se refiere a la apreciación de motivos de forma y de evidencia, por lo que a esta Corporación le corresponde, en este caso, entrar al análisis de los hechos. Sobre el particular, recordó que la Excelentísima Corte Suprema de Justicia consideró en el año 1943 que la apreciación que el Senado efectúa en esta etapa tiene efectos de cosa juzgada en el resto del proceso y, por tanto, no puede ser desconocida por los tribunales ordinarios de justicia. Hizo presente que, posteriormente, una conclusión distinta fue propugnada por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento en el año 1991.


Indicó que independientemente del carácter que se atribuya a la conclusión a que sobre el punto llegue la Cámara Alta, está fuera de toda duda que ella debe incluir una apreciación del fondo de la acción, enfocada en la causalidad entre la acción personal del Ministro en el ejercicio de su cargo y los perjuicios alegados y en el carácter de injustos de dichos perjuicios.


Profundizando en ese aspecto, manifestó que el primer punto que llama la atención en la declaración formulada por la señora Ministra que da origen a la cadena causal alegada por el requirente, es que ella nunca lo individualizó, sino que sólo hizo una alusión abstracta al hecho que la violencia intrafamiliar es un delito y no un problema doméstico.


En segundo término, respecto del mismo hecho, connotó que la declaración en cuestión es consistente con el rol y el ámbito de atribuciones que le corresponde a la Ministra Directora del Servicio Nacional de la Mujer.


En tercer lugar, destacó que el discurso hilvanado por la prensa respecto al señor Febrer, al que accede la apreciación abstracta contenida en la declaración de la Ministra Schmidt, está regulado por los artículos 29 y siguientes de la ley N° 19.733, sobre libertad de opinión e información y ejercicio del periodismo.


Recordó que esas disposiciones indican que no constituyen injuria las apreciaciones personales que se formulen en comentarios especializados de crítica política, literaria, histórica, artística, científica, técnica y deportiva, salvo que su tenor pusiere de manifiesto el propósito de injuriar, además del de criticar.


Añadió que estas reglas también prescriben que el imputado de injurias puede alegar que su actuar se produjo con motivo de defender un interés público real, o con ocasión del ejercicio de una función pública respecto de la cual las imputaciones proferidas se refieren a hechos propios de ese ejercicio. Expresó que, para estos efectos, se considera que hay un interés público involucrado si las declaraciones se refieren al ejercicio de una función pública, a actividades realizadas en el ejercicio de una profesión u oficio y cuyo conocimiento tenga interés público real, o cuando los hechos consistieren en actividades de libre acceso al público.


Explicó que si se dan las condiciones antes citadas, no proceden las acciones judiciales fundamentadas en la protección penal de la honra y el honor. Puso de manifiesto que es extraño que no haya mención alguna de estas normas en la presentación hecha por el requirente. Añadió que tampoco se puede afirmar que hay envuelto un delito de calumnias, porque según la información de que se dispone, a lo menos existirían dos formalizaciones contra el señor Febrer debidas al delito de violencia intrafamiliar.


Concluyó su exposición señalando que los antecedentes antes expuestos permiten sostener que aparece plausible abonar la postura de rechazo a la admisión de la acción intentada contra la Ministra señora Schmidt.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, consultó qué alcance tiene el hecho de que una persona dirija un servicio público pero tenga rango de Ministro de Estado y qué prerrogativas pueden derivar de ambas condiciones según el ordenamiento jurídico nacional. Manifestó que la diferenciación no está clara frente a la opinión pública. En efecto, dijo, la Ministra titular del SERNAM interviene en el Parlamento como Ministra. Consultó si del “rango de Ministra” puede inferirse que esa persona goza de fuero.


A la vez, destacó el interés que ofrecen los antecedentes mencionados en relación con la ley N° 19.733, los cuales son útiles para determinar si los perjuicios alegados revisten el carácter de injustos.


El Honorable Senador señor Prokurica hizo notar que es distinto ser Ministro de Estado que tener rango de Ministro de Estado pero no serlo, agregando que es importante, en consecuencia, determinar con precisión en qué estriba la diferencia.


El Profesor señor Fermandois manifestó que no es del todo fácil distinguir entre ambas calidades. Indicó que, en principio, pareciera que ellas se pueden equiparar; sin embargo, ello no ocurriría de una manera absoluta si se considera lo que al respecto ha señalado el Tribunal Constitucional y la Contraloría General de la República. Expresó que, con todo, es indudable que la equiparación a lo menos alcanza al fuero, porque en ambos casos hay una buena razón que lo justifica.


Añadió que cuando el Tribunal Constitucional y el Tribunal Calificador de Elecciones se pronuncian sobre las inhabilidades para ejercer un cargo como autoridad pública, en caso de duda optan consistentemente por la concurrencia del requisito habilitante, pues ello contribuye a la estabilidad de la institucionalidad democrática.


En cuanto a las reglas ya invocadas de la ley N° 19.733, señaló que se trata de situaciones que excluyen la comisión de una posible injuria, las cuales abarcan los casos en que se ejerce una función pública y en que la actividad que se desarrolla ofrece interés público, lo que se daría en el caso en análisis, aun cuando nada se diga al respecto en la demanda.


Finalizadas las exposiciones desarrolladas por los ya mencionados especialistas, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, las agradeció, así como también los alegatos sostenidos por los abogados de ambas partes.

PRONUNCIAMIENTO DE LA COMISIÓN


La Comisión procedió a analizar la totalidad de los antecedentes recibidos, de manera de poder llegar a una convicción respecto a la recomendación que se formulará a la Sala.


Finalizadas esta revisión y las correspondientes deliberaciones, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, instó a los miembros de la misma a expresar un parecer, proporcionando, a la vez, las fundamentaciones del caso.


En primer lugar, se pronunció el Honorable Senador señor Larraín, don Carlos.


Manifestó que compete al Senado pronunciarse sobre la admisibilidad de la acusación invocada por el señor Gonzalo Febrer, porque la Ilustrísima Corte de Apelaciones de Santiago, de manera acertada, ha reparado que la acción interpuesta se dirige contra una persona que en la actualidad desempeña el cargo de Ministro de Estado, a raíz de declaraciones formuladas cuando era Directora de un Servicio Público.


Expresó que el énfasis en la apreciación que le corresponde en este caso a la Cámara Alta es la calificación de injusto o no del daño alegado y la prueba de la racionalidad del alegato del demandante. Sobre el particular, sostuvo que teniendo en vista la secuencia de los hechos que son relevantes para esta causa, se observa que no existe nexo causal alguno entre la declaración abstracta emitida por la mencionada señora Ministra a los medios de prensa y los supuestos perjuicios alegados por el demandante.


En consecuencia, manifestó su posición contraria a la admisión de la acción judicial intentada por el señor Febrer en contra de la Ministra señora Schmidt.


A continuación, dio a conocer su parecer la Honorable Senadora señora Alvear.

Sostuvo, como primer punto, que no le asiste duda respecto a que la señora Schmidt era Ministra de Estado mientras desempeñó al cargo de Directora del Servicio Nacional de la Mujer.


Recordó que a ella le correspondió desempeñar ese mismo cargo durante la Presidencia del señor Patricio Aylwin Azócar y que, en tal calidad, conjuntamente con los demás Ministros, concurría a las sesiones de Gabinete, participaba de los debates en la Sala de ambas Cámaras y de sus Comisiones, era designada como “Ministra Directora”, gozaba de fuero y participaba conjuntamente con el Presidente de la República en la promulgación de las leyes. Enfatizó que nunca hubo dudas o reparos en relación con lo anterior.


Recordó, enseguida, que la señora Schmidt, en el ejercicio de su cargo de Ministra Directora del Servicio Nacional de la Mujer, concurrió con el Presidente Piñera a la promulgación de la ley sobre corresponsabilidad parental.


Afirmó que por las razones anteriormente expuestas no puede objetársele su calidad de Ministra.


Indicó que en el ejercicio de esa función, emitió las declaraciones tantas veces comentadas, las que se refirieron en abstracto a la problemática de la violencia intrafamiliar, materia de evidente relevancia para el Servicio a su cargo. Tanta importancia reviste esta materia, agregó, que se sentaría un grave precedente si se impidiera al titular de esa entidad opinar al respecto.


Por otra parte, aseveró, según ha podido apreciarse, los perjuicios alegados por el señor Febrer no derivan de las señaladas declaraciones ni guardan relación alguna con aquellas.


En razón de lo expuesto, manifestó que no procede acoger el desafuero solicitado, de manera que su posición es contraria a la admisión de la acción judicial interpuesta por el señor Febrer.

A continuación, hizo uso de la palabra el Honorable Senador señor Larraín, don Hernán.

Expresó que la primera cuestión a dilucidar es si la señora Schmidt gozaba de la calidad de Ministra cuando formuló su declaración a los medios de comunicación y si disponía, en consecuencia, del fuero que la Constitución Política contempla para los Secretarios de Estado.


Expresó que está fuera de duda que el Servicio Nacional de la Mujer no es un Ministerio, sino un Servicio Público, y que la circunstancia de que su Directora tenga según la ley rango de Ministra, no le confiere a la entidad que encabeza la calidad de Secretaría de Estado. Con todo, observó que el hecho de que la ley asimile al rango de Ministro de Estado a la Directora del mencionado Servicio permite concluir que ciertas prerrogativas de aquellos también se aplican a estos Jefes Superiores de Servicio. Señaló que, entre esas prerrogativas, deben contarse aquellas necesarias para que la persona que sirve el cargo en cuestión pueda ejercerlo de buena forma. Puntualizó que en esa categoría está sin lugar a dudas el fuero ministerial.


Añadió que, enseguida, el segundo punto a dilucidar es si la declaración que da lugar a la acción materia de este trámite fue formulada por la señora Schmidt en el ejercicio del cargo de Ministra. Opinó afirmativamente sobre el particular, pues consideró que el hecho de difundir en forma continua las consecuencias negativas de la violencia intrafamiliar y su relevancia penal es claramente consustancial al ejercicio del cargo de Directora del Servicio Nacional de la Mujer.


Expresó que el tercer tema a despejar es si la declaración en cuestión causó de manera directa los perjuicios alegados y si ellos son injustos. Planteó que en la especie esos aspectos no se han configurado, pues la declaración de la señora Schmidt fue abstracta y posterior al curso informativo de los medios de comunicación en relación al señor Febrer por su participación en procesos criminales por violencia intrafamiliar.


Se preguntó si hubo injusticia en esos comentarios, respondiéndose que no, pues éstos fueron racionales y contaron con una base para emitirse, cual es, que las personas elegidas para cargos de connotación deportiva no deberían tener limitaciones vinculadas a la comisión de hechos de violencia intrafamiliar. Afirmó que el comentario de la señora Schmidt no es, en sí mismo, injusto, agregando que, por lo demás, la declaración en análisis fue genérica y no contiene imputación alguna a personas determinadas, por lo que de ella no pueden derivar perjuicios para alguien en particular.


Finalmente, manifestó no debe perderse de vista que este curso informativo está claramente amparado por las normas de exclusión de responsabilidad que contemplan los artículos 29 y 30 de la ley N° 19.733, sobre libertad de opinión e información y ejercicio del periodismo.


En razón de lo anterior, manifestó su posición contraria a la admisión de la acción judicial del señor Febrer en contra la Ministra señora Schmidt.


Enseguida, hizo uso de la palabra el Honorable Senador señor Espina.

Señaló que los requisitos constitucionales para declarar admisible una acción contra un Ministro de Estado deben concurrir en forma copulativa; por tanto, si no se cuenta con alguno de ellos, no cabe sino declarar la inadmisibilidad de la acción interpuesta.


Expresó que tales requisitos consisten en que se trate de un Ministro de Estado; que se le impute una actuación personal realizada en el ejercicio de sus funciones; que exista un nexo de causalidad entre el acto del Ministro y el perjuicio alegado, y que se pruebe la existencia de un perjuicio injusto, sea real o potencial.


En relación a dichas condiciones, hizo presente que cuando la señora Schmidt profirió sus declaraciones siendo titular del Servicio Nacional de la Mujer, no era Ministra de Estado. Recordó, a este respecto, lo dispuesto tanto por el Tribunal Constitucional como la Contraloría General de la República, organismos que están contestes en que las normas constitucionales que rigen la materia son de derecho estricto y que la figura legal de “Director con rango de Ministro” no autoriza al legislador para extender el estatuto de Ministerio a Servicio o Consejo alguno.


Expresó que, sin embargo, cuando se presentó la acción judicial contra la señora Schmidt, ella ya ocupaba el cargo de Ministra de Educación, del que deriva el fuero que indudablemente la ampara, así como también la competencia del Senado para pronunciarse sobre el caso sometido a su conocimiento. Este punto, en consecuencia, dijo, está zanjado.


Pasando a las demás causales que deben concurrir para que la acción sea admisible, afirmó que de las declaraciones de la señora Ministra no puede concluirse que se haya irrogado perjuicio alguno, directo o indirecto contra alguna persona determinada, pues en ellas no hay mención específica a ningún nombre, sino solamente una referencia genérica de condena a la violencia intrafamiliar, la que, por lo demás, está plenamente justificada proviniendo de la máxima autoridad del SERNAM.


Agregó que tampoco se ha acreditado un nexo de causalidad entre la declaración formulada por la señora Schmidt y los supuestos perjuicios ocasionados al señor Febrer. Puntualizó que del examen de los antecedentes ofrecidos a la Comisión y de la cronología de los hechos, fluye con claridad que tales perjuicios derivan de hechos ocurridos con anterioridad a los dichos de la señora Schmidt y que, a la fecha en que fueron expresados, el señor Febrer ya se encontraba afectado por situaciones judiciales vinculadas con la violencia intrafamiliar y las consecuentes publicaciones de prensa.


Concluyó diciendo que, como efecto de al anterior, al no haber relación de causalidad entre las ya citadas declaraciones de la señora Ministra y los perjuicios invocados por el señor Febrer, no procede ponderar la supuesta injusticia de los mismos.


En razón de lo anteriormente expuesto, manifestó su posición contraria a la admisión de la acción judicial del señor Febrer en contra de la señora Schmidt.


Finalmente, hizo uso de la palabra el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio.

Señaló, en primer término, que aun cuando pueda haber dudas acerca de si debe extenderse el fuero ministerial a quien sirve un cargo de Jefa de un Servicio Público con rango de Ministro de Estado, no le corresponde a la Comisión emitir un pronunciamiento sobre este particular, pues existe una resolución clara y obligatoria dictada por la Ilustrísima Corte de Apelaciones de Santiago, la cual, invocando el carácter de Ministra de la señora Schmidt, requiere del Senado el cumplimiento de la atribución exclusiva que le asigna el número 2 del artículo 53 de la Constitución Política.


Sostuvo, a continuación, que en el caso expuesto no se ha acreditado la existencia de un perjuicio injusto, irracional o infundado que afecte al señor Febrer a raíz de las declaraciones de la señora Schmidt. Manifestó que se ha probado, en cambio, que a la fecha de tales declaraciones ya existían contra el requirente procesos pendientes por violencia intrafamiliar.


Recordó, enseguida, que entre las funciones propias del cargo de Director del Servicio Nacional de la Mujer se cuenta, naturalmente, la de velar por la erradicación de la violencia intrafamiliar. En ese contexto, observó que se fundamenta plenamente el hecho de exigir que una institución como la ANFP tome en consideración ese aspecto al realizar sus elecciones internas. La señora Schmidt, agregó, solamente cumplió con sus funciones al pronunciarse sobre la relevancia de la violencia intrafamiliar al elegir la directiva de aquella Asociación. En ello, concluyó, no hay injusticia.


Tampoco hay, prosiguió, una relación de causalidad con los perjuicios alegados por el señor Febrer, los cuales derivan de causas muy diferentes y anteriores a los dichos de la señora Schmidt, como fácilmente puede colegirse al revisar la cronología de los hechos. Observó que no habiendo nexo causal, difícilmente podría ponderarse la injusticia de cualquier daño que esté afectando al señor Febrer.


En cuanto al tenor de las declaraciones de la señora Schmidt, puntualizó que si en relación con los procesos que allí se aluden, ella se refirió a la calidad de “procesadas” y no de “formalizadas” que algunas personas tendrían en los mismos, ello se debió a un error de índole técnica que es excusable en el caso de quien no es abogado.


Finalmente, hizo notar que las circunstancias en las que se presta la declaración de la señora Schmidt, está amparada por las causales de exclusión de responsabilidad contenidas en los ya indicados artículos 29 y 30 de la ley N° 19.733, sobre libertad de opinión e información y ejercicio del periodismo, por lo cual no procede argüir perjuicios por esta causa.


Sobre la base de las razones expuestas, exteriorizó su posición contraria a la admisión de la acción judicial interpuesta por el señor Febrer en contra de la Ministra señora Schmidt.

- - - 


En mérito de las consideraciones precedentemente expuestas, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, con el voto favorable de la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señora Soledad Alvear Valenzuela y señores Alberto Espina Otero, Hernán Larraín Fernández, Carlos Larraín Peña y Patricio Walker Prieto (Presidente), tiene el honor de proponeros que declaréis que no ha lugar a la admisión de la acción de indemnización de perjuicios del señor Gonzalo Febrer Pacho en contra de la Ministra señora Carolina Schmidt Zaldívar.

- - -


Acordado en sesiones celebradas los días 3 y 9 de julio de 2013, con la asistencia de los Honorables Senadores señora Soledad Alvear Valenzuela y señores Alberto Espina Otero, Hernán Larraín Fernández, Carlos Larraín Peña y Patricio Walker Prieto (Presidente).


Sala de la Comisión, a 12 de julio de 2013.
(Fdo.): Nora Villavicencio González,

Abogada Secretaria
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INFORME DE LA COMISIÓN DE TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA LA JORNADA, DESCANSO Y COMPOSICIÓN DE LA REMUNERACIÓN DE LOS TRABAJADORES DE CASA PARTICULAR, Y PROHÍBE EL USO DE UNIFORMES A TRABAJADORAS DE CASA PARTICULAR
 (8292-13, 7807-13 Y 7675-13)
HONORABLE SENADO:


La Comisión de Trabajo y Previsión Social tiene el honor de informar respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República, señor Sebastián Piñera Echenique (Boletín N° 8.292-13), y en Mociones de las Diputadas señoras Carolina Goic Boroevic, Adriana Muñoz D´Albora y Alejandra Sepúlveda Orbenes, y de los Diputados señores Sergio Aguiló Melo, Osvaldo Andrade Lara, Pedro Araya Guerrero, Pepe Auth Stewart, Alfonso De Urresti Longton, Miodrag Marinovic Solo de Zaldívar y Manuel Monsalve Benavides (Boletín N° 7.807-13), y de la Diputada señora Adriana Muñoz D´Albora y de los Diputados señores René Alinco Bustos, Osvaldo Andrade Lara, Cristián Campos Jara, Marcos Espinosa Monardes, Tucapel Jiménez Fuentes, René Saffirio Espinoza y Matías Walker Prieto (Boletín 7.675-13), con urgencia calificada de “suma”.

Cabe destacar que este proyecto fue discutido sólo en general, en virtud de lo dispuesto en el artículo 36 del Reglamento de la Corporación.


A una o más de las sesiones en que la Comisión estudió esta iniciativa de ley asistieron, además de sus miembros, la Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Evelyn Matthei Fornet, el Subsecretario del Trabajo, señor Fernando Arab y los asesores de dicho Ministerio señores Francisco Del Río y Fernando Villalobos; la abogada de la Biblioteca del Congreso Nacional, señora Paola Álvarez; los asesores del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señorita Danielle Leurtin y señor Sergio Guzmán; el Coordinador del Programa de Asesoría Legislativa del Instituto Igualdad, señor Gabriel de la Fuente; la asesora de la Vicepresidencia del Senado, señora Claudia Donaire; la asesora de la Senadora señora Rincón, señora Labibe Yumha; el asesor del Senador señor García Ruminot, señor Rodrigo Fuentes; la asesora legislativa del Observatorio Género y Equidad, señora Natalia Flores; el asesor del Centro Democracia y Comunidad, señor Nelson Ortíz; el periodista de TV Senado, señor Bernardo Domínguez y el periodista del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Cristián Torres.
-------

 
Especialmente invitadas concurrieron las siguientes dirigentes: 1) Del Sindicato de Trabajadoras de Casa Particular (SINTRACAP), la Presidenta, señora Ruth Olate; de la Región Metropolitana: la Tesorera, señora Viviana Canales, la Delegada, señora Ruth Díaz y la Secretaria, señora Silvia Barriga; de la V Región, la Presidenta, señora Elizabeth Guzmán y la Tesorera, señora Teresa Catrinan; de la VI Región, la Presidenta, señora Mónica Acevedo; de la VII Región, la Presidenta, señora Enriqueta Jorquera; de la VIII Región la señora Rosa Cristina Vergara y el asesor, señor Rodrigo Bustamante. 2) De la Asociación Nacional de Empleadas de Casa Particular (ANECAP), la Presidenta, señora Bernardina Muñoz; la Contralora Nacional, señora Sixta Liempi; la Secretaria Nacional, señora Ana Teresa Tapia y la socia, señora Elisa Figueroa. 3) Del Sindicato Unitario de Trabajadoras de Casa Particular (SINDUTCAP), la Presidenta, señora Emilia Solís, la Secretaria, señora María Cotel y la socia señora Juana Cotrina.
-------

OBJETIVOS DEL PROYECTO

a) Extender el concepto del pago de remuneraciones en dinero a los trabajadores de casa particular, excluyendo los alimentos y la habitación que serán siempre de cargo del empleador.

b) Reducir, en forma progresiva, la jornada de los trabajadores que no vivan en la casa de su empleador, asimilándola a las reglas generales.

c) Establecer para los trabajadores que viven en la casa del empleador el derecho a descanso mínimo semanal en el día domingo, más dos días adicionales dentro de cada mes.

d) Prohibir el condicionamiento del contrato al uso de uniformes y delantales en espacios, lugares o establecimientos públicos.

-------

ANTECEDENTES


Para el debido estudio de esta iniciativa legal, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:


I.- ANTECEDENTES JURÍDICOS




1.- El Código del Trabajo.

2.- El Convenio N° 189, de la Organización Internacional del Trabajo, sobre las trabajadoras y los trabajadores domésticos, de 16 de junio de 2011, el que no ha sido ratificado por Chile.


II.- ANTECEDENTES DE HECHO


Las iniciativas que dan origen el proyecto de ley en análisis contienen una exposición de los fundamentos en que se sustentan, los que se consignan a continuación.

Boletín N° 8.292-13

La expresión de motivos de dicha iniciativa legal, iniciada en Mensaje de S.E. el Presidente de la República, explica, entre sus antecedentes, que los trabajadores de casa particular son quienes se dedican en forma continua al servicio de aseo y asistencia propios o inherentes al hogar de una o más personas naturales. Añade que su relación contractual presenta una serie de características especiales que la diferencian de la generalidad de los trabajadores. En efecto, especifica que ello se manifiesta en el destinatario de los servicios, toda vez que no necesariamente es una entidad que desarrolla un giro industrial o comercial; en la naturaleza del servicio prestado, consistente en labores relacionadas a la vida cotidiana; y en el espacio físico en que éstas se desarrollan, al desempeñarse en inmuebles cuyo destino final es servir de habitación privada.

A continuación, indica que en nuestro país los trabajadores de casa particular han sido reconocidos como trabajadores dependientes desde el año 1931, siendo regulados mediante una normativa que atiende las especiales características de su vínculo laboral. Añade que tales servicios, que consisten en labores de asistencia a los hogares particulares, facilitan el acceso y las posibilidades de empleo remunerado para quienes deben cumplir responsabilidades familiares y laborales.

Por otra parte, detalla que, según la Nueva Encuesta Nacional de Empleo correspondiente al trimestre noviembre de 2011 a enero de 2012, en nuestro país existe un total de 370.563 personas que se dedican al servicio doméstico, de las cuales un 95% corresponde a mujeres y un 5% a hombres. De dicho universo, agrega que se desempeñan 314. 964 personas bajo la modalidad “puertas afuera”, de las cuales el 94.7% corresponde a mujeres, y 55.600 personas bajo la modalidad “puertas adentro”, dentro de cuyo segmento el 98.2% equivale a mujeres.

Seguidamente, el Mensaje describe la normativa actualmente vigente respecto de dichos trabajadores, la que se aplica, además, a los choferes de casa particular y quienes realicen trabajos iguales, o similares, de aseo y asistencia propios o inherentes al hogar en instituciones de beneficencia a personas con necesidades especiales. En efecto, explica que tales normas se ocupan de consagrar un concepto de trabajador de casa particular, aplicable a las personas naturales que se dediquen en forma continua, a jornada completa o parcial, al servicio de una o más personas naturales, o de una familia, en trabajos de aseo y asistencia propios o inherentes al hogar. Indica que la normativa laboral además distingue entre quienes ejercen sus labores viviendo en la casa del empleador –denominado comúnmente “puertas adentro”-, o sin vivir en ésta –“puertas afuera”-. Añade que dicha clasificación permiten diferenciar la jornada, descanso aplicable y composición de la remuneración.

A continuación, explica que, para los trabajadores que no viven en la casa del empleador, la jornada de trabajo no puede exceder en ningún caso de 12 horas diarias, con un descanso no inferior a una hora imputable a la jornada, por lo que el máximo de horas trabajadas asciende a 11 horas por día, con un descanso semanal que se rige por las reglas generales. En consecuencia, la normativa actualmente vigente autoriza que un trabajador de casa particular pueda permanecer en sus labores hasta un máximo de 12 horas diarias, durante seis días a la semana. 
Tratándose, a su turno, de los trabajadores que viven en la casa del empleador, explica que la jornada de trabajo está determinada por la naturaleza de la labor, debiendo concederse un descanso absoluto mínimo de 12 horas diarias. Además, consigna que entre el término de la jornada diaria y el inicio de la siguiente el descanso debe equivaler a un mínimo de 9 horas ininterrumpidas. Respecto al descanso semanal, especifica que dichos trabajadores tienen derecho a un día completo de descanso a la semana, el que puede ser fraccionado en dos medios días a petición del trabajador. Asimismo, tienen derecho a descanso en todos los días festivos.

Por otra parte, la iniciativa indica que, en el caso de los trabajadores de casa particular que viven en la casa del empleador, la normativa permite que una parte de la remuneración sea pagada mediante prestaciones en especie, de habitación o alimentación. Con todo, añade que la remuneración mínima en dinero deberá ser al menos equivalente al monto del ingreso mínimo mensual que se encuentre vigente.
En consecuencia, el Mensaje enfatiza que la modificación legal que propone tiene en consideración las particularidades de los servicios de los trabajadores de casa particular que se han reseñado, en cuyo contexto, añade, el Ejecutivo recibió el aporte de asociaciones de trabajadoras de casa particular representativas del sector y de la Oficina Subregional de Santiago de la Organización Internacional del Trabajo. Indica que, dentro de los factores analizados con dichas entidades, se consideró el hecho que muchos empleadores contratan los servicios de los trabajadores a objeto de que éstos atiendan las necesidades de sus hijos. Asimismo, consigna que los trabajadores no son miembros de la familia del hogar en que trabajan, sino trabajadores de éstas, por lo que en muchas ocasiones dejan de atender a sus propias familias. Habida cuenta de ello, la iniciativa pretende compatibilizar las condiciones de trabajo con las particularidades en que éstos se desenvuelven.

En consideración a lo reseñado, la iniciativa propone introducir una serie de modificaciones a la normativa actualmente vigente en las siguientes materias:

1) Respecto de los trabajadores de casa particular que no viven en la casa de su empleador: indica que el propósito es reducir la jornada actual de trabajo. Con miras a ello , pretende introducir las siguientes modificaciones:
a) Jornada semanal: el Mensaje consigna que ésta se regirá por las reglas generales, esto es, se propone reducir el régimen actual de hasta 66 horas semanales de trabajo efectivo por un máximo efectivo de 45 horas. Propone, a continuación, que dicha jornada se pueden distribuir hasta en un máximo de seis días, para lo que establece una implementación progresiva mediante un régimen transitorio, sin que el empleador pueda rebajar unilateralmente la remuneración como consecuencia de dicha reducción.

b) Duración máxima de la jornada diaria: en esta materia, la iniciativa propone que la permanencia diaria en el trabajo no podrá exceder de 12 horas continuas, considerando el tiempo de trabajo y el de descanso.

c) Descanso dentro de la jornada diaria: a su respecto, propone aplicar las reglas generales del resto de los trabajadores, esto es, de un descanso de al menos treinta minutos, el que no se imputará a la jornada de trabajo.

d) Bolsa semanal de horas adicionales: indica que las partes podrán acordar por escrito hasta un máximo de quince horas semanales adicionales, no acumulables a otras semanas, las que deberán ser pagadas por el empleador con al menos un recargo del 50% sobre el sueldo convenido, pudiendo distribuirse en la forma en que las partes lo acuerden. Añade que, a falta de acuerdo escrito, se imputarán a éstas las horas trabajadas en exceso de la jornada pactada con conocimiento del empleador. Agrega que, al tratarse de una bolsa de horas complementaria a la jornada laboral, propone que el máximo de horas utilizable se implemente progresivamente mediante un régimen transitorio.

2) Respecto de los trabajadores de casa particular que viven en la casa del empleador: en este ámbito, la iniciativa propone las siguientes modificaciones:

a) 

Descanso semanal: establece como descanso semanal mínimo el día domingo, el que no podrá ser fraccionable.
b) 

Aumento de los días de descanso mensual: pretende establecer dos días de descanso dentro del mes calendario, permitiendo que las partes puedan acordar su fraccionamiento en medias jornadas y la acumulación de su ejercicio dentro del respectivo mes calendario. Con todo, consigna que si las partes no acordaren la oportunidad o fraccionamiento para el ejercicio de dicho descanso, el empleador deberá otorgarlos en el día hábil anterior al domingo en la primera y tercera semana de cada mes, los cuales, usualmente, recaen en día sábado. De esa manera, la iniciativa propone que tales jornadas necesariamente deben corresponder a días de descanso, estableciendo una obligación de su otorgamiento para el empleador sin que pueda compensarlos en dinero. Con todo, especifica que si se pone término a la relación laboral sin que dicho descanso hubiere sido otorgado el empleador deberá compensarlos en dinero, estableciéndose, además, sanciones ante el incumplimiento de dicha norma.

c)

Pago de la remuneración en dinero: la iniciativa propone establecer que las prestaciones de habitación y alimentación no podrán ser parte de la remuneración. Además, no podrán ser imputadas al pago de cotizaciones previsionales.
Boletín N° 7.807-13

La referida iniciativa legal, iniciada en Moción de las Diputadas señoras Carolina Goic Boroevic, Adriana Muñoz D´Albora y Alejandra Sepúlveda Orbenes, y de los Diputados señores Sergio Aguiló Melo, Osvaldo Andrade Lara, Pedro Araya Guerrero, Pepe Auth Stewart, Alfonso De Urresti Longton, Miodrag Marinovic Solo de Zaldívar y Manuel Monsalve Benavides, consigna, entre sus fundamentos, que, en el contexto de la centésima Conferencia de la Organización Internacional del Trabajo, los delegados de gobiernos, empleadores y trabajadores adoptaron una serie de acuerdos laborales destinados a mejorar las condiciones laborales de los trabajadores de casa particular, los que se traducen en el Convenio 189 y la Recomendación 201, a objeto de establecer que éstos deben tener los mismos derechos básicos que el resto de los trabajadores. Añade que ello incluye la normativa relativa al establecimiento de jornadas de trabajo razonables, una limitación a la remuneración en especies avaluables en dinero, mayor nivel de información sobre los términos y condiciones del empleo, y mayores niveles de respeto de los principios y derechos fundamentales en el trabajo, los que incluyen la libertad sindical y el derecho a la negociación colectiva.

En ese sentido, añade que el referido Convenio 189 indica que el trabajo doméstico ha sido infravalorado. Asimismo, enfatiza que es desarrollado principalmente por mujeres y niñas, muchas de los cuales son migrantes o forman parte de comunidades desfavorecidas, siendo vulnerables a la discriminación en sus empleos y a abusos en sus derechos humanos. Habida cuenta de ello, sostiene, es preciso considerar medidas especiales para proteger a aquellos trabajadores que pueden estar expuestos a riesgos adicionales debido a su corta edad, a su nacionalidad o condición de alojamiento, entre otros factores.

Por otra parte, la iniciativa consigna que el Código del Trabajo contiene un Capítulo especial que regula el contrato de trabajadores de casa particular, el que consagra una serie de normas relativas a jornada de trabajo, remuneración y permisos, entre otras materias. Con todo, añade que dicha normativa presenta una serie de falencias o vacíos que entran en conflicto con las normas de la Organización Internacional del Trabajo. A modo de ejemplo, indica que nuestro ordenamiento contempla jornadas distintas de trabajo y de descanso diario y semanal para los trabajadores considerando si viven en el hogar del empleador, lo que puede generar una serie de arbitrariedades en la aplicación de las respectivas disposiciones.

Asimismo, consigna que, en el aspecto remuneracional, la norma que establece que la remuneración en dinero no puede ser inferior al ingreso mínimo mensual, en los casos en que además se produce un pago en especies, no resulta suficiente para garantizar una remuneración proporcional a la prestación del trabajador. Así, sostiene que se puede producir una sobrevaloración de las prestaciones de alimentación y habitación por parte del empleador.

En consecuencia, la Moción propone adecuar las disposiciones de nuestra legislación a las normas internacionales vigentes en la materia, particularmente respecto de la jornada laboral y la remuneración. Con miras a ello, pretende unificar su duración y establecer límites más estrictos al pago de remuneraciones en especies distintas al dinero en efectivo.

Boletín N°7.675-13
Esta iniciativa, originada en Moción de la Diputada señora Adriana Muñoz D´Albora y de los Diputados señores René Alinco Bustos, Osvaldo Andrade Lara, Cristián Campos Jara, Marcos Espinosa Monardes, Tucapel Jiménez Fuentes, René Saffirio Espinoza y Matías Walker Prieto, explica que el principio de no discriminación en materia laboral es un notable avance introducido por la ley N° 19.759, que modifica el Código del Trabajo en lo relativo a las nuevas modalidades de contratación, el derecho de sindicación, los derechos fundamentales del trabajador y a otras materias que indica, toda vez que importa un reconocimiento a los derechos del trabajador.

Con todo, añade que el artículo 2° del Código del Trabajo consagra dicho principio, enumerando, al efecto, una serie de características -tales como la raza, color, sexo, edad, estado civil, sindicación, religión, opinión política, nacionalidad, ascendencia nacional u origen social- que impiden la ocurrencia de prácticas discriminatorias mediante ofertas de trabajo que consideren como requisito de postulación algunas de tales condiciones. Añade que tal enumeración no debe ser comprendida de modo taxativo, sino que debe entenderse como un reforzamiento de las disposiciones constitucionales que, de modo más general, establecen la igualdad ante la ley y prohíben toda discriminación. Asimismo, enfatiza que el principio de no discriminación ha sido aplicado en el derecho comparado e internacional, en el que, mediante diversos instrumentos, se ha establecido una prohibición de conductas atentatorias y discriminatorias contra las trabajadoras del hogar. 

En ese contexto, la Moción describe que es posible observar en ocasiones que las trabajadoras de casa particular acompañan a los miembros de una familia, en cumplimiento de sus funciones, distinguiéndose por el uso de uniformes o delantales. Habida cuenta de ello, sostiene que es preciso analizar la licitud de las facultades del empleador para imponer el uso de dichos uniformes fuera del lugar en que prestan sus servicios las trabajadoras de casa particular, a objeto de evitar la estigmatización que puede derivar de ello, lo que se manifiesta en un tratamiento diferenciado por parte de personas y establecimientos.

En consecuencia, la iniciativa propone establecer un criterio aplicable específicamente a las trabajadoras de casa particular, en cuya virtud se prohíba la utilización de todo uniforme o signo distintivo en lugares públicos como condición para desempeñarse en tales funciones, con la finalidad de evitar hipótesis de estigmatización.
-------

DISCUSIÓN EN GENERAL

AUDIENCIA 6 DE MARZO DE 2013

En la primera sesión dedicada al estudio en general de la iniciativa, celebrada el día 6 de marzo de 2013, la Comisión recibió en audiencia a las representantes gremiales de las trabajadoras de casa particular.

SINDICATO UNITARIO DE TRABAJADORAS DE CASA PARTICULAR (SINDUTCAP)


La Presidenta del Sindicato Unitario de Trabajadoras de Casa Particular, señora Emilia Solís, informó que la organización que representa se encuentra afiliada a la Central Unitaria de Trabajadores. 

 
Seguidamente dio inicio a su exposición y señaló que en las últimas décadas Chile ha experimentado varias reformas laborales, respecto de las cuales las trabajadoras del hogar se han sentido al margen y, en consecuencia, permanentemente rezagadas en el desarrollo social y legal.


Añadió que la labor de las trabajadoras de casa particular no es menos valorable que otras, considerando que contribuye a alivianar las tareas del hogar y la vida de las personas que se desempeñan en alguna área profesional o social.


Explicitó que la mayoría de las trabajadoras del hogar proviene de zonas rurales y pueblos pequeños, existiendo una gran cantidad de mujeres con ascendencia de pueblos originarios, principalmente mapuches, todas ellas que migraron a ciudades capitales para ayudar económicamente a sus familias. Asimismo, indicó que en los últimos años han arribado trabajadoras desde Perú, Bolivia, República Dominicana, Colombia, Ecuador y Haití.


Dejó en claro que las exigencias del trabajo realizado, particularmente la extensa y fatigante jornada laboral, impide a muchas personas incursionar en otras áreas de trabajo, desarrollar sus sensabilidades y tener una familia.


Todas estas razones, precisó, conducen a solicitar una modificación a las normas que regulan la jornada laboral y los descansos, atendido que la ley vigente es injusta y esclavista. A casi 100 años de la publicación de la Ley de Descanso Dominical, número 1990 del año 1917, recién se atisban intentos para acercarse a este elemental derecho, no teniendo todavía una iniciativa legal que reconozca a las y los trabajadores de casa particular una jornada de trabajo máxima decente, tal como se les garantiza a los demás trabajadores desde el siglo pasado.


Resaltó que la labor de las y los trabajadores de casa particular se lleva a efecto con dedicación y responsabilidad, de modo que merece una mejor consideración en la sociedad, resguardándose las legítimas aspiraciones de las mujeres y hombres que trabajan a tener familia y vida propia, ya que se esmeran por otras familias a las que le entregan años de vida y cuando es tiempo de jubilar se encuentran con las manos vacías, los hijos propios son mayores y finalmente lo que queda es que han dado su vida a los empleadores.


La Presidenta del Sindicato Unitario de Trabajadoras de Casa Particular, señora Emilia Solís, aseveró que sus representadas rechazan el proyecto en lo tocante a la jornada laboral, puesto que mantienen la obligación de horarios extenuantes. Al respecto, solicitó 45 horas semanales para las trabajadoras puertas afuera, distribuidas en 5 días, quedando libres los días sábado y domingo. Para las trabajadoras puertas adentro, la jornada semanal tampoco debiera comprender, bajo ningún concepto, los días sábado y domingo, pidiendo, por lo tanto, una modificación más profunda de los artículos 149 y 150 del Código del Trabajo.


A continuación, enumeró los requerimientos y observaciones del Sindicato Unitario de Trabajadoras de Casa Particular respecto de la materia en análisis:

-Igualdad de trato entre las y los trabajadores domésticos y los trabajadores en general, respecto de las horas normales de trabajo, la compensación de las horas extraordinarias, los períodos de descanso diarios y semanales y las vacaciones anuales pagadas como lo dispone el Convenio N° 189 de la OIT.

-Jornada ordinaria máxima de 45 horas semanales.

-Descanso diario, mínimo e ininterrumpido de 12 horas para las trabajadoras “puertas adentro”.

-Dos días de descanso a la semana –sábados y domingos-, iniciándose el viernes a las 21 horas y también los días festivos.

-El proyecto aprobado por la Cámara de Diputados no satisface las necesidades de las y los trabajadores de casa particular, manteniendo una situación que impide realizar una vida familiar normal. Además, las trabajadoras puertas adentro continuarán con una jornada semanal extenuante, de a lo menos 60 a 72 horas, sin derecho a descanso diario continuo.

-El descanso dominical que contempla el proyecto de ley aprobado por la Cámara de Diputados es una demanda histórica del gremio, pero la norma correspondiente plantea dudas, pues no se ha indicado desde cuándo se podrá hacer uso de ese derecho, como sí ocurre en el artículo 36 del Código del Trabajo.

-El proyecto de ley no se hace cargo de lo dispuesto en el Convenio N° 156 de la OIT, sobre responsabilidades familiares, vigente en Chile desde el año 1994, que impone a los Estados la obligación de “incluir entre los objetivos de su política nacional el de permitir que las personas con responsabilidades familiares que desempeñen o deseen desempeñar un empleo ejerzan su derecho a hacerlo sin ser objeto de discriminación y sin conflicto entre sus responsabilidades familiares y profesionales”.


Puso término a sus palabras solicitando a los integrantes de la Comisión que consideren hacerse cargo de la problemática, regulando de manera adecuada las necesidades del trabajo doméstico, en todos los aspectos que el proyecto no satisface, como también promoviendo la ratificación del Convenio N° 189 de la OIT.

ASOCIACIÓN NACIONAL DE EMPLEADAS DE CASA PARTICULAR (ANECAP)


La Presidenta de la Asociación Nacional de Empleadas de Casa Particular, señora Bernardina Muñoz, manifestó que ANECAP se fundó el año 1948 por Monseñor Bernardino Piñera junto a siete trabajadoras con la finalidad de dignificar el trabajo de las empleadas como se les denominaba en aquel entonces. Esta asociación está presente desde Arica a Punta Arenas con sus casas de acogida donde se reúnen las trabajadoras, cada domingo, para capacitarse y recrearse en un ambiente acogedor, atendido por ellas mismas. 


Agregó que ANECAP ha integrado mesas de trabajo con diferentes gobiernos con el objetivo de mejorar las condiciones laborales de sus representadas, en atención a que se evidencian serias limitaciones en materia de fiscalización del cumplimiento de las normas pertinentes del Código del Trabajo.


Se refirió a las menciones que contiene el Convenio N° 189 de la OIT respecto de las y los trabajadores de casa particular, disponiendo que todo Estado debería adoptar medidas para asegurar que los trabajadores domésticos disfruten de condiciones de empleo equitativas y condiciones de trabajo decentes que respeten su privacidad si residen en el hogar para el que trabajan. Asimismo, si se suministra alojamiento y alimentación deberían preverse los siguientes elementos: habitación separada, privada, convenientemente amueblada y ventilada, equipada con cerrojo cuyas llaves se entreguen a la o el trabajador, acceso a instalaciones sanitarias, iluminación suficiente y en la medida de lo necesario calefacción y aire acondicionado, comida de buena calidad y en la cantidad apropiada.


Recordó que nuestra legislación no contiene normas de ese tenor. Igual cosa sucede, indicó, sobre la fiscalización del cumplimiento de la legislación laboral en materia de trabajo en casas particulares.


Especificó que el Convenio N° 189 de la OIT también se refiere a las agencias de empleo privadas en vinculación, principalmente, con las trabajadoras migrantes, disponiendo que los Estados determinen las condiciones que regirán su funcionamiento, asegurando la existencia de mecanismos y procedimientos adecuados para la investigación de las quejas de presuntos abusos y prácticas fraudulentas.


Finalizó sus palabras informando de la realización de una asamblea nacional de la entidad que representa en la ciudad de Coyhaique, oportunidad en que se constató que la fiscalización de los hogares que cuentan con trabajadoras se está llevando a efecto en Temuco y en Coyhaique, utilizando un procedimiento que consiste en que el inspector dialoga con la o el empleador y si éstos no se encuentran se les deja una citación para concurrir a la Inspección del Trabajo.

COMENTARIO

El Senador señor Bianchi demostró preocupación por la existencia de una fiscalización adecuada del cumplimiento de las normas laborales en el ámbito del trabajo de las empleadas de casa particular, teniendo en consideración que las labores se realizan al interior de los hogares. No obstante ello, abogó por revisar las posibilidades de fiscalizar en resguardo de las mínimas condiciones de habitabilidad para las personas que trabajan puertas adentro.


La Ministra del Trabajo y Previsión Social acotó que el Gobierno está desarrollando un programa de fiscalización a nivel nacional.

SINDICATO DE TRABAJADORAS DE CASA PARTICULAR (SINTRACAP)


La Presidenta de SINTRACAP y vocera de la Coordinadora de Trabajadoras de Casa Particular, señora Ruth Olate, dio inicio a su participación resaltando que no era común que una dirigenta de un sector tan discriminado, maltratado e invisible como lo es el de las trabajadoras de casa particular, tuviera la posibilidad de exponer ante las y los legisladores cuáles son sus anhelos, reivindicaciones y demandas, agradeciendo por ello esta oportunidad.


Indicó que en Chile un 14% de las mujeres que realizan trabajo remunerado se dedican a labores de trabajadoras de casa particular, conformando un número de 350 mil personas, la mayoría mujeres, ya que sólo un 0,2% son hombres. 225 mil en la categoría de “puertas afuera”. Precisó que las cifras comprenden solamente a quienes se encuentran reguladas por las normas laborales, quedando al margen una gran cantidad de mujeres que desarrollan el oficio sin contrato ni pago de cotizaciones.


Muchas de las trabajadoras, precisó, están expuestas a jornadas extensas, con bajas remuneraciones, escasa cobertura de seguridad social, alto nivel de incumplimiento de las normas laborales y un disminuido reconocimiento legal de sus derechos, situación que no dista mucho de las condiciones laborales actuales de las demás trabajadoras del país, que son objeto de una constante precarización, a costa del aumento del empleo femenino en el ámbito doméstico.


Añadió que en Chile existe una baja tasa de participación sindical, situación que se evidencia en el caso de las trabajadoras de casa particular por la naturaleza de sus funciones individuales, lo que repercute en que sus demandas de mejoramiento laboral no sean tenidas en cuenta. Por años, expresó, las trabajadoras de casa particular han quedado fuera del imaginario de las reivindicaciones laborales. Es así que SINTRACAP surge el año 1947 de la necesidad de contar con un espacio sindical que agrupara a las trabajadoras del sector, con plena autonomía y de esa manera su objetivo es luchar por los derechos de las trabajadoras de casa particular, visibilizando su labor ante la sociedad, para que se establezca una legislación que las proteja.


En esa idea, el Sindicato ha participado en diversas comisiones y mesas de trabajo convocadas por distintos gobiernos, contribuyendo con su experiencia al mejoramiento de las condiciones laborales de las personas que realizan trabajos domésticos en forma remunerada. Un trabajo digno que se lleva a efecto en muchos casos en condiciones laborales indignas.


Abundó explicando que la Coordinadora de organizaciones de trabajadoras de casa particular nació el año 2010, ante la necesidad de contar con una instancia que articulara las distintas organizaciones y sindicatos representativos de las trabajadoras. Este trabajo conjunto ha posibilitado la elaboración de un pliego de peticiones que reúne los anhelos de SINTRACAP, ANECAP y SINDUTCAP y la Fundación para Trabajadoras de Casa Particular Adultos Mayores “Margarita Pozo”. El sector de trabajadoras de casa particular, bajo la tutela de la Coordinadora, se ha declarado en movilización nacional hasta que se ratifique el Convenio N° 189 y la Recomendación N° 201, ambos instrumentos emanados de la OIT.


Seguidamente, manifestó que a comienzos del mes de julio de 2011, una vez celebrada la Conferencia de la OIT sobre Trabajo Doméstico, en la que el Estado chileno suscribió el Convenio N° 189, se constituyó una mesa de trabajo en el Ministerio, donde se acordó entre las representantes de la Coordinadora y los abogados del Ministerio del Trabajo y Previsión Social avanzar en una propuesta que recogiera algunas de las siguientes demandas de dicha entidad: igualar la jornada laboral de las trabajadoras de casa particular a la de cualquier trabajador en Chile; elaborar un contrato tipo que contenga información relevante y la especificación precisa de las funciones y el lugar de realización de éstas; establecer procesos definidos de fiscalización y la ratificación del Convenio N° 189 y de la Recomendación N° 201.
 
Con todo, indicó que la propuesta presentada por el Ejecutivo contempla únicamente una modificación respecto de la jornada de los trabajadores de casa particular que residen en el domicilio de su empleador –esto es, para el régimen denominado  “puertas adentro”-, lo que generaría dos sistemas dependiendo del lugar en que se realice la prestación de los servicios. Por otra parte, detalló que dicha iniciativa omite un pronunciamiento respecto de los elementos que permiten determinar que un trabajador se encuentra desempeñando sus labores en un régimen de puertas adentro, no considera el tiempo de traslado de un trabajador al lugar de prestación de servicios, no especifica las labores que pueden desempeñar y no establece mecanismos de fiscalización efectivos.

 
En la misma línea, presentó las observaciones de la Coordinadora Nacional de Organizaciones de Trabajadoras de Casa Particular y el Sindicato de Trabajadoras de Casa Particular respecto de aquellas materias que deben ser abordadas por la iniciativa, en cuyo contexto, enfatizó, se debe considerar lo dispuesto por el Convenio 189 de la Organización Internacional del Trabajo -el que no se encuentra ratificado por Chile-, que, entre otras materias, propugna el establecimiento de una sola jornada de trabajo para todos los trabajadores.

En ese sentido, detalló que dicho instrumento, junto a la Recomendación 201 de la referida organización, disponen que los trabajadores de casa particular deben ejercer los mismos derechos que corresponden a la generalidad de los trabajadores, tales como un número razonable de horas de trabajo en cada jornada, un derecho a descanso semanal de al menos 24 horas consecutivas, un límite para el pago de especies como parte de la remuneración, y la entrega de información clara sobre los términos y condiciones de empleo. Asimismo, enfatizó que se debe garantizar el ejercicio de los derechos fundamentales de los trabajadores, incluyendo la libertad sindical y el derecho a la negociación colectiva, la igualdad de trato para todos los trabajadores domésticos y el derecho al trabajo seguro en un ambiente laboral saludable. 

 
Enseguida, indicó que la normativa que se dicte sobre el particular debe garantizar prestaciones de seguridad social, regular adecuadamente el trabajo infantil, las condiciones laborales de los trabajadores puertas adentro y trabajadores migrantes, la reglamentación del funcionamiento de las denominadas agencias privadas de empleo y el establecimiento de mecanismos de fiscalización y mediación laboral.

 
Reiteró que la legislación que aborde las problemáticas de los trabajadores de casa particular debe consagrar la aplicación de la legislación común en lo relativo a la duración de su jornada de trabajo y de descanso. Asimismo, abogó por la adopción de medidas de fiscalización y sanciones para los empleadores que no cumplan con la normativa que se dicte sobre el particular.

 
Finalmente, subrayó la necesidad de analizar la totalidad de las problemáticas que reseñó, para cuyo objetivo resulta relevante la ratificación del Convenio 189 de la OIT, lo que, indicó, terminaría con la discriminación que sufren los trabajadores de casa particular.

Consultas

 
El Senador señor Muñoz Aburto afirmó que, teniendo en consideración las observaciones de las organizaciones sindicales que han expuesto ante la Comisión, es posible sostener que éstas no comparten los lineamientos que contienen la iniciativa legal en estudio. Habida cuenta de ello, consultó acerca de aquellas materias que requieren ser reguladas con mayor urgencia y que no han sido acogidas durante la tramitación del proyecto de ley en análisis.

 
La Presidenta del Sindicato Unitario de Trabajadoras de Casa Particular, señora Emilia Solís, indicó que la normativa que se dicte en esta materia debe establecer la igualdad en el ejercicio de los derechos para todos los trabajadores de casa particular, a objeto de favorecer, por ejemplo, el ejercicio del derecho al descanso. En consecuencia, abogó por el establecimiento de una jornada de trabajo para todos los trabajadores en igualdad de condiciones.

 
A continuación, la Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Evelyn Matthei, indicó que la legislación actualmente vigente -que contempla, para los trabajadores de casa particular que viven en la casa del empleador, una jornada semanal de 72 horas-, debe ser corregida, toda vez que dificulta el ejercicio de su derecho al descanso. Habida cuenta de ello, indicó que se debe establecer una norma que incorpore a los trabajadores de casa particular al régimen general que establece el Código del Trabajo, consistente en una jornada semanal de 45 horas de trabajo. Detalló que, con la finalidad de favorecer su aplicación, se ha propuesto un sistema que ajusta gradualmente, en un plazo de dos años, el régimen que opera en este caso.

 
Respecto del cómputo de la jornada extraordinaria de trabajo, sostuvo que, para la generalidad de los trabajadores, se contempla un máximo de dos horas diarias por dicho concepto. Reseñó que, tratándose de los trabajadores de casa particular, la iniciativa propone la creación de una bolsa de horas extraordinarias que pueden ser convenidas entre el trabajador y el empleador, en conformidad a las normas generales que operan en dicha hipótesis. 

 
Por otra parte, explicó que, con el objetivo de facilitar las tareas de fiscalización operan en este ámbito, la iniciativa propone que el trabajador pueda registrar los respectivos contratos laborales que hubiere suscrito ante la Inspección del Trabajo. 

 
Tratándose de los trabajadores que residen en el domicilio del empleador, esto es, bajo el régimen denominado “puertas adentro”, sostuvo que se han verificado una serie de problemáticas relativas a las labores de fiscalización, atendidas las particularidades de dichos servicios, por lo que se proponen horarios mínimos de descanso continuado y un mayor número de días de feriado. En ese contexto, detalló que la iniciativa propone establecer la irrenunciabilidad del feriado del día domingo, contemplándose, además, que el trabajador y empleador puedan acordar el régimen de descanso aplicable en su caso de acuerdo a los parámetros que ésta establece.

 
Respecto de la remuneración que perciben los trabajadores, enfatizó la necesidad de establecer su pago en dinero, debiendo prohibirse que se imputen por dicho concepto el derecho a la habitación o alimentación que se provee a los trabajadores de casa particular. Asimismo, detalló que el proyecto de ley en estudio contiene la prohibición respecto del uso de uniformes de dichos trabajadores fuera de su lugar de trabajo.

-------


En sesión celebrada el 10 de julio de 2013, la Comisión, atendido que los Senadores señores García Ruminot y Pérez Varela se constituyeron como integrantes en fecha posterior a la sesión celebrada el día 6 de marzo de 2013, recibió nuevamente en audiencia a dirigentes gremiales de las trabajadoras y trabajadores de casa particular, quienes complementaron su anterior presentación de la siguiente manera:
Presidenta del Sindicato de Trabajadoras de Casa Particular (SINTRACAP), señora Ruth Olate

La Presidenta de SINTRACAP, señora Ruth Olate, afirmó que diversas organizaciones sindicales han manifestado la necesidad de modificar la iniciativa en análisis en la Comisión, toda vez que la aprobación de ésta, en los términos en que fue despachada por la Cámara de Diputados, no representaría un avance significativo en las condiciones de trabajo de los trabajadores del sector, toda vez que contendría una serie de falencias que es preciso subsanar.

En particular, explicó que debe establecerse la especificación, en el contrato de trabajo, de la naturaleza de las labores convenidas y el lugar específico en que éstas deben desarrollarse; la regulación de los límites a la jornada laboral de las trabajadoras puertas adentro, con el objeto de igualar las jornadas aplicables para todos los trabajadores del país; y la regulación de mecanismos de fiscalización adecuados para dicho sector.

Enseguida, indicó que en nuestro país cerca del 12% de las mujeres que realizan trabajos remunerados corresponden a trabajadoras de casa particular. Al efecto, detalló que dentro del total de 363.353 trabajadores de casa particular, sólo uno 3.5% corresponde a hombres. De dicho universo, casi 255 mil trabajadores prestan servicios bajo el régimen denominado puertas afuera, y sobre 100 mil lo hacen puertas adentro. 

En ese contexto, agregó que el trabajo doméstico se refiere a labores en el hogar para las personas que componen el grupo familiar en el desarrollo de funciones propias de éste. Asimismo, indicó que en nuestro país comprende además las labores que se desarrollan en instituciones de beneficencia, cuya finalidad sea la atención de personas con necesidades especiales de protección o asistencia, y el trabajo de choferes de casa particular, jardineros u otros, en cuanto presten servicios en el hogar de forma continua y regular.

Dichas labores, añadió, son más intensas tratándose de los trabajadores que prestan servicios bajo el régimen de “puertas adentro”, toda vez que su jornada de trabajo supera largamente las 45 horas semanales que opera, desde 2005, para el resto de los trabajadores.

Respecto de la formalización del vínculo laboral, detalló que se ha verificado la existencia de contrato escrito en el 86,1% de los trabajadores puertas adentro, en tanto que el 65,4% de los trabajadores puertas afuera presta servicios sólo mediante acuerdo de palabra.

Agregó que dicha diferenciación resulta ser relevante, considerando que mientras los trabajadores puertas adentro afrontan jornadas de trabajo extenuantes, los trabajadores puertas afuera se enfrentan en mayor medida a la falta de contrato de trabajo escrito y el no pago de sus cotizaciones de seguridad social.

Habida cuenta de estas cifras, indicó que, a comienzos del mes de julio de 2011, tras la conferencia de la Organización Internacional del Trabajo en que se aprobó el Convenio 189 sobre Trabajo Decente para las trabajadoras o los trabajadores domésticos, se constituyó una mesa con el Ministerio del Trabajo y Previsión Social en que participaron  diversas organizaciones sindicales. En ese contexto, indicó que se solicitó la igualación de la jornada laboral de los trabajadores de casa particular con los demás trabajadores, la elaboración de un contrato tipo que contuviera la especificación del tipo de funciones y el lugar en que éstas se desarrollan, procedimientos de fiscalización adecuados a las particularidades de dicho sector y la ratificación del referido instrumento internacional.

Sin embargo, explicó que el proyecto elaborado por el Ejecutivo sólo considera la regulación de la jornada de trabajo de los trabajadores puertas afuera, sin equipararla a aquella aplicable al resto de los trabajadores. Con todo, indicó que las organizaciones sindicales suscribieron un acuerdo con el Ejecutivo, con miras a favorecer el estudio y enriquecimiento de la iniciativa durante su tramitación legislativa.

Dichas materias, reiteró, dicen relación, preferentemente, con la incorporación de una normativa que especifique en el contrato de trabajo escrito las labores o funciones que deben desarrollar los trabajadores y el domicilio específico donde éstos deben prestarse.

Por otra parte, enfatizó que la ratificación por parte de nuestro país del Convenio 189 de la Organización Internacional del Trabajo puede constituir un avance significativo en esta materia, toda vez que establece la obligación de los Estados de adoptar las medidas para asegurar el respeto de los derechos humanos y los principios y derechos fundamentales de los trabajadores, entre los que se incluye el derecho a la libertad sindical, la erradicación del trabajo forzoso, la abolición del trabajo infantil y la eliminación de la discriminación en el empleo y la ocupación.

Asimismo, afirmó que dicho instrumento internacional contempla la obligación para los Estados que lo suscriben de asegurar a los trabajadores la debida información acerca de sus condiciones de empleo en forma adecuada, verificable y fácilmente comprensible, con particular énfasis en el tipo de trabajo a realizar y la dirección del lugar o lugares de trabajo habituales.

Respecto de la jornada de trabajo, obliga a adoptar  las medidas destinadas a garantizar la igualdad de tratamiento entre los trabajadores domésticos y los trabajadores en general, en tanto que limita los pagos en especie que puedan realizarse por concepto de remuneraciones y establece la obligación de garantizar el derecho a un trabajo seguro en un ambiente laboral saludable.

Acerca de las prestaciones de seguridad social, afirmó que el Convenio 189 dispone el deber de los Estados de garantizar condiciones no menos favorables a las de los demás trabajadores, incluyendo las correspondientes prestaciones de maternidad. Asimismo, contempla la regulación de los trabajadores migrantes, los requisitos que deben cumplir las agencias privadas de empleo y el acceso efectivo a los tribunales de justicia u otros mecanismos de solución de conflictos.

PRESIDENTA DEL Sindicato Unitario de Trabajadoras de Casa Particular (SINDUTCAP), señora Emilia Solís 
Enseguida, la Presidenta del Sindicato Unitario de Trabajadoras de Casa Particular, señora Emilia Solís, expuso el parecer de la entidad en lo relativo al proyecto de ley en estudio.

En primer lugar, sostuvo que, no obstante la pertinencia de dicha iniciativa, detalló que ésta no resuelve la problemática que afecta a los trabajadores de casa particular que prestan servicios bajo el régimen denominado puertas adentro, particularmente respecto de la jornada de trabajo que deben cumplir.

En efecto, indicó que tales trabajadores cumplen una jornada de trabajo efectiva de más de 72 horas semanales, lo que genera una serie de consecuencias que no son resueltas por la propuesta legislativa, con especial énfasis en las implicancias que ello produce en la vida laboral y familiar de los trabajadores.

En esa misma línea, indicó que los trabajadores puertas adentro representan un importante porcentaje del total de dicho sector, lo que da cuenta de la necesidad de resolver las problemáticas que les atingen.

Por otra parte, afirmó que el proyecto consagra el derecho a descanso dominical de los trabajadores, aun cuando éste ya es otorgado por la mayoría de los empleadores. Ello da cuenta, agregó, de la necesidad de ajustar la regulación aplicable a los trabajadores de casa particular con la legislación que opera para el resto de los trabajadores.

En consecuencia, solicitó se consagre una limitación a la jornada laboral de los trabajadores puertas adentro, haciendo aplicable a su respecto la regulación que opera para los trabajadores puertas afuera, esto es, una jornada ordinaria máxima de 45 horas semanales distribuidas en no más de cinco días a la semana, atendidas las particularidades de los servicios que desarrollan. Dicha regulación, añadió, debe ser asimilable a aquella que opera para el personal de hoteles y restaurantes, en conformidad a lo dispuesto en el artículo 27 del Código del Trabajo.

La referida disposición, enfatizó, haría posible establecer un régimen de cinco días de trabajo a la semana por dos días de descanso, lo que permitiría compensar la jornada diaria de 12 horas aplicables en su caso.

PRESIDENTA DE LA Asociación Nacional de Empleadas de Casas Particulares (ANECAP), señora Bernardina Muñoz

La Presidenta de la Asociación Nacional de Empleadas de Casa Particulares, señora Bernardina Muñoz, explicó, en primer lugar, que dicha organización sindical, fundada en 1948, propugna el mejoramiento de las condiciones laborales de los trabajadores de casa particular. La referida entidad se encuentra presente en todas las regiones del país e integra el grupo de asociaciones que abogan por la ratificación de nuestro país del Convenio 189 de la Organización Internacional del Trabajo sobre trabajo doméstico.

En lo relativo al proyecto de ley en estudio, explicó que la Asociación Nacional de Empleadas de Casa Particulares valora el establecimiento de una iniciativa legal que establezca una jornada ordinaria máxima de 45 horas semanales para todos los trabajadores de dicho sector.

Asimismo, afirmó que resulta relevante proveer de los mecanismos adecuados de fiscalización que permitan la implementación de dicha normativa con miras a garantizar condiciones laborales equitativas y decentes, con especial énfasis en aquellos trabajadores de casa particular que se desempeñan en un régimen de puertas adentro. Agregó que tales medidas se enmarcan dentro del deber del Estado, en cumplimiento del Convenio 189 de la Organización Internacional del Trabajo, de fiscalizar la aplicación de normas laborales de los trabajadores de casa particular.

En la misma línea, afirmó que en nuestro país la legislación laboral no garantiza la fiscalización para los trabajadores de dicho sector, lo que incide en la informalidad que les afecta, comprometiendo, en consecuencia, su acceso a las prestaciones de seguridad social.

Habida cuenta de ello, aseveró que las medidas de fiscalización que deben promoverse en este ámbito pueden generar un mayor índice de escrituración de las relaciones de trabajo, particularmente de aquellos que prestan servicios en régimen de puertas afuera.

Enseguida, afirmó que es preciso conciliar las labores de fiscalización que se deben desarrollar en este ámbito con el derecho a la privacidad de los hogares en que los trabajadores prestan sus servicios. 

En ese sentido, indicó que la iniciativa debe contemplar la autorización del ingreso de fiscalizadores con la finalidad de determinar la existencia de contratación de trabajadoras de casa particular en caso que el respectivo contrato de trabajo no hubiere sido registrado por el empleador en la Inspección del Trabajo; ante denuncias por vulneraciones a derechos fundamentales de los trabajadores de casa particular; para conocer las condiciones de alojamiento de los trabajadores puertas adentro; para fiscalizar la seguridad de las condiciones de trabajo y la existencia de contratación de trabajadores inmigrantes.
Finalmente, afirmó que dicha propuesta puede constituir un mejoramiento de los estándares de protección y fiscalización del cumplimiento de los derechos de los trabajadores de casa particular.

Comentarios

La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Evelyn Matthei, manifestó que el proyecto de ley contempla un mecanismo de fiscalización consistente en la entrega, por parte del empleador al trabajador, de un ejemplar del contrato de trabajo, con copia ante la Inspección del Trabajo. Asimismo, detalló que la iniciativa permite el ingreso a los lugares de trabajo de los fiscalizadores de dicho servicio previa autorización del empleador, en cuyo caso, y ante su negativa, se podrá requerir su comparecencia ante la Inspección del Trabajo.

Por otra parte, agregó que se ha confeccionado un contrato de trabajo tipo aplicable a los trabajadores de casa particular, cuyas cláusulas permitirían mejorar la especificación del lugar de la prestación de servicios y la naturaleza de éstos.

Finalmente, aseveró que la ratificación por nuestro país del Convenio 189 de la Organización Internacional del Trabajo, sobre Trabajo Decente para las trabajadoras o los trabajadores domésticos, de 2011, no se vincula con la aprobación del proyecto en estudio, toda vez que requiere el envío y tramitación de una iniciativa específica sobre el particular.

El Senador señor García Ruminot estimó pertinente darle la mayor celeridad al tratamiento del proyecto en análisis, teniendo en consideración sus objetivos, que significan un avance en la regulación del trabajo desempeñado por las empleadas y los empleados de casa particular.

Por su parte, el Senador señor Pérez Varela expresó su concordancia con la necesidad de aprobar la idea de legislar en esta materia, de manera que durante la discusión en particular se puedan presentar las indicaciones que recojan los requerimientos señalados en esta sesión.
La Senadora señora Rincón indicó que, considerando la relevancia de la regulación de las labores que desarrollan los trabajadores de casa particular, es necesario favorecer la aprobación de la iniciativa en estudio. Al efecto, afirmó que las observaciones que las organizaciones sindicales han manifestado en relación al proyecto de ley deben ser consideradas durante su discusión en particular, con la finalidad de perfeccionar las disposiciones que contiene dicha iniciativa.


- Puesto en votación en general el proyecto, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadora señora Rincón y Senadores señores García Ruminot, Muñoz Aburto y Pérez Varela.
-------

TEXTO DEL PROYECTO


A continuación, se transcribe el texto del proyecto de ley despachado por la Cámara de Diputados, que la Comisión de Trabajo y Previsión Social propone aprobar en general:
“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Libro I del Código del Trabajo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2003, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social: 

1) Elimínase en el inciso primero de su artículo 54 la expresión “y los de casa particular”.

2) Sustitúyese el inciso primero de su artículo 149 por el siguiente:

“Artículo 149.- La jornada de los trabajadores de casa particular que no vivan en la casa del empleador estará sujeta a las siguientes reglas:

a) No podrá exceder de cuarenta y cinco horas semanales, sin perjuicio de lo establecido en la letra d);

b) Se podrá distribuir hasta en un máximo de seis días;

c) Le será aplicable lo dispuesto en el inciso primero del artículo 34;

d) Las partes podrán acordar por  escrito hasta un máximo de quince horas semanales adicionales de trabajo, no acumulables a otras semanas, las que serán pagadas con un recargo no inferior al señalado en el inciso tercero del artículo 32. 

En caso de que el acuerdo no conste por escrito, se imputarán al máximo de quince horas semanales indicadas en esta letra, las horas trabajadas en exceso de la jornada pactada, con conocimiento del empleador, y

e) El período que medie entre el inicio y el término de las labores en ningún caso podrá exceder de doce horas continuas, considerando tanto la jornada como el descanso dentro de ella.”.

3) Sustitúyese la letra a) del inciso segundo de su artículo 150 por las siguientes a) y b), pasando la actual letra b) a ser c):

“a) Tendrán derecho a descanso semanal los días domingo.

b) Tendrán derecho a dos días adicionales de descanso dentro de cada mes calendario. Las partes acordarán por escrito su distribución, fraccionamiento en  medias jornadas o su acumulación dentro del respectivo mes. A  falta de acuerdo, el empleador deberá otorgarlos en el día hábil anterior al domingo de la primera y de la tercera semana de cada mes calendario. Los descansos señalados en esta letra no podrán ser compensados en dinero mientras la relación laboral se encuentre vigente.”.

4) Incorpóranse las siguientes modificaciones en su artículo 151:

a) Sustitúyese en su inciso primero la oración “, comprendiéndose además del pago en dinero efectivo, los alimentos y la habitación cuando los servicios requeridos exijan que el trabajador viva en la casa del empleador”, por la siguiente: “y en moneda de curso legal, sin que pueda comprender los alimentos y la habitación, los cuales siempre serán de cargo del empleador”.

b) Suprímese en su inciso segundo la expresión “en dinero”.

5) Agrégase el siguiente artículo 151 bis:

“Artículo 151 bis.- Ningún empleador podrá condicionar la contratación de trabajadores de casa particular, su permanencia o renovación de contrato, o la promoción o movilidad en su empleo, al uso de uniformes, delantales o cualquier otra vestimenta identificatoria o distintivo identificatorio en espacios, lugares o establecimientos públicos como parques, plazas, playas, restaurantes, hoteles, locales comerciales, clubes sociales y otros de similar naturaleza.”.

Artículo 2°.- El empleador deberá entregar una copia del contrato de trabajo debidamente firmado al trabajador, quien podrá registrarlo en la respectiva Inspección del Trabajo a fin de facilitar las labores de fiscalización, debiéndose guardar reserva de la identidad de las partes y del domicilio en que se prestan los servicios.

El empleador que sea requerido en el domicilio indicado, por un inspector del trabajo en uso de sus facultades de fiscalización relativas a las condiciones laborales de los trabajadores de casa particular, podrá aceptar el ingreso del inspector a este domicilio, o bien solicitar la fijación de otro día y hora para acudir a las dependencias de la inspección del trabajo con la documentación que le sea requerida.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS

Artículo primero.- Las modificaciones introducidas por el artículo 1° de la presente ley comenzarán a regir a contar del primer día del tercer mes posterior a su publicación en el Diario Oficial. 

Sin perjuicio de lo establecido en el inciso anterior, las horas máximas señaladas en las letras a) y d) del inciso primero del artículo 149 del Código del Trabajo, modificado por esta ley, comenzarán a regir a contar del primer día del tercer año desde la entrada en vigencia de esta ley. Con anterioridad a dicha fecha, regirá lo siguiente: 

1.- A contar de la entrada en vigencia de esta ley, la jornada señalada en la letra a) del inciso primero antes mencionado, no podrá exceder en ningún caso de sesenta horas semanales. Además, no regirá el máximo de horas adicionales semanales a que se refiere la  letra d) del mismo inciso. 

2.- A contar del primer día del segundo año desde la entrada en vigencia de esta ley, la jornada señalada en la letra a) del inciso primero antes mencionado, no podrá exceder de cincuenta y cuatro horas semanales. Además, el máximo de horas adicionales semanales a que se refiere la letra d) del mismo inciso será de seis horas.

Artículo segundo.- El empleador no podrá unilateralmente rebajar la remuneración como consecuencia de la reducción de jornada de trabajo o aumento de días de descanso dispuestos en esta ley. 

Cuando por aplicación de lo dispuesto en la letra a) del artículo 149, modificado por  esta ley, y en el artículo transitorio anterior, se reduzcan las jornadas de los trabajadores de casa particular, el empleador no podrá unilateralmente imputar a la retribución de dicha jornada el pago por las horas adicionales a que se refiere la letra d) del mismo inciso.

Artículo tercero.- Respecto de los contratos de trabajo que se encontraren vigentes a la fecha de entrada en vigor de esta ley, los días o fracciones de días de descanso convenidos en exceso de los mínimos legales se imputarán a los dos días adicionales de descanso establecidos en la letra b) del inciso segundo del artículo 150 del Código del Trabajo, modificado por esta ley.”.

-------


Acordado en sesiones celebradas el día 6 de marzo de 2013, con asistencia de la Senadora señora Ximena Rincón González (Presidenta) y señores Carlos Bianchi Chelech, Carlos Ignacio Kuschel Silva, Pedro Muñoz Aburto y Gonzalo Uriarte Herrera y el día 10 de julio de 2013, con asistencia del Senador señor Pedro Muñoz Aburto (Presidente), de la Senadora señora Ximena Rincón González y de los Senadores señores José García Ruminot y Víctor Pérez Varela.

Sala de la Comisión, a 10 de julio de 2013.

(Fdo.): Pilar Silva García de Cortázar,
Secretaria de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE DESAFÍOS DEL FUTURO, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE CREA UN CONSEJO PARLAMENTARIO DE FUTURO EN CIENCIA Y TECNOLOGÍA
(7906-07)
HONORABLE SENADO:




Vuestra Comisión de Desafíos del Futuro, tiene el honor de informaros en general, acerca del proyecto de ley de la referencia, en primer trámite constitucional, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señor Girardi, señora Alvear y señores Chahuán, Larraín Fernández y Letelier.





Se dio cuenta de esta iniciativa ante la Sala del Honorable Senado en sesión celebrada el 6 de septiembre de 2011, disponiéndose su estudio por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento. Posteriormente, con fecha 14 de mayo de 2013, por acuerdo de Comités, ratificado por la Sala, se modificó el trámite dispuesto respecto de esta iniciativa, enviándose a esta Comisión.

- - -





Cabe hacer presente que este proyecto de ley se discutió sólo en general, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 36 del Reglamento del Senado.

- - -





A las sesiones en que se discutió el proyecto de ley en informe concurrió el Secretario Ejecutivo del Consejo del Futuro, señor Juan Walker, acompañado de las asesoras señoritas Carolina Muñoz y Macarena Rojas.


Asistieron, también, los asesores parlamentarios señorita Bernardita del Río y señores Rolando Neira y Marcelo Sanhueza; la periodista del Senado, señorita Daniela Segovia; el especialista de la Biblioteca del Congreso Nacional, señor Raimundo Roberts, y la asesora de la SEGPRES, señorita Danielle Coutin.
- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL




El artículo único del proyecto, debe ser aprobado con el quórum requerido para las normas orgánico constitucionales, esto es, los cuatro séptimos de los Senadores en ejercicio, en cuanto modifica la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, en conformidad con lo dispuesto en el artículo 66, inciso segundo, de la Carta Fundamental.

- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO





El proyecto de ley persigue crear un Consejo de Futuro que vincule la labor parlamentaria con el mundo del conocimiento, esto es, ciencias básicas, humanidades y ciencias sociales, disciplinas tecnológicas y artes, entre otras manifestaciones.
- - -

ANTECEDENTES

Antecedentes legales

La ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

Moción

La Moción con que se origina este proyecto de ley hace presente que, en forma creciente, la tarea soberana del legislador se enfrentará a escenarios nacionales e internacionales marcados por mayores grados de incertidumbre y complejidad.


Desde las perspectivas de la ciudadanía y de los parlamentarios, agrega, el acto clave -la decisión del voto- involucrará y exigirá mayores niveles de conocimiento, así como analizar y distinguir información que tenga bases sólidas y el entendimiento multi y trans disciplinario de disyuntivas que irán abriendo el futuro.


En tal sentido, advierte, existe una preocupación del Congreso por aclarar al interior de sí mismo y con el mundo ciudadano los impactos que estos avances pueden tener en las personas si es que no existen la comprensión, los mecanismos y las regulaciones pertinentes que permitan dar un orden a futuro a las relaciones sociales e incentivar el aprendizaje continuo que estos cambios implican. Sobre el particular, se constata la incomodidad de la ciudadanía y del Congreso respecto de cómo los descubrimientos científicos y tecnológicos inventan y reinventan el futuro de las personas y las estructuras sociales en ciclos cada vez más cortos. Asimismo, la naturaleza de asuntos de mayor complejidad requiere de una visión renovada y abierta a la participación.


En ese orden de ideas, arguye la Moción, dado que el Congreso deberá resolver y legislar sobre materias que requieren del apoyo experto en diversas disciplinas y el aporte de actores legítimos que sufrirán el impacto de sus decisiones, la propuesta legislativa de que se trata persigue crear un Consejo de Futuro que vincule la labor parlamentaria con los mundos del conocimiento, lo cual le permitirá contar con un foro de interacción permanente e intelectualmente autónomo que se haga cargo de la compresión de los temas de futuro, a fin de superar las brechas entre el conocimiento experto, la experiencia de los ciudadanos y la decisión legislativa. Todo ello, finaliza la Moción, permitirá modernizar y robustecer nuestra democracia.
Estructura del proyecto de ley




La iniciativa consta de un artículo único y un artículo transitorio.





El artículo único contiene tres numerales, que introducen diversas enmiendas a la ley N° 18.918.



El numeral 1) incorpora, en el inciso segundo del artículo 3°, entre los servicios comunes del Senado y la Cámara de Diputados, un Consejo Parlamentario de Futuro en Ciencia y Tecnología.



El numeral 2) agrega, a continuación del artículo 66 B, un Título VIII, nuevo, cuyo epígrafe es “Del Consejo Parlamentario de Futuro en Ciencia y Tecnología”, y que contiene los artículos 67, 68 y 69.


El artículo 67 establece que el Consejo Parlamentario de Futuro en Ciencia y Tecnología es un órgano bicameral, de carácter asesor, y señala sus atribuciones.


El artículo 68 indica la integración del Consejo, precisa el carácter, número y presidencia de sus sesiones e indica el quórum para sesionar y adoptar acuerdos.


El artículo 69 entrega al Director de la Biblioteca del Congreso Nacional la función de secretaría ejecutiva del Consejo, y determina sus funciones en cuanto tal. Además, prescribe que un reglamento establecerá las demás disposiciones concernientes a la organización y funcionamiento del Consejo. Este reglamento deberá ser aprobado con las formalidades que rigen la tramitación de un proyecto de ley.


El numeral 3) introduce enmiendas de referencia legislativa.



El artículo transitorio dispone que el mayor gasto que genere el Consejo durante el ejercicio presupuestario en que comience a operar, se financiará con cargo al presupuesto de la Biblioteca del Congreso Nacional.
- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL

Al iniciarse la discusión de esta iniciativa legal el Honorable Senador señor Chahuán sostuvo que el proyecto en informe persigue crear un Consejo Parlamentario de Futuro cuya estructura jurídica tenga carácter permanente, para darle sustento al trabajo que realiza, a su vez, la Comisión de Desafíos del Futuro con el mundo de la ciencia.


El señor Senador agregó que se requiere la estructura propuesta porque es preciso generar prospectiva para construir el Chile del mañana. En este sentido, destacó que se establece una estructura orgánica y atribuciones que contribuyen al objetivo de vincular la labor parlamentaria con los sectores donde se produce conocimiento, tales como ciencias básicas, humanidades y ciencias sociales, técnicas y tecnologías, artes, medicina y otros.


La idea, dijo, es activar una dinámica que permita sentar las bases de una nueva institucionalidad que trascienda determinados períodos parlamentarios.


El Honorable Senador señor Novoa reflexionó acerca de la naturaleza jurídica del Consejo que se propone.


Al respecto, arguyó que este órgano no parece haber sido concebido como un servicio común del Congreso, como sí lo es, por ejemplo, el Comité de Auditoría Parlamentaria. Así, en su opinión se trataría de la creación de una entidad de naturaleza distinta, dado que dentro de las tareas que le corresponderán al Consejo se considera la de proponer al Gobierno la elaboración de políticas públicas. Si fuera un servicio del Congreso Nacional dicha labor no podría serle asignada. Y, por otra parte, si ese fuera un cometido que el Consejo tuviera que cumplir respecto del propio Congreso, entonces tal tarea no tendría mayor relevancia. Dicho esto, señaló que sería conveniente que se creara como una entidad separada y con carácter autónomo e independiente. En tal sentido, si bien no descartó que pudiera explorarse esta posibilidad, estimó que quizás el Parlamento no tendría iniciativa para ello.


Con todo, el señor Senador expresó que siendo un servicio común existe la ventaja de que es el Congreso quien lo administra por sí mismo, en los términos del artículo 3° de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional. Incluso, manifestó, cabe la posibilidad de que este Consejo no necesite ley para ser creado, bastando que ambas Cámaras decidan su establecimiento de consuno.

En cuanto a la integración del Consejo que se propone, manifestó sus dudas en cuanto a la circunstancia de si por incorporar entre sus miembros al Director de la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica (CONICYT) se requiera patrocinio del Ejecutivo.

El señor Senador concluyó que aun cuando es necesario dilucidar la naturaleza jurídica del órgano que se pretende crear, el Consejo podría tener una mayor solidez si es creado por mandato de la ley.

La Honorable Senadora señora Rincón, luego de destacar que el proyecto no suscita opiniones en contra, sugirió proceder a su votación en general.


El Honorable Senador señor Girardi sostuvo que el Consejo podría contar con una Secretaría Ejecutiva similar a la del Comité de Auditoría Parlamentaria. Esta idea merece un estudio más detenido para integrar los distintos puntos de vista existentes en la materia.


En seguida, hizo hincapié en que, sin perjuicio de someter a revisión la institucionalidad propuesta, que el Consejo de que se trata sea establecido por ley constituirá una relevante señal de modernización.

En sesión posterior, el Honorable Senador señor Novoa anunció su voto en contra de la iniciativa fundado en la necesidad de generar una discusión en la Sala en torno al propósito que debiera inspirar un Consejo como el que se propone. Al respecto, el señor Senador hizo presente que existe un estudio de la Biblioteca del Congreso Nacional acerca de la regulación de esta clase organismos en el ámbito internacional en el que se establecen las funciones que habitualmente se les encomiendan. A la luz de ese estudio concluyó que un Consejo en los términos que se propone en el proyecto de ley, que tendría un carácter asesor especializado en asuntos de ciencia y tecnología, podría entenderse como una unidad técnica dentro de la estructura de la Biblioteca del Congreso, lo cual haría innecesaria su creación como ente separado o independiente.

En relación con lo anterior, si bien estimó de importancia que el Congreso sea asesorado respecto del impacto que tienen en la sociedad los avances científicos y tecnológicos, manifestó sus dudas en cuanto a la competencia o capacidad del órgano que se está proponiendo para satisfacer ese requerimiento.

Por tales razones, y no porque esté en desacuerdo con la creación de un órgano que cumpla la tarea de que se trata, el señor Senador se inclinó por rechazar la idea de legislar. En su opinión, es conveniente que la Sala del Senado debata sobre la naturaleza jurídica del ente que se propone crear, de manera que si finalmente se aprueba pueda abrirse un plazo de indicaciones para corregir su actual configuración.

El Honorable Senador señor Girardi destacó la importancia que a su juicio tiene el hecho que los Parlamentos del siglo XXI cuenten con un órgano que los apoye en materia de ciencia y tecnología. Un ente de este tipo debe ir más allá del concepto de biblioteca.

La política, dijo, debería estar permanentemente relacionada con la labor científica, dado que hoy el mayor desafío a nivel mundial consiste en la necesidad de democratizar la ciencia y el conocimiento. En tal sentido, destacó la relevancia de que las distintas Comisiones cuenten con las herramientas que les permitan reflexionar y discutir sobre los temas del futuro. Es esencial, por lo mismo, crear una institucionalidad que tenga un rol central dentro del Congreso Nacional y que posea un ámbito de competencia distinto al de la Biblioteca, como quiera que involucraría a ambas Cámaras con el quehacer científico.

Por otra parte, arguyó que la Comisión de Desafíos del Futuro ha sostenido que existe la necesidad de que un órgano de estas características asesore en forma efectiva y permanente a las distintas Comisiones del Parlamento que así lo requieran, por cuanto todas las materias que les conciernen se relacionan de algún modo con ciencia y tecnología.

Con todo, el señor Senador estimó oportuno que el Consejo que actualmente existe se comprometa más decididamente en el trabajo parlamentario, a fin de detectar aquellas áreas en que se necesite una visión prospectiva, como asimismo los desafíos que está asumiendo la ciencia y que resultan interesantes de analizar desde el punto de vista político.

Por lo dicho, manifestó su voto a favor de la iniciativa y sostuvo que si la ciencia será el instrumento central en el progreso del país, primero deberá democratizarse a objeto de que responda a los requerimientos sociales. No obstante, estimó necesario perfeccionar la iniciativa en discusión vía indicaciones.

El Honorable Senador señor Cantero en lo esencial apoyó la idea de legislar y anunció su voto favorable, pero previno que dejaría de apoyar esta iniciativa si se insiste en acotar este órgano únicamente al ámbito de la ciencia y tecnología. Ello, a su juicio, no es lo más adecuado porque implica una visión estrecha del futuro, el cual debe ser analizado en forma amplia.

Sobre el particular, el señor Senador recordó que la iniciativa en discusión tomó como referencia el modelo que en este ámbito se aplicó en Finlandia. Sin embargo, dijo, este proyecto no es sistémico e integrador ni se encarga de visualizar áreas de interés de futuro (no sólo en ciencia y tecnología) como el original. Esta deficiencia persuade acerca de la necesidad de perfeccionarlo.

La Honorable Senadora señora Rincón expresó su intención de votar a favor de la idea de legislar, en el entendido que se perfeccionará en la discusión en particular.

- Sometida a votación la idea de legislar en la materia fue aprobada por mayoría, con el voto afirmativo de los Honorables Senadores señora Rincón y señores Cantero y Girardi, y el voto en contra del Honorable Senador señor Novoa.
- - -

TEXTO DEL PROYECTO





En concordancia con el acuerdo anteriormente expresado, vuestra Comisión de Desafíos del Futuro recomienda aprobar en general el siguiente

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.



1) Intercálase, en el inciso segundo del artículo 3°, entre la expresión “Auditoría Parlamentaria” y la letra “y” que le sigue, la expresión “, de un Consejo Parlamentario de Futuro en Ciencia y Tecnología”.



2) Agrégase, a continuación del artículo 66 B, el siguiente Título, nuevo:

“Título VIII

Del Consejo Parlamentario de Futuro en Ciencia y Tecnología



Artículo 67. El Consejo Parlamentario de Futuro en Ciencia y Tecnología es un órgano bicameral, de carácter asesor, encargado de:



1) Analizar, debatir y evaluar las consecuencias sociales, económicas y medioambientales de las innovaciones científicas y las nuevas tecnologías.


2) Proponer al Gobierno la elaboración de políticas públicas que fomenten programas, planes y proyectos destinados a la innovación científica y tecnológica.



3) Sugerir cambios normativos y administrativos que permitan fomentar el desarrollo científico y tecnológico del país y corregir sus consecuencias negativas.



4) Recibir las proposiciones que personas naturales o jurídicas realicen en el ámbito de la innovación científica y tecnológica.



5) Fomentar el debate público sobre las repercusiones sociales, éticas y políticas de la ciencia y tecnología moderna.



Artículo 68. El Consejo estará integrado por:



1.- El Presidente del Senado.



2.- El Presidente de la Cámara de Diputados.



3.- Dos Senadores y dos Diputados elegidos por cada Cámara, por la mayoría absoluta de sus miembros en ejercicio.



4.- Tres investigadores que hayan sido distinguidos con el Premio Nacional de Ciencias Exactas, o con el Premio Nacional de Ciencias Naturales o el Premio de Ciencias Aplicadas y Tecnológicas. Éstos serán elegidos por el Comité Ejecutivo del Consejo de Rectores.



5.- El Director de la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica (CONICYT).



6.- Un representante de la Academia Chilena de Ciencias.



7.- Un representante del Consejo de Sociedades Científicas de Chile.



8.- Un representante de la Academia Chilena de Ciencias Sociales, Políticas y Morales.



Las sesiones del Consejo tendrán el carácter de públicas y serán presididas por el Presidente del Senado. En su ausencia, presidirá el Presidente de la Cámara de Diputados.



El Consejo sesionará, a lo menos, cada dos meses y serán convocadas por su Presidente dentro de los primeros quince días del mes correspondiente. Las sesiones extraordinarias serán citadas por el Presidente del Consejo, de propia iniciativa o a solicitud de la mayoría de sus integrantes.



El Consejo no podrá sesionar ni adoptar acuerdos sin la concurrencia de, al menos, siete de sus integrantes. Sus acuerdos se adoptarán por la mayoría absoluta de sus miembros presentes.



Artículo 69. El Consejo tendrá una Secretaría Ejecutiva que estará a cargo del Director de la Biblioteca del Congreso Nacional. Dicha Secretaría levantará acta de cada sesión que celebre el Consejo, debiendo dejar constancia en ella de los asistentes a sus sesiones, de sus debates, de los antecedentes y documentos considerados, de los acuerdos alcanzados y sus fundamentos esenciales. Dichas actas serán públicas.



La Secretaría Ejecutiva será la encargada de poner en ejecución los acuerdos adoptados por el Consejo y de organizar las audiencias, reuniones o actividades que determine el Consejo.



El Consejo podrá invitar a sus sesiones a personas naturales o jurídicas y a cualquier autoridad o funcionario del Estado que estime pertinente y recabar de los mismos los antecedentes, documentos o informes, que considere indispensables para realizar su cometido.



Un reglamento elaborado por una Comisión Bicameral compuesta por igual número de Senadores y Diputados, quienes deberán ser integrantes de la Comisión de Régimen Interior del Senado y de la de Régimen Interno de la Cámara de Diputados, establecerá las demás disposiciones concernientes a la organización y funcionamiento del Consejo.



El referido Reglamento deberá ser aprobado, con las formalidades que rigen la tramitación de un proyecto de ley, por la mayoría absoluta de los miembros presentes del Senado y de la Cámara de Diputados.”.


3) Sustitúyense, en el Título Final, las denominaciones “Artículo 66 C”; “Artículo 67”; “Artículo 68”; “Artículo 69” y “Artículo 70”, por “Artículo 70”; “Artículo 71”; “Artículo 72”; “Artículo 73” y “Artículo 74”, respectivamente.



Artículo transitorio.- El mayor gasto que genere el Consejo Parlamentario de Futuro en Ciencia y Tecnología durante el ejercicio presupuestario en que éste comience a operar, se financiará con cargo a los recursos ordinarios que considera el presupuesto de la Biblioteca del Congreso Nacional.”.

- - -





Acordado en sesiones celebradas los días 18 de junio y 9 de julio de 2013, con asistencia de los Honorables Senadores señor Guido Girardi Lavín (Presidente), señora Ximena Rincón González y señores Carlos Cantero Ojeda, Francisco Chahuán Chahuán, Jovino Novoa Vásquez y Fulvio Rossi Ciocca.




Sala de la Comisión, a 9 de julio de 2013.
(Fdo.): Ignacio Vásquez Caces
Secretario
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES TUMA, GIRARDI, LAGOS Y QUINTANA, CON LA QUE SE DA INICIO A UN PROYECTO QUE MODIFICA EL DECRETO CON FUERZA DE LEY N° 1, DE 2004, DEL MINISTERIO DE ECONOMÍA, FOMENTO Y RECONSTRUCCIÓN, QUE FIJA EL TEXTO DEFINITIVO, REFUNDIDO Y SISTEMATIZADO DEL DECRETO LEY N° 211, PARA IMPONER PENAS PRIVATIVAS DE LIBERTAD A CONDUCTAS CONSTITUTIVAS DEL DELITO DE COLUSIÓN
(9028-03)
En uso de nuestras facultades constitucionales, legales y reglamentarias, venimos en presentar a la consideración de esta rama del Congreso Nacional, un proyecto de ley que, en lo esencial, plantea reponer las penas privativas de libertad para el delito de colusión que tipifica el Decreto Ley N° 211 DE 1973.

La colusión en los mercados de distintos productos y servicios es un fenómeno tan nocivo para la libre competencia, y por ende para los consumidores, como tentador para quienes venden productos o prestan servicios, en mercados con pocos oferentes.

Es lo que, sin ir muy lejos, ocurrió con las farmacias en nuestro país, en que las tres más grandes se pusieron de acuerdo para vender medicamentos a un mismo precio, naturalmente más elevado, evitando de esta manera competir entre ellas y asegurándose ganancias extraordinarias.

El solo hecho de coludirse para fijar precios, fue en nuestro país constitutivo de delito, sancionado con penas privativas de libertad, hasta el año 2003, cuando entró en vigencia la Ley 19.911, modificatoria del Decreto Ley N° 211 que, junto con crear el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia, eliminó la figura penal referida anteriormente, remplazando dicha tipificación por otra que, aumentó multas y estableció la responsabilidad civil solidaria de los directores, gerentes o administradores de las empresas que ejecutaban dichos atentados junto a una figura de delación compensada.

En efecto, el texto original del Decreto Ley N° 211, del año  1973, que incorporó a nuestro ordenamiento jurídico por primera vez un estatuto legal destinado a perseguir y castigar los atentados en contra de la libre competencia, tipificada como delito sancionado con la pena de presidio menor al que ejecute o celebrare, individual o colectivamente, cualquier hecho o acto o convención que se dirigiera a impedir la libre competencia dentro del país, tanto en las actividades económicas de orden interno como en las relativas al comercio exterior.

Sin perjuicio de la postura minoritaria de quienes ven en las leyes penales un efecto disuasivo, creemos que la colusión como delito es un hecho tan grave, en relación a los perjuicios y bienes jurídicos que vulnera, que debe ser repuesta la sanción penal privativa de libertad.

La Fiscalía Nacional Económica, ha identificado a la colusión como la más nociva de las conductas en contra de la libre competencia, dadas sus nefastas consecuencias en los precios y en la cantidad y la calidad de los productos que se ofrecen a los consumidores, quienes terminan siendo particularmente dañados, ya que, además, deben cancelar una cantidad de dinero mayor para adquirir bienes o servicios y se les impide destinar dichos recursos a satisfacer otras necesidades.

Por su parte, las nuevas atribuciones que la Ley 20.361 le entregó a la Fiscalía Nacional Económica, permite investigar y establecer las responsabilidades por los hechos o conductas que atentan en contra de la libre competencia.

Por Tanto,

Los senadores patrocinantes y demás adherentes, vienen en someter a la consideración de este H. Congreso Nacional, el siguiente:

Proyecto de Ley

Artículo único: Para intercalar en el Decreto Ley N° 211 de 1973, el siguiente artículo 32 bis nuevo:

“Artículo 32 bis. Los que ejecutaren acuerdos expresos o tácitos celebrados entre agentes económicos, o prácticas concertadas entre ellos, mediante los cuales se fijen precios de venta o de compra de bienes o servicios de primera necesidad, se limite su  producción o se asignen zonas o cuotas de mercado, o hubieren ordenado dicha ejecución, serán castigados con la pena de presidio menor en cualquiera de sus grados y una multa a beneficio fiscal de hasta treinta mil unidades tributarias anuales.

Si las conductas descritas en el inciso precedente fueren realizadas por personas jurídicas a través de sus gerentes, mandatarios, trabajadores o asesores, sin perjuicio de castigar a los autores, cómplices o encubridores, tal persona jurídica quedará disuelta por el sólo ministerio de la ley, tan pronto encuentre ejecutoriada la sentencia condenatoria de los sujetos señalados en este inciso.

Si dichas conductas se comenten mediante un sistema de telecomunicaciones al que se tenga acceso desde el territorio nacional, aun cuando se hubieren iniciado en el extranjero, se entenderán ejecutadas en Chile. El mismo principio se aplicará a las actuaciones realizadas en el extranjero por medio de sistemas de telecomunicaciones o de tratamiento de datos que contribuyan a la comisión de las conductas señaladas en el inciso anterior o faciliten los medios intelectuales o materiales para concretarlas”:

(Fdo.): Eugenio Tuma Zedán, Senador.- Guido Girardi Lavín, Senador.- Ricardo Lagos Weber, Senador.- Jaime Quintana Leal, Senador.
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑOR WALKER (DON PATRICIO), SEÑORA ALLENDE Y SEÑORES CHAHUÁN, LARRAÍN PEÑA Y TUMA, CON LA QUE SE INICIA UN PROYECTO QUE MODIFICA LA LEY N° 18.700, ORGÁNICA CONSTITUCIONAL SOBRE VOTACIONES POPULARES Y ESCRUTINIO, EN MATERIA DE ELECCIÓN DE SENADORES Y DIPUTADOS 
(9032-07)
ANTECEDENTES

Es de nuestro interés, que la ciudadanía se sienta representada con las autoridades elegidas, por lo cual es trascendental lograr un sistema de elección de parlamentarios, que les permita la identificación y el restablecimiento de la confianza en sus instituciones, de forma de otorgarle la legitimidad suficiente.

Luego de analizar profundamente los diversos sistemas electorales y la realidad histórica de nuestro país, hemos acordado presentar una propuesta de nuevo sistema que cumple con las características necesarias para darle proporcionalidad y representatividad a los electores. Sin duda alguna, estos últimos temas son trascendentales dentro de un sistema de elecciones, toda vez que cumple con los propósitos intrínsecos de éste, lo que le dará legitimidad a este sistema.

En la actualidad, nuestro sistema ha sido duramente criticado por carecer de estos dos elementos, - proporcionalidad y representatividad- lo que afecta directamente al desarrollo de la democracia chilena. Es por ello, que queremos instaurar un sistema que permita generar las condiciones inherentes de un sistema electoral.

Es así, que hemos concebido un proyecto  que busca generar un sistema que necesariamente debe modificar la Ley Orgánica Constitucional Nº18.700, de votaciones populares y escrutinios en materia de elección de parlamentarios, y que lógicamente permita hacer aplicable el  proyecto de Reforma Constitucional en materia de integración y elección de la Cámara de Diputados y del Senado, Boletín Nº 9.023-07.

De esta manera buscamos motivar la participación ciudadana, cuyos electores necesariamente deben considerar que su decisión influye en el proceso político. Es así, que tomándonos de las palabras del proyecto de Reforma Constitucional referido, en el sentido de que se requiere de “un esfuerzo en orden a que el elector tenga más alternativas para elegir, favoreciendo el debate de ideas entre quienes representan a las distintas sensibilidades de un mismo pacto o alianza electoral (.)

Los cambios en el sistema electoral deben apuntar a dar mayor representatividad, proporcionalidad, y competencia, pero  manteniendo la gobernabilidad y estabilidad que ha caracterizado al país desde el retorno a la democracia. Asimismo, hay que generar las condiciones para que el gran número de ciudadanos que no participan en los cauces institucionales de la democracia se incorporen al proceso democrático, y tender a mantener el peso relativo para las regiones en el Congreso respecto a la configuración actual y sobre todo en relación a Santiago.” 

CONTENIDO DEL PROYECTO

1. Distritos para la elección de diputados:

Se establece un redistritaje, se pasa de los 60 distritos actuales a 29

	Tipos de Distritos
	Cantidad y Número

	Distritos que eligen tres diputados
	4 distritos (1º; 2º; 28º, y 29)

	Distritos que eligen cuatro diputados
	11 distritos (4º; 9º; 14º; 16º; 17º;19º; 20º, 23º; 25º; 26º,y 27°)

	Distritos que eligen  seis diputados
	9 distritos (3º; 5º; 8º; 12º; 13º; 15º; 18º;  22º, y 24º).

	Distritos que eligen ocho diputados 
	5 distritos ( 6°; 7º; 10º; 11º, y 21º)


En detalle:

Distritos de 3 diputados:

1er. distrito, constituido por las comunas de Arica, Camarones, Putre y General Lagos; que elegirá 3 diputados. (actual distrito 1)

2° distrito, constituido por las comunas de Iquique, Huara, Camiña, Colchane, Pica y Pozo Almonte; que elegirá 3 diputados. (actual distrito 2)

28° distrito, constituido por las comunas de Coihaique, Lago Verde, Aisén, Cisnes, Guaitecas, Chile Chico, Río Ibáñez, Cochrane, O'Higgins y Tortel; que elegirá 3 diputados. (actual distrito 59)
29° distrito, constituido por las comunas de Natales, Torres del Paine, Punta Arenas, Río Verde, Laguna Blanca, San Gregorio, Porvenir, Primavera, Timaukel, Navarino y La Antártica; que elegirá 3 diputados. (actual distrito 60)
Distritos de 4 diputados:

4° distrito, constituido por las comunas de Chañaral, Diego de Almagro, Copiapó, Caldera, Tierra Amarilla, Vallenar, Freirina, Huasco y Alto del Carmen; que elegirá 4 diputados. (actuales distritos 5 y 6)

9° distrito, constituido por las comunas de Recoleta, Independencia, Conchalí, Renca y Huechuraba; que elegirá 4 diputados. (actuales distritos 17 y 19)
14° distrito, constituido por las comunas de Puente Alto, Pirque, San José de Maipo y La Pintana; que elegirá 4 diputados. (actual distrito 29)
16° distrito, constituido por las comunas de Rancagua, Mostazal, Graneros, Codegua, Machalí, Requínoa, Rengo, Olivar, Doñihue, Coinco, Coltauco, Quinta de Tilcoco y Malloa; que elegirá 4 diputados. (actuales distritos 32 y 33)
17° distrito, constituido por las comunas de San Fernando, Chimbarongo, San Vicente, Peumo, Pichidegua, Las Cabras, Placilla, Nancagua, Chépica, Santa Cruz, Lolol, Pumanque, Palmilla, Peralillo, Navidad, Litueche, La Estrella, Pichilemu, Marchigüe y Paredones; que elegirá 4 diputados. (actuales distritos 34 y 35)
19° distrito, constituido por las comunas de Linares, Colbún, San Javier, Villa Alegre, Yerbas Buenas, Longaví, Retiro, Parral, Cauquenes, Pelluhue y Chanco; que elegirá 4 diputados. (actuales distritos 39 y 40)

20° distrito, constituido por las comunas de San Fabián, Ñiquén, San Carlos, San Nicolás, Ninhue, Quirihue, Cobquecura, Treguaco, Portezuelo, Coelemu, Ranquil, Quillón, Bulnes, Cabrero y Yumbel, que elegirá 4 diputados. (actual distrito 42)

23° distrito, constituido por las comunas de Angol, Renaico, Collipulli, Ercilla, Los Sauces, Purén, Lumaco, Traiguén, Victoria, Curacautín, Lonquimay, Melipeuco, Vilcún, Lautaro, Perquenco y Galvarino; que elegirá 4 diputados. (actuales distritos 48 y 49 = circunscripción Araucanía Norte)

25° distrito, constituido por las comunas de Valdivia, Lanco, Mariquina, Máfil, Corral, Panguipulli, Los Lagos, Futrono, Lago Ranco, Río Bueno, La Unión y Paillaco; que elegirá 4 diputados. (actuales distritos 53 y 54)

26° distrito, constituido por las comunas de Osorno, San Juan de la Costa, San Pablo, Puyehue, Río Negro, Purranque, Puerto Octay, Fresia, Frutillar, Llanquihue, Puerto Varas y Los Muermos, que elegirá 4 diputados. (actuales distritos 55 y 56)

27° distrito, constituido por las comunas de Puerto Montt, Cochamó, Maullín, Calbuco, Castro, Ancud, Quemchi, Dalcahue, Curaco de Vélez, Quinchao, Puqueldón, Chonchi, Queilén, Quellón, Chaitén, Hualaihué, Futaleufú y Palena; que elegirá 4 diputados. (actuales distritos 57 y 58)
Distritos de 6 diputados:

3er. distrito, constituido por las comunas de Tocopilla, María Elena, Calama, Ollague, San Pedro de Atacama, Antofagasta, Mejillones, Sierra Gorda y Taltal; que elegirá 6 diputados. (actuales distritos 3 y 4)

5° distrito, constituido por las comunas de La Serena, La Higuera, Vicuña, Paihuano y Andacollo, Coquimbo, Ovalle, Río Hurtado, Combarbalá, Punitaqui, Monte Patria, Illapel, Salamanca, Los Vilos y Canela; que elegirá 6 diputados. (actuales distritos 7, 8 y 9)

8° distrito, constituido por las comunas de Colina, Lampa, Tiltil, Quilicura, Pudahuel, Cerro Navia, Quinta Normal y Lo Prado; que elegirá 6 diputados. (actuales distritos 16 y 18)
12° distrito, constituido por las comunas de Macul, San Joaquín, La Granja y La Florida; que elegirá 6 diputados. (actuales distritos 25 y 26)
13° distrito, constituido por las comunas de El Bosque, La Cisterna, San Ramón, Pedro Aguirre Cerda, San Miguel y Lo Espejo; que elegirá 6 diputados. (actuales distritos 27 y 28)
15° distrito, constituido por las comunas de San Bernardo, Buin, Paine y Calera de Tango, Talagante, Peñaflor, El Monte, Isla de Maipo, Melipilla, María Pinto, Curacaví, Alhué , San Pedro y Padre Hurtado; que elegirá 6 diputados. (actuales distritos 30 y 31)
18° distrito, constituido por las comunas de Curicó, Teno, Romeral, Molina, Sagrada Familia, Hualañé, Licantén, Vichuquén, Rauco, Talca, Curepto, Constitución, Empedrado, Pencahue, Maule, San Clemente, Pelarco, Río Claro y San Rafael; que elegirá 6 diputados. (actuales distritos 36, 37 y 38)

22° distrito, constituido por las comunas de Chillán, Chillán Viejo, Coihueco, Pinto, San Ignacio, El Carmen, Pemuco, Yungay, Lota, Lebu, Arauco, Curanilahue, Los Alamos, Cañete, Contulmo, Tirúa, Los Angeles, Tucapel, Alto Bio Bio,  Antuco, Quilleco, Santa Bárbara, Quilaco, Mulchén, Negrete, Nacimiento, San Rosendo y Laja; que elegirá 6 diputados. (actuales distritos 41, 46 y 47)

24° distrito, constituido por las comunas de Temuco, Padre Las Casas, Carahue, Nueva Imperial, Chol Chol, Saavedra, Teodoro Schmidt, Freire, Pitrufquén, Cunco, Pucón, Curarrehue, Villarrica, Loncoche, Gorbea y Toltén; que elegirá 6 diputados. (actuales distritos 50, 51 y 52)

Distritos de 8 diputados:

6° distrito, constituido por las comunas de La Ligua, Petorca, Cabildo, Papudo, Zapallar, Puchuncaví, Quintero, Nogales, Calera, La Cruz, Quillota, Hijuelas, Los Andes, San Esteban, Calle Larga, Rinconada, San Felipe, Putaendo, Santa María, Panquehue, Llaillay, Catemu, Olmué, Limache, Villa Alemana y Quilpué; que elegirá 8 diputados. (actuales distritos 10, 11 y 12)

7° distrito, constituido por las comunas de Valparaíso, Juan Fernández, Isla de Pascua, Viña del Mar, Concón, San Antonio, Santo Domingo, Cartagena, El Tabo, El Quisco, Algarrobo y Casablanca; que elegirá 8 diputados. (actuales distritos 13, 14 y 15)
10° distrito, constituido por las comunas de Santiago, Estación Central, Cerrillos y Maipú; que elegirá 8 diputados. (actuales distritos 20 y 22)
11° distrito, constituido por las comunas de Providencia, Ñuñoa, Las Condes, Vitacura, Lo Barnechea, La Reina y Peñalolén; que elegirá 8 diputados. (actuales distritos 21, 23 y 24)
21° distrito, constituido por las comunas de Concepción, San Pedro de la Paz, Talcahuano, Hualpén, Chiguayante, Tomé, Penco, Florida, Hualqui, Coronel y Santa Juana; que elegirá 8 diputados. (actuales distritos 43, 44 y 45)
2. Composición del senado:
El Senado se integra con 48 miembros. Habrán 8 senadores nacionales y 40 senadores que representan a las distintas regiones del país.

Los senadores nacionales se eligen en votación directa. Para estos efectos son sus electores los ciudadanos de todo el país.  Para efectos de la elección de los senadores que representan a las regiones del país, el territorio se divide electoralmente en 20 circunscripciones. (Se mantienen las actuales y se suma región XV de Arica y Parinacota)

3. Mecanismo de asignación de escaños
Corresponderá actualizar, cada diez años, la asignación de los 150 escaños de diputados entre los 29 distritos establecidos.

La asignación de las 150 diputaciones se ceñirá al siguiente procedimiento:

a) Los primeros 87 escaños se asignarán de modo igualitario entre los 29 distritos, correspondiendo tres diputados a cada uno de ellos, independientemente de su población.

b) Los restantes 63 diputados se distribuirán proporcionalmente entre los 29 distritos en consideración a la población de cada uno de ellos y en base a la última estadística demográfica oficial disponible. 

c) No obstante lo anterior, ningún distrito podrá elegir más de 8 diputados. En el caso que, en virtud del cálculo de la letra anterior, uno o más distritos superen dicho límite, los escaños excedentes volverán a distribuirse en forma proporcional a la población entre los distritos que no hubieren alcanzado dicho tope. 

La determinación definitiva de la asignación de escaños deberá publicarse en el Diario Oficial en los primeros diez días del mes de Febrero del año de que se trate. En caso de producirse algún cambio en la distribución de diputados, el texto del artículo 179 de la ley 18.700 se entenderá modificado, en lo pertinente, de pleno derecho y se aplicará en su forma así corregida en la elección inmediatamente siguiente. 
En el proyecto no se alude a la autoridad competente para realizar este procedimiento, el TRICEL, pues se trata de una materia de iniciativa exclusiva de S.E. el Presidente de la República.
4. Proclamación de electos
En el caso de las elecciones de diputados y senadores, se proclamará electos a los candidatos de cuerdo al siguiente procedimiento: 

En el caso de las circunscripciones senatoriales,  se proclamará elegidos a los dos candidatos de una misma lista, cuando esta alcanzare el mayor número de sufragios y tuviere un total de votos que excediere el doble de los que alcanzare la lista o nómina que le siguiere en número de sufragios.
Si ninguna lista obtuviere los dos cargos, elegirá un cargo cada una de las listas o nóminas que obtengan las dos más altas mayorías de votos totales de lista o nómina, debiendo proclamarse elegidos Senadores a aquellos candidatos que, dentro de cada lista o nómina, hubieren obtenido las más altas mayorías. 

Si el segundo cargo por llenar correspondiere con igual derecho a dos o más listas o nóminas, se proclamará electo al candidato que hubiere reunido mayor cantidad de preferencias individuales. En caso de empate entre candidatos de una misma lista o entre candidatos de distintas listas o nóminas, que a su vez estuviesen empatadas, se procederá, en audiencia pública, a efectuar un sorteo entre ellos, y proclamará electo al que salga favorecido.
Para la proclamación de los senadores nacionales se seguirán las mismas reglas que para los diputados.

Para determinar los diputados elegidos, se deberá seguir el siguiente procedimiento:

a) En primer término, se procederá a sumar las preferencias emitidas a favor de cada uno de los candidatos de una misma lista. El total corresponde a los votos de lista.

b) En segundo lugar, se calculará el cuociente electoral. Para este efecto, los votos de lista se dividirán sucesivamente por uno, dos, tres, cuatro, y así sucesivamente, hasta formar tantos cuocientes por cada lista como diputados corresponda elegir. Todos estos cuocientes se colocarán en orden decreciente hasta tener un número de ellos igual al de cargos por elegir. El cuociente que ocupe el último de estos lugares será el 
cuociente electoral o cifra repartidora y permitirá determinar cuántos son los elegidos en cada lista mediante la división del total de votos de la misma por dicho cuociente.

c) No obstante lo anterior, y en el caso que el número de candidatos de 
una o más listas es inferior al de diputados que le haya  correspondido, el cuociente electoral pasará a ser el que siga en el orden decreciente a que se refiere la letra anterior  si el  cargo sobrante fuera uno, o el que le siga, si fueren dos y así sucesivamente, si fueren más.
Para determinar los candidatos a diputados o senadores  elegidos 
dentro de cada lista se observarán las siguientes reglas:
a) Si a una lista corresponde igual número de parlamentarios que el de candidatos presentados, se proclamará elegidos a todos éstos.

b) Si el número de candidatos presentados es mayor que el de los parlamentarios que a la lista corresponda, se proclamará elegidos a los que hubieren obtenido las más altas mayorías individuales, a menos que la lista corresponda a un pacto electoral, caso en el cual se aplicará la norma del artículo siguiente.

c) Si, dentro de una misma lista, un cargo correspondiere con igual derecho a dos o más candidatos, resultará elegido aquel que haya obtenido el mayor número de preferencias individuales y, en caso de que persista la igualdad, se procederá al sorteo  del cargo en audiencia pública.

d) Si el último cargo por llenar correspondiere con igual derecho a dos o más listas o candidaturas independientes,  resultará elegido el candidato de la lista o independiente que haya obtenido mayor número de preferencias individuales y, en caso de que persista la igualdad, se procederá al sorteo del cargo en  audiencia pública.

En el proyecto no se alude a las autoridades competentes para llevar a cabo este proceso, pues se trata de una materia de iniciativa exclusiva de S.E. el Presidente de la República.

5. Vigencia
Se establece que las modificaciones establecidas en el proyecto entraran en vigencia para la elección parlamentaria del año 2017.

6. Financiamiento
Por último, se incorpora una norma que explicita que el mayor gasto que genere la creación de los nuevos cargos de Diputados y Senadores se financiará, durante el ejercicio presupuestario en que esta ley rija, con cargo a los recursos ordinarios que considera el presupuesto del Congreso Nacional. Para solventar dicho gasto tanto el Senado como la Cámara de Diputados efectuarán los traspasos internos que fueren necesarios, de conformidad con lo establecido en el artículo 68 de la ley N° 18.918.
Efectuada la revisión de sus principales contenidos y, conforme a los fundamentos planteados en su inicio, sometemos a la aprobación del Senado el siguiente 
PROYECTO DE LEY:
ARTÍCULO 1°. Introdúcense los siguientes cambios en la ley 18.700, Orgánica Constitucional de Votaciones Populares y Escrutinios.

1.- Sustitúyase el artículo 109 Bis por los siguientes:

Artículo 109 Bis.-

En el caso de las elecciones de diputados y senadores, se proclamará electos a los candidatos de cuerdo al procedimiento que detallan los artículos siguientes: 

Artículo 109 Ter.-  

En el caso de las circunscripciones senatoriales,  se proclamará elegidos a los dos candidatos de una misma lista, cuando esta alcanzare el mayor número de sufragios y tuviere un total de votos que excediere el doble de los que alcanzare la lista o nómina que le siguiere en número de sufragios.
Si ninguna lista obtuviere los dos cargos, elegirá un cargo cada una de las listas o nóminas que obtengan las dos más altas mayorías de votos totales de lista o nómina, debiendo proclamarse elegidos Senadores a aquellos candidatos que, dentro de cada lista o nómina, hubieren obtenido las más altas mayorías. 

Si el segundo cargo por llenar correspondiere con igual derecho a dos o más listas o nóminas, se proclamará electo al candidato que hubiere reunido mayor cantidad de preferencias individuales. En caso de empate entre candidatos de una misma lista o entre candidatos de distintas listas o nóminas, que a su vez estuviesen empatadas, se procederá, en audiencia pública, a efectuar un sorteo entre ellos, y proclamará electo al que salga favorecido.
Para la proclamación de los senadores nacionales se seguirán las reglas establecidas en el artículo siguiente.

Artículo 109 Quáter.-

Para determinar los diputados elegidos, se deberá seguir el siguiente procedimiento:

a) En primer término, se procederá a sumar las preferencias emitidas a favor de cada uno de los candidatos de una misma lista. El total corresponde a los votos de lista.

b) En segundo lugar, se calculará el cuociente electoral. Para este efecto, los votos de lista se dividirán sucesivamente por uno, dos, tres, cuatro, y así 
sucesivamente, hasta formar tantos cuocientes por cada lista como diputados corresponda elegir. Todos estos cuocientes se colocarán en 
orden decreciente hasta tener un número de ellos igual al de cargos 
por elegir. El cuociente que ocupe el último de estos lugares será el 
cuociente electoral o cifra repartidora y permitirá determinar cuántos son los elegidos en cada lista mediante la división del total de votos de la misma por dicho cuociente.

c) No obstante lo anterior, y en el caso que el número de candidatos de 
una o más listas es inferior al de diputados o senadores que le haya  correspondido, el cuociente electoral pasará a ser el que siga en el orden decreciente a que se refiere la letra anterior  si el  cargo sobrante fuera uno, o el que le siga, si fueren dos y así sucesivamente, si fueren más.
Artículo 109 Quinquies. -

Para determinar los candidatos a diputados o senadores  elegidos 
dentro de cada lista se observarán las siguientes reglas:

a) Si a una lista corresponde igual número de parlamentarios que el de candidatos presentados, se proclamará elegidos a todos éstos.

b) Si el número de candidatos presentados es mayor que el de los parlamentarios que a la lista corresponda, se proclamará elegidos a los que hubieren obtenido las más altas mayorías individuales, a menos que la lista corresponda a un pacto electoral, caso en el cual se aplicará la norma del artículo siguiente.

c) Si, dentro de una misma lista, un cargo correspondiere con igual derecho a dos o más candidatos, resultará elegido aquel que haya obtenido el mayor número de preferencias individuales y, en caso de que persista la igualdad, se procederá al sorteo  del cargo en audiencia pública.

d) Si el último cargo por llenar correspondiere con igual derecho a dos o más listas o candidaturas independientes,  resultará elegido el candidato de la lista o independiente que haya obtenido mayor número de preferencias individuales y, en caso de que persista la igualdad, se procederá al sorteo del cargo en  audiencia pública.

2.-  En el artículo 178, reemplácese la frase “habrá sesenta distritos electorales, cada uno de los cuales elegirá dos diputados”, por: “habrá 29 distritos electorales, cada uno de los cuales elegirá el número de diputados que establece el artículo 179 de la presente ley”.

3. Elimínese el artículo 179 y remplácese por el siguiente:

Artículo 179.- Los distritos electorales serán los siguientes: 

1er. distrito, constituido por las comunas de Arica, Camarones, Putre y General Lagos; que elegirá 3 diputados.

2° distrito, constituido por las comunas de Iquique, Huara, Camiña, Colchane, Pica y Pozo Almonte; que elegirá 3 diputados.

3er. distrito, constituido por las comunas de Tocopilla, María Elena, Calama, Ollague, San Pedro de Atacama, Antofagasta, Mejillones, Sierra Gorda y Taltal; que elegirá 6 diputados.

4° distrito, constituido por las comunas de Chañaral, Diego de Almagro, Copiapó, Caldera, Tierra Amarilla, Vallenar, Freirina, Huasco y Alto del

Carmen; que elegirá 4 diputados.

5° distrito, constituido por las comunas de La Serena, La Higuera, Vicuña, Paihuano y Andacollo, Coquimbo, Ovalle, Río Hurtado, Combarbalá, Punitaqui, Monte Patria, Illapel, Salamanca, Los Vilos y Canela; que elegirá 6 diputados.

6° distrito, constituido por las comunas de La Ligua, Petorca, Cabildo, Papudo, Zapallar, Puchuncaví, Quintero, Nogales, Calera, La Cruz, Quillota, Hijuelas, Los Andes, San Esteban, Calle Larga, Rinconada, San Felipe, Putaendo, Santa María, Panquehue, Llaillay, Catemu, Olmué, Limache, Villa Alemana y Quilpué; que elegirá 8 diputados.

7° distrito, constituido por las comunas de Valparaíso, Juan Fernández, Isla de Pascua, Viña del Mar, Concón, San Antonio, Santo Domingo, Cartagena, El Tabo, El Quisco, Algarrobo y Casablanca; que elegirá 8 diputados.

8° distrito, constituido por las comunas de Colina, Lampa, Tiltil, Quilicura, Pudahuel, Cerro Navia, Quinta Normal y Lo Prado; que elegirá 6 diputados.

9° distrito, constituido por las comunas de Recoleta, Independencia, Conchalí, Renca y Huechuraba; que elegirá 4 diputados.

10° distrito, constituido por las comunas de Santiago, Estación Central, Cerrillos y Maipú; que elegirá 8 diputados.

11° distrito, constituido por las comunas de Providencia, Ñuñoa, Las Condes, Vitacura, Lo Barnechea, La Reina y Peñalolén; que elegirá 8 diputados. 

12° distrito, constituido por las comunas de Macul, San Joaquín, La Granja y La Florida; que elegirá 6 diputados.

13° distrito, constituido por las comunas de El Bosque, La Cisterna, San Ramón, Pedro Aguirre Cerda, San Miguel y Lo Espejo; que elegirá 6 diputados.

14° distrito, constituido por las comunas de Puente Alto, Pirque, San José de Maipo y La Pintana; que elegirá 4 diputados.

15° distrito, constituido por las comunas de San Bernardo, Buin, Paine y Calera de Tango, Talagante, Peñaflor, El Monte, Isla de Maipo, Melipilla, María Pinto, Curacaví, Alhué , San Pedro y Padre Hurtado; que elegirá 6 diputados.

16° distrito, constituido por las comunas de Rancagua, Mostazal, Graneros, Codegua, Machalí, Requínoa, Rengo, Olivar, Doñihue, Coinco, Coltauco, Quinta de Tilcoco y Malloa; que elegirá 4 diputados.

17° distrito, constituido por las comunas de San Fernando, Chimbarongo, San Vicente, Peumo, Pichidegua, Las Cabras, Placilla, Nancagua, Chépica, Santa Cruz, Lolol, Pumanque, Palmilla, Peralillo, Navidad, Litueche, La Estrella, Pichilemu, Marchigüe y Paredones; que elegirá 4 diputados.

18° distrito, constituido por las comunas de Curicó, Teno, Romeral, Molina, Sagrada Familia, Hualañé, Licantén, Vichuquén, Rauco, Talca, Curepto, Constitución, Empedrado, Pencahue, Maule, San Clemente, Pelarco, Río Claro y San Rafael; que elegirá 6 diputados.

19° distrito, constituido por las comunas de Linares, Colbún, San Javier, Villa Alegre, Yerbas Buenas, Longaví, Retiro, Parral, Cauquenes, Pelluhue y Chanco; que elegirá 4 diputados.

20° distrito, constituido por las comunas de San Fabián, Ñiquén, San Carlos, San Nicolás, Ninhue, Quirihue, Cobquecura, Treguaco, Portezuelo, Coelemu, Ranquil, Quillón, Bulnes, Cabrero y Yumbel, que elegirá 4 diputados.

21° distrito, constituido por las comunas de Concepción, San Pedro de la Paz, Talcahuano, Hualpén, Chiguayante, Tomé, Penco, Florida, Hualqui, Coronel y Santa Juana; que elegirá 8 diputados.

22° distrito, constituido por las comunas de Chillán, Chillán Viejo, Coihueco, Pinto, San Ignacio, El Carmen, Pemuco, Yungay, Lota, Lebu, Arauco, Curanilahue, Los Alamos, Cañete, Contulmo, Tirúa, Los Angeles, Tucapel, Alto Bio Bio,  Antuco, Quilleco, Santa Bárbara, Quilaco, Mulchén, Negrete, Nacimiento, San Rosendo y Laja; que elegirá 6 diputados. 

23° distrito, constituido por las comunas de Angol, Renaico, Collipulli, Ercilla, Los Sauces, Purén, Lumaco, Traiguén, Victoria, Curacautín, Lonquimay, Melipeuco, Vilcún, Lautaro, Perquenco y Galvarino; que elegirá 4 diputados.

24° distrito, constituido por las comunas de Temuco, Padre Las Casas, Carahue, Nueva Imperial, Chol Chol, Saavedra, Teodoro Schmidt, Freire, Pitrufquén, Cunco, Pucón, Curarrehue, Villarrica, Loncoche, Gorbea y Toltén; que elegirá 6 diputados.

25° distrito, constituido por las comunas de Valdivia, Lanco, Mariquina, Máfil, Corral, Panguipulli, Los Lagos, Futrono, Lago Ranco, Río Bueno, La Unión y Paillaco; que elegirá 4 diputados.

26° distrito, constituido por las comunas de Osorno, San Juan de la Costa, San Pablo, Puyehue, Río Negro, Purranque, Puerto Octay, Fresia, Frutillar, Llanquihue, Puerto Varas y Los Muermos; que elegirá 4 diputados.

27° distrito, constituido por las comunas de Puerto Montt, Cochamó, Maullín, Calbuco, Castro, Ancud, Quemchi, Dalcahue, Curaco de Vélez, Quinchao, Puqueldón, Chonchi, Queilén, Quellón, Chaitén, Hualaihué, Futaleufú y Palena; que elegirá 4 diputados.

28° distrito, constituido por las comunas de Coihaique, Lago Verde, Aisén, Cisnes, Guaitecas, Chile Chico, Río Ibáñez, Cochrane, O'Higgins y Tortel; que elegirá 3 diputados.

29° distrito, constituido por las comunas de Natales, Torres del Paine, Punta Arenas, Río Verde, Laguna Blanca, San Gregorio, Porvenir, Primavera, Timaukel, Navarino y La Antártica; que elegirá 3 diputados.

4.-  Agréguese un nuevo artículo 179 Bis, cuyo texto será el siguiente:

Artículo 179 bis.-

Corresponderá actualizar, cada diez años, la asignación de los 150 escaños de diputados entre los 29 distritos establecidos en el artículo anterior.

La asignación de las 150 diputaciones se ceñirá al siguiente procedimiento:

a) Los primeros 87 escaños se asignarán de modo igualitario entre los 29 distritos, correspondiendo tres diputados a cada uno de ellos, independientemente de su población.

b) Los restantes 63 diputados se distribuirán proporcionalmente entre los 29 distritos en consideración a la población de cada uno de ellos y en base a la última estadística demográfica oficial disponible. 

c) No obstante lo anterior, ningún distrito podrá elegir más de 8 diputados. En el caso que, en virtud del cálculo de la letra anterior, uno o más distritos superen dicho límite, los escaños excedentes volverán a distribuirse en forma proporcional a la población entre los distritos que no hubieren alcanzado dicho tope. 

La determinación definitiva de la asignación de escaños deberá publicarse en el Diario Oficial en los primeros diez días del mes de Febrero del año de que se trate. En caso de producirse algún cambio en la distribución de diputados, el texto del artículo 179 de esta ley se entenderá modificado, en lo pertinente, de pleno derecho y se aplicará en su forma así corregida en la elección inmediatamente siguiente. 

5.- Remplácese el artículo 180 por el siguiente:

Artículo 180.- 

El Senado se integra con 48 miembros. Habrán 8 senadores nacionales y 40 senadores que representan a las distintas regiones del país.

Los senadores nacionales se eligen en votación directa. Para estos efectos son sus electores los ciudadanos de todo el país.  Para efectos de la elección de los senadores que representan a las regiones del país, el territorio se divide electoralmente en 20 circunscripciones.

Cada Circunscripción elegirá dos senadores. 

Las circunscripciones senatoriales son las siguientes:

1ª. Circunscripción, constituida por la XV Región de Arica y Parinacota.

2ª. Circunscripción, constituida por la I Región de Tarapaca.

3a. Circunscripción, constituida por la II Región, de Antofagasta. 

4a. Circunscripción, constituida por la III Región, de Atacama.

5a. Circunscripción, constituida por la IV Región, de Coquimbo.

6a. Circunscripción, constituida por el distrito electoral N° 6, de la V Región de Valparaíso.

7a. Circunscripción, constituida por el distrito electoral N° 7, de la V Región de Valparaíso.

8a. Circunscripción, constituida por los distritos electorales Nos. 8, 9, 10  y 15, de la Región Metropolitana de Santiago.

9a. Circunscripción, constituida por los distritos electorales Nos. 11, 12, 13 y 14,  de la Región Metropolitana de Santiago.

10a. Circunscripción, constituida por la VI Región, del Libertador General Bernardo O'Higgins.

11a. Circunscripción, constituida por el distrito electoral N° 18, de  la VII Región, del Maule.

12ª. Circunscripción, constituida por el distrito electoral N° 19, de la VII Región del Maule.

13a.Circunscripción, constituida por los distritos electorales Nos 20 y 21, de la VIII Región del Biobío.

14ª. Circunscripción, constituida por el distrito electoral  N° 22, de la VIII Región del Biobío.

15a.Circunscripción, constituida por el distrito electoral N° 23, de la IX Región de la Araucanía.

16a. Circunscripción, constituida por el distrito electoral N° 24, de la IX Región de la Araucanía.

17a. Circunscripción, constituida por la XIV Región, de Los Ríos.

18a. Circunscripción, constituida por la X Región, de Los Lagos.

19a. Circunscripción, constituida por la XI Región, Aisén del General Carlos Ibáñez del Campo.

20a. Circunscripción, constituida por la XII Región, de Magallanes y de la Antártica Chilena.

ARTÍCULO 2°. El mayor gasto que genere la creación de los nuevos cargos de Diputados y Senadores se financiará, durante el ejercicio presupuestario en que esta ley rija, con cargo a los recursos ordinarios que considera el presupuesto del Congreso Nacional. Para solventar dicho gasto tanto el Senado como la Cámara de Diputados efectuarán los traspasos internos que fueren necesarios, de conformidad con lo establecido en el artículo 68 de la ley N° 18.918.
ARTÍCULO TRANSITORIO. Las modificaciones establecidas en la presente ley entrarán en vigencia a contar de la elección parlamentaria del año 2017.
(Fdo.): Patricio Walker Prieto, Senador.- Isabel Allende Bussi, Senadora.- Francisco Chahuán Chahuán, Senador.- Carlos Larraín Peña, Senador.- Eugenio Tuma Zedan, Senador.
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES TUMA, LETELIER, MUÑOZ ABURTO Y SABAG, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO QUE MODIFICA LA LEY N° 20.671 CON EL OBJETO DE SUPRIMIR EL LÍMITE MÁXIMO PARA REGULARIZAR AMPLIACIONES EN VIVIENDAS SOCIALES, SIEMPRE QUE LA SUPERFICIE EDIFICADA TOTAL NO EXCEDA DE NOVENTA METROS CUADRADOS
(9029-14)
Honorable Senado:

La ley N° 20.671 que renovó la vigencia y modificó el procedimiento de regularización de ampliaciones de viviendas sociales contemplado en la ley N° 20.251, permite regularizar las ampliaciones de hasta 25 metros cuadrados, hasta el día 8 de junio del año 2015, en la medida que se cumplan los demás requisitos que establece la ley.

El objetivo de esta legislación, fue el de permitir que las personas propietarias de viviendas sociales regularicen las ampliaciones que debieron realizar para satisfacer las necesidades básicas de habitación de sus familias.

De esta manera, viviendas sociales, que en promedio tenían superficies de 40 metros cuadrados, podrán regularizar las ampliaciones realizadas de hasta 25 metros cuadrados, quedando, en definitiva, con una superficie regularizada que les permite albergar de manera razonable a una familia de 4 integrantes, contemplando un programa habitacional adecuado a sus necesidades y coincidente con los actuales exigencias de programa establecidos como estándares mínimos.

El problema surge para la regularización de aquellas viviendas sociales desarrolladas en programas del Estado, cuya superficie proyectada como una primera etapa de una solución habitacional, disponían de superficies mínimas que contenían una cocina, un baño y en algunos casos un espacio multiuso.

Con ejemplos de estos casos se puede mencionar las soluciones otorgadas por los programas de Viviendas Progresivas, de Viviendas Rurales, y los programas avocados a los barrios como Chile Barrios o Recuperación de Barrios, que planteaban éste tipo de intervenciones en términos de abordar el saneamiento básico de los conjuntos intervenidos.

Se debe considerar además, que dado el tiempo transcurrido y la valoración que las familias otorgan a sus viviendas, la regularización de ellas implica también una forma de valorización económica del esfuerzo familiar que estas ampliaciones reflejan.

En estos casos, las ampliaciones edificadas has sido, evidentemente, de más de 25 metros cuadrados, pero dada la limitación de superficie que impone esta norma, no es posible regularizar bajo los beneficios que entrega este proceso de regularización.

Si bien la existencia de un procedimiento simplificado de regularización existente en la Ley General de Urbanismo y Construcción, creemos necesarios introducir una modificación legal que permita a las personas propietarias de viviendas sociales regularizar las ampliaciones de más de 25 metros cuadrados, en la medida que la superficie total de la edificación existente no supere un límite de 90 metros cuadrados.

Por tanto,

Los senadores patrocinantes y demás adherentes, vienen en someter a la consideración de este H. Congreso Nacional, el siguiente:

Proyecto de Ley

Artículo único: Introducense las siguientes modificaciones en el artículo 1° de la Ley N° 20.671:

1.- Elimínase en el inciso primero del artículo 1° la frase “de hasta 25 m2 de superficie”

2.- Intercalase en el inciso dela artículo 1°, entre las palabras “vivienda” y “cumpliendo” la siguiente frase nueva: “siempre que la superficie edificada total no supere los 90 metros cuadrados”.

3.- Remplazase en el inciso segundo del artículo 1°, la frase “segundo piso o superior” por la siguiente “pisos segundo o superior, o cuya superficie a regularizar sea más de 25 metros cuadrados”.

(Fdo.): Eugenio Tuma Zedan, Senador.- Juan Pablo Letelier Morel, Senador.- Pedro Muñoz Aburto, Senador.- Hosaín Sabag Castillo, Senador.







































� Informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en la solicitud de don Luis Mariano Rendón Escobar y otros, para que el Senado decida si ha o no lugar al desafuero del señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, don René Cortázar Sanz, para que los peticionarios puedan ejercer en su contra las acciones que indican, contenido en el Boletín Nº 1.089, evacuado el 3 de septiembre de 2008, p. 3.


� Véase el debate que consta en el Diario de Sesiones del Senado, 45ª sesión celebrada el 17 de abril de 1991, en que se trató el Informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento acerca de la naturaleza de la atribución que confiere al Senado el artículo 53, N° 2), de la Constitución, sobre si ha o no lugar la admisión de las acciones judiciales en contra de un Ministro de Estado.


Asimismo, léanse los artículos 198 a 204 del Reglamento del Senado.


� Alejandro Silva Bascuñán: Tratado de Derecho Constitucional Tomo VI (Santiago, Ed. Jurídica de Chile, 2000) p. 218.


� Véanse los Informes evacuados por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado el 8 de junio de 1943, el 7 de julio de 1946 y el 10 de septiembre de 1952.


� El artículo 99 de dicha Constitución señalaba que:


“Los Ministros pueden ser acusados por cualquier individuo particular, por razón de los perjuicios que éste pueda haber sufrido injustamente por algún acto del Ministerio: la queja debe dirijirse al Senado, i éste decide si ha lugar o no, a su admisión”.


Y el artículo 100 agregaba:


“Si el Senado declara haber lugar a ella, el reclamante demandará al Ministro ante el Tribunal de justicia competente”.


A su turno, el artículo 42 de la Constitución de 1925 prescribía que era atribución exclusiva del Senado: “2ª Decidir si ha o no ha lugar la admisión de las acusaciones que cualquier individuo particular presente contra los Ministros con motivo de los perjuicios que pueda haber sufrido injustamente por algún acto de éstos, según los mismos procedimientos del número anterior”. 


� Alejandro Silva Bascuñán citado en supra nota, p. 222.


� Sentencia pronunciada el 19 de abril de 1954, LI Revista de Derecho y Jurisprudencia, 1954, 2ª p., S. 4ª, p. 21.


� Publicada en el Diario Oficial el 3 de enero de 1991.


� Considerandos 29º, 30º y 34º de la sentencia pronunciada el 31 de enero de 2013, Rol N° 2.246.


� Se refiere a la sentencia pronunciada el 1 de julio de 2003, Rol N° 379.


� Dictamen N° 26.261, 20 de mayo de 2009.


� Dictamen N° 23.200, 4 de mayo de 2010.


� Contenido en el Decreto Supremo Nº 537, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de 2001, publicado en el Diario oficial el 16 de agosto de 2002.
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